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1. Cambio climático: evidencias científicas e impactos. 

 

El estudio del clima constituye un campo de investigación complejo y en 

constante evolución, debido a la multiplicidad de factores que intervienen en él. 

El clima de la Tierra no es inmutable: como consecuencia de alteraciones en el 

balance energético, está sometido a variaciones en todas las escalas 

temporales, desde decenios hasta miles y millones de años. Entre las 

variaciones climáticas más destacables que se han producido a lo largo de la 

historia del planeta figura el ciclo de unos 100.000 años de períodos glaciares 

seguidos de períodos interglaciares. 

En este marco, el cambio climático se define como la variación global del 

clima de la Tierra, una variación que fundamentalmente tiene su origen en 

causas naturales y que puede verse acelerada por la acción humana, 

manifestándose en múltiples escalas temporales y sobre el conjunto de 

parámetros climáticos —temperatura, precipitaciones, nubosidad, entre otros—. 

Un elemento esencial en esta dinámica es el efecto invernadero, fenómeno que 

alude a la retención del calor del sol en la atmósfera terrestre por parte de gases 

como el dióxido de carbono, el óxido nitroso y el metano. Sin ellos, la vida tal 

como la conocemos no sería posible, ya que el planeta sería un lugar frío y 

yermo. Por lo tanto, a pesar de lo negativas que puedan resultar las palabras 

“efecto” e “invernadero”, dicho fenómeno es paradójicamente el que permite que 

exista y prolifere la vida, al proporcionar una temperatura sobre la Tierra 

aproximadamente 35 grados superior a la que le correspondería por su distancia 

respecto al Sol. 

El problema surge cuando este equilibrio natural se altera. Al detectar la 

magnitud del cambio climático mundial, la Organización Meteorológica Mundial 

(OMM) y el Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA) 

crearon en 1988 el Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio 

Climático (IPCC), un organismo abierto a todos los Estados Miembros de las 

Naciones Unidas y de la OMM. Su función consiste en analizar, de forma 

exhaustiva, objetiva, abierta y transparente, la información científica, técnica y 

socioeconómica relevante para comprender los elementos científicos del riesgo 

que supone el cambio climático provocado por las actividades humanas, sus 

posibles repercusiones y las opciones de tomar medidas de adaptación y 

mitigación. El IPCC no realiza investigaciones propias ni controla datos relativos 

al clima, sino que basa sus evaluaciones en la literatura científica y técnica 
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revisada por homólogos y publicada. Entre sus principales actividades se 

encuentra la elaboración periódica de informes de evaluación, así como Informes 

Especiales y Documentos Técnicos sobre cuestiones que requieren 

asesoramiento científico independiente. Asimismo, respalda la Convención 

Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC) mediante 

su labor en metodologías para los inventarios nacionales de gases de efecto 

invernadero. 

De acuerdo con la Contribución del Grupo de Trabajo al Quinto Informe 

de Evaluación del IPCC, las concentraciones atmosféricas de dióxido de 

carbono, metano y óxido nitroso han aumentado en las últimas décadas a niveles 

sin precedentes en, al menos, los últimos 800.000 años. La concentración de 

CO₂ ha aumentado un 40% desde la era preindustrial, principalmente debido a 

las emisiones procedentes del uso de combustibles fósiles y, en segundo lugar, 

por las emisiones netas derivadas de los cambios en el uso de la tierra. El 

océano, además, ha absorbido aproximadamente el 30% del dióxido de carbono 

antropogénico emitido, lo que está causando una progresiva acidificación de sus 

aguas. 

El calentamiento del sistema climático es inequívoco y muchos de los 

cambios observados desde la década de 1950 no tienen precedentes: la 

atmósfera y los océanos se han calentado, las cantidades de nieve y hielo han 

disminuido y el nivel del mar se ha elevado. Concretamente, la temperatura 

media de la superficie terrestre en 2023 fue la más cálida jamás registrada, 

siendo julio de 2023 el mes más caluroso registrado hasta la fecha (NASA 2024). 

Asimismo, entre 2011 y 2020, la temperatura media de la superficie terrestre fue 

1,1 °C más cálida que la temperatura media de finales del siglo XIX (IPCC 2022), 

lo que provocó cambios rápidos y generalizados en la atmósfera, la tierra, los 

océanos y las regiones heladas, trayendo consigo un aumento en la intensidad 

de los fenómenos meteorológicos y climáticos extremos registrados en todo el 

planeta, como demostraron el aumento de la frecuencia y la gravedad de las olas 

de calor, las fuertes precipitaciones, los incendios forestales, las sequías y los 

ciclones tropicales (IPCC 2021). El aumento global de las temperaturas nos 

enfrenta amenazas trascendentales como los cambios en la distribución 

geográfica de las zonas climáticas, la reducción de la productividad, daños a las 

infraestructuras, aumento de la mortalidad, mayor imprevisibilidad de los 

fenómenos atmosféricos que lastra nuestra capacidad de responder eficazmente 

a los mismos, aumento de la evaporación del agua, disminución del rendimiento 

ganadero y agrícola, cambios en los ciclos de vida de las especies vegetales y 

animales. 
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A nivel nacional, según datos de la AEMET 2025 fue un año 

extremadamente cálido y con carácter húmedo en cuanto a lluvias. La 

temperatura media en la península fue de 15,0 ºC, lo que supone 1,1 ºC por 

encima del promedio del período de referencia 1991-2020. El clima se 

caracterizó por ser extremadamente cálido, lo que implica que su temperatura 

media fue más alta que la de todos los años del período de referencia. Fue el 

tercer año más cálido desde el comienzo de la serie en 1961, empatado con 

2024, y por detrás del 2022 y del 2023. Los 11 años más cálidos de la serie son 

todos del siglo XXI.1 

En este contexto, el cambio climático se ha consolidado como uno de los 

mayores desafíos de nuestro tiempo, una crisis que trasciende lo ambiental para 

convertirse en un fenómeno con profundas repercusiones sociales, económicas 

y laborales. Desde la década de 1990, el IPCC viene advirtiendo de la existencia 

de una emergencia climática global. El último informe de evaluación (6º), 

publicado en 2023, afirma con rotundidad que las actividades humanas, 

principalmente a través de las emisiones de gases de efecto invernadero, han 

acrecentado inequívocamente el calentamiento global y que dichas emisiones 

han seguido aumentando, derivadas del uso insostenible de la energía, de la 

contaminación atmosférica, del uso de la tierra y de los estilos de vida y pautas 

de consumo y producción en las distintas regiones. Estas alteraciones están 

transformando la atmósfera, los océanos, la criosfera y la biosfera, y el IPCC 

manifiesta que el cambio climático de origen humano está causando una gran 

parte de los fenómenos meteorológicos y climáticos extremos en todas las 

regiones del planeta, los cuales están provocando pérdidas y daños tanto en la 

naturaleza como en las personas. No hay más que observar los fenómenos 

meteorológicos adversos y, en algunos casos, catastróficos, que vienen 

registrándose en nuestro territorio con episodios como la DANA de 29 de octubre 

de 2024 de Valencia y posteriores sufridas por otros territorios del Estado en un 

corto espacio temporal durante finales del año 2025 y principios de 2026-, la 

borrasca Filomena que afectó a España y Portugal del 6 al 11 de enero de 2021, 

las cada vez más violentas olas de calor que se registran en la temporada estival 

y los recientes temporales de viento sufridos en el este y noreste de la península 

vividos en febrero de 2026. 

El cambio climático viene incidiendo en diversos ámbitos sociales. Ha 

afectado de manera importante a las proyecciones económicas, ya que el IPCC 

(2023) advierte que cada incremento adicional de temperatura intensifica los 

riesgos y las pérdidas económicas, estimándose que un aumento de 2ºC de la 

                                            
1 2025 fue un año extremadamente cálido y con carácter húmedo en cuanto a lluvias. Agencia Estatal de 

Meteorología. AEMET. Gobierno de España. 2026. 

https://www.aemet.es/es/noticias/2026/01/resumen_anual_2025
https://www.aemet.es/es/noticias/2026/01/resumen_anual_2025
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temperatura global podría reducir entre un 0,2% y un 2% los ingresos anuales 

globales, con una alta probabilidad de que las pérdidas sean incluso de mayor 

calado. En algunos sectores, las reducciones de producción podrían superar el 

20% en la segunda mitad del siglo XXI, lo que ralentizaría el crecimiento 

económico, dificultaría continuar avanzando en la reducción de la pobreza y 

perpetuaría las desigualdades sociales, especialmente en regiones urbanas y 

zonas críticas de inseguridad alimentaria. 

Asimismo, el aumento de la temperatura media, la subida del nivel del 

mar, la desaparición de glaciares y los cambios en los ecosistemas amenazan la 

biodiversidad y ponen en riesgo la seguridad alimentaria. La OIT estimó que más 

de 1.200 millones de empleos dependen directamente de ecosistemas frágiles 

como la agricultura, la silvicultura y la pesca (OIT 2018b), siendo que, si no se 

adoptan medidas con carácter urgente, regiones enteras podrían volverse 

improductivas y otras completamente inhabitables por el exceso de calor. En la 

Unión Europea, aproximadamente un tercio de la población vive a menos de 50 

quilómetros de las costas, generando más del 30% del total del PIB, y se prevé 

que en el territorio europeo un aumento medio del nivel del mar de entre 60 y 80 

centímetros a finales de siglo. Ello conllevará, probablemente, a una mayor 

salinización de las reservas de agua dulce afectándose gravemente los regadíos 

y el suministro de agua potable para consumo humano. A ello se suman 

fenómenos meteorológicos extremos —inundaciones, sequías, ciclones 

tropicales, incendios forestales— que intensifican la presión sobre comunidades 

enteras, provocan migraciones forzadas y pueden suponer la destrucción de 

infraestructuras críticas vinculadas a puestos de trabajo existentes en la 

actualidad. 

El impacto sobre la salud humana resulta igualmente alarmante. El 

cambio climático se encuentra directamente vinculado con enfermedades 

cardiovasculares, respiratorias, renales y oncológicas, además de trastornos de 

salud mental, siendo que las personas trabajadoras, especialmente aquellas que 

desempeñan labores al aire libre o en ambientes interiores calurosos y mal 

ventilados, se encuentran en la primera línea de exposición. Al igual que en el 

resto de los ámbitos socioeconómicos, el cambio climático y la degradación 

ambiental pueden provocar un deterioro de las condiciones de trabajo y un mayor 

riesgo de lesiones, enfermedades y fallecimientos en el ámbito laboral. Entre los 

colectivos más vulnerables destacan las mujeres embarazadas, las personas de 

mayor edad y las personas con condiciones especialmente sensibles de salud, 

más susceptibles a factores de estrés térmico, contaminación del aire y otros 

fenómenos climáticos (NIH 2022a). También se encuentran especialmente 

expuestos los trabajadores al aire libre —agricultura, construcción, transporte, 

entre otros— y aquellos que desempeñan su labor en espacios interiores 
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calurosos o mal ventilados. Es posible que se experimente un aumento de la 

morbilidad y la mortalidad relacionada con el calor, un incremento del riesgo de 

accidentes e impacto en el bienestar general debido a fenómenos 

meteorológicos extremos, un aumento en el contagio de enfermedades 

transmitidas por alimentos, agua, roedores u otros vectores de transmisión y un 

mayor impacto de los riesgos relacionados con la calidad del aire. La inescindible 

vinculación entre el medio ambiente interno y externo de la empresa implica que 

el deterioro ambiental repercute directamente en quienes se encuentran más 

próximos a los agentes contaminantes, ya que la actividad empresarial puede 

constituir una fuente de riesgo tanto para la salud pública como para el ambiente 

laboral. Se estima que, en la actualidad, cada año fallecen, en todo el mundo, 

más de 860.000 personas trabajadoras por exposición a la contaminación del 

aire en el lugar de trabajo, más de 18.960 por cáncer de piel o melanoma 

asociado a la radiación ultravioleta solar y más de 15.170 por enfermedades 

parasitarias y transmitidas por vectores. 

Lógicamente, la actividad empresarial también se ve lastrada por el 

impacto de los factores climáticos. Las infraestructuras y edificios pueden ser 

elementos especialmente vulnerables en función de su diseño y ubicación y 

pueden verse seriamente afectadas o inutilizadas por tormentas e inundaciones, 

aludes, avalanchas y otros fenómenos. Pueden aumentar los momentos donde 

se demande mayor volumen de electricidad en las diferentes estaciones -por 

ejemplo, debido a la necesidad de enfriar los centros de trabajo por el aumento 

de las temperaturas- y las infraestructuras energéticas estarán más expuestas a 

sufrir daños derivados de fenómenos meteorológicos adversos. Sobre los 

campos de cultivo pesa la amenaza de ver lastrados su rendimiento y 

productividad, así como la redistribución geográfica de las tierras de cultivo para 

adaptarse a las condiciones climáticas. Respecto al turismo, se espera que el 

sur de Europa sea mucho menos propicio para el turismo durante el período 

estival debido al aumento de la temperatura y a la mayor frecuencia de las olas 

de calor extremo. 

Ante este panorama, la respuesta no puede limitarse únicamente a la 

protección del medio ambiente, sino que es imprescindible avanzar hacia un 

modelo en el que la sostenibilidad se integre de manera estratégica en el entorno 

socioeconómico, lo que incluye el ámbito de las relaciones laborales y la 

seguridad y salud en el trabajo. Incorporar la dimensión medioambiental en la 

gestión empresarial no solo fortalece la resiliencia frente a riesgos climáticos, 

sino que también abre oportunidades de innovación, mejora de la productividad 

y posicionamiento competitivo en mercados cada vez más exigentes en materia 

de sostenibilidad. 
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La conclusión parece clara: el cambio climático representa un reto 

transversal que afecta a todos los ámbitos de la vida humana -la economía, la 

salud, el trabajo, etc.-, pero también ofrece la posibilidad de transformar los 

modelos productivos hacia escenarios más sólidos y rentables. Para el tejido 

empresarial, el diseño y adopción de estrategias de adaptación y mitigación de 

los efectos del cambio climático no debe entenderse únicamente como un coste 

económico y de gestión, sino como una inversión estratégica que protege 

activos, asegura la continuidad operativa y refuerza la confianza de clientes, 

personas trabajadoras y, en general, del entorno social en el que se desarrollan 

sus actividades. En este sentido, la cooperación pública‑privada y la 

coordinación internacional serán esenciales para reducir los costes humanos y 

económicos, garantizando al mismo tiempo un futuro viable y competitivo para 

las empresas. 

1.1 Impacto del cambio climático en la Comunitat Valenciana. 

 

La Comunitat Valenciana se caracteriza, en la actualidad, por ser un 

territorio con una notable capacidad de atracción de población y actividad 

económica. Desde la importante destrucción de empleo y mano de obra que se 

produjo a partir del año 2008, y especialmente desde el año 2016 hasta la 

actualidad, viene experimentando un proceso de extraordinario aumento en la 

productividad del trabajo, estando muy próxima a la media nacional, pese a 

presentar unas características económicas que no favorecen dicha mejora. Los 

servicios y la construcción fueron los motores de la economía valenciana, siendo 

por ello más intenso el impacto de la crisis económica en la región. La pérdida 

progresiva del peso de la industria en la economía regional requiere seguir una 

estrategia distinta para el relanzamiento económico basado en el fomento de 

actividades industriales intensivas en tecnología y el desarrollo de servicios 

avanzados e intensivos en capital humano. Los sectores industriales con mayor 

peso en el Valor Agregado Bruto (VAB) son, por orden decreciente, la cerámica 

(11,3%), la química (9%), la metalurgia (7%) y la industria automovilística (6,7%). 

Por su parte el textil, los azulejos, el calzado, el mueble y el juguete son las 

manufacturas que presentan mayor especialización en la Comunitat Valenciana. 

Además, es uno de los grandes núcleos turísticos a escala internacional, siendo 

una de las principales fuentes de creación de riqueza de la comunidad autónoma. 

En este sentido, el volumen de turistas viene manteniendo en los últimos 20 años 

una tendencia de crecimiento y, además, la oferta turística se ha diversificado 

ampliamente. Está situada en el medio de los flujos comerciales que proceden 

de Oriente y del Atlántico. La red logística ofrece un alto grado de accesibilidad 

nacional e internacional, lo que la convierte en un lugar atractivo para la 
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localización de multinacionales. Dispone de varios aspectos claves para lograr 

un crecimiento económico equilibrado y sostenible a largo plazo, tales como 

capital humano para atraer la demanda de empresas dedicadas a actividades 

ligadas a la economía del conocimiento, capacidad de emprendimiento y 

potencial tecnológico al alcance de las empresas en plataformas que pueden 

integrar la ciencia, la tecnología y la innovación. En definitiva, la Comunitat 

Valenciana dispone diversos elementos que la convierten en un territorio con 

gran potencial de crecimiento económico en distintos sectores productivos.2  

 

 

Sin embargo, se encuentra entre los territorios europeos más sensibles a 

los efectos del cambio climático, no solo por su localización en el Mediterráneo 

occidental —una de las regiones identificadas como “hotspot climático”— sino 

también por la fragilidad de sus ecosistemas, la presión urbanística sobre el 

litoral y la elevada dependencia de recursos hídricos cada vez más escasos. La 

evidencia científica acumulada durante las últimas décadas demuestra que el 

territorio valenciano está experimentando transformaciones profundas y 

sostenidas, que afectan simultáneamente al clima, al agua, a la biodiversidad, a 

los ecosistemas terrestres y marinos, a la agricultura, a la salud pública y a 

sectores estratégicos como el turismo y la agricultura, factores que inciden 

directamente en las condiciones de trabajo y en la seguridad y salud de las 

personas trabajadoras del tejido empresarial valenciano, que obliga a integrar la 

variable climática en la prevención de riesgos laborales. 

En primer lugar, cabe referirnos al impacto del cambio climático sobre el 

medio ambiente de la Comunitat Valenciana, donde uno de los cambios más 

significativos se observa en el ciclo hidrológico. La Comunitat Valenciana 

presenta una tendencia clara hacia la disminución de los recursos hídricos, con 

precipitaciones cada vez más irregulares y una mayor frecuencia de sequías 

prolongadas. Las estaciones meteorológicas del interior del territorio muestran 

un descenso sostenido de la precipitación anual, mientras que los frentes 

atlánticos —que históricamente aportaban una parte relevante de las lluvias— 

han reducido su contribución. Asimismo, las tormentas de verano, que 

desempeñaban un papel importante en la recarga hídrica, también han 

disminuido. Por el contrario, los temporales de Levante mantienen su peso en la 

aportación de lluvias al total anual, pero se concentran especialmente en la franja 

costera, lo que incrementa el riesgo de episodios torrenciales e inundaciones 

                                            
2 Rasgos característicos del contexto económico de la Comunitat Valenciana. Generalitat Valenciana. 
RIS3-CV. 2025 
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repentinas, siendo que tal y como advierte personal técnico especializado en la 

elaboración de planes de autoprotección y emergencia, “Los episodios recientes 

de lluvia extrema han superado con creces los umbrales normativos actuales, lo 

que demuestra que los criterios de riesgo grave e inminente necesitan una 

revisión urgente para adaptarse a la nueva realidad climática”. Esta dualidad —

sequía estructural en el interior y lluvias extremas en el litoral— constituye una 

de las manifestaciones más claras del cambio climático en la región y afecta de 

manera directa a sectores laborales críticos para la economía valenciana que se 

encuentran especialmente expuestos, como la agricultura, la construcción, el 

turismo, la gestión de emergencias y los servicios públicos esenciales, siendo 

que en este sentido, personal técnico especializado en autoprotección y 

emergencia subraya que “Las empresas deberían conocer y utilizar los planes 

municipales de emergencia, porque su ubicación dentro del territorio determina 

riesgos que no dependen de la actividad, sino del entorno en el que operan.” 

Además, la alteración del ciclo hidrológico se ve agravada por la 

transformación del territorio. La impermeabilización del suelo, la regresión de 

marjales y la pérdida de cobertura vegetal reducen la capacidad natural de 

retención y evaporación del agua, alterando los mecanismos que regulan las 

tormentas y la humedad ambiental. Estos cambios repercuten en la seguridad 

laboral, ya que aumentan la probabilidad de inundaciones súbitas, corrimientos 

de tierra y episodios de lluvias torrenciales que afectan a infraestructuras críticas, 

centros de trabajo y desplazamientos laborales. Paralelamente, los cambios en 

el uso del suelo, especialmente en zonas agrícolas de regadío, están generando 

efectos acumulativos sobre la disponibilidad de agua y sobre la calidad de los 

acuíferos, que muestran signos de sobreexplotación y contaminación por 

nitratos. Todo ello obliga a adaptar las condiciones de trabajo en el sector agrario, 

donde la escasez hídrica incrementa la exposición a estrés térmico, polvo en 

suspensión y sustancias contaminantes. 

Por otra parte, los ecosistemas terrestres valencianos también están 

experimentando transformaciones profundas. Las zonas de alta montaña 

muestran una regresión de los termotipos oromediterráneo y supramediterráneo, 

con especies que han desaparecido o se encuentran en riesgo de extinción local. 

La vegetación más exigente en humedad está siendo sustituida por especies 

más rústicas y termófilas, adaptadas a condiciones más secas y cálidas. En 

microhábitats húmedos —como cuevas, fuentes naturales o barrancos— se han 

documentado extinciones locales de especies vegetales sensibles a la reducción 

de precipitaciones y al aumento de temperaturas. Asimismo, en la primera línea 

litoral, el incremento de la frecuencia e intensidad de los temporales ha llevado 

al borde de la desaparición a especies endémicas. Esta degradación de los 

ecosistemas afecta a actividades laborales vinculadas al medio natural, como la 
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conservación ambiental, la vigilancia forestal o el turismo rural, que deben operar 

en entornos más frágiles y expuestos. 

Del mismo modo, el medio marino valenciano refleja los efectos del 

calentamiento global. Se ha observado un aumento sostenido de la temperatura 

y la salinidad del agua, tanto en capas superficiales como profundas. Las 

reservas marinas de Tabarca, Irta y Cabo de San Antonio han registrado 

episodios de fuerte calentamiento que han provocado blanqueamiento de 

corales y gorgonias, un indicador claro de estrés térmico. A su vez, la expansión 

de especies invasoras de origen subtropical, facilitada por el aumento de la 

temperatura del agua y por el tráfico marítimo, está alterando la composición de 

los ecosistemas marinos y compromete su equilibrio. La acidificación del agua, 

derivada de la absorción de CO₂, constituye otro factor de riesgo para 

organismos clasificadores y para la cadena trófica marina. Todo ello incide en 

sectores como la pesca, la acuicultura y las actividades marítimas. 

Asimismo, el riesgo de incendios forestales se ha intensificado 

notablemente. Las olas de calor más frecuentes, el incremento en la intensidad 

de los temporales de viento, la reducción de la humedad del suelo y la mayor 

inflamabilidad de la vegetación han dado lugar a incendios más extremos, 

rápidos y difíciles de extinguir. En los últimos años se ha observado un aumento 

de las tormentas secas y de los rayos, lo que incrementa el número de igniciones 

simultáneas en condiciones meteorológicas adversas. Este escenario ha 

generado incendios de quinta generación, caracterizados por su capacidad para 

desbordar los sistemas de extinción y afectar al interfaz urbano‑forestal. Basta 

con mencionar los grandes incendios ocurridos en el territorio desde el año 2022: 

Vall d’Ebo (2022), Bejís (2022), Villanueva de Viver (2023) y Cofrentes (2025). 

Para las personas trabajadoras forestales, brigadas de emergencia, personal 

bombero y personal de protección civil, estas nuevas dinámicas suponen un 

incremento sustancial del riesgo laboral, con condiciones térmicas extremas, 

exposición al humo, fatiga térmica y situaciones operativas de alta peligrosidad. 

El segundo aspecto al que debemos referirnos es a la influencia de los 

factores climáticos en la economía de la Comunitat Valenciana que, si bien afecta 

de manera generalizada y transversal a todos los sectores de actividad, dos de 

ellos se están viendo especialmente castigados: el sector agrario y el turismo. 

En el sector agrario, en cultivos como los viñedos o los cítricos, ambos 

abundantes en el territorio valenciano, se vienen produciendo cambios 

significativos en las temporadas de nacimiento, maduración y, 

consecuentemente, recolección de los frutos, llegando incluso a producirse 

variaciones sustanciales de una temporada a otra. Las altas temperaturas 
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favorecen la proliferación de plagas y enfermedades vegetales, mientras que la 

menor disponibilidad de agua compromete la productividad de los campos. 

Resulta evidente que el cambio climático ha incrementado la exposición de las 

personas trabajadoras agrícolas al estrés térmico, aumentando asimismo el 

riesgo de deshidratación, golpes de calor, contacto con productos fitosanitarios 

en condiciones de mayor volatilidad, riesgos psicosociales por el desarrollo del 

trabajo en entornos ambientalmente más hostiles y riesgos ergonómicos 

agravados por la mayor penosidad del trabajo. 

En cuanto al turismo, pilar fundamental incuestionable de la economía de 

la Comunitat Valenciana, también se ve seriamente afectado con perspectivas a 

medio y largo plazo nada halagüeñas. La subida de las temperaturas máximas, 

la mayor frecuencia de episodios de calor extremo, la erosión de la costa y la 

alteración del paisaje natural están modificando las condiciones de confort 

climático y la estacionalidad turística. Para las personas trabajadoras de los 

sectores económicos vinculados al turismo estas condiciones implican un 

aumento del estrés térmico, mayor exposición solar, riesgos derivados de 

fenómenos meteorológicos extremos, y períodos de actividad más largos 

derivados de la constante dilatación de la temporada turística con mayor 

afluencia. En este sentido, desde diversos ámbitos se apunta hacia la 

desestacionalización del turismo. 

En paralelo, la salud pública constituye otro ámbito especialmente 

vulnerable. Las temperaturas extremas incrementan la morbilidad y la 

mortalidad, especialmente entre la población mayor de 65 años. Las olas de calor 

registradas en València han mostrado aumentos significativos de la mortalidad 

por causas respiratorias y cardiovasculares. Para la población trabajadora, estos 

episodios se traducen en un aumento del riesgo de golpes de calor, síncopes, 

descompensaciones cardiorrespiratorias y disminución de la capacidad física y 

cognitiva, lo que incrementa la probabilidad de accidentes laborales. Además, 

las sequías y otros eventos climáticos extremos influyen en la presencia y 

distribución de vectores transmisores de enfermedades, como mosquitos, y 

favorecen la proliferación de patógenos en aguas de riego y productos vegetales 

frescos. En consecuencia, se prevé un aumento de enfermedades de 

transmisión hídrica y alimentaria, así como de toxiinfecciones asociadas al 

incremento de microorganismos en vegetales, lo que afecta especialmente a 

trabajadores agrícolas, personal de saneamiento, operarios de depuradoras y 

profesionales expuestos a aguas residuales o estancadas. 

Por lo que, en conjunto, los efectos del cambio climático en la Comunitat 

Valenciana configuran un escenario complejo y multifactorial, en el que la presión 

sobre los recursos naturales, la degradación de los ecosistemas, la 
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vulnerabilidad de los sectores productivos y los riesgos para la salud humana 

convergen y se retroalimentan. Desde la perspectiva laboral, este escenario 

exige integrar la variable climática en la evaluación de riesgos, adaptar los planes 

de prevención y emergencias y reforzar las medidas de protección frente a 

temperaturas extremas, fenómenos meteorológicos adversos y exposición a 

condiciones ambientales cada vez más exigentes. En este contexto, personal 

técnico especializado en autoprotección señala que “El técnico de prevención 

debe evolucionar hacia un perfil multidisciplinar capaz de interpretar mapas 

meteorológicos, entender radares de lluvia y anticipar escenarios de riesgo que 

van más allá del puesto de trabajo. “, siendo que la evidencia científica apunta a 

que el territorio valenciano ya está experimentando impactos significativos y, sin 

medidas de adaptación y mitigación ambiciosas, estos efectos se intensificarán 

en las próximas décadas, comprometiendo no solo los ecosistemas y la 

economía, sino también la seguridad y salud de la población en general y de las 

personas trabajadoras en particular. 

2. ESTUDIO CUANTITATIVO.  

 

2.1. Análisis del marco político y jurídico de la prevención de riesgos 

laborales en relación con factores ambientales y su incidencia en el trabajo. 

 

2.1.1. MARCO INTERNACIONAL Y COMUNITARIO. 

La configuración del actual marco normativo internacional en materia de 

cambio climático tiene su origen en la Convención Marco de las Naciones Unidas 

sobre el Cambio Climático (CMNUCC), adoptada en la Cumbre de Río de 1992. 

Esta Convención, ratificada hoy por 197 Partes, constituye el pilar jurídico 

fundamental sobre el que se ha desarrollado la regulación climática actual. Su 

objetivo—“estabilizar las concentraciones de gases de efecto invernadero en la 

atmósfera a un nivel que impida interferencias antropogénicas peligrosas en el 

sistema climático”—marcó por primera vez un compromiso jurídico internacional 

explícito para abordar de forma colectiva un problema global y transversal. En 

este sentido, la CMNUCC no solo fijó el marco institucional para la acción 

climática, sino que inauguró un proceso de conferencias de las Partes (COP) 

que, desde 1995, han ido definiendo progresivamente obligaciones, mecanismos 

e instrumentos jurídicos de alcance global. 
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Con la evolución de estas reuniones —y especialmente tras la primera 

COP celebrada en Berlín en 1995— el régimen climático internacional se fue 

dotando de mayor densidad normativa. Ese proceso culminó tempranamente en 

1997 con la adopción del Protocolo de Kioto, la primera adición vinculante al 

tratado. Con él, la comunidad internacional dio un paso decisivo al establecer 

compromisos obligatorios de reducción de emisiones para las Partes, avanzando 

desde una mera declaración programática (característica de la CMNUCC) hacia 

un sistema jurídico basado en metas cuantificadas, periodos de cumplimiento y 

mecanismos de flexibilidad. El Protocolo inauguró además una lógica regulatoria 

dual: por un lado, metas específicas temporales (2008–2012 y 2013–2020) y, por 

otro, instrumentos económicos —como el comercio de derechos de emisión o 

los mecanismos de desarrollo limpio— que incorporaban técnicas de mercado al 

derecho internacional ambiental. 

La evolución normativa posterior estuvo marcada por la ampliación 

conceptual del fenómeno climático. Si la Convención había centrado su atención 

en la mitigación, fue a partir del Tercer Informe del IPCC en 2001 cuando la 

adaptación adquirió relevancia jurídica propia en el marco de las negociaciones 

multilaterales. Este giro reflejó el reconocimiento de que el cambio climático no 

es solo un problema de reducción de emisiones, sino también de gestión de 

riesgos, vulnerabilidad y resiliencia. En consecuencia, el régimen internacional 

comenzó a incorporar disposiciones y mecanismos de financiación orientados a 

apoyar a los Estados —en especial a los países en desarrollo— en la adopción 

de medidas para hacer frente a sus impactos, ampliando así el alcance y la 

ambición del derecho climático internacional. 

Este proceso culminó con el Acuerdo de París de 2015, un instrumento de 

naturaleza híbrida que combina obligaciones de comportamiento, ciclos de 

revisión periódica y contribuciones determinadas a escala estatal. Sus objetivos 

—mantener el aumento de la temperatura muy por debajo de 2 °C respecto de 

niveles preindustriales y proseguir esfuerzos para limitarlo a 1,5 °C— supusieron 

un consenso histórico y dieron lugar a una regulación climática basada en la 

progresividad, la transparencia y la ambición creciente.  

La aprobación en 2015 de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible y 

sus 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) reforzó y complementó esta 

arquitectura normativa. El ODS 13, dedicado específicamente a la acción por el 

clima, se entrelaza explícitamente con los compromisos del Acuerdo de París, 

configurando un espacio regulatorio en el que la política climática deja de ser un 

ámbito aislado para integrarse en un proyecto de transformación 

socioeconómica de alcance global. Esta convergencia normativa impulsa una 

visión coherente e integral según la cual la mitigación, la adaptación, la lucha 
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contra la pobreza, la transición energética o la sostenibilidad urbana forman parte 

de una misma lógica estructural. 

No obstante, tanto el Acuerdo de París como el resto de los instrumentos 

que penden de él se encuentran en la actualidad en entredicho habida cuenta de 

los importantes cambios que se están dando en la geopolítica internacional. 

La Organización Internacional del Trabajo (OIT) ha sido una de las 

primeras instituciones en advertir el impacto del cambio climático en la seguridad 

y salud en el trabajo. Aunque el Convenio núm. 174 y la Recomendación núm. 

181 (1993) fueron concebidos para la prevención de accidentes industriales 

mayores derivados de sustancias peligrosas, la OIT ha reconocido que los 

fenómenos meteorológicos extremos, cada vez más frecuentes e intensos como 

consecuencia del cambio climático, pueden integrarse dentro de los supuestos 

de catástrofes industriales causadas por fenómenos naturales. De este modo, la 

OIT amplió la interpretación de su propio marco jurídico para hacerlo compatible 

con los nuevos riesgos emergentes. Esta evolución adquirió explícita visibilidad 

en la Estrategia global de Seguridad y Salud en el Trabajo 2024-2030, que 

subrayó la necesidad de situar los riesgos climáticos en un lugar prioritario de las 

agendas políticas nacionales e internacionales, promoviendo alianzas que 

refuercen la capacidad de los Estados para anticipar y gestionar los impactos 

derivados del cambio climático sobre la salud laboral. 

Desde una perspectiva regional, la Unión Europea ha desarrollado un 

conjunto normativo que, si bien no se dirige específicamente a la prevención de 

los riesgos generado o intensificados como consecuencia del cambio climático, 

sí incorpora disposiciones relevantes para la protección de las personas 

trabajadoras frente a condiciones meteorológicas adversas que el calentamiento 

global agrava.  

Así pues, la Directiva 2009/104/CE impone que los trabajos temporales 

en altura se ejecuten únicamente cuando las condiciones meteorológicas no 

comprometan la seguridad, obligando a adoptar medidas adicionales cuando se 

produzcan cambios atmosféricos que afecten al andamiaje o a otras estructuras 

de trabajo.  

Por su parte, la Directiva 89/656/CEE establece la obligación de emplear 

equipos de protección individual adecuados en trabajos al aire libre bajo lluvia o 

frío, lo que, pese a no mencionar expresamente las altas temperaturas, revela la 

lógica jurídica de adecuar la protección a las condiciones climáticas del entorno.  

Finalmente, la Directiva 89/654/CEE relativa a los lugares de trabajo exige 

que los puestos en exteriores se acondicionen, en la medida de lo posible, para 
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proteger a los trabajadores de las inclemencias del tiempo. No obstante, todas 

estas normas, aun siendo útiles, comparten la característica de ser instrumentos 

generales que no responden plenamente a los riesgos específicos derivados del 

cambio climático, siendo lógica y necesaria su adaptación a las características 

de cada uno de los Estados Miembro y, dentro de este, de cada sector de 

actividad y área geográfica concreta. 

Esta insuficiencia normativa se reconoce de manera expresa en el Marco 

Estratégico de la UE en materia de Seguridad y Salud en el Trabajo 2021-2027, 

cuyo objetivo “Anticipar y gestionar el cambio” identifica por primera vez de forma 

directa los riesgos climáticos como una amenaza para la salud de las personas 

trabajadoras. El documento destaca que el aumento de las temperaturas, la 

contaminación atmosférica y los fenómenos meteorológicos extremos 

constituyen nuevos vectores de riesgo que deben integrarse en las políticas 

preventivas europeas. Aunque esta mención no se ha traducido aún en una 

normativa específica vinculante, sí revela un cambio doctrinal relevante: el 

reconocimiento oficial de la necesidad de adaptar la regulación de seguridad y 

salud laboral a un escenario climático en transformación constante. 

2.1.2 MARCO NORMATIVO Y POLÍTICO ESTATAL. 

El ordenamiento jurídico español ha reconocido esta necesidad de 

garantizar una protección efectiva de la seguridad y salud de las personas 

trabajadoras frente a la creciente exposición a condiciones ambientales 

adversas, especialmente en aquellos sectores y actividades más expuestos a la 

intemperie o a entornos térmicamente exigentes. La intensificación de episodios 

de calor extremo, lluvias torrenciales o situaciones de sequía prolongada ha 

puesto de manifiesto la incidencia directa del cambio climático sobre la 

prestación laboral, obligando a reconsiderar la adecuación de las condiciones de 

trabajo desde una perspectiva preventiva. De esta forma, España ha comenzado 

a trasladar estas preocupaciones al diseño de sus políticas nacionales. La 

Estrategia Española de Seguridad y Salud en el Trabajo 2023-2027 incorpora de 

manera explícita, en su Objetivo 2, los riesgos derivados del cambio climático 

como un reto estructural que exige reforzar la protección de las personas 

trabajadoras frente a condiciones climatológicas cada vez más extremas. El texto 

destaca la necesidad de integrar la prevención de riesgos laborales vinculados 

a fenómenos meteorológicos en la adaptación a las transiciones 

socioeconómicas en curso, especialmente en el contexto de los nuevos empleos 

verdes y de la transformación ecológica del modelo productivo. Con ello, la 

estrategia española se alinea tanto con el Acuerdo de París como con la Agenda 

2030, mostrando una voluntad de desarrollar políticas preventivas coherentes 

con los compromisos internacionales y europeos en materia climática. 



   
 

19 

 

La progresiva incorporación de los riesgos derivados del cambio climático 

al ámbito de la seguridad y salud en el trabajo encuentra en el ordenamiento 

jurídico español una respuesta articulada, aunque todavía en proceso de 

consolidación normativa. A diferencia de otros riesgos tradicionales, los 

asociados a fenómenos meteorológicos extremos no han sido regulados 

históricamente de forma autónoma, sino que han sido integrados de manera 

transversal en el sistema general de prevención de riesgos laborales. Este 

enfoque permite reconducir jurídicamente los impactos del cambio climático a 

través de los principios preventivos ya existentes, dotándolos de una nueva 

dimensión interpretativa acorde con la evolución del entorno climático. 

El abordaje de los riesgos derivados de los factores ambientales y, en 

particular, de los fenómenos meteorológicos extremos en el ámbito de las 

relaciones laborales exige partir del marco normativo básico que estructura el 

sistema español de protección del trabajo. En este sentido, el Estatuto de los 

Trabajadores y la Ley de Prevención de Riesgos Laborales constituyen los ejes 

vertebradores desde los cuales se articulan tanto los derechos individuales y 

colectivos de las personas trabajadoras como las obligaciones empresariales en 

materia de organización del trabajo, condiciones laborales y tutela de la 

seguridad y salud, configurando así un entramado jurídico que permite integrar, 

de forma progresiva, los impactos del entorno ambiental sobre la prestación 

laboral. 

Aunque ninguna de estas disposiciones fue concebida originariamente 

para dar respuesta específica a los efectos del cambio climático, la amplitud de 

la normativa preventiva se presenta lo suficientemente flexible como para 

incorporar los riesgos ambientales dentro del sistema general de protección 

laboral. En particular, ambas normas descansan sobre principios de anticipación, 

prevención, participación y adaptación de las condiciones de trabajo, que 

resultan especialmente relevantes en un contexto caracterizado por la creciente 

incidencia de temperaturas extremas, alteraciones meteorológicas y fenómenos 

climáticos adversos con repercusión directa en la salud de las personas 

trabajadoras. Dicha amplitud, por otra parte, genera problemas interpretativos y 

afecta a la necesaria seguridad jurídica que requiere la gestión de los fenómenos 

meteorológicos adversos por parte de los distintos implicados. 

Desde esta perspectiva, el Estatuto de los Trabajadores cumple una 

función esencial en la medida en que regula los mecanismos de información, 

consulta y negociación colectiva, así como la ordenación del tiempo de trabajo y 

la gestión de situaciones excepcionales que pueden verse condicionadas por 

factores ambientales. Y, de forma complementaria, la Ley de Prevención de 

Riesgos Laborales establece el marco general de la acción preventiva, 
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configurando un sistema basado en la identificación, evaluación y control de los 

riesgos que puedan afectar a la seguridad y salud de las personas trabajadoras. 

En este esquema, los factores ambientales adquieren relevancia como 

elementos determinantes del medio de trabajo, cuya gestión adecuada resulta 

imprescindible para garantizar niveles adecuados de protección. La norma 

refuerza, además, el carácter participativo de la prevención, al reconocer un 

papel activo a las personas trabajadoras y a sus representantes en la 

identificación de riesgos y en la adopción de medidas preventivas. 

Así pues, ambas normas han permitido integrar toda una serie de medidas 

concretas para garantizar la protección de la salud y la seguridad de las personas 

trabajadoras en relación con los riesgos medioambientales, sirviendo como 

soporte jurídico para el desarrollo de disposiciones específicas que concretan las 

condiciones ambientales del trabajo y las obligaciones empresariales derivadas 

de la exposición a fenómenos meteorológicos adversos. 

En primer lugar, el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por 

el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 

incorpora diversas previsiones relevantes en materia de información ambiental y 

condiciones laborales. Concretamente, en el artículo 64 se reconoce el derecho 

de los representantes legales de las personas trabajadoras a recibir información 

regular sobre la evolución económica y organizativa de la empresa, lo que 

incluye aquellas actuaciones de carácter medioambiental que puedan afectar a 

la producción, al empleo o a las condiciones de trabajo. Por su parte, el artículo 

85.1 abre la vía para que la negociación colectiva incorpore protocolos 

ambientales o cláusulas específicas relativas a la adaptación del trabajo a las 

nuevas exigencias de sostenibilidad y protección de las personas trabajadoras 

frente a los riesgos meteorológicos. Finalmente, el artículo 37.3.g) prevé 

permisos para situaciones excepcionales que puedan incluir circunstancias 

relacionadas con fenómenos ambientales graves que afecten al trabajador o a 

su entorno inmediato, adaptando así la propia estructura del tiempo de trabajo a 

los escenarios climáticos emergentes. 

Este enfoque ambiental encuentra continuidad en la Ley 31/1995, de 8 de 

noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, que estructura la actividad 

preventiva en torno a la planificación de riesgos, incorporando los factores 

ambientales como un elemento esencial del análisis preventivo. En este sentido, 

en su artículo 15.1.g) se establece la obligación para las empresas de planificar 

la actividad preventiva atendiendo a las condiciones ambientales, garantizando 

que las características del medio de trabajo no generen riesgos adicionales para 

la salud. Esta obligación se complementa con lo previsto en el artículo 33.1.a), 

el cual impone al empresario la obligación de consultar a los trabajadores sobre 
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todas las cuestiones relacionadas con los riesgos ambientales y su impacto en 

la actividad laboral, lo que refuerza su participación en la adopción de medidas 

correctoras y en la evaluación de riesgos derivados de temperaturas extremas, 

radiación solar, humedad o fenómenos meteorológicos adversos. Con ello, los 

mecanismos de prevención se construyen de forma participativa, asegurando 

que quienes se exponen directamente a las condiciones climáticas aporten su 

conocimiento en la evaluación de riesgos y en el diseño de medidas protectoras. 

La dimensión práctica de estas obligaciones se desarrolla de manera 

detallada en el Real Decreto 486/1997, de 14 de abril, por el que se establecen 

las disposiciones mínimas de seguridad y salud en los lugares de trabajo, norma 

que traspone al ordenamiento jurídico español la Directiva 89/654/CEE, relativa 

a los requisitos mínimos de seguridad y salud en los lugares de trabajo. Desde 

esta base armonizada a nivel europeo, el Real Decreto vincula estrechamente la 

protección del trabajador con la calidad del ambiente laboral. Su artículo 3 recoge 

la obligación empresarial de mantener los espacios de trabajo en condiciones 

adecuadas, lo que incluye una gestión eficaz de los riesgos ambientales. Esta 

obligación se articula con el artículo 7, centrado específicamente en las 

condiciones ambientales, al fijar requisitos sobre temperatura, humedad, 

ventilación e iluminación, reconociendo que el entorno físico constituye un 

elemento esencial para la preservación de la salud de las personas trabajadoras. 

Además, la disposición adicional aborda expresamente los trabajos al aire libre, 

donde la exposición a factores meteorológicos intensifica el riesgo, y se completa 

con el contenido técnico del Anexo III, que concreta los parámetros ambientales 

exigibles como referencia objetiva para evaluar la adecuación de las condiciones 

laborales tanto en interiores como en exteriores. 

La relevancia de estos criterios se ha visto reforzada con la intensificación 

de las olas de calor y otros fenómenos climáticos severos, lo que motivó la 

aprobación del Real Decreto-ley 4/2023, de 11 de mayo, dictado como respuesta 

urgente a la sequía, al agravamiento de las condiciones del sector primario y al 

aumento de episodios de temperaturas extremas. Aunque esta norma no 

responde directamente a un mandato de trasposición europea, sí se inscribe en 

el marco de las orientaciones estratégicas de la Unión Europea en materia de 

adaptación al cambio climático y protección de la salud laboral, reforzando la 

aplicación efectiva de los principios preventivos ya recogidos en la normativa 

comunitaria. Su artículo 1 define el objeto y finalidad de la norma, centrado en 

reducir el impacto de la crisis ambiental y reforzar la protección de las personas 

trabajadoras ante episodios de elevadas temperaturas. Para ello, modifica el RD 

486/1997, introduciendo un nuevo Anexo III que concreta de forma más precisa 

los límites de exposición al calor, la obligatoriedad de pausas, la reorganización 
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de tareas y, en su caso, la suspensión de actividades cuando las condiciones 

climáticas supongan un riesgo grave e inminente para la salud. 

Por su parte, el Real Decreto 773/1997, de 30 de mayo, sobre 

disposiciones mínimas de seguridad y salud relativas a la utilización por los 

trabajadores de equipos de protección individual, aunque sin hacer referencia 

expresa a los factores ambientales, establece que los equipos de protección 

individual deben responder a las condiciones existentes en los lugares de 

trabajo, contemplándose en su Anexo II como riesgos concretos que hacen 

necesaria la entrega de EPI´s la exposición solar, la radiación UV y la exposición 

al calor o frío, incluso en ambientes exteriores, factores todos ellos cuya 

exposición se potencia a consecuencia del cambio climático. 

Complementando este entramado normativo, el Real Decreto 1561/1995, 

de 21 de septiembre, sobre jornadas especiales de trabajo, desarrolla una 

regulación específica de la ordenación del tiempo de trabajo en actividades 

especialmente sensibles a los factores ambientales, en línea con los principios 

de protección de la salud laboral recogidos en el Derecho social europeo. En 

particular, su artículo 24 reconoce que las labores agrícolas deben ajustarse a 

las condiciones ambientales, permitiendo limitar o reorganizar la jornada ante 

fenómenos meteorológicos adversos. Por su parte, la sección 1.ª del capítulo III 

extiende esta lógica a otros trabajos expuestos a riesgos ambientales, 

posibilitando la adaptación de pausas, turnos y duración de la jornada en función 

de la exposición al calor, a la intemperie o a otros factores naturales. De este 

modo, la normativa española integra la variable ambiental como elemento 

determinante en la configuración del tiempo de trabajo cuando el riesgo deriva 

directamente del medio físico. 

Finalmente, el Real Decreto-ley 8/2024, de 28 de noviembre, aprobado 

tras los daños causados por la DANA, refuerza esta línea de protección en un 

contexto de emergencia climática, alineándose con el enfoque europeo de 

gestión del riesgo y resiliencia frente a fenómenos meteorológicos extremos, 

aunque sin responder a una obligación de trasposición concreta. Su disposición 

adicional quinta ordena la elaboración de un reglamento específico para mejorar 

la protección de las personas trabajadoras en escenarios de emergencia 

climática, lo que permite sistematizar y reforzar el marco existente frente a 

episodios de lluvias torrenciales, inundaciones o vientos severos. Asimismo, la 

norma introduce modificaciones en el Estatuto de los Trabajadores para 

actualizar derechos y obligaciones en este contexto, asegurando que los 

mecanismos de información, consulta, permisos y organización del trabajo se 

adecúen al incremento de los riesgos derivados del cambio climático. 
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En su conjunto, estas normas configuran un marco jurídico coherente y 

cada vez más interrelacionado que integra la variable ambiental en el ámbito 

laboral. Desde la información y participación de los trabajadores hasta la 

articulación de medidas preventivas, la adaptación de la jornada y la respuesta 

a emergencias climáticas, el ordenamiento español avanza hacia un modelo en 

el que la seguridad y salud laboral se conciben de forma inseparable de las 

condiciones ambientales y de la evolución del clima, reforzando así la protección 

de las personas trabajadoras frente a un entorno natural cada vez más 

cambiante. 

A este conjunto normativo de carácter laboral se superpone, además, un 

amplio marco legislativo de naturaleza ambiental que, aun teniendo como 

destinatario principal a los poderes públicos, proyecta sus efectos sobre la 

actividad económica y productiva. En este sentido, la Ley 26/2007, de 23 de 

octubre, de Responsabilidad Medioambiental establece un sistema basado en el 

principio de “quien contamina paga”, orientado fundamentalmente a garantizar la 

prevención, evitación y reparación de los daños medioambientales. Aunque la 

norma dirige buena parte de sus mandatos a las Administraciones Públicas —a 

quienes corresponde la supervisión, control y exigencia de las medidas 

reparadoras—, también reconoce obligaciones directas para los operadores 

económicos. Así pues, la ley impone a las empresas el deber de adoptar medidas 

preventivas cuando exista una amenaza inminente de daño ambiental, así como 

la obligación de asumir los costes de reparación cuando dicho daño se 

materializa. Sin embargo, la articulación práctica de estas responsabilidades se 

basa en gran medida en la actuación administrativa, pues corresponde a las 

autoridades públicas determinar la existencia del daño, ordenar las actuaciones 

necesarias y garantizar la restauración del medio afectado. De este modo, la 

norma evidencia que la protección ambiental no se concibe exclusivamente 

como una carga empresarial, sino como una función pública que requiere la 

intervención activa de los poderes públicos en la planificación, vigilancia y 

ejecución de las medidas correctoras. 

Una lógica similar se observa en la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de 

Economía Sostenible, cuyo objetivo consiste en orientar el modelo económico 

hacia un desarrollo más equilibrado desde el punto de vista ambiental, social y 

productivo. En esta norma se atribuye a las Administraciones Públicas un papel 

central en la promoción de políticas de sostenibilidad, innovación energética y 

eficiencia en el uso de los recursos. La ley establece directrices para la actuación 

pública en ámbitos como la planificación energética, la movilidad sostenible o la 

contratación pública verde, configurando un marco de actuación estratégica que 

debe ser desarrollado principalmente por las instituciones públicas. No obstante, 

también se prevén ciertos compromisos para el sector empresarial, 
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especialmente en relación con la mejora de la eficiencia energética, la reducción 

de emisiones y la adopción de prácticas productivas más sostenibles. Estas 

previsiones reflejan que la transformación hacia un modelo económico sostenible 

se plantea como una responsabilidad compartida, aunque con un protagonismo 

claro de las políticas públicas en la definición de objetivos, incentivos y 

mecanismos de seguimiento. 

Por su parte, la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental 

refuerza el papel de las Administraciones Públicas al establecer los 

procedimientos mediante los cuales deben evaluarse los impactos ambientales 

de planes, programas y proyectos antes de su aprobación o ejecución. La norma 

configura un sistema preventivo que atribuye a los órganos administrativos la 

responsabilidad de analizar, valorar y condicionar el desarrollo de actividades 

potencialmente dañinas para el medio ambiente. A través de los procedimientos 

de evaluación ambiental estratégica y de evaluación de impacto ambiental, las 

Administraciones determinan la viabilidad de las actuaciones y pueden imponer 

medidas correctoras, limitaciones o incluso la paralización de proyectos. Al 

mismo tiempo, la ley también introduce obligaciones relevantes para las 

empresas promotoras de proyectos, a quienes corresponde elaborar los estudios 

de impacto ambiental, aportar información técnica y aplicar las medidas 

preventivas o correctoras que se establezcan en la resolución administrativa. De 

esta forma, el sistema se estructura como un mecanismo de corresponsabilidad: 

la empresa asume la carga de analizar y mitigar el impacto de su actividad, 

mientras que la Administración ejerce funciones decisorias y de control 

destinadas a salvaguardar el interés general. 

Dentro de este marco general de gestión de riesgos colectivos debe 

situarse también la Ley 17/2015, del Sistema Nacional de Protección Civil, que 

configura el sistema público encargado de prevenir y responder ante situaciones 

de emergencia que puedan afectar a la seguridad de las personas, los bienes y 

el medio ambiente. La norma parte de la consideración de la protección civil 

como un servicio público esencial cuya dirección corresponde a las 

Administraciones Públicas, responsables de planificar, coordinar y dirigir las 

actuaciones necesarias frente a riesgos naturales o tecnológicos. En este 

sentido, la ley establece un sistema de planificación estructurado en distintos 

niveles —estatal, autonómico y local— a través de planes territoriales y planes 

especiales destinados a gestionar riesgos concretos como inundaciones, 

incendios forestales, fenómenos meteorológicos adversos o accidentes 

industriales. Este esquema organizativo pone de manifiesto que la 

responsabilidad principal en la gestión de emergencias recae en los poderes 

públicos, a quienes corresponde anticipar los riesgos, movilizar los recursos 

disponibles y garantizar una respuesta coordinada ante situaciones de crisis. 
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No obstante, la norma también reconoce que determinados actores 

privados, especialmente las empresas cuya actividad pueda generar riesgos 

relevantes o verse afectada por emergencias, deben integrarse en este sistema 

de protección colectiva. En este sentido, la ley establece obligaciones de 

colaboración con las autoridades competentes, incluyendo el deber de facilitar 

información sobre los riesgos asociados a sus instalaciones o actividades y de 

participar en la ejecución de las medidas previstas en los planes de protección 

civil. Asimismo, la norma introduce el principio de autoprotección como 

complemento necesario de la acción pública, señalando que los titulares de 

determinadas actividades deben adoptar medidas organizativas y técnicas 

destinadas a prevenir riesgos y reducir los efectos de posibles emergencias. De 

este modo, la participación empresarial se concibe como una extensión del 

sistema público de protección civil, pero siempre bajo la dirección y coordinación 

de las Administraciones, que mantienen la responsabilidad última en la gestión 

del riesgo colectivo. 

Esta previsión se desarrolla de forma más concreta en el Real Decreto 

393/2007, por el que se aprueba la Norma Básica de Autoprotección, norma que 

establece el marco técnico y organizativo destinado a garantizar que 

determinadas actividades, centros o instalaciones dispongan de mecanismos 

propios de respuesta ante emergencias. El Real Decreto parte de la idea de que 

ciertas actividades, por su naturaleza o por el número de personas que pueden 

verse afectadas, requieren la implantación de sistemas internos de prevención y 

actuación inmediata que complementen la intervención de los servicios públicos 

de emergencia. Para ello, la norma impone a los titulares de estas actividades 

—entre los que se encuentran numerosas empresas— la obligación de elaborar, 

implantar y mantener actualizado un plan de autoprotección. 

Dicho plan debe contener, entre otros elementos, la identificación y 

evaluación de los riesgos presentes en la instalación, la descripción de los 

medios de protección disponibles, la organización interna de los equipos de 

emergencia y los procedimientos de actuación ante distintas situaciones de 

riesgo. Asimismo, el Real Decreto exige que estos planes incluyan programas de 

formación e información dirigidos al personal, así como la realización periódica 

de simulacros que permitan comprobar la eficacia de las medidas previstas. Con 

ello, se pretende garantizar que las personas presentes en el centro de trabajo 

o instalación puedan ser protegidas de manera inmediata ante una emergencia, 

incluso antes de la llegada de los servicios públicos especializados. 

Sin embargo, el diseño de este sistema pone de relieve que la 

autoprotección empresarial no opera de forma aislada, sino integrada dentro de 

la planificación general de protección civil. En efecto, los planes de 
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autoprotección deben ser remitidos a las autoridades competentes para su 

registro y, en su caso, homologación, y han de coordinarse con los planes 

territoriales y especiales de protección civil existentes. Además, en situaciones 

de emergencia de mayor alcance, la dirección de las operaciones corresponde 

a las autoridades públicas, que pueden asumir el mando de las actuaciones y 

movilizar los recursos necesarios. En consecuencia, aunque el Real Decreto 

atribuye a las empresas un papel activo en la gestión inmediata de los riesgos 

vinculados a sus instalaciones, esta responsabilidad se configura como 

complementaria respecto del sistema público de protección civil, que conserva 

la función de planificación, supervisión y dirección de las emergencias. 

Este enfoque resulta especialmente relevante en un contexto marcado por 

el incremento de fenómenos meteorológicos extremos asociados al cambio 

climático, como inundaciones, tormentas intensas o episodios de calor extremo, 

que pueden afectar tanto a infraestructuras productivas como a las condiciones 

de trabajo. En tales escenarios, la normativa de protección civil y autoprotección 

muestra que la gestión de estos riesgos no se concibe exclusivamente como una 

obligación empresarial, sino como una tarea compartida en la que las 

Administraciones Públicas desempeñan un papel central en la identificación de 

los riesgos, la elaboración de planes de emergencia y la coordinación de los 

recursos disponibles. 

Finalmente, la Ley 7/2021, de Cambio Climático y Transición Energética 

introduce un marco estratégico de largo plazo para orientar la acción pública 

frente al cambio climático y promover la descarbonización de la economía. La 

norma establece objetivos nacionales de reducción de emisiones, planificación 

energética y adaptación climática que deben ser desarrollados mediante 

políticas públicas impulsadas por el Estado y las Administraciones territoriales. 

Entre otras cuestiones, la ley atribuye a los poderes públicos la responsabilidad 

de aprobar estrategias de transición energética, integrar los riesgos climáticos 

en la planificación sectorial y promover medidas de adaptación en ámbitos como 

el urbanismo, el transporte o la gestión del agua. Paralelamente, la norma 

también incorpora determinadas obligaciones o condicionantes para el sector 

empresarial, especialmente en sectores intensivos en carbono, fomentando la 

transparencia en la información climática, la reducción progresiva de emisiones 

y la alineación de la actividad económica con los objetivos de neutralidad 

climática. 

En conjunto, este bloque legislativo evidencia que el Derecho ambiental y 

de gestión del riesgo en España configura un sistema en el que la protección del 

medio ambiente, la prevención de emergencias y la lucha contra el cambio 

climático se articulan a través de una combinación de responsabilidades públicas 
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y privadas. Sin embargo, mientras estas leyes atribuyen a las Administraciones 

Públicas funciones esenciales de planificación, regulación, coordinación y 

control, la evolución reciente de la normativa laboral parece haber desplazado 

hacia la empresa una parte significativa de las obligaciones relacionadas con la 

gestión de los riesgos ambientales en el ámbito del trabajo. Esta aparente 

asimetría normativa abre un debate relevante sobre el alcance de las 

responsabilidades de cada actor en la transición ecológica: hasta qué punto 

corresponde a las empresas asumir la adaptación inmediata de las condiciones 

de trabajo frente a los efectos del cambio climático, y en qué medida deben las 

Administraciones reforzar su papel regulador, preventivo y de apoyo para 

garantizar que dicha transición se realice de manera equilibrada, efectiva y 

socialmente justa. 

2.1.3 MARCO NORMATIVO Y POLÍTICO AUTONÓMICO. 

A nivel autonómico, el marco valenciano incorpora elementos relevantes 

para comprender cómo la política preventiva está empezando a reconocer los 

efectos del cambio climático en la salud laboral, aunque todavía de manera 

incipiente y sin una regulación específica dirigida a los fenómenos 

meteorológicos adversos en materia de prevención de riesgos laborales, siendo 

el principal motivo de ello la limitación competencial a la que se ve sometido, al 

tener el Estado la competencia exclusiva en materia de normativa laboral. 

La Ley 6/2022, de Cambio Climático y Transición Ecológica de la 

Comunitat Valenciana constituye el pilar normativo general en materia ambiental 

en la Comunitat Valenciana, orientado a la mitigación y adaptación climática, a 

la transición energética y a la resiliencia del territorio frente a impactos derivados 

del calentamiento global. Si bien la norma no desarrolla obligaciones preventivas 

estrictamente laborales, sí enmarca la acción pública en la necesidad de 

anticiparse a riesgos asociados a olas de calor, sequías o episodios de lluvia 

extrema, lo que condiciona indirectamente la actividad económica y crea un 

contexto normativo que impulsa a los sectores productivos —y, por extensión, a 

las empresas— a adaptar sus procesos y condiciones de trabajo a escenarios 

climáticos cada vez más severos. En este sentido, la ley atribuye a las 

Administraciones autonómicas funciones de planificación, coordinación y 

desarrollo de políticas de adaptación climática, incluyendo la integración de los 

riesgos climáticos en la planificación territorial, energética y sectorial. Aunque 

estas previsiones no se traducen en obligaciones laborales concretas para las 

empresas, sí consolidan un marco regulador que orienta progresivamente la 

actividad económica hacia modelos productivos más resilientes frente a los 

efectos del cambio climático. 
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En este mismo contexto debe situarse la Ley 13/2010, de Protección Civil 

y Gestión de Emergencias de la Comunitat Valenciana, que regula el sistema 

autonómico destinado a prevenir, planificar y gestionar situaciones de 

emergencia que puedan afectar a las personas, los bienes y el medio ambiente. 

La norma parte de la consideración de la protección civil como un servicio público 

esencial cuya organización corresponde principalmente a las Administraciones 

Públicas, a quienes se atribuye la responsabilidad de planificar la gestión de 

riesgos, coordinar los recursos disponibles y dirigir las actuaciones en 

situaciones de emergencia. Para ello, la ley establece un sistema de planificación 

estructurado a través de planes territoriales y planes especiales de emergencia 

destinados a afrontar riesgos específicos como inundaciones, incendios 

forestales, accidentes industriales o fenómenos meteorológicos adversos, 

riesgos todos ellos cuya frecuencia e intensidad se ven potencialmente 

incrementadas por los efectos del cambio climático. 

No obstante, al igual que ocurre en la normativa estatal de protección civil, 

la ley autonómica también reconoce que determinados actores privados deben 

integrarse en el sistema de gestión del riesgo. En particular, se prevé que los 

titulares de actividades, instalaciones o infraestructuras que puedan generar 

riesgos relevantes o verse afectadas por situaciones de emergencia asuman 

determinadas obligaciones de colaboración con las autoridades competentes. 

Entre estas obligaciones se incluye el deber de facilitar información sobre los 

riesgos asociados a sus actividades, participar en la ejecución de las medidas 

previstas en los planes de emergencia y adoptar medidas de autoprotección 

destinadas a prevenir incidentes o minimizar sus consecuencias. 

En este sentido, la ley valenciana incorpora de forma expresa el principio 

de autoprotección, que exige a los titulares de determinadas actividades —entre 

ellos numerosas empresas— la elaboración e implantación de planes de 

autoprotección adaptados a los riesgos existentes. Estos planes deben 

identificar los posibles escenarios de emergencia, establecer los procedimientos 

de actuación y organizar los recursos humanos y materiales necesarios para 

garantizar la seguridad de las personas presentes en las instalaciones. 

Asimismo, deben contemplar medidas de formación e información para el 

personal y coordinarse con los planes de emergencia elaborados por las 

Administraciones Públicas. De esta forma, el legislador autonómico configura un 

modelo de corresponsabilidad en la gestión de emergencias, en el que las 

empresas asumen un papel activo en la prevención y respuesta inmediata ante 

incidentes, pero siempre integrado dentro de un sistema público de protección 

civil cuya dirección y coordinación corresponde a las autoridades administrativas. 
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Este planteamiento resulta especialmente relevante en un contexto 

caracterizado por el aumento de fenómenos meteorológicos extremos —como 

lluvias torrenciales, inundaciones o episodios de calor intenso— que pueden 

afectar tanto al funcionamiento de las infraestructuras productivas como a las 

condiciones de trabajo. La normativa de protección civil valenciana pone de 

relieve, por tanto, que la gestión de estos riesgos no se concibe exclusivamente 

como una obligación empresarial, sino como una responsabilidad compartida 

dentro de un sistema público de planificación y respuesta ante emergencias, en 

el que la Administración mantiene un papel central en la identificación de los 

riesgos, la elaboración de planes de actuación y la coordinación de los recursos 

disponibles. 

Por su parte, la Estrategia Valenciana de Seguridad, Salud y Bienestar 

Laboral 2025-2029 representa el documento autonómico más significativo en 

materia de salud laboral, y es el primero que incorpora de manera explícita 

referencias al impacto del cambio climático en la actividad laboral. El texto 

reconoce, en su análisis diagnóstico, que el cambio climático constituye un 

elemento que incide sobre las condiciones de trabajo y que debe ser tenido en 

cuenta en la planificación preventiva. 

Asimismo, al identificar los retos derivados de las transiciones ecológica, 

digital y demográfica, sitúa las transformaciones climáticas dentro de los “riesgos 

emergentes” que deben ser abordados desde la óptica preventiva, en coherencia 

con el marco europeo y con la Estrategia Española 2023-2027, que también 

incluye el cambio climático como uno de los factores que deberá gestionar la 

política preventiva nacional. 

De forma más concreta, la Estrategia autonómica incorpora en sus líneas 

de actuación la “necesidad de sensibilización sobre los riesgos laborales que 

tienen relación con el cambio climático”, reconociendo expresamente que estos 

riesgos deben ser objeto de campañas informativas y formativas, así como de 

actuaciones técnicas específicas por parte de la Administración y del INVASSAT. 

Este reconocimiento permite afirmar que el cambio climático ha entrado 

formalmente en la agenda preventiva valenciana, si bien todavía como un campo 

en desarrollo, centrado en la concienciación y el diagnóstico más que en la 

imposición de obligaciones operativas. 

En conjunto, y a diferencia del nivel estatal, la normativa autonómica 

valenciana se sitúa en una fase conceptual y programática: reconoce el 

problema, diagnostica su impacto y establece la necesidad de intervenir, pero no 

articula, por ahora, una regulación detallada sobre medidas obligatorias frente a 

olas de calor, lluvias intensas, inundaciones o episodios de meteorología 
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adversa. Sin embargo, tanto la legislación climática autonómica como la 

normativa de protección civil evidencian una tendencia creciente a integrar la 

variable ambiental y climática en las políticas públicas de prevención, 

configurando un marco en el que las Administraciones asumen funciones 

esenciales de planificación, coordinación y gestión del riesgo, mientras que las 

empresas participan mediante obligaciones de colaboración, autoprotección y 

adaptación progresiva de sus actividades a un entorno climático cada vez más 

exigente. 

 

2.2. Identificación de los principales riesgos laborales vinculados a 

fenómenos atmosféricos adversos en la Comunitat Valenciana. 

 

Los posibles efectos del cambio climático sobre la salud han sido 

destacados por expertos y diversas instituciones y agentes sociales, incluido el 

propio Gobierno de España. La Organización Mundial de la Salud (OMS) lo 

consideró en el año 2018 como “el mayor desafío para la salud del siglo XXI”. En 

consecuencia, no cabe duda de que estos efectos van a proyectarse, con mayor 

o menor intensidad, en el mundo del trabajo y particularmente en la seguridad y 

salud, dada la implicación personal que la prestación laboral comporta, 

agravando riesgos ya existentes, llevando algunos al terreno de los riesgos 

emergentes y propiciando la aparición de otros nuevos, en especial en 

determinados sectores de actividad. 

Dadas las características geográficas y climatológicas de la Comunitat 

Valenciana, los riesgos vinculados al clima e intensificados por el cambio 

climático que se erigen como los principales retos para la prevención de riesgos 

laborales en las empresas del territorio son, sin duda, los fenómenos 

meteorológicos adversos, y más concretamente los siguientes: Lluvias, 

vientos, tormentas, temperaturas máximas, olas de calor, fenómenos costeros y 

tormentas tropicales. Si bien todos los anteriores deben considerarse fenómenos 

meteorológicos adversos, en el presente apartado se dará un tratamiento aislado 

al riesgo derivado de las temperaturas máximas y las olas de calor, esto es, el 

estrés térmico, debido a dos motivos fundamentales: el primero, porque el estrés 

térmico constituye la principal amenaza para la seguridad y salud de las 

personas trabajadoras en nuestro territorio; y, el segundo, porque el estrés 

térmico no se actualiza necesariamente como consecuencia de un fenómeno 

meteorológico adverso, sino que puede surgir debido a una pluralidad de factores 

distintos a éstos. 
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2.2.1. Estrés térmico debido al calor. 

El calor es el mayor y más urgente riesgo relacionado con el cambio 

climático para la salud humana, con una incidencia importante en la Comunitat 

Valenciana. La exposición al calor puede plantear riesgos significativos para la 

seguridad y la salud de las personas trabajadoras, sobre todo aquellas que 

realizan trabajos al aire libre o que requieren un gran esfuerzo físico. Además, el 

estrés térmico reduce la productividad laboral, ya que se reduce el ritmo de 

trabajo, aumenta la necesidad de realizar más pausas y aumenta la tasa de 

errores, lo que provoca lesiones por accidentes laborales.  En España, algunos 

estudios apuntan a un aumento de hasta el 12% de accidentes globales cuando 

se dan las temperaturas más altas.3 El aumento de las temperaturas está 

relacionado con el descenso de la actividad económica y repercute en el 

bienestar humano a través del desempleo, la reducción de los ingresos y el 

aumento del estrés. Los grupos vulnerables, incluidos los que forman parte de la 

población activa, se enfrentan a una mayor incidencia de golpes de calor, 

deshidratación y agotamiento durante las olas de calor severas. 

Según el informe de la OIT publicado en 2024, en 2023, el 29% de la 

población trabajadora europea estaba expuesta a un calor excesivo, cifra que se 

incrementó en un 17% en comparación con el año 2000. Además, los efectos lo 

sufren también las personas que trabajan en interiores especialmente en el sur 

de Europa, ya que son cada vez más vulnerables a los riesgos laborales 

agravados por la intensificación de las olas de calor.4 

Las evaluaciones del riesgo por estrés térmico deben regirse por los 

principios generales que establece la Ley de Prevención de riesgos laborales 

(LPRL). Las empresas están obligadas a realizar una evaluación inicial del riesgo 

y a desarrollar una actividad preventiva continua que permita identificar, evaluar 

y controlar el riesgo. No existe legislación específica que determine el método 

para evaluar el riesgo por estrés térmico debido al calor, aunque sí existe 

normativa técnica al respecto que recoge métodos concretos para evaluar estas 

situaciones. Para cumplirse correctamente la finalidad preventiva, las 

evaluaciones del riesgo por estrés térmico debido al calor deben realizarse 

durante los meses más calurosos del año y cuando se produzca o esté prevista 

una ola de calor (NIOSH, 2016). El estrés térmico es el resultado de combinar 

factores ambientales, ropa de trabajo y nivel de carga física requerida por las 

funciones que integran el puesto de trabajo, por lo que el método escogido para 

llevar a cabo la evaluación debe tener en cuenta dichos elementos. Además, 

                                            
3 Vielma C., et al. Association between temperatura and occupational injuries in Spain: The role of 
contextual factors in workers’ adaptation – Environment International 192 (2024) 
4 Ensuring safety and health at work in a changing climate, Geneva: International Labour Office, 2024 
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deben incorporar la perspectiva de género y tener en cuenta a las personas 

trabajadoras especialmente sensibles (personas con dolencias crónicas, no 

aclimatadas, embarazadas, etc.). 

En la actualidad el método más extendido y que goza de mayor respaldo 

científico es el de “temperatura de bulbo húmero y globo” (WBGT), el cual tiene 

en cuenta parámetros como la ropa de trabajo, la tasa metabólica y las 

características del ambiente que rigen la transferencia de calor entre el entorno 

y el cuerpo -temperatura radiante media y del aire, humedad absoluta y velocidad 

del aire-. 

Cada vez son más relevantes los sistemas de avisos por altas 

temperaturas que permitan anticiparse al riesgo de estrés térmico por calor a 

través de la activación de protocolos y medidas preventivas de manera 

organizada y temprana, incluso en el ámbito de la empresa. La entrada en vigor 

del Real Decreto-ley 4/2023, de 11 de mayo, dio un papel capital a dichos avisos 

en la planificación preventiva de las empresas estableciendo la obligación de 

adaptar las condiciones de trabajo, incluida la reducción o modificación de las 

horas de desarrollo de la jornada previa, cuando la AEMET o el órgano 

autonómico correspondiente emite un aviso de fenómenos meteorológicos 

adversos de nivel naranja o rojo, y las medidas preventivas no garanticen la 

protección de las personas trabajadoras. Además, no puede olvidarse que desde 

la aprobación del Real Decreto-ley 8/2024, de 28 de noviembre, las empresas 

están obligadas a informar a la representación legal de las personas trabajadoras 

y a la plantilla en general de los avisos meteorológicos emitidos por AEMET o el 

órgano autonómico correspondiente (art. 18 LPRL). En la Comunitat Valenciana, 

las alertas o avisos son emitidos por la Agencia Valenciana de Seguridad y 

Respuesta a las Emergencia (AVSRE). Dichas alertas son relativamente 

sencillas de integrar en los protocolos de actuación de las empresas frente al 

calor y permiten tener un criterio objetivo fácilmente accesible para empresas y 

personas trabajadoras, dotando a todas las partes de la seguridad jurídica 

necesaria para la adopción de decisiones y la adopción de medidas preventivas 

y de protección en situaciones de estas características con la simple activación 

del aviso, siendo que, personal técnico especializado en planes de emergencia 

señala que “Cuando AEMET declara un nivel rojo y la empresa se encuentra en 

zona de afectación, la activación preventiva del plan de emergencia debería ser 

automática para proteger a los trabajadores y garantizar la continuidad 

operativa.” 

Sin embargo, desde el punto de vista preventivo, el problema que 

presenta el sistema de avisos por calor de AEMET es que se basa únicamente 

en la temperatura del aire cuando, como ya se ha dicho, existen otros factores 
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ambientales que influyen en el estrés térmico -carga metabólica, vestimenta, 

humedad, radiación solar-. Por tanto, los avisos emitidos por los servicios 

meteorológicos deben usarse con la debida precaución y, en cualquier caso, 

como mecanismo complementario a la evaluación de riesgos laborales a través 

de metodologías científicamente adecuadas. Debe optarse por métodos que 

contemplen las condiciones ambientales del lugar de trabajo y de cada puesto 

en particular de manera constante y sean visibles para todo el personal mediante 

pantallas u otros dispositivos de visualización fácilmente accesibles. Se debe 

seguir investigando para dotar a las empresas de sistemas de aviso más 

precisos adaptados al trabajo. 

Las medidas frente al estrés térmico deben ceñirse al cumplimiento del 

principio de la acción preventiva previsto en el art. 15 LPRL. En este sentido, a 

continuación se enumeran medidas contra el calor previstas en los informes de 

la OIT (2024b) y la EU-OSHA (2023) según el orden de prioridades establecido 

en materia preventiva: eliminación, sustitución, medidas preventivas técnicas, 

medidas preventivas organizativas y protección individual. 

En primer lugar, debe optarse por la eliminación de la fuente de calor, la 

tarea o el puesto de trabajo expuesto al estrés térmico. De no ser posible, se 

intentará sustituir el proceso que genera calor o implica la exposición al estrés 

térmico por otro que no lo genere. De no ser posible las dos opciones anteriores, 

se intentará la adopción de medidas técnicas y/u organizativas como las 

siguientes: 

Medidas técnicas: 

- Automatizar los procesos y utilizar robots y/o maquinaria destinados a 

minimizar el esfuerzo manual pesado y la consiguiente acumulación de 

calor corporal. 

- Suministrar refrigeración o aire acondicionado y ventilación adecuada, 

deshumidificación. 

- Proporcionar sombre para reducir el calor radiante del sol, protegiendo de 

la luz solar directa a las personas creando zonas de sombra con persianas 

o utilizando película reflectante en las ventanas. 

- Habilitar zonas de descanso con agua fresca, sombreadas o refrigeradas 

con aire acondicionado lo más cerca posible del lugar de trabajo. 

- Reducir el calor radiante, permitiendo que la máquina en cuestión o la sala 

donde se encuentra se enfríe antes de su uso. 

- Adaptar vehículos con cabinas cerradas con aire acondicionado. 
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- Reducir la humedad, evitar los suelos mojados, los desagües y las 

válvulas de vapor con fugas, mejorar la ventilación y la extracción del 

vapor. 

- Utilizar superficies no reflectantes para evitar la reflexión de la radiación 

de infrarrojos en la zona de trabajo. 

- Aumentar la velocidad de circulación del aire instalando ventiladores o 

generando movimiento de aire, por ejemplo, a través de ventanas y 

respiraderos, especialmente en condiciones de humedad. 

- Utilizar blindajes o barreras reflectantes o absorbentes de calor. Aislar o 

encerrar los procesos, la maquinaria o las instalaciones que generen calor 

para controlar la emisión de calor radiante. 

- Instalar puntos de hidratación con agua fresca. En determinados 

ambientes pueden utilizarse espráis de partículas de agua. 

- Incorporar materiales de construcción alternativos. 

- Adoptar soluciones basadas en la naturaleza. 

- Garantizar la disponibilidad de instalaciones sanitarias. 

 

Medidas organizativas 

- Adaptar el horario de comienzo y finalización de la jornada de acuerdo 

con las horas más calurosas del día. 

- Aumentar la ratio descanso/trabajo para que el cuerpo tenga la 

oportunidad de eliminar el exceso de calor. 

- Permitir a las personas trabajadoras seguir su propio ritmo. 

- Aumentar el número de personas trabajadoras por tarea, rotando en las 

tareas que impliquen exposición al calor. 

- Garantizar que las personas trabajadoras no trabajen en solitario o, si 

deben hacerlo, que se haga con una correcta supervisión y asegurando 

que se pueda pedir ayuda fácilmente. 

- Limitar o eliminar el trabajo a destajo que puede significar un incentivo 

económico a no respetar los descansos necesarios ni detener la actividad. 

- Permitir pausas suficientes para garantizar que las personas trabajadoras 

puedan tomar agua fresca o refrescarse. 

- Modificar los objetivos y los ritmos de trabajo para facilitar el trabajo y 

reducir el esfuerzo físico. 

- Relajar los códigos formales de vestimenta y modificar los uniformes de 

trabajo eligiendo ropa más fresca y transpirable de colores claros. 

- Planificar el trabajo físicamente exigente cuando la temperatura sea más 

fría. 

- Introducir programas de aclimatación al calor. 
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Por último, estarían las medidas de protección individual y EPI como 

gorras y sombreros, gafas de sol y crema solar, así como dispositivos personales 

como pulseras de medición de la temperatura y prendas refrigerantes. 

En materia de vigilancia de la salud no existe un protocolo específico 

frente a la exposición a altas temperaturas, debiendo aplicarse criterios 

generales establecidos en la documentación básica oficial. Teniendo en cuenta 

el probable aumento de las temperaturas en los próximos años, debería 

desarrollarse un protocolo de vigilancia de la salud específico para el estrés 

térmico al igual que sucede con otros riesgos específicos del ámbito preventivo. 

Con el objetivo de prevenir el calor se han venido demostrando 

especialmente relevantes los planes de actuación contra el calor en las 

empresas, definiéndose estos como un conjunto de procedimientos para 

determinar en cada momento si las condiciones ambientales aumentan la 

exposición al estrés térmico, creando un nivel de riesgo que haga necesario 

adoptar medidas concretas para la protección de la seguridad y salud de las 

personas trabajadoras. Dichos planes establecen los grados o niveles de riesgo 

a través de métodos científicos consultados o consensuados con la 

representación de las personas trabajadoras y fijan medidas concretas para los 

distintos puestos de trabajo en función del nivel de riesgo. Dichos protocolos han 

obtenido mayor relevancia desde la aprobación del Real Decreto-ley 8/2024, de 

28 de noviembre, al incluir la obligación de negociar este tipo de planes en los 

convenios colectivos estatutarios. 

2.2.2. Radiación ultravioleta. 

Durante los últimos años, la Comunitat Valenciana ha experimentado una 

tendencia sostenida de índices de radiación ultravioleta especialmente elevados, 

situándose entre las regiones de España con mayor exposición acumulada 

anual. La evidencia recopilada por los sistemas de vigilancia autonómicos y 

estatales confirma que la Comunitat Valenciana mantiene índices UV muy altos 

—entre 8 y 10— durante buena parte de la primavera, verano e incluso inicios 

del otoño, consecuencia directa de su posición geográfica, la estabilidad 

atmosférica mediterránea y el elevado número de horas de insolación. La 

vigilancia diaria del índice UV está plenamente operativa a través del sistema 

CEAMET, que genera mapas y pronósticos por municipios, permitiendo un 

seguimiento preciso del riesgo en tiempo real.  

En concreto, la red autonómica de medición —en funcionamiento desde 

2002— ha permitido documentar de forma detallada la irradiancia UVB y UVER, 

así como su impacto potencial sobre la salud, siendo especialmente significativa 

en zonas litorales como València, Dénia o Torrevieja, donde la combinación de 
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cielo despejado, humedad y reflexión costera aumenta la dosis efectiva recibida 

por la población. Asimismo, Los estudios de irradiación realizados, han 

subrayado el vínculo directo entre la exposición sostenida y los riesgos de 

quemaduras solares, foto envejecimiento y cáncer cutáneo, lo que refuerza la 

necesidad de adoptar medidas preventivas específicas en sectores con trabajo 

al aire libre.  

Asimismo, en los últimos años, sobre todo entre 2023 y 2025, CEAMET y 

AEMET han comunicado rachas prolongadas de UVI catalogado como “muy alto” 

e incluso “extremo”, especialmente durante periodos de estabilidad atmosférica 

y olas de calor, lo que refuerza de desarrollar campañas preventivas dirigidas a 

colectivos expuestos como personal de mantenimiento, construcción, limpieza 

viaria, agricultura y servicios urbanos, promoviendo prácticas de protección solar 

y pausas programadas, siendo que esta realidad climática convierte la radiación 

UV en un riesgo permanente y creciente, especialmente relevante para la 

prevención de riesgos laborales y para los planes de autoprotección de cualquier 

organismo o empresa con actividad exterior, ya que su impacto no solo afecta a 

la salud del personal, sino también a la planificación de trabajos, la gestión de 

turnos, los suministros de agua y sombra, y el cumplimiento normativo en materia 

de prevención. 

Medidas organizativas. 

- Programar tareas intensas fuera del pico de radiación (aprox. 12:00–

17:00), con rotaciones y pausas.  

- Consultar pronóstico UVI (CEAMET/AEMET) y escalar medidas según 

nivel (alto, muy alto, extremo).  

- Implantar sombras móviles, carpas, toldos y zonas de descanso con agua 

fresca.  

- Ropa de manga larga, transpirable, colores claros, sombrero/ala ancha, 

gafas homologadas UV.  

- Foto protección FPS ≥30, de amplio espectro, reaplicar cada 2–3 h y tras 

sudor/agua.  

- Formación específica sobre UVI diario, signos de eritema, hidratación y 

reporte temprano de síntomas.  

- Integrar el riesgo UV en la evaluación de riesgos y en el plan de PRL de 

trabajos exteriores.  

2.2.3. Otros fenómenos meteorológicos adversos. 

Como ya se ha expuesto, el cambio climático está incrementando la 

frecuencia y virulencia de fenómenos meteorológicos adversos como las olas de 
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calor, sequías, lluvias torrenciales, vientos y fenómenos costeros, los cuales 

pueden originar situaciones de emergencia que deben contemplarse por parte 

de las empresas estableciéndose, en consecuencia, las actuaciones preventivas 

a llevar a cabo en función de la gravedad de cada fenómeno meteorológico. 

Sin perjuicio de la relevancia de los riesgos que pueden suponer todos los 

fenómenos meteorológicos adversos para la seguridad y salud de las personas 

trabajadoras, resulta indudable que el que más impacto está teniendo en la 

actualidad en el territorio de la Comunitat Valenciana son las lluvias torrenciales 

y el consiguiente riesgo de riadas e inundaciones que llevan aparejadas. Por ello, 

vamos a centrar el análisis de los fenómenos meteorológicos adversos en este 

fenómeno específico teniendo en cuenta que muchos de los aspectos que se 

analizarán resultan aplicables a cualquiera de ellos. 

2.2.3.1. Lluvias intensas 

Durante los últimos años, la Comunitat Valenciana ha registrado un 

incremento notable de episodios de lluvias intensas, especialmente vinculadas a 

DANAs, entradas de levante y núcleos convectivos de evolución rápida. Estos 

episodios se caracterizan por precipitaciones acumuladas que pueden superar 

los 40 l/m² en 1 hora o los 100–180 l/m² en 12 horas según los umbrales oficiales 

de AEMET, que constituyen referencia para la emisión de avisos amarillo, 

naranja y rojo, siendo que los municipios del litoral y prelitoral son los más 

afectados, especialmente durante otoño, aunque estos episodios pueden 

producirse a lo largo de todo el año. El impacto directo en la actividad laboral 

incluye anegación de accesos, dificultades de movilidad, aumento de riesgo 

eléctrico en exteriores, y peligros de atrapamientos en zonas bajas o fosos. 

Medidas organizativas. 

- Suspender o reprogramar trabajos exteriores cuando existan avisos 

naranja o rojo de precipitación. 

- Consultar diariamente METEOALERTA y 112CV. 

- Proteger documentación crítica y equipos en zonas elevadas. 

- Evitar presencia de personal en sótanos, fosos o zonas inundables. 

- Controlar accesos y establecer rutas alternativas para movilidad laboral. 

Medidas técnicas. 

- Dimensionar y mantener sistemas de drenaje: revisión periódica de 

canaletas, sumideros, bajantes y cunetas para evitar obturaciones; 

instalación de rejillas antirresiduos.  
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- Instalación de bombas de achique automáticas en zonas bajas, fosos, 

sótanos o áreas con riesgo de acumulación de agua. 

- Elevación de cuadros eléctricos, maquinaria y documentación crítica a 

cotas seguras por encima del nivel del suelo. 

- Impermeabilización de cubiertas y juntas estructurales, incluyendo sellado 

de encuentros en cubiertas planas y terrazas. 

Para el tratamiento preventivo de los fenómenos meteorológicos adversos 

resulta esencial su evaluación inicial. Resulta imprescindible acceder a la 

información estatal, autonómica o municipal pública necesaria con el objetivo de 

conocer las características de la zona geográfica en la que la empresa o centro 

de trabajo se encuentra ubicada. En este sentido, para el riesgo específico de 

riadas e inundaciones, pueden consultarse los mapas de peligrosidad y mapas 

de riesgo de inundación del Inventario de Presas y Embalses (SNCZI) del 

Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, y en el ámbito 

autonómico el Plan de Acción Territorial de Carácter Sectorial sobre Prevención 

del Riesgo de Inundación en la Comunitat Valenciana (PATRICOVA). 

En el desarrollo del presente estudio se han llevado a cabo entrevistas 

con agentes clave para conocer su opinión respecto a distintos aspectos 

relacionados con el objeto del estudio. Así, personal técnico especializado en la 

elaboración de planes de autoprotección y emergencia, destaca que “La 

Comunitat Valenciana es una de las regiones más expuestas del país a riesgos 

climáticos severos —DANAs, inundaciones, vientos fuertes, riesgo forestal y 

riesgo sísmico— y esa realidad exige que las empresas adopten una visión 

preventiva mucho más amplia.” 

Los mapas de peligrosidad prevén distintos escenarios en función de la 

probabilidad de que ocurra una inundación: 

 

- Alta probabilidad: asociada a un período de retorno igual a 10 años. 

- Probabilidad media: asociada a un período de retorno de 100 años. 

- Baja probabilidad: asociada a un período de retorno de 500 años. 

En consecuencia, dependiendo del lugar donde se encuentre el centro de 

trabajo, la empresa será capaz de determinar el riesgo de inundaciones existente 

y adoptar las medidas preventivas y de protección más adecuadas, 

estableciendo igualmente las actuaciones a desarrollar en caso de materializarse 

la emergencia tanto para las personas que se encuentren en las propias 

instalaciones como para las que estén en trayectos de trabajo o de ida y vuelta 

al trabajo (in itinere). 
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El riesgo de inundación se debe determinar en base a tres elementos: 

- Peligrosidad: probabilidad de que ocurra una inundación en un intervalo 

de tiempo determinado, evaluándose la magnitud, la intensidad y la 

frecuencia de la inundación. 

- Exposición: conjunto de personas o elementos expuestos a una posible 

inundación en una zona y lapso temporal concreto. 

- Vulnerabilidad: Características de las infraestructuras, edificios y grupos 

sociales expuestos a la inundación. 

 

La clave de bóveda del cualquier plan de autoprotección o emergencias 

frente a fenómenos meteorológicos adversos es, sin duda, el sistema de alerta 

temprana frente al riesgo. Si bien la evaluación de los riesgos para la seguridad 

y salud de las personas es una obligación genuinamente empresarial, la 

información y alerta sobre la probabilidad de ocurrencia de fenómenos 

meteorológicos adversos debe recaer única y exclusivamente en las 

Administraciones Públicas, en tanto que disponen de los medios económicos, 

técnicos y organizativos para analizar la evolución y actualización de los mismos 

así como la capacidad de aviso generalizado e inmediato a grupos sociales más 

o menos amplios en función de la zona geográfica donde existan situaciones de 

riesgo. En el ámbito nacional, encontramos el Plan Nacional de Predicción y 

Vigilancia de Fenómenos Meteorológicos Adversos (METEOALERTA), 

gobernado por AEMET, cuyo objetivo fundamental consiste en facilitar a 

ciudadanos e instituciones públicas, especialmente a las de Protección Civil, la 

información necesaria sobre el peligro de fenómenos meteorológicos adversos 

que puedan suceder con una antelación de hasta 72 horas. Asimismo, una vez 

determinada la existencia de un fenómeno, actualizan información de manera 

puntual sobre la evolución de este. El formato en el que se facilitan los avisos es 

el Protocolo de Alerta Común, el cual permite informar a la ciudadanía e 

instituciones públicas de la probabilidad de que ocurra el fenómeno 

meteorológico adverso, la descripción de los potenciales impactos asociados y 

las recomendaciones para la población. Se contemplan tres niveles básicos de 

aviso en función de su peligrosidad. Su significado y las recomendaciones 

generales a la población de cada uno de ellos son los siguientes: 
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Además, si concurren determinadas características en el fenómeno 

meteorológico adverso -intensidad, duración, época en la que ocurre, etc.- 

pueden emitirse avisos especiales que complementan a las anteriores y 

refuerzan a la población la necesidad de prestar mayor atención a la evolución 

meteorológica. 

Sería recomendable que los planes de actuación se integrasen en los 

planes de emergencia de las empresas, fijándose actuaciones concretas para 

cada nivel de aviso de aquellos fenómenos meteorológicos adversos que se 

hayan identificado en las evaluaciones de riesgos o que estén relacionados con 

Nivel amarillo: el peligro es bajo, pero los bienes y la población vulnerables 

o en zonas expuestas al FMA podrían sufrir algunos impactos. 

Recomendación: ESTÉ ATENTO. Manténgase informado de la predicción 

meteorológica más actualizada. Se pueden producir daños moderados a 

personas y bienes, especialmente aquellos vulnerables o en zonas 

expuestas al fenómeno. 

 

Nivel naranja: El peligro es importante. Los bienes y la población 

vulnerables o en zonas expuestas podrían sufrir impactos graves. 

Recomendación: ESTÉ PREPARADO. Tome precauciones y manténgase 

informado de la predicción meteorológica más actualizada.  Se pueden 

producir daños graves a personas y bienes, especialmente aquellos 

vulnerables o en zonas expuestas al fenómeno. 

Nivel rojo: El peligro es extraordinario. Los bienes y la población 

vulnerables o en zonas expuestas podrían sufrir impactos muy graves o 

catastróficos. 

Recomendación: Tome medidas preventivas y ACTÚE según las 

indicaciones de las autoridades. Manténgase informado de la predicción 

meteorológica más actualizada. No viaje salvo que sea estrictamente 

necesario. Se pueden producir daños muy graves o catastróficos a 

personas y bienes, especialmente aquellos vulnerables o en zonas 

expuestas al fenómeno. 
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riesgos identificados -el riesgo de inundaciones estaría relacionado con las 

lluvias-. 

El art. 20 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales establece que las 

empresas están obligadas a adoptar medida de emergencia “teniendo en cuenta 

el tamaño y la actividad de la empresa, así como la posible presencia de 

personas ajenas a la misma, deberá analizar las posibles situaciones de 

emergencia y adoptar las medidas necesarias en materia de primeros auxilios, 

lucha contra incendios y evacuación de los trabajadores, designando para ello al 

personal encargado de poner en práctica estas medidas y comprobando 

periódicamente, en su caso, su correcto funcionamiento. El citado personal 

deberá poseer formación necesaria, ser suficiente en número y disponer del 

material adecuado, en función de las circunstancias antes señaladas”. Por otro 

lado, la Ley 17/2015, de 9 de julio, del Sistema Nacional de Protección Civil, en 

su art. 7 ter.2 establece que “los titulares de los centros, establecimientos y 

dependencias, públicos o privados, que generen riesgo de emergencia, estarán 

obligados a adoptar las medidas de autoprotección previstas en esta ley, en los 

términos recogidas en la misma y en la normativa de desarrollo”. La diferencia 

fundamental entre los planes de emergencia y los planes de autoprotección y 

emergencias interior, además de los requisitos para contar con unos u otros, es 

que los planes de autoprotección deben comunicarse y registrarse a la autoridad 

competente -normalmente el municipio-, integrándose los mismos en el resto de 

los planes de protección civil. Es decir, mediante la elaboración de un plan de 

autoprotección se consigue una valiosísima integración de los servicios de 

protección civil en la actividad de las empresas frente a todo tipo de situaciones 

de emergencia, incluidas las generadas a consecuencia de fenómenos 

meteorológicos adversos. 

2.2.3.2. Vientos fuertes 

Los temporales de viento en la Comunitat Valenciana, especialmente los 

de poniente y los temporales de levante, pueden generar rachas que superan los 

70–100 km/h e incluso alcanzar valores de nivel rojo (≥130 km/h) según umbrales 

de la AEMET. Estos episodios se dan con mayor frecuencia en otoño e invierno, 

aunque pueden presentarse en cualquier época del año.  

De esta manera, el viento constituye un riesgo relevante para trabajos en 

altura, operaciones con grúas, manipulación de cargas, uso de andamios y 

desplazamientos por zonas arboladas o urbanas con riesgo de caída de objetos. 
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Medidas organizativas 

- Paralizar trabajos en altura y con equipos de elevación cuando 

existan rachas superiores a 70 km/h. 

- Asegurar elementos móviles (toldos, paneles, antenas, materiales 

sueltos). 

- Prohibir el uso de plataformas elevadoras, PEMP y trabajos con 

cuerdas en niveles de aviso naranja o superior. 

- Establecer perímetros de seguridad y revisar fachadas, cornisas y 

cubiertas. 

Medidas técnicas 

- Asegurar anclajes estructurales de cubiertas, placas metálicas, antenas, 

paneles solares y elementos expuestos para soportar rachas según los 

umbrales AEMET (70–130 km/h).  

- Instalar sistemas de amarre y  contra el viento en maquinaria exterior 

(grúas torre, PEMP, carpas, casetas). 

- Reforzar carpinterías, ventanas y puertas mediante herrajes  contra el 

viento y topes de seguridad. 

- Retirar o fijar materiales sueltos en azoteas, patios, obras y muelles de 

carga. 

2.2.3.3. Tormentas (aparato eléctrico y granizo) 

Asimismo, las tormentas calificadas como” fuertes” y “muy fuertes” son 

especialmente frecuentes a finales del verano y otoño. En específico, la AEMET 

clasifica estos episodios según la intensidad del aparato eléctrico, lluvia asociada 

y rachas de viento, pudiendo incluir granizo de tamaño superior a 1–2 cm, lo que 

supone un riesgo significativo para personas y materiales, siendo que el riesgo 

principal en el ámbito laboral incluye descargas eléctricas, impacto de granizo, 

detonación de estructuras metálicas y caída de ramas u objetos. 

Medidas organizativas 

- Interrumpir trabajos en campo abierto cuando se detecte actividad 

eléctrica cercana. 

- Evitar refugiarse bajo árboles aislados. 

- Desconectar maquinaria sensible a descargas y sobretensiones. 

- Prohibir el uso de herramientas metálicas en espacios abiertos durante 

tormenta. 
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Medidas técnicas 

-  Instalación de pararrayos y sistemas de protección contra descargas 

atmosféricas conforme a normativa ITC-BT-23.  

- Protecciones contra sobretensiones (SPD) en cuadros eléctricos 

generales y secundarios.  

-  Cubiertas reforzadas frente a granizo mediante panel sándwich, 

policarbonato resistente o láminas contra impactos.  

-  Revisión y puesta a tierra de maquinaria y estructuras metálicas en 

exteriores. 
2.2.3.4. Olas de calor 

 De igual forma, las olas de calor en la Comunitat Valenciana han 

aumentado en frecuencia e intensidad, con episodios prolongados durante junio–

septiembre y temperaturas que pueden activar avisos hasta nivel rojo (≥42–44 

ºC según zona) de acuerdo con los umbrales METEOALERTA e INVASSAT.  

Estos episodios suponen riesgos de estrés térmico, agotamiento, golpe de calor 

y disminución del rendimiento cognitivo, especialmente en trabajos al aire libre 

como pueden ser la agricultura, la construcción, la logística y la limpieza viaria. 

Medidas organizativas 

- Reprogramar las tareas más intensas fuera del intervalo de máximo 

calor. 

- Aumentar pausas y habilitar zonas de sombra y agua potable. 

- Establecer rotaciones y limitar exposiciones prolongadas. 

- Adaptar ritmos de trabajo a la capacidad física del personal. 

Medidas técnicas 

- Instalación de sombras fijas o móviles mediante pérgolas, toldos 

industriales o cubiertas microperforadas. 

- Sistemas de nebulización o ventilación evaporativa en zonas de espera o 

trabajo exterior. 

- Acondicionamiento térmico en interiores con sistemas de refrigeración, 

ventilación cruzada o extractores. 

- Materiales de baja absorción térmica en suelos exteriores (pavimentos 

claros y reflectantes). 

- Estaciones de hidratación con dispensadores automáticos en puntos 

estratégicos. 

- Sensores ambientales de temperatura y humedad para activar alertas 

automáticas en el lugar de trabajo. 
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2.2.3.5. Fenómenos costeros 

A lo anterior hay que añadirle los temporales marítimos, los cuales afectan 

especialmente a las zonas del litoral valenciano, generando oleaje significativo, 

mar de fondo y combinada, inundación costera que, en última instancia, pueden 

ocasionar  daños en infraestructura portuaria, siendo que los temporales de 

levante pueden elevar el oleaje por encima de los umbrales de aviso naranja y 

rojo según AEMET, produciendo cierres preventivos de playas y puertos.  

Medidas organizativas 

- Limitar actividades próximas al mar cuando existan avisos. 

- Restringir circulación y trabajos en paseos marítimos, diques y zonas 

portuarias expuestas. 

- Asegurar embarcaciones, amarres y equipos. 

- Evitar accesos a espigones o zonas rocosas. 

Medidas técnicas 

- Refuerzo de muros, espigones y barreras de contención para resistir 

oleaje excepcional. 

- Sistemas de anclaje de embarcaciones, estachas reforzadas y defensas 

portuarias. 

- Elevación de maquinaria y cuadros eléctricos en zonas portuarias o a nivel 

del mar. 

- Refuerzo estructural de paseos marítimos, almacenes costeros o 

edificaciones bajas expuestas al oleaje. 

2.2.3.6. Tormentas tropicales 

 Por último, aunque la Comunitat Valenciana no se encuentra en la 

trayectoria habitual de ciclones tropicales, AEMET contempla la posibilidad de 

emitir avisos especiales por tormentas tropicales o sistemas subtropicales 

cuando éstos pueden afectar indirectamente a España, generando lluvias 

intensas, viento y mar combinada, tal como indica la guía de emergencias de la 

Generalitat.  

En los últimos años se han registrado episodios asociados a 

reminiscencias de sistemas tropicales del Atlántico que, si bien llegan 

debilitados, pueden interactuar con aire mediterráneo y generar precipitaciones 

torrenciales o temporales marítimos inusualmente intensos. Por tener idénticas 

consecuencias que las lluvias intensas y los temporales marítimos se proponen 
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las mismas medidas organizativas y técnicas que para esos fenómenos 

meteorológicos adversos. 

En definitiva, del análisis detallado de los distintos fenómenos 

meteorológicos adversos —lluvias intensas, vientos fuertes, tormentas, olas de 

calor, fenómenos costeros y tormentas tropicales— se evidencia que la 

Comunitat Valenciana se encuentra expuesta a un abanico creciente de riesgos 

climáticos cuya frecuencia e intensidad seguirán aumentando en los próximos 

años, siendo que la experiencia reciente y los datos proporcionados por los 

sistemas oficiales de vigilancia confirman que estos fenómenos pueden afectar 

de manera significativa a la seguridad y salud de las personas trabajadoras, al 

normal desarrollo de los procesos productivos y a la integridad de las 

instalaciones. Por ello, se hace imprescindible que las empresas integren estos 

riesgos en sus evaluaciones de riesgos laborales, adopten medidas 

organizativas y técnicas específicas para cada fenómeno, fortalezcan sus 

mecanismos internos de alerta y respuesta, y alineen sus planes de emergencia 

y, en su caso, autoprotección, con los sistemas públicos de predicción y aviso. 

Solo mediante una planificación preventiva rigurosa, actualizada y adaptada a la 

cambiante realidad climática será posible garantizar entornos de trabajo más 

seguros y resilientes frente a los episodios meteorológicos adversos que 

caracterizan, cada vez más, al territorio valenciano. 

2.2.4. Sectores críticos en la Comunitat Valenciana 

Los sectores productivos que se están viendo más afectados por estos 

riesgos climáticos presentan características comunes: alto grado de exposición 

ambiental, dependencia de condiciones meteorológicas y necesidad de 

mantener la actividad. Entre ellos destacan especialmente los siguientes: 

 Sector agrario 

Se trata del sector más directamente impactado por el cambio climático, 

tanto en su productividad como en la salud laboral de las personas trabajadoras. 

Las temperaturas extremas, la reducción del agua disponible, la alteración de los 

calendarios agrícolas y la proliferación de plagas han generado condiciones 

laborales más exigentes y peligrosas, ya que el esfuerzo físico en jornadas 

prolongadas bajo calor intenso ha colocado a las personas trabajadoras 

agrícolas entre las más expuestas a golpes de calor, deshidratación, riesgos 

químicos asociados a fitosanitarios y problemas musculoesqueléticos.  

 Turismo 

Como pilar fundamental de la economía valenciana, el turismo concentra 

gran parte de su fuerza laboral en actividades al aire libre. De esta manera, las 
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olas de calor, la mayor radiación solar, el incremento de fenómenos 

meteorológicos extremos y la prolongación de la temporada turística han 

expuesto a personas trabajadoras de hostelería, restauración, mantenimiento y 

actividades náuticas a condiciones térmicas más severas, de mayor fatiga y a 

situaciones de mayor riesgo durante episodios de oleaje, tormentas o altas 

temperaturas. 

 Construcción y obras públicas 

De igual forma, este sector se caracteriza por el trabajo en entornos 

exteriores, donde las altas temperaturas, el viento fuerte o la lluvia intensa 

pueden comprometer de forma directa la seguridad. El calor afecta a la atención, 

la coordinación y la resistencia física de las personas trabajadoras, mientras que 

las tormentas y vientos intensos han incrementado el riesgo en trabajos en altura, 

manejo de maquinaria, excavaciones y movimientos de tierras. Asimismo, el 

aumento de episodios de lluvias torrenciales también puede implicar 

interrupciones, inundaciones y derrumbes que afecten a la integridad física de 

las plantillas. 

 Transporte (terrestre, marítimo y aéreo) 

Asimismo, el personal del sector del transporte se ve afectado tanto por el 

calor extremo —que provoca fatiga, deshidratación y reducción de la capacidad 

de reacción— como por las lluvias torrenciales e inundaciones, que dificultan 

rutas, incrementan accidentes y obligan a desvíos o suspensiones de actividad. 

De igual forma, en puertos y aeropuertos, el viento, el oleaje o el calor extremo 

complican las operaciones de carga, descarga, amarre, maniobras y tareas de 

pista, elevando significativamente los riesgos laborales. 

 Limpieza viaria 

Las personas trabajadoras de limpieza viaria están expuestas a 

temperaturas elevadas, especialmente en áreas urbanas donde el efecto “isla de 

calor” potencia las condiciones adversas. Además, en ocasiones desarrollan sus 

servicios tras un fenómeno meteorológico adverso cuyas consecuencias se ven 

obligadas a gestionar, aumentando los riesgos de caídas y golpes por la 

presencia de restos vegetales y residuos. De igual forma, el trabajo continuado 

sobre pavimentos calientes y bajo radiación intensa convierte este sector en uno 

de los más sensibles al cambio climático. 

 Industria 24/7 y comercio 

Las industrias que operan de forma continua (24/7) —alimentaria, 

cerámica, química, metalúrgica, entre otras— sufren el efecto combinado del 

calor ambiental y el calor generado por los procesos productivos. Esto 

incrementa la fatiga térmica, la posibilidad de cometer errores y los fallos en 
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equipos de trabajo.. De igual forma, en el comercio, especialmente en 

establecimientos sin climatización adecuada, el calor afecta tanto al bienestar 

del personal como a la conservación de productos. 

 

 

 Areas industriales:  

A diferencia de otras actividades, la vulnerabilidad de las áreas 

industriales radica en que los impactos climáticos exceden el ámbito organizativo 

de cada empresa individual, afectando a todo el entorno productivo.. Los 

fenómenos meteorológicos adversos  no solo provocan la anegación de 

instalaciones o cortes de suministro eléctrico, sino que pueden dañar 

gravemente las infraestructuras e incrementar exponencialmente el riesgo de 

que incendios forestales próximos se extiendan a los polígonos industriales. 

En estos espacios, la alta densidad de empresas genera un grave riesgo 

de transmisibilidad. Un fenómeno natural extremo puede desencadenar 

accidentes industriales, provocando la liberación de sustancias peligrosas, 

incendios o explosiones en cadena, siendo este un factor especialmente crítico 

en entornos con presencia de industria química, transporte de mercancías 

peligrosas o plantas de tratamiento de residuos. 

Las deficiencias constructivas de muchas naves industriales —

especialmente aquellas con cubiertas antiguas de chapa o fibrocemento sin un 

aislamiento adecuado— generan un efecto invernadero que agrava 

drásticamente la sobrecarga térmica de la plantilla; de hecho, se pueden llegar 

a registrar temperaturas interiores de hasta 55 ºC cuando en el exterior se 

alcanzan los 40 ºC. 

La revisión de los sectores más expuestos muestra que el impacto del 

cambio climático no solo incrementa la intensidad de los riesgos conocidos, sino 

que está redefiniendo las condiciones en las que debe desarrollarse la actividad 

productiva. A medida que las temperaturas extremas se vuelven más frecuentes, 

las lluvias torrenciales más imprevisibles y los episodios de viento y oleaje más 

severos, las plantillas de sectores como el agrario, el turístico, la construcción, el 

transporte, la limpieza viaria o la industria continua ven modificadas tanto sus 

exigencias físicas como los entornos en los que operan, siendo que, lejos de 

tratarse de incidencias puntuales, estas alteraciones generan una tendencia 

sostenida que obliga a replantear la planificación preventiva, la organización de 

tareas y los recursos disponibles en cada actividad. Por todo ello, resulta 

imprescindible adoptar una perspectiva preventiva más amplia, anticipativa y 
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flexible, capaz de integrar la variabilidad climática en la toma de decisiones 

empresariales, garantizando así que los sectores estratégicos de la Comunitat 

Valenciana puedan adaptarse a escenarios ambientales cada vez más 

dinámicos sin comprometer la seguridad y salud de las personas trabajadoras y, 

en la medida de lo posible, garantizar la continuidad de la actividad productiva.  
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2.3. Análisis de cláusulas convencionales sectoriales de la 

Comunitat valenciana en materia de prevención de riesgos vinculados a 

fenómenos atmosféricos adversos. 

 

En la actualidad, resulta evidente que los efectos del cambio climático y 

los fenómenos meteorológicos adversos han comenzado a integrarse de manera 

explícita en los convenios colectivos sectoriales de la Comunidad Valenciana, 

siendo que esta incorporación refleja no solo una preocupación creciente por la 

salud y seguridad de las personas trabajadoras, sino también un reconocimiento 

de que las condiciones ambientales forman parte esencial de la organización del 

trabajo y de la regulación laboral. 

Así pues, se observa como dentro del ámbito territorial de la Comunidad 

Valenciana existen ya convenios sectoriales y provinciales que prevén 

específicamente distintas fórmulas para garantizar la seguridad de las personas 

trabajadoras y tratar de minimizar el impacto del cambio climático y sus efectos.  

En el marco del presente estudio se han analizado un total de 97 convenios 

colectivos: 34 de la provincia de Alicante, 31 de la provincia de Valencia, 15 de 

la provincia de Castellon, 17 de ámbito autonómico y 16 de otros ámbitos; de 

entre los cuales, se han detectado un total de 22 cláusulas en materia de 

prevención de riesgos vinculados al cambio climático, que pueden dividirse en 

los siguientes bloques: 

2.3.1 Permisos laborales 

En lo relativo a permisos laborales, destaca el Convenio Colectivo de 

Consignatarias de Buques y Transitarias (Alicante), que en su artículo 18 

reconoce el derecho a un permiso de hasta cuatro días cuando la persona 

trabajadora no pueda acceder al centro de trabajo debido a catástrofes o 

fenómenos meteorológicos adversos, o cuando existan prohibiciones expresas 

de las autoridades: 

“Hasta cuatro días por imposibilidad de acceder al centro de trabajo 

o transitar por las vías de circulación necesarias para acudir al mismo, 

como consecuencia de las recomendaciones, limitaciones o prohibiciones 

al desplazamiento establecidas por las autoridades competentes, así 

como cuando concurra una situación de riesgo grave e inminente, 

incluidas las derivadas de una catástrofe o fenómeno meteorológico 

adverso. 
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Transcurridos los cuatro días, el permiso se prolongará hasta que 

desaparezcan las circunstancias que lo justificaron, sin perjuicio de la 

posibilidad de la empresa de aplicar una suspensión del contrato de 

trabajo o una reducción de jornada derivada de fuerza mayor en los 

términos previstos en el artículo 47.6. del Estatuto de los Trabajadores.  

Cuando la naturaleza de la prestación laboral sea compatible con 

el trabajo a distancia y el estado de las redes de comunicación permita su 

desarrollo, la empresa podrá establecerlo, observando el resto de las 

obligaciones formales y materiales recogidas en la Ley 10/2021, de 9 de 

julio, de trabajo a distancia, y, en particular, el suministro de medios, 

equipos y herramientas adecuados.” 

Por su parte, el Convenio de trabajadores agropecuarios fijos (Castellón) 

regula en su artículo 28 la recuperación parcial de la jornada o la compensación 

salarial en caso de suspensión de actividad por inclemencias meteorológicas, 

diferenciando entre trabajadores fijos y eventuales: 

“Las horas perdidas por los trabajadores fijos, por lluvia u otros 

accidentes atmosféricos, serán recuperables en su 50 por 100 por 

ampliación de la jornada legal en días sucesivos, abonándose 

íntegramente el salario correspondiente a la jornada interrumpida, sin que 

proceda el pago de las horas trabajadas por tal recuperación. El período 

de tiempo que se agregue a la jornada ordinaria por el concepto indicado 

no podrá exceder de una hora, y siempre dentro de los días laborables de 

las semanas siguientes, salvo acuerdo entre las partes. 

A los trabajadores eventuales y fijos discontinuos se les abonará el 

50 por 100 del salario si, habiéndose presentado en el lugar de trabajo, 

hubiere de ser suspendido antes de su iniciación o transcurridas dos horas 

de trabajo. Si la suspensión tuviese lugar después de las dos horas, 

percibirán íntegramente el salario, sin que en ninguno de los dos casos 

proceda la recuperación del tiempo perdido.” 

Al respecto, el Convenio de transporte de mercancías por carretera 

(Valencia) recoge en su artículo 20 un permiso retribuido para el supuesto de que 

se suspendiesen las clases de educación infantil o primaria debido a causas 

imprevisibles: 

“Si por causas imprevisibles, se suspendiesen las clases de 

educación infantil o primaria. Los trabajadores y trabajadoras que tengan 

algún hijo cursando estos ciclos tendrán derecho a ausentarse para su 

cuidado, durante ese día y el siguiente si persiste la suspensión. Este 
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derecho solo se disfrutará por uno de ellos cuando ambos padres trabajen, 

en la misma empresa” 

Por otro lado, el Convenio Colectivo de Industria de Derivados de los 

Agrios (Valencia) también incluye en su artículo 50.C un permiso retribuido 

cuando exista imposibilidad de acceso o desplazamiento al centro por riesgo 

climático: 

“Hasta cuatro días por imposibilidad de acceder al centro de trabajo 

o transitar por las vías de circulación necesarias para acudir al mismo, 

como consecuencia de las recomendaciones, limitaciones o prohibiciones 

al desplazamiento establecidas por las autoridades competentes, así 

como cuando concurra una situación de riesgo grave e inminente, 

incluidas las derivadas de una catástrofe o fenómeno meteorológico 

adverso. Transcurridos los cuatro días, el permiso se prolongará hasta que 

desaparezcan las circunstancias que lo justificaron, sin perjuicio de la 

posibilidad de la empresa de aplicar una suspensión del contrato de 

trabajo o una reducción de jornada derivada de fuerza mayor en los 

términos previstos en el artículo 47.6” 

Así pues, de entre el total de los 97 convenios colectivos que han sido 

analizados como muestra para el presente estudio, únicamente se han 

encontrado 4 convenios que incluyan alguna clase de permiso para el caso de 

que concurran fenómenos meteorológicos adversos que dificulten o imposibiliten 

el acceso al centro de trabajo o puedan poner en riesgo a las personas 

trabajadoras durante la prestación de sus servicios, limitándose su mayoría a 

transcribir el permiso establecido en el artículo 37.3 g) ET. 

2.3.2 Protocolos de actuación 

En cuanto a los protocolos de actuación ante emergencias climáticas, 

varios sectores han desarrollado disposiciones específicas.  

El Convenio de Comercio de Curtidos y Artículos para el Calzado 

(Alicante),  el Convenio de Comercio de Minoristas, Mayoristas y Exportadores 

de Calzado y Marroquinería (Alicante) y el Convenio de Transporte de 

Mercancías por Carretera (Alicante), en su disposición adicional segunda, octava 

y segunda, respectivamente, establecen un mismo protocolo de emergencia 

frente a tormentas, inundaciones, olas de calor o terremotos, incluyendo 

identificación de riesgos, planes de información y formación, así como recursos 

y equipamiento.  

“1. OBJETIVO 
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Este protocolo tiene como finalidad establecer medidas preventivas 

y procedimientos de actuación para minimizar riesgos y garantizar la 

seguridad de los trabajadores y las instalaciones de la empresa ante 

situaciones de emergencia derivadas de catástrofes naturales y 

fenómenos meteorológicos adversos. 

 2. ALCANCE  

Aplica a todos los empleados, contratistas y visitantes dentro de las 

instalaciones de la empresa, así como a las operaciones que puedan 

verse afectadas por estos eventos.  

3. MEDIDAS DE PREVENCIÓN Y PREPARACIÓN  

3.1. Identificación de Riesgos  

• Evaluar los riesgos meteorológicos más frecuentes en la zona: 

inundaciones, tormentas eléctricas, nevadas, huracanes, olas de calor, 

etc.  

• Mantener actualizados los mapas de riesgo y las vías de 

evacuación.  

• Realizar inspecciones periódicas de las infraestructuras para 

detectar vulnerabilidades 

3.2. Plan de Información y Formación  

• Capacitar al personal sobre los procedimientos de emergencia y 

primeros auxilios.  

• Difundir información sobre los riesgos meteorológicos y las 

medidas preventivas a través de carteles, correos electrónicos y 

reuniones informativas. 

• Desarrollar simulacros periódicos para evaluar la efectividad del 

protocolo.  

3.3. Recursos y Equipamiento  

• Mantener un stock de suministros de emergencia (botiquines, 

linternas, generadores eléctricos, mantas, agua potable, etc.).  
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• Asegurar que los sistemas de comunicación de emergencia 

(radios, teléfonos satelitales) estén operativos.  

• Implementar medidas de refuerzo estructural en zonas 

vulnerables.  

4. PROCEDIMIENTOS DE ACTUACIÓN SEGÚN EL FENÓMENO 

METEOROLÓGICO  

4.1. Tormentas Eléctricas y Fuertes Vientos  

• Suspender actividades al aire libre y refugiarse en zonas seguras.  

• Desconectar equipos eléctricos sensibles para evitar daños. 

• Evitar el uso de teléfonos móviles y otros dispositivos electrónicos 

en espacios abiertos.  

4.2. Inundaciones  

• Desconectar la energía eléctrica en áreas propensas a 

inundación.  

• Evacuar según las rutas establecidas y dirigirse a zonas elevadas.  

• No transitar por zonas con acumulaciones de agua que puedan 

ocultar peligros.  

4.3. Nevadas y Olas de Frío  

• Utilizar vestimenta adecuada y reforzar el aislamiento térmico en 

instalaciones críticas.  

• Evitar desplazamientos innecesarios y garantizar el acceso a 

fuentes de calor seguras.  

• Disponer de provisiones básicas ante posibles bloqueos de 

carreteras.  

4.4. Olas de Calor  

• Promover la hidratación frecuente y evitar la exposición 

prolongada al sol.  
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• Reducir las actividades físicas intensas en horarios de alta 

temperatura. 

 • Garantizar la ventilación adecuada en espacios cerrados. 

4.5. Terremotos 

 • Aplicar la regla de “agacharse, cubrirse y sujetarse” en caso de 

movimientos sísmicos.  

• Evacuar el edificio solo cuando sea seguro y seguir las rutas 

establecidas.  

• Revisar las instalaciones tras el sismo para detectar posibles 

daños estructurales.  

5. RESPUESTA Y RECUPERACIÓN POST-EVENTO  

• Activar un grupo de Emergencias de la empresa para evaluar 

daños y coordinar la respuesta.  

• Brindar asistencia a los empleados afectados y garantizar la 

comunicación con sus familiares.  

• Implementar un plan de reanudación de actividades basado en la 

evaluación de seguridad.  

Este protocolo deberá ser revisado y actualizado periódicamente 

para garantizar su efectividad” 

En el ámbito de Castellón y Valencia, el Convenio de Almacenistas de 

Alimentación dedica el artículo 45 a protocolos de actuación frente a catástrofes, 

incluyendo medidas de evacuación, interrupción de actividad y derecho a 

abandonar el puesto en caso de riesgo grave e inminente: 

“1. Ámbito de aplicación. 

El protocolo se aplica a todo el personal de las empresas afectadas 

por el presente convenio colectivo para su activación en los siguientes 

supuestos: 

a) Como consecuencia de las recomendaciones, limitaciones o 

prohibiciones al desplazamiento establecidas por las autoridades 

competentes. 
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b) Así como cuando concurra una situación de riesgo grave e 

inminente, incluidas las derivadas de una catástrofe o fenómeno 

meteorológico adverso. 

Su efectividad se extenderá tanto al personal cuyo centro de trabajo 

o su domicilio radique en una zona afectada directamente como al 

personal que no se encuentre en dichos supuestos, pero deba atravesar 

una zona afectada para desplazarse desde su domicilio a su centro de 

trabajo, o viceversa, o deba realizar algún desplazamiento por razón de 

trabajo. 

2. Actuaciones preventivas. 

En cumplimiento de las obligaciones previstas en el artículo 20 de 

la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, 

la Empresa deberá designar al personal encargado de poner en práctica 

las medidas de prevención de riesgos específicamente referidas a la 

actuación frente a catástrofes y otros fenómenos meteorológicos 

adversos, así como comprobar periódicamente, en su caso, su 

adecuación conforme a la normativa específica de aplicación. 

El personal designado deberá poseer la formación necesaria, ser 

suficiente en número y disponer de la información y del material adecuado, 

a fin de que pueda analizar las posibles situaciones derivadas tanto de las 

recomendaciones, limitaciones o prohibiciones al desplazamiento 

establecidas por las autoridades competentes, como las posibles 

situaciones de riesgo grave e inminente derivadas de una catástrofe o 

fenómeno meteorológico adverso. 

Se deberá organizar las relaciones que sean necesarias con 

servicios externos a la empresa, en especial con las autoridades 

competentes en materia de catástrofes y otros fenómenos meteorológicos 

adversos. 

3. Actuaciones en caso de riesgo grave e inminente. 

La Dirección de la empresa, con la participación de las personas 

designadas y con las delegadas de prevención adoptará, atendiendo a las 

circunstancias existentes en cada caso, y de acuerdo con las 

instrucciones dictadas por las autoridades competentes, las siguientes 

medidas: 
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a) Informar lo antes posible a todas las personas trabajadoras 

afectadas acerca de la existencia de riesgo grave e inminente derivado de 

una catástrofe o fenómeno meteorológico adverso y de las medidas 

adoptadas o que, en su caso, deban adoptarse de conformidad con lo 

previsto en los planes de autoprotección, emergencia y evacuación. 

b) Adoptar las medidas y dar las instrucciones necesarias para que 

las personas trabajadoras puedan interrumpir su actividad y, si fuera 

necesario, abandonar de inmediato el lugar de trabajo. Las excepciones, 

debidamente justificadas por razones de seguridad, serán las 

contempladas en los planes de autoprotección, emergencia y 

autoprotección. 

c) Disponer lo necesario para que las personas trabajadoras que 

no pudieran ponerse en contacto con su superior jerárquico, ante una 

situación de peligro grave e inminente para su seguridad, la de otras 

personas trabajadoras o la de terceros a la empresa, estén en 

condiciones, habida cuenta de sus conocimientos y de los medios 

técnicos puestos a su disposición, de adoptar las medidas necesarias 

para evitar las consecuencias de dicho peligro. 

d) Garantizar del derecho de las personas trabajadoras a una 

protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo, para lo 

cual se reconoce el derecho a interrumpir la actividad y abandonar el lugar 

de trabajo, en caso necesario, cuando dicha actividad entrañe un riesgo 

grave e inminente para la vida o la salud de la persona trabajadora 

afectada por una catástrofe o fenómeno meteorológico adverso. 

4. Todas las personas trabajadoras y sus representantes aplicarán 

lo establecido en el presente artículo con arreglo a los principios de la 

acción preventiva establecidos en el artículo 15.1 de la Ley 31/1995, de 8 

de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales y cumplirán con las 

obligaciones establecidas de conformidad con las reglas de la buena fe y 

diligencia. 

Este mismo protocolo es el adoptado por el Convenio de Oficinas y 

Despachos (Valencia) establece en su artículo 73. Pero, además, incluye en su 

artículo 74 el siguiente conjunto de medidas para evitar los riesgos climáticos: 

“1. Cuando se superen los límites máximos de temperaturas 

establecidos en el Anexo III del Real Decreto 486/1997, de 14 de abril, por 

el que se establecen las disposiciones mínimas de seguridad y salud en 

los lugares de trabajo, se deberá evaluar el riesgo de estrés térmico 
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mediante alguna de las metodologías establecidas en el Art. 5.3 del Real 

Decreto 39/1997, de 17 de enero, por el que se aprueba el Reglamento 

de los Servicios de Prevención.  

Si como resultado de dicha evaluación se detectase la necesidad 

de adoptar medidas, estas se integrarán en la planificación preventiva 

regulada en el artículo 16 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de 

Prevención de Riesgos Laborales con la participación de las personas 

trabajadoras que se regula en el artículo 34 de la citada norma, 

anteponiendo, siempre que sea posible, las medidas de carácter colectivo 

sobre las individuales. 

2. Cuando se desarrollen trabajos al aire libre y en los lugares de 

trabajo que, por la actividad desarrollada, no puedan quedar cerrados, 

deberán tomarse medidas adecuadas para la protección de las personas 

trabajadoras frente a cualquier riesgo relacionado con fenómenos 

meteorológicos adversos, incluyendo temperaturas extremas. Las 

medidas a las que se refiere el párrafo anterior derivarán de la evaluación 

de riesgos laborales, que tomará en consideración, además de los 

fenómenos mencionados, las características de la tarea que se desarrolle 

y las características personales o el estado biológico conocido de la 

persona trabajadora.  

3. De acuerdo con lo previsto en el artículo 23 del Real Decreto 

1561/1995, de 21 de septiembre, sobre jornadas especiales de trabajo, 

las medidas preventivas incluirán la prohibición de desarrollar 

determinadas tareas durante las horas del día en las que concurran 

fenómenos meteorológicos adversos, en aquellos casos en que no pueda 

garantizarse de otro modo la debida protección de la persona trabajadora.  

4. En el supuesto en el que se emita por la Agencia Estatal de 

Meteorología o, en su caso, el órgano autonómico correspondiente en el 

caso de las comunidades autónomas que cuenten con dicho servicio, un 

aviso de fenómenos meteorológicos adversos de nivel naranja o rojo, y 

las medidas preventivas anteriores no garanticen la protección de las 

personas trabajadoras, resultará obligatoria la adaptación de las 

condiciones de trabajo, incluida la reducción o modificación de las horas 

de desarrollo de la jornada prevista” 

En adición, el Convenio de Industrias Vinícolas y Comercio en General 

(Valencia), en su Disposición Décima introduce medidas específicas para 

aquellos trabajos que se desarrollan al aire libre, permitiendo a la Empresa, de 
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común acuerdo con la RLPT, decidir paralizar la realización de los trabajos en 

función de la previsión meteorológica o reconocer la penosidad de los trabajos 

según el grado de adversidad de los fenómenos climáticos: 

“Las empresas facilitarán en casos al personal afectado las 

medidas de protección necesarias. No obstante, en los trabajos 

prolongados a la intemperie (al aire libre sin techo) como los relacionados 

con carga de barcos, camiones y cisternas de tren, en condiciones 

climatológicas adversas como lluvia continua y persistente, granizo, 

fuertes vientos y similares la dirección de la empresa junto con los 

representantes de los trabajadores y el Delegado de Salud Laboral 

decidirán:  

A) la vista de las condiciones climatológicas, si se puede o no 

realizar el trabajo.  

B) En el caso de que se decida su realización fijarán, de acuerdo 

con el grado de adversidad que se observe, si se considera penosa su 

realización” 

A los ejemplos provinciales se suman varios convenios autonómicos que 

han incorporado protocolos específicos frente a fenómenos meteorológicos 

adversos, algunos de ellos con un notable grado de desarrollo técnico. El 

Convenio de Bebidas Refrescantes de la Comunidad Valenciana establece en 

su artículo 36 un protocolo de actuación que regula la activación ante previsiones 

meteorológicas adversas o situaciones de riesgo grave e inminente, 

determinando las obligaciones de información, coordinación y adopción de 

medidas organizativas o de interrupción temporal de tareas cuando así lo exija 

la protección de la salud de la plantilla: 

“1. Cuando se superen los límites máximos de temperaturas 

establecidos en el Anexo III del Real Decreto 486/1997, de 14 de abril, por 

el que se establecen las disposiciones mínimas de seguridad y salud en 

los lugares de trabajo, se deberá evaluar el riesgo de estrés térmico 

mediante alguna de las metodologías establecidas en el Art. 5.3 del Real 

Decreto 39/1997, de 17 de enero, por el que se aprueba el Reglamento 

de los Servicios de Prevención.  

Si como resultado de dicha evaluación se detectase la necesidad 

de adoptar medidas, estas se integrarán en la planificación preventiva 

regulada en el artículo 16 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de 

Prevención de Riesgos Laborales con la participación de las personas 

trabajadoras que se regula en el artículo 34 de la citada norma, 
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anteponiendo, siempre que sea posible, las medidas de carácter colectivo 

sobre las individuales. 

2. Cuando se desarrollen trabajos al aire libre y en los lugares de 

trabajo que, por la actividad desarrollada, no puedan quedar cerrados, 

deberán tomarse medidas adecuadas para la protección de las personas 

trabajadoras frente a cualquier riesgo relacionado con fenómenos 

meteorológicos adversos, incluyendo temperaturas extremas. Las 

medidas a las que se refiere el párrafo anterior derivarán de la evaluación 

de riesgos laborales, que tomará en consideración, además de los 

fenómenos mencionados, las características de la tarea que se desarrolle 

y las características personales o el estado biológico conocido de la 

persona trabajadora.  

3. De acuerdo con lo previsto en el artículo 23 del Real Decreto 

1561/1995, de 21 de septiembre, sobre jornadas especiales de trabajo, 

las medidas preventivas incluirán la prohibición de desarrollar 

determinadas tareas durante las horas del día en las que concurran 

fenómenos meteorológicos adversos, en aquellos casos en que no pueda 

garantizarse de otro modo la debida protección de la persona trabajadora.  

4. En el supuesto en el que se emita por la Agencia Estatal de 

Meteorología o, en su caso, el órgano autonómico correspondiente en el 

caso de las comunidades autónomas que cuenten con dicho servicio, un 

aviso de fenómenos meteorológicos adversos de nivel naranja o rojo, y 

las medidas preventivas anteriores no garanticen la protección de las 

personas trabajadoras, resultará obligatoria la adaptación de las 

condiciones de trabajo, incluida la reducción o modificación de las horas 

de desarrollo de la jornada prevista” 

Por último, el Convenio de Manipulado y Envasado de Cítricos 

(Comunidad Valenciana) desarrolla en su Anexo 7 una identificación detallada 

de riesgos asociados a lluvias intensas, viento, tormentas eléctricas, radiación 

solar, calor extremo, frío y otros fenómenos, estableciendo criterios de 

interrupción de trabajos al aire libre y la necesidad de seguir las alertas 

meteorológicas oficiales, lo que en conjunto lo convierte en el mecanismo más 

completo de gestión del riesgo climático dentro de los convenios analizados: 

“En cumplimiento de lo previsto en el artículo 85.1 del Estatuto de 

los Trabajadores, cuando establece que “a través de la negociación 

colectiva se negociarán protocolos de actuación que recojan medidas de 

prevención de riesgos específicamente referidas a la actuación fren-te a 
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catástrofes y otros fenómenos meteorológicos adversos”, se establecen 

las siguientes pautas de obligado cumplimiento para todas las empresas 

a las que resulte de aplicación el presente Convenio colectivo:  

1. Las evaluaciones de riesgos de las empresas deberán identificar 

como posibles riesgos las catástrofes y fenómenos meteorológicos 

adversos.  

Como orientación, se listan algunas catástrofes y fenómenos 

meteorológicos adversos, debiendo identificar cada empresa aquellos -

incluidos o no a continuación- que, por su situación geográfica, por la 

vulnerabilidad del lugar de trabajo o el histórico de sucesos acontecidos, 

se consideren más probables.  

• Fenómenos físicos, ruido, radiación natural (luz, arco luminoso, 

presurización, despresurización, presión…), temperatura extrema (calor, 

frío).  

• Elementos naturales y atmosféricos (comprende superficies de 

agua, barro, lluvia, granizo, ráfaga de viento, rayo…).  

• Catástrofes naturales o provocadas (tornado, inundación, 

vulcanismo, terremoto, maremoto, fuego, incendio…).  

2. A efectos de determinar la peligrosidad de los fenómenos 

meteorológicos se podrá seguir el sistema de alertas de la Agencia Estatal 

de Meteorología (AEMET): 

https://www.aemet.es/es/eltiempo/prediccion/avisos  

En materia de temperaturas extremas el Ministerio de Sanidad 

informa diariamente sobre los niveles de riesgo, permitiendo suscribirse a 

su sistema público de alertas.  

3. En las evaluaciones se deberá identificar los puestos de trabajo 

y su nivel de exposición a los riesgos detectados. Se incluirá la 

identificación de los riesgos in itinere ligados a las catástrofes y 

fenómenos meteorológicos analizados.  

4. Igualmente, se analizará la existencia de personas 

especialmente vulnerables a los riesgos detectados. 

https://www.aemet.es/es/eltiempo/prediccion/avisos
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5. Se deberán planificar las medidas necesarias para actuar frente 

a catástrofes y fenómenos meteorológicos adversos, incluyendo medidas 

preventivas y medidas de emergencia.  

Las medidas preventivas podrán incluir formación e información a 

la plantilla, EPIs, medidas de organización del tiempo de trabajo e incluso 

de modificación o reducción de la jornada.  

Las medidas de emergencia, aun cuando se integren en la 

evaluación, se documentarán de forma independiente al resto de medidas 

para facilitar su conocimiento y acceso por toda la plantilla. En relación 

con estas medidas:  

• Deben considerar la información e indicaciones dadas por las 

autoridades competentes en materia de protección civil e integrar dichas 

indicaciones en sus propias medidas de emergencia.  

• Durante el diseño de las medidas de emergencia, los 

procedimientos o protocolos de actuación de cada empresa deben 

considerar la interacción con los servicios operativos externos (bomberos, 

policía u otros).  

• Deben realizarse comprobaciones periódicas o simulacros para 

garantizar la efectividad de las medidas planificadas.  

El protocolo realizado en cada empresa deberá contener:  

• En qué condiciones se activará el procedimiento  

• Responsables y forma de comunicar a la plantilla la activación del 

procedimiento, incluyendo, a las personas trabajadoras que no se 

encuentren en el centro de trabajo y se vayan a incorporar a la actividad 

y personas trabajadoras de otras em-presas que presten servicios en el 

centro de trabajo  

• Obligación de comunicar y escuchar a la representación legal de 

las personas trabajadoras en relación con las decisiones que se adopten 

ante situaciones de emergencia, siempre que sea posible” 

Así pues, de entre los 97 convenios colectivos analizados únicamente 9 

de ellos establecen alguna clase de protocolo que establezca los pasos a seguir 

y como actuar en caso de que concurra alguna catástrofe o fenómeno 



   
 

63 

 

meteorológico que pueda impedir o dificultar la prestación de los servicios o 

pueda poner en riesgo la seguridad y salud de las personas trabajadoras. 

2.3.3 Medidas Preventivas 

Respecto a las medidas preventivas específicas de salud laboral, el 

Convenio de la Industria del Metal (Alicante) dedica su artículo 34. Bis a la 

prevención frente al estrés térmico, regulando la evaluación de riesgos, la 

provisión de agua y cremas solares, la formación en primeros auxilios, las pausas 

en sombra, la rotación de personal y la adaptación de horarios en caso de avisos 

meteorológicos oficiales: 

“Al efecto de conocer la magnitud de los riesgos vinculados a las 

altas temperaturas, es imprescindible un conocimiento del riesgo al efecto 

de planificar medidas preventivas que puedan mitigar o eliminar los 

riesgos laborales vinculados a las temperaturas extremas.  

A tal efecto, aquellas empresas donde se superen los límites 

máximo de temperaturas establecidos en el Anexo III del RD 486/97, 

deberán evaluar el riesgo de estrés térmico mediante alguna de las 

metodologías establecidas en el Art. 5.3 del RD 39/1997, de Servicios de 

Prevención.  

Si como resultado de dicha evaluación se detectase la necesidad 

de adoptar medidas, estas serán objeto de debate en el seno de la 

empresa con la participación de la RLPT, integrando las mismas en la 

planificación preventiva de la empresa y anteponiendo, siempre que sea 

posible, medidas de carácter colectivo sobre las individuales. 

Con independencia de lo anterior, cuando se desarrollen trabajos 

al aire libre y en los lugares de trabajo que, por la actividad desarrollada, 

no puedan quedar cerrados, deberán tomarse medidas adecuadas para 

la protección de las personas trabajadoras frente a cualquier riesgo 

relacionado con fenómenos meteorológicos adversos, incluyendo 

temperaturas extremas. Entre dichas medidas, se podrán adoptar las 

siguientes: 

a) Poner a disposición de las personas trabajadoras cremas solares 

de factor de protección 50 o superior.  

b) Se garantizará el suministro de agua potable y fresca y/o bebidas 

isotónicas.  
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c) Se formará a las personas trabajadoras incluyendo el apartado 

de primeros auxilios y medidas de emergencia en caso de golpe de calor. 

d) Se dará especial protección a aquellas personas declaradas 

especialmente sensibles frente al calor en los términos establecidos en el 

Art. 25 Ley 31/1995, de Prevención de Riesgos Laborales.  

e) Elaboración de protocolos de actuación frente al calor donde se 

podrán considerar entre otras cuestiones la programación de pausas y 

descansos en áreas de sombra, prioritariamente aisladas y con posibilidad 

de protección como la posible rotación del personal a lugares/tajos de 

menor exposición. 

“En el supuesto en el que se emita por la Agencia Estatal de 

Meteorología o el órgano autonómico correspondiente, un aviso de 

fenómenos meteorológicos adversos de nivel naranja o rojo, y las medidas 

preventivas adoptadas no garanticen la protección de las personas 

trabajadoras, resultará obligatoria la adaptación de las condiciones de 

trabajo, incluida la reducción o modificación de las horas de desarrollo de 

la jornada prevista. A tal efecto, la RLPT, podrá proponer la adaptación de 

horarios y planificación de trabajos evitando las actividades de mayor 

carga física y/o las horas de mayor exposición al riesgo.” 

Asimismo, el Convenio de la Industria Siderometalúrgica (Castellón) 

contempla en su artículo 14 la valoración de tareas en función de las condiciones 

ambientales, reforzando la integración de la prevención en la organización del 

trabajo.  

“Con objeto de tener una justa valoración relativa del conjunto de 

tareas que constituyen el contenido de funciones de cada puesto y, la 

subsiguiente aportación de la persona trabajadora para efectuarlos con 

los rendimientos que fije el proceso o programa de fabricación a la que la 

persona trabajadora está asignada, la dirección de la empresa podrá 

adoptar los procedimientos y sistemas que estime convenientes con 

arreglo a las especificaciones que a continuación se indican: 

a. Criterios de conocimientos. En su doble vertiente teórica y 

práctica, habilidad, experiencia. 

b. Criterios de esfuerzos aportados. Tanto sensoriales o nerviosos, 

como físicos y mentales. 
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c. Criterios de responsabilidad. Por los elementos que tenga a su 

cargo la persona trabajadora o se relacionen con esta, instalaciones, 

materiales y productos, personas o información. 

d. Criterios de condiciones ambientales. Penosidad, toxicidad o 

peligrosidad. 

La valoración asignada con estos sistemas establecerá la posición 

relativa de cada uno de los puestos de la empresa, en cuanto a jerarquía 

de valores de cualificación. Dicha valoración se refiere a las cualidades o 

exigencias del puesto como tal, independientemente de la persona que lo 

ocupe” 

Otro ejemplo es el contenido en el artículo 62 del Convenio Colectivo de 

Industrias transformadoras del plástico (Valencia) que establece la obligación por 

parte de las empresas de dotar a la plantilla de prendas de trabajo diferenciadas 

según la estación del año, debiéndose encontrar las mismas adaptadas a las 

condiciones ambientales del puesto de trabajo 

“Las empresas dotarán a su personal de dos equipos de trabajo 

anuales, que se entregarán en primavera y en otoño. Las prendas tendrán 

la característica que a criterio de la Empresa mejor se adapte a la índole 

del trabajo a realizar y a las condiciones climatológicas y, en todo caso, 

las prendas de trabajo serán las adecuadas a las condiciones ambientales 

del puesto de trabajo. El personal vendrá obligado a vestir tales prendas 

durante la jornada de trabajo, debiendo cuidar de su conservación y 

limpieza durante la vida de las mismas” 

Además de las previsiones provinciales descritas, varios convenios 

autonómicos incorporan medidas preventivas específicas relacionadas con las 

condiciones climáticas. Destaca en particular el artículo 35 del Convenio de 

Bebidas Refrescantes, que regula la prevención frente al estrés térmico 

mediante la obligación de evaluar el riesgo conforme a la normativa técnica 

aplicable, adoptar medidas organizativas para limitar la exposición y adecuar la 

jornada o la realización de tareas cuando las condiciones ambientales puedan 

comprometer la seguridad, especialmente en situaciones meteorológicas 

adversas anunciadas por organismos oficiales: 

“Las empresas cumplirán lo establecido en el Real Decreto 

486/1997, de 14 de abril, por el que se establecen las disposiciones 

mínimas de seguridad y salud en los lugares de trabajo a fin de garantizar 

las condiciones técnico-sanitarias de aplicación al sector. En 

consecuencia:  
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1. Cuando se superen los límites máximos de temperaturas 

establecidos en el Anexo III del Real Decreto 486/1997, de 14 de abril, por 

el que se establecen las disposiciones mínimas de seguridad y salud en 

los lugares de trabajo, se deberá evaluar el riesgo de estrés térmico 

mediante alguna de las metodologías establecidas en el Art. 5.3 del Real 

Decreto 39/1997, de 17 de enero, por el que se aprueba el Reglamento 

de los Servicios de Prevención.  

Si como resultado de dicha evaluación se detectase la necesidad 

de adoptar medidas, estas se integrarán en la planificación preventiva 

regulada en el artículo 16 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de 

Prevención de Riesgos Laborales con la participación de las personas 

trabajadoras que se regula en el artículo 34 de la citada norma, 

anteponiendo, siempre que sea posible, las medidas de carácter colectivo 

sobre las individuales.  

2. Cuando se desarrollen trabajos al aire libre y en los lugares de 

trabajo que, por la actividad desarrollada, no puedan quedar cerrados, 

deberán tomarse medidas adecuadas para la protección de las personas 

trabajadoras frente a cualquier riesgo relacionado con fenómenos 

meteorológicos adversos, incluyendo temperaturas extremas.  

Las medidas a las que se refiere el párrafo anterior derivarán de la 

evaluación de riesgos laborales, que tomará en consideración, además de 

los fenómenos mencionados, las características de la tarea que se 

desarrolle y las características personales o el estado biológico conocido 

de la persona trabajadora.  

3. De acuerdo con lo previsto en el artículo 23 del Real Decreto 

1561/1995, de 21 de septiembre, sobre jornadas especiales de trabajo, 

las medidas preventivas incluirán la prohibición de desarrollar 

determinadas tareas durante las horas del día en las que concurran 

fenómenos meteorológicos adversos, en aquellos casos en que no pueda 

garantizarse de otro modo la debida protección de la persona trabajadora.  

4. En el supuesto en el que se emita por la Agencia Estatal de 

Meteorología o, en su caso, el órgano autonómico correspondiente en el 

caso de las comunidades autónomas que cuenten con dicho servicio, un 

aviso de fenómenos meteorológicos adversos de nivel naranja o rojo, y 

las medidas preventivas anteriores no garanticen la protección de las 

personas trabajadoras, resultará obligatoria la adaptación de las 
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condiciones de trabajo, incluida la reducción o modificación de las horas 

de desarrollo de la jornada prevista.” 

Por otro lado, el Convenio Colectivo de Industria de Derivados de los 

Agrios (Valencia) recoge en su artículo 28 una serie de medidas para combatir 

el estrés térmico y protege a las personas trabajadoras: 

“Estrés Térmico.  

Al efecto de conocer la magnitud de los riesgos vinculados a las 

altas temperaturas, es imprescindible un conocimiento del riesgo al efecto 

de planificar medidas preventivas que puedan mitigar o eliminar los 

riesgos laborales vinculados a las temperaturas extremas.  

A tal efecto, aquellas empresas donde se superen los límites 

máximos de temperaturas establecidos en el Anexo III del RD 486/97, 

deberán evaluar el riesgo de estrés térmico mediante alguna de las 

metodologías establecidas en el Art. 5.3 del RD 39/1997, de Servicios de 

Prevención.  

Si como resultado de dicha evaluación se detectase la necesidad 

de adoptar medidas, estas serán objeto de debate en el seno de la 

empresa con la participación de la RLPT, integrando las mismas en la 

planificación preventiva de la empresa y anteponiendo, siempre que sea 

posible, medidas de carácter colectivo sobre las individuales.  

Con independencia de lo anterior, cuando se desarrollen trabajos 

al aire libre y en los lugares de trabajo que, por la actividad desarrollada, 

no puedan quedar cerrados, deberán tomarse medidas adecuadas para 

la protección de las personas trabajadoras frente a cualquier riesgo 

relacionado con fenómenos meteorológicos adversos, incluyendo 

temperaturas extremas. Entre dichas medidas, se podrán adoptar las 

siguientes:  

a) Poner a disposición de las personas trabajadoras cremas solares 

de factor de protección 50 o superior.  

b) Se garantizará el suministro de agua potable y fresca y/o bebidas 

isotónicas. 

c) Se formará a las personas trabajadoras incluyendo el apartado 

de primeros auxilios y medidas de emergencia en caso de golpe de calor. 
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d) Se dará especial protección a aquellas personas declaradas 

especialmente sensibles frente al calor en los términos establecidos en el 

Art. 25 Ley 31/1995, de Prevención de de Prevención de Riesgos 

Laborales.  

e) Elaboración de protocolos de actuación frente al calor donde se 

podrán considerar entre otras cuestiones la programación de pausas y 

descansos en áreas de sombra, prioritariamente aisladas y con posibilidad 

de protección como la posible rotación del personal a lugares/tajos de 

menor exposición.  

En el supuesto en el que se emita por la Agencia Estatal de 

Meteorología o el órgano autonómico correspondiente, un aviso de 

fenómenos meteorológicos adversos de nivel naranja o rojo, y las medidas 

preventivas adoptadas no garanticen la protección de las personas 

trabajadoras, resultará obligatoria la adaptación de las condiciones de 

trabajo, incluida la reducción o modificación de las horas de desarrollo de 

la jornada prevista. A tal efecto, la RLPT, podrá proponer la adaptación de 

horarios y planificación de trabajos evitando las actividades de mayor 

carga física y/o las horas de mayor exposición al riesgo. 

Pues bien, del conjunto de Convenios Colectivos que han sido analizados, 

únicamente se han podido encontrar 5 que hayan incorporado alguna clase de 

medida adicional, distinta de las ya desarrolladas en otros bloques, para ofrecer 

una especial protección a las personas trabajadoras frente a riesgos climáticos, 

detectándose como la mayoría de las medidas expuestas se encuentran 

relacionadas con la gestión de la exposición al calor en los puestos de trabajo. 

2.3.4 Comisiones de seguimiento y compromisos medioambientales 

Finalmente, cabe subrayar la existencia de comisiones mixtas de 

seguimiento y compromisos medioambientales. 

 El Convenio del sector de la madera, corcho, chapas y tableros 

(Castellón) crea en su artículo 81 una Comisión Paritaria de Medio Ambiente con 

funciones de información, resolución de anomalías y formación específica, 

además de comprometer a las empresas en la gestión ambiental: 

“Se constituye en el marco de este convenio colectivo la Comisión 

Paritaria de Medioambiente formada por dos representantes por parte de 

los sindicatos firmantes (FECOMA-CC.OO. y MCA-UGT) y dos 

representantes de la patronal (Asociación Empresarial del Baix Maestrat 

y APEMA) para las cuestiones relativas a esta materia. 
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Será su cometido y funciones las mismas que se le han 

encomendado a la Comisión Paritaria de Salud y Seguridad, pero 

únicamente para las materias relacionadas con los aspectos que 

medioambientalmente afecten al sector. 

Asimismo, para la mejora de la participación de todas las partes la 

representación sindical de prevención tendrá las facultades añadidas de 

medioambiente, a la cual se le deberá facilitar información: 

De las situaciones anómalas que se produzcan relacionadas con el 

medio ambiente, incluyendo los datos ambientales periódicos que se 

precisen para el análisis de dichas anomalías. 

De las medidas que se adopten para resolver dichas anomalías. 

De los acuerdos y decisiones que las autoridades competentes 

adopten respecto al centro de trabajo relacionados con estos aspectos, 

así como los efectos y medidas a concretar en cada momento. 

Del desarrollo legislativo autonómico, nacional o comunitario sobre 

medio ambiente. 

La representación legal del personal podrá proponer iniciativas 

tendentes a la mejora de la situación medioambiental. 

Se establecerán con su participación programas de formación 

específica para estas materias que permitan un mejor conocimiento de los 

problemas medioambientales. 

Compromiso empresarial de utilizar sistemas de gestión 

medioambiental, para gestionar los procesos medioambientales y 

garantizar de manera sostenible la defensa del medio ambiente.” 

En el mismo sentido, el Convenio de la Industria Siderometalúrgica 

(Castellón) establece en su artículo 70 una comisión de prevención de riesgos 

laborales y medio ambiente.  

“Se acuerda crear la comisión de prevención de riesgos laborales 

y medio ambiente designándose a la vez dos personas supervisoras por 

cada una de las partes firmantes del presente convenio” 

Por su parte, el Convenio de las Comunidades de Regantes (Castellón) 

recoge en su artículo 28 un compromiso medioambiental explícito, promoviendo 
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el uso eficiente del agua, la reducción del consumo energético y la sensibilización 

en energías renovables. 

“La creciente preocupación por el estado del medio ambiente en 

nuestra Comunidad lleva a las partes firmantes a plasmar en el presente 

Convenio su compromiso por la mejora continuada del comportamiento 

medioambiental de las actuaciones desarrolladas por las Comunidades 

de Regantes. 

La cooperación en materia de medio ambiente entre la Dirección y 

los trabajadores tendrá como objetivos fundamentales los siguientes:  

- Continuar en la mejora de la eficacia de la utilización de los 

recursos hídricos. 

- Reducir el consumo energético y estudiar la introducción de 

energías renovables. - Disminuir el uso de materias primas y adecuarlas 

a las condiciones del entorno y a los requerimientos medioambientales.  

- Procurar la sensibilización medioambiental.  

-Incrementar la formación de los trabajadores y dirección en 

materia medioambiental” 

De igual forma, el Convenio colectivo de la Industria, las Nuevas 

Tecnologías y los Servicios del Sector del Metal (Valencia) establece en su 

Disposición Final Cuarta la creación de una comisión de estrés térmico: 

“Las condiciones ambientales son uno de los factores de riesgos 

de relevancia en el ámbito de la prevención de riesgos laborales en los 

sectores industriales y dadas las condiciones actuales, se constituye esta 

comisión para el estudio del impacto que esta situación puede tener en el 

sector y proponer las medidas preventivas y de otra índole, como posibles 

adaptaciones temporales de la jornada que en ningún caso serían 

consideradas modificaciones sustanciales de contrato de trabajo y que 

puedan contribuir a minimizar aquel” 

Finalmente, algunos convenios autonómicos han incorporado estructuras 

de gestión ambiental que, si bien no se dirigen exclusivamente a los fenómenos 

meteorológicos adversos, sí refuerzan la integración de la dimensión climática 

en la organización del trabajo.  
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Estas estructuras, aunque centradas en aspectos medioambientales 

amplios, constituyen un marco institucional idóneo para la futura incorporación 

de medidas orientadas a la adaptación y mitigación de los efectos del cambio 

climático en el ámbito laboral. 

Pues bien, de entre el total de los 97 Convenios Colectivos objeto de 

estudio, únicamente 4 de ellos prevén la creación de Comisiones de Seguimiento 

con el fin de evaluar el funcionamiento de los protocolos de actuación o de las 

posibles medidas a implantar para salvaguardad la salud e integridad de las 

personas trabajadoras que se puedan ver expuestas a riesgos climáticos. 

 

2.4. Identificación de buenas prácticas y protocolos de actuación en 

el marco legal, convencional y empresarial. 

 

Con el objetivo de conseguir traer a la negociación colectiva de la 

Comunitat Valenciana herramientas para abordar las distintas materias 

vinculadas a la prevención de riesgos laborales derivadas de factores climáticos 

se han analizado cláusulas de convenios colectivos sectoriales o empresariales 

de todo el territorio nacional. La mayoría de los convenios colectivos analizados 

y sistematizados en el presente estudio como buenas prácticas de negociación 

colectiva  tienen en común que sitúan a las alertas meteorológicas como un 

disparador que activa medidas organizativas y preventivas. Además, lo hacen 

utilizando referencias expresas al marco normativo vigente y con un lenguaje 

claro y estandarizado (AEMET, niveles de aviso, protocolos, coordinación con 

RLPT, etc.). 

Esta cuestión es especialmente relevante para el objeto del presente 

informe por dos motivos: en primer lugar, porque se ofrece un tratamiento 

específico a los fenómenos meteorológicos adversos mediante instrucciones 

concretas para las empresa; y, en segundo lugar porque fija unos estándares 

mínimos  sectoriales, lo cual es clave teniendo en cuenta las características del 

tejido empresarial valenciano -compuesto fundamentalmente por pymes y micro-

pymes,que, posteriormente, pueden irradiarse hacia ámbitos de negociación 

más pequeños,.  

Un primer bloque de buenas prácticas se centra en la arquitectura del 

protocolo ante catástrofes y fenómenos meteorológicos adversos: la mayoría de 

los textos parte de la obligación de negociar protocolos del artículo 85.1 del ET, 

y construye un esquema de actuación basado en niveles de aviso, canales de 
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comunicación y medidas progresivas. En el I Convenio Colectivo de Ahorramas 

y empresas vinculadas, el enfoque es paradigmático: se toma como referencia 

el Plan de AEMET y se describen niveles amarillos/naranja/rojo con su 

significado y gradación de riesgo. En concreto en el apartado tres de su ANEXO 

IV detalla: 

La Dirección de la Empresa, con la participación de las personas 

designadas y con las Delegadas de Prevención adoptará, atendiendo a 

las circunstancias existentes en cada caso, y de acuerdo con las 

instrucciones dictadas por las autoridades competentes, las siguientes 

medidas: 

a) Informar lo antes posible a todas las personas trabajadoras 

afectadas acerca de la existencia de riesgo grave e inminente derivado de 

una catástrofe o fenómeno meteorológico adverso y de las medidas 

adoptadas o que, en su caso, deban adoptarse de conformidad con lo 

previsto en los planes de autoprotección, emergencia y evacuación. 

b) Adoptar las medidas y dar las instrucciones necesarias para que 

las personas trabajadoras puedan interrumpir su actividad y, si fuera 

necesario, abandonar de inmediato el lugar de trabajo. 

c) Garantizar del derecho de las personas trabajadoras a una 

protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo, para lo 

cual se reconoce el derecho a interrumpir la actividad y abandonar el lugar 

de trabajo, en caso necesario, cuando dicha actividad entrañe un riesgo 

grave e inminente para la vida o la salud de la persona trabajadora 

afectada por una catástrofe o fenómeno meteorológico adverso. 

Todas las personas trabajadoras y sus representantes aplicarán lo 

establecido en el presente artículo con arreglo a los principios de la acción 

preventiva establecidos en el artículo 15.1 de la Ley 31/1995, de 8 de 

noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales y cumplirán con las 

obligaciones establecidas de conformidad con las reglas de la buena fe y 

diligencia. 

En este sentido, la Dirección de las empresas podrán adoptar el 

siguiente conjunto de medidas para los supuestos de catástrofes y otros 

fenómenos meteorológicos adversos: 

– Nivel amarillo: 
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Si se debe acudir o permanecer en el centro de trabajo de la forma 

habitual. El personal deberá mantenerse atento a la información que 

emitan los órganos competentes. 

– Nivel naranja: 

Si se debe acudir o permanecer en el centro de trabajo de la forma 

habitual. El personal deberá mantenerse atento y preparado a la 

información que emitan los órganos competentes. 

El personal deberá extremar la precaución al circular con vehículos 

y adoptar, entre otras, las siguientes medidas de prevención de riesgos: 

 Antes de partir, informarse del estado de las carreteras que 

deben ser transitadas. 

 Circular con las luces encendidas y a velocidad reducida. 

 Circular preferentemente por carreteras principales y 

autopistas. 

 No cruzar con el vehículo tramos de carretera si están 

inundados. 

 Mantenerse atento a las indicaciones del personal 

responsable superior. 

 Si la emisión de la alerta se conoce antes de la finalización 

de la jornada de trabajo, el personal, si dispone de él, deberá llevarse 

obligatoriamente a su domicilio su ordenador portátil o el medio 

tecnológico que corresponda, con la finalidad de poder trabajar a 

distancia en función de la evolución de la alerta. 

– Nivel rojo: 

Además de las medidas de prevención de riesgos indicadas en el 

punto anterior, la dirección de la empresa analizará la situación de forma 

individualizada y, en su caso, adoptará las medidas de actuación 

adicionales que considere de entre las relacionadas a continuación: 

trabajo a distancia, permanencia de las personas trabajadoras en el centro 

de trabajo o en el domicilio o cualquier otra medida que se estime 

adecuada en atención a la gravedad de la situación. 

En este nivel, se mantendrá a los empleados informados sobre la 

alerta y medidas a seguir. La comunicación se realizará verbalmente, a 

través de correo electrónico, llamada telefónica o aplicaciones de 

mensajería instantánea. 
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La dirección informará a la representación legal de las personas 

trabajadoras de las medidas de actuación que se adopten. 

En el supuesto de restricciones, limitaciones o prohibiciones al 

desplazamiento o acceso al centro de trabajo, así como situaciones de 

riesgo grave e inminente establecidas oficialmente por una autoridad 

gubernativa, las personas trabajadoras podrán acogerse al permiso 

retribuido de hasta cuatro días, con posibilidad de ser ampliado atendiendo 

a las circunstancias concurrentes en cada caso, de conformidad con los 

establecido en el artículo 37.3.g) del Real Decreto Legislativo 2/2015 de 23 

de octubre, por el que se apruebe el texto refundido de la Ley del Estatuto 

de los Trabajadores. 

El texto aterriza medidas organizativas y de seguridad, incorporando 

incluso una pauta que, por su sencillez, resulta muy transferible: si se conoce la 

alerta antes de acabar la jornada, el personal “deberá llevarse obligatoriamente 

a su domicilio su ordenador portátil” para posibilitar trabajo a distancia según 

evolución del episodio. Esta clase de cláusula, aun aparentemente menor, 

resuelve un problema real (continuidad del servicio y seguridad en 

desplazamientos) con una regla clara y verificable. 

En esa misma línea, varios convenios amplían el foco hacia la movilidad 

segura y el alcance subjetivo del protocolo: no solo protege a quien trabaja en 

una zona afectada, sino también a quien debe atravesarla para ir o volver del 

centro o por razón de trabajo. En Ahorramas, “su efectividad se extenderá” al 

personal cuyo domicilio o centro radique en zona afectada, y también a quien 

“deba atravesar una zona afectada para desplazarse” o deba desplazarse por 

trabajo.  

Esta redacción es especialmente valiosa como buena práctica porque 

conecta directamente con uno de los puntos más frágiles en emergencias 

climáticas: el traslado hacia o desde el lugar de trabajo. 

Un segundo bloque de tendencias, cada vez más visible, es la integración 

del permiso por fuerza mayor y su encaje operativo dentro de estos protocolos. 

De nuevo en el Convenio colectivo de Ahorramas, SA, el texto incorpora 

expresamente la posibilidad de acogerse al “permiso retribuido de hasta cuatro 

días” cuando existan “restricciones, limitaciones o prohibiciones” oficiales de 

desplazamiento o acceso, o situaciones de “riesgo grave e inminente”, 

remitiéndose al artículo 37.3.g) ET. 

El tercer bloque es el que convierte el calor extremo en un objeto 

autónomo de regulación sectorial. Aquí destaca con fuerza el Convenio colectivo 
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estatal del sector de la recuperación y reciclado de materias primas secundarias, 

cuyo clausulado desarrolla medidas detalladas para trabajos exteriores, esfuerzo 

físico, rotaciones y adaptación obligatoria de condiciones cuando el riesgo no 

puede reducirse con medidas ordinarias.  

Por ejemplo, en su ANEXO 4 se prevé las siguientes recomendaciones 

generales: 

4. Recomendaciones generales. 

Se establecen como recomendaciones generales las siguientes: 

– Pautas alimentarias: 

• Beber regularmente, antes durante y después del trabajo, 

(aproximadamente cada 15-20 minutos durante el trabajo); agua fresca-

no fría, sin esperar a tener sed para beber. Se deben evitar bebidas 

alcohólicas, azucaradas o con cafeína. Para ello se pondrá a disposición 

agua potable y preferentemente fresca a las personas trabajadoras 

expuestas. 

• Comer alimentos ligeros (ensaladas, frutas o zumos naturales 

ayudan a devolver al cuerpo las sales perdidas con el sudor) y evitar las 

comidas pesadas y muy calóricas. 

– Ropa adecuada: 

• Utilizar ropa ancha, clara y transpirable y casco o 

sombreros/gorras de tejido transpirable cuando se posible. 

• Cubrir la mayor parte del cuerpo y no quitarse la ropa. Allí donde 

no sea posible, utilizar cremas de protección solar. 

– Además: 

• Siempre que sea posible, adaptar los horarios de trabajo y las 

tareas que impliquen mayor esfuerzo físico a los horarios de menor 

exposición y programar descansos. 

• En caso de alerta naranja o roja en la medida en que sea posible 

se evitará que las personas trabajadoras se encuentren aisladas 

realizando el trabajo y se facilitarán descansos frecuentes en lugares a la 



   
 

76 

 

sombra, frescos o climatizados, siempre que sea posible, prestando 

atención frecuentemente a su estado. 

• Las instalaciones de higiene y bienestar dispondrán de climatización 

adecuada. 

• Selección adecuada de EPI´S a usar por las personas trabajadoras. 

• Formación a las personas trabajadoras incluyendo el apartado de 

primeros auxilios y medidas de emergencia en caso de golpe de calor. 

• En caso de que el dictamen de aptitud de la persona trabajadora 

refleje alguna limitación con relación a los trabajos con exposición a altas 

temperaturas, se le asignará prioritariamente otros trabajos con menos 

exposición a altas temperaturas. 

• En los trabajos que requieran la presencia constante de una 

persona trabajadora a la intemperie (exposición excesiva a la radiación 

solar), se valorará la rotación de la misma con otras personas trabajadoras 

que puedan relevarle en sus tareas. También se adoptarán aquellas 

medidas preventivas, para intentar dotar a estas zonas de sombra 

mediante sistemas artificiales, siempre que sea posible. 

• La empresa mostrará especial atención a aquellas personas 

trabajadoras, de nueva incorporación o que se hayan reincorporado tras 

un periodo prolongado de ausencia. 

 

Asimismo, en el apartado 5 del ANEXO 4: 

“5. Actividades y trabajos de exterior. 

En la planificación horaria de los trabajos cuando se prevean altas 

temperaturas se tendrán en cuenta las zonas de sombra de los centros o 

lugares de trabajo, así como los trabajos que requieren esfuerzo físico 

intenso o los trabajos pesados, o en los que las temperaturas que alcanza 

el material expuesto al sol hacen inviable operar con las manos el material. 

– Trabajos pesados: 

 Trabajo intenso de brazos y el tronco. 
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 Manipulación manual de cargas pesadas: 

manipulación de residuos pesados y/o delicados. 

 Caminar a paso ligero (5,5 a 7 km/h), o caminar a 4 

km/h, con cargas de hasta 25 kg. 

 Empujar o tirar de carros, carretillas con carga 

pesada. 

 Colocación de piezas pesadas. 

– Trabajos muy pesados: 

 Trabajos muy rápidos e intensos (carga y descarga de 

objetos pesados). 

 Trabajar con herramientas pesadas y con ambas 

manos o hacha (<4,4 kg, 15 golpes/min). 

 Subir escaleras o escalas durante tiempo prolongado. 

 Caminar a paso ligero, correr (por encima de 7 km/h). 

El presente protocolo no será de aplicación en las actuaciones de 

urgencia, para las cuales, se establecerán las medidas preventivas 

específicas que considere la empresa que sean necesarias en función de 

sus características. 

Y, en niveles de riesgo superiores, el protocolo fija reglas contundentes: 

– Amarillo: Este nivel no genera ningún aviso, pero hace una 

llamada para que se esté atento a la predicción meteorológica en vigor: 

• Se deberán supervisar los trabajos en el exterior y prestar especial 

atención a las «personas trabajadoras especialmente sensibles». 

– Naranja: Existe un riesgo meteorológico importante (fenómenos 

meteorológicos no habituales y con cierto grado de peligro para las 

actividades usuales). 

• En las horas de mas calor se priorizarán los trabajos en interiores o a la 

sombra. 

• Se dispondrá de puntos de suministro de agua a disposición del 

trabajador. 

• Para la maquinaria, la que disponga de cabinas climatizadas en 

funcionamiento podrá trabajar con normalidad. Aquella que no disponga 

de sistema de climatización operativo, se priorizarán los trabajos en zonas 

de sombra y a ser posible fuera de la franja horaria de máxima exposición. 
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– Rojo: El riesgo meteorológico es extremo (fenómenos 

meteorológicos no habituales de intensidad excepcional y con un nivel de 

riesgo para la población muy alto). 

• En aquellos trabajos que se ejecuten en el exterior, en los que 

exista riesgo de exposición para la persona trabajadora y este no pueda 

ser reducido o eliminado, y las medidas preventivas anteriores o las 

contenidas en las evaluaciones de riesgos laborales de la empresa no 

garanticen la protección de las personas trabajadoras, resultará 

obligatoria la adaptación de las condiciones de trabajo, incluida la 

reducción o modificación de las horas de desarrollo de la jornada prevista. 

Este tipo de prescripciones, más que recomendaciones, son verdaderos 

mínimos organizativos que ordenan la producción desde la perspectiva de salud 

laboral. 

En términos de buenas prácticas, hay dos elementos especialmente 

aprovechables de estos protocolos de calor: la definición de un “punto de no 

retorno” preventivo, esto es, el momento en que ya no basta con agua, pausas 

o sombra; y (ii) la obligación de modificar la organización si la protección no 

queda garantizada. En el Convenio colectivo de recuperación y reciclado de 

residuos y materias primas secundarias se formula de forma muy clara que, 

cuando el riesgo exista y no pueda eliminarse y las medidas previas “no 

garanticen la protección”, “resultará obligatoria la adaptación de las condiciones 

de trabajo”. En concreto: 

 Adaptación de las condiciones de trabajo ante la 

concurrencia de temperaturas elevadas extremas derivadas de 

fenómenos meteorológicos adversos. 

 Cuando se desarrollen trabajos al aire libre y en los lugares 

de trabajo que, por la actividad desarrollada, no puedan ser cerrados, 

deberá evaluarse el riesgo y tomarse medidas adecuadas para la 

protección de las personas trabajadoras frente a los riesgos relacionados 

con fenómenos meteorológicos adversos incluyendo los derivados de 

temperaturas elevadas extremas. 

 Las evaluaciones de riesgos laborales deberán tomar en 

consideración los fenómenos mencionados, las características de la tarea 

que se desarrolle y las características personales o el estado biológico 

conocido de la persona trabajadora. 

La empresa podrá adaptar las condiciones y horarios de trabajo de 

las personas que desarrollen trabajos al aire libre durante los días en los 

que estén activos avisos de nivel naranja o rojo por la Agencia Estatal de 
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Meteorología (AEMET) por la concurrencia de fenómenos meteorológicos 

adversos de temperaturas relevadas extremas, y las medidas 

contempladas en las evaluaciones de riesgos laborales no garanticen la 

protección de las personas trabajadoras, de conformidad a las reglas que 

se establecen a continuación: 

1. Emitido el aviso de fenómeno meteorológico adverso, de nivel 

naranja o rojo, por la AEMET, la empresa procederá a adaptar, en 

cumplimiento de la obligación que impone el Real Decreto 486/1997 las 

condiciones de trabajo de las horas y días afectados por dicho aviso, 

siguiendo las reglas fijadas al respecto en el presente artículo. En todo 

caso se priorizará la sustitución de la realización de las tareas inicialmente 

previstas por la realización de otras tareas que no impliquen riesgos 

relacionados con fenómenos meteorológicos adversos derivados de 

temperaturas elevadas extremas. 

2. Si no fuera posible la realización de esas otras tareas, la 

adaptación de las condiciones de trabajo podrá consistir, tanto en la 

reducción o modificación de la jornada diaria prevista, como en la 

alteración de la hora de inicio y/o finalización de la misma, y se podrá llevar 

a cabo por vía de: 

a) Realizar la jornada de forma continuada. 

b) Adelantar la hora de inicio de la jornada diaria. 

c) Postponer la hora de inicio de la jornada diaria. 

d) Interrumpir la jornada diaria. 

e) Interrumpir y reanudar la jornada diaria, con un máximo de dos horas 

de intervalo. 

f) Adelantar la hora de finalización de la jornada diaria. 

g) Postponer la hora de finalización de la jornada diaria. 

h) se podrá adoptar las medidas anteriores de forma conjunta. 

3. Si se interrumpiesen tareas durante la jornada diaria, éstas se 

podrán reanudar en el mismo día en las horas en las que no concurran 

dichos fenómenos meteorológicos adversos o, de concurrir, se garantice 

la debida protección de la persona trabajadora. Si la empresa plantease 
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que la reanudación conllevara terminar la jornada laboral más tarde del 

horario inicialmente previsto, deberá comunicarlo a la representación 

legal, en caso de que exista, de las personas trabajadoras del centro de 

trabajo en caso de que exista y la realización de jornada fuera del horario 

ordinario habrá de contar con el consentimiento expreso de la persona 

trabajadora. 

4. La empresa, para la adaptación de las condiciones de trabajo 

enumerada en el apartado 2 de los días afectados por aviso de nivel 

naranja o rojo emitido por la AEMET por la concurrencia de fenómenos 

meteorológicos adversos derivados de temperaturas elevadas extremas, 

deberá preavisar a la persona trabajadora y comunicar a la representación 

legal de las personas trabajadoras del centro de trabajo los horarios con 

la máxima antelación posible y en todo caso con un mínimo de 72 horas 

de antelación con carácter general. 

Si la persona trabajadora no pudiese atender a esta adaptación de 

las condiciones de trabajo por razones de conciliación de su vida familiar, 

personal y laboral, no podrá ser objeto de ningún tipo de procedimiento 

disciplinario, sin perjuicio de que dicha persona trabajadora deba, en su 

caso, recuperar el tiempo no trabajado en los términos fijados en el 

presente artículo. 

5. Si la AEMET desactivase el aviso de fenómeno meteorológico 

adverso de nivel naranja o rojo para el o los días que la empresa hubiese 

preavisado de la adaptación de las condiciones de trabajo, la empresa 

podrá dejar sin efecto la adaptación de las condiciones de trabajo y en 

cualquier caso antes del inicio de la jornada laboral del día en cuestión 

comunicándolo a la representación legal de las personas trabajadoras del 

centro de trabajo. 

Si la persona trabajadora no pudiese atender a esta adaptación de 

las condiciones de trabajo por razones de conciliación de su vida familiar, 

personal y laboral, no podrá ser objeto de ningún tipo de procedimiento 

disciplinario, sin perjuicio de que dicha persona trabajadora deba, en su 

caso, recuperar el tiempo no trabajado en los términos fijados en el 

presente artículo. 

6. Cuando la AEMET emitiese un «aviso especial» o 

«excepcional», en los términos definidos por la misma (coincidencia de 

determinados fenómenos meteorológicos adversos, la intensidad de los 

mismos, su duración temporal o su coincidencia con épocas o eventos de 
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marcada importancia social que puedan incrementar el impacto de los 

fenómenos meteorológicos adversos), no será exigible el preaviso 

establecido en el apartado 4 para la adaptación de las condiciones de 

trabajo. En estos supuestos la empresa no podrá en ningún caso aplicar 

el régimen disciplinario respecto de aquella persona trabajadora que no 

pudiese atender, por razones de conciliación de su vida familiar, personal 

y laboral, a la adaptación de las condiciones de trabajo, sin perjuicio de 

que dicha persona trabajadora deba, en su caso, recuperar el tiempo no 

trabajado en ellos términos fijados en el presente artículo. Tampoco será 

exigible dicho preaviso si el día, y/o el posterior a éste, en el que se 

emitiese el aviso de nivel naranja o rojo por parte de la AEMET no fuese 

laborable, debiendo la empresa preavisar a la persona trabajadora de la 

adaptación de las condiciones de trabajo con la mayor antelación posible 

y, en todo caso, al inicio de la jornada del primer día laborable. 

7. Las horas de desarrollo de la jornada diaria prevista que hayan 

sido modificadas se abonarán en el mes en el que inicialmente se iban a 

prestar, sin perjuicio de que la prestación efectiva del trabajo se efectúe 

en otra fecha. 

8. La persona trabajadora deberá recuperar el 70 % de las horas 

de trabajo no realizadas de los días afectados por los avisos de nivel 

naranja o rojo emitidos por la AEMET por la concurrencia de fenómenos 

meteorológicos adversos derivados de temperaturas elevadas extremas 

que dieron lugar a que no se trabajase la totalidad de la jornada diaria 

prevista, debiendo conocer con un preaviso mínimo de cinco días el día y 

la hora de dicha recuperación, salvo acuerdo entre la empresa y el 

trabajador, la recuperación deberá llevarse a cabo dentro de los 6 meses 

siguientes al día en que se produjo la adaptación de las condiciones de 

trabajo. 

En todo caso, serán de aplicación prioritaria las reglas específicas 

en materia de recuperación de horas de trabajo no trabajadas como 

consecuencia de la emisión de avisos de nivel naranja o rojo por la AEMET 

por la concurrencia de fenómenos meteorológicos adversos derivados de 

temperaturas elevadas extremas que expresamente estuviesen regulados 

en pactos de empresa. 

9. Durante la prestación del trabajo a que se refiere al apartado 

anterior, deberán respetarse, en todo caso, los periodos mínimos de 

descanso diario y semanal previstos legal y convencionalmente. 



   
 

82 

 

10. Pautas ante situaciones meteorológicas extremas por frio. 

No se puede olvidar la exposición que sufren las personas 

trabajadoras ante las temperaturas extremas por frio, lluvia o viento. Como 

recoge la nota técnica de prevención 1036 los efectos del frio se 

concentran en una sensación de falta de confort y dolor lo que hace que 

disminuya la capacidad física, cognitiva y psicomotriz. Ello tiene efectos 

respiratorios, cardiovasculares y puede generar lesiones por frio. También 

puede generar efectos asociados al frio como caídas y resbalones y otro 

tipo de accidentes. La sensación por frio puede acentuarse por el efecto 

del viento y de la humedad. 

Los trabajos en altura solo podrán realizarse cuando las 

condiciones meteorológicas no pongan en peligro la salud y la seguridad 

de las personas que los realizan ya que la acción del viento, rayos, 

granizo, nieve, hielo o lluvia intensa pueden poner en peligro la seguridad 

del equipo o de las personas directamente. 

También se debe valorar el riesgo de exposición a vibraciones 

mecánicas que puede verse agravado en el desarrollo de tareas en 

condiciones climáticas adversas por la acción del frío. 

Medidas específicas a aplicar: 

Favorecer la alternancia de tareas. 

Incrementar los descansos o pausas para refugiarse de la 

intemperie y calentarse. Son preferibles pausas largas y menos 

frecuentes, que cortas y frecuentes. 

Planificar las actividades del exterior teniendo en cuenta el factor 

del frio, viento, rayos, granizo, nieve, hielo o lluvia. 

Evitar los trabajos en solitario y favorecer la realización de las 

tareas entre dos o más personas. 

Adaptación de horarios a las horas de mayor temperatura, de no 

ser posible prohibición de realización de las tareas en horas con muy bajas 

temperaturas sin la protección adecuada. 

Las mujeres embarazadas o en periodo de lactancia natural no se 

expondrán al frío extremo. 
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Reducción de la pérdida de calor con el uso de ropa de protección 

adecuada que garantice el aislamiento térmico, protección frente a la 

humedad y permeabilidad al aire. La ropa que tiene que cumplir con los 

estándares ergonómicos deberá poder cambiarse cuando pueda perder 

su capacidad de protección y poner en riesgo la seguridad del trabajador. 

Suministro de calor externo. Se deben garantizar pausas en una 

zona habilitada con equipos de climatización para posibilitar que las 

personas trabajadoras se puedan calentar. 

Formación/información a las personas trabajadoras para hacer 

frente a condiciones adversas. 

Cuando las medidas anteriores no sean suficientes procederá: 

La adaptación de las condiciones de trabajo, incluida la reducción 

o modificación de las horas de desarrollo de la jornada prevista. 

Con riesgo eléctrico por tormenta o riesgo por viento que dificulte 

la visibilidad o limite las condiciones de seguridad, se suspenderá la 

realización de trabajos en el exterior 

Ese mismo enfoque aparece, con matices, en el IX Convenio colectivo 

general del sector de derivados del cemento, que combina medidas de 

organización (sombra, pausas, agua, formación) con una lógica de vigilancia y 

predicción (Meteoalerta, horizonte de 72 horas). El texto incorpora medidas 

preventivas como “descansos frecuentes en lugares frescos, a la sombra” y 

prevé “zonas de descanso climatizadas o en ambientes más frescos. De manera 

concreta incluye:  

Recomendaciones generales 

Se establecen como recomendaciones generales las siguientes: 

– Pautas alimentarias: 

• Beber regularmente (aproximadamente cada quince-veinte minutos) 

agua fresca (no fría). No esperar a tener sed para beber. 

• Beber antes, durante e inmediatamente después del trabajo con 

exposición al calor. 
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• Continuar bebiendo al acabar la jornada laboral para mantenerse 

hidratado. 

• Comer alimentos ligeros (ensaladas, frutas o zumos ayudan a devolver 

al cuerpo las sales perdidas con el sudor). 

• Evitar las bebidas que contiene cafeína o las muy azucaradas (favorecen 

la deshidratación). No tomar bebidas con alcohol. 

• Evitar las comidas pesadas y muy calóricas. 

– Ropa adecuada: 

• No quitarse la ropa por mucho calor que haga. 

• Utilizar ropa ancha, clara y transpirable. 

• Cubrir la mayor parte del cuerpo. Allí donde no sea posible, utilizar 

cremas de protección solar. 

• Utilizar casco, o sombreros/gorras de tejido transpirable cuando sea 

posible. 

– Además: 

• Programación de descansos con áreas de sombra, prioritariamente en 

áreas aisladas y con posibilidad de protección. 

Siempre que sea posible, adaptar los horarios de trabajo a las horas de 

menor exposición. 

• En caso de alerta naranja o roja, se evitará que las personas 

trabajadoras se encuentren aisladas realizando el trabajo. 

• Deberán facilitarse a las personas trabajadoras expuestas protección 

solar adecuada. 

• Las tareas que impliquen mayor esfuerzo físico se realizarán en los 

horarios de menor exposición. 

• Garantizar el suministro de agua potable y fresca a las personas 

trabajadoras expuestas. 



   
 

85 

 

• Las instalaciones de higiene y bienestar dispondrá de climatización 

adecuada. 

• Selección adecuada de EPIs a usar por las personas trabajadoras. 

• Información sobre cómo identificar y actuar ante una situación de golpe 

de calor. 

• Formación a las personas trabajadoras incluyendo el apartado de 

primeros auxilios y medidas de emergencia en caso de golpe de calor. 

• En caso de que el dictamen de aptitud de la persona trabajadora 

refleje alguna limitación con relación a los trabajos con exposición a altas 

temperaturas, se le asignará prioritariamente otros trabajos con menos 

exposición a altas temperaturas. 

Hay que destacar que además introduce un criterio organizativo de 

enorme importancia práctica: “en caso de alerta naranja o roja, se evitará que las 

personas trabajadoras se encuentren aisladas realizando el trabajo”. Cláusulas 

de esta tipología pretenden evitar el agravamiento de las consecuencias de la 

actualización de determinados riesgos por la falta de auxilio de manera 

temprana, como puede ocurrir en supuestos de indisposición, golpes de calor, 

desmayos e incluso episodios de complicaciones cardíacas.  

Un cuarto bloque de buenas prácticas es la gobernanza y participación de 

la rRLPT. En el Convenio colectivo general de trabajo de la industria textil y de la 

confección, el Protocolo ante catástrofes y fenómenos meteorológicos adversos 

contempla en su ANEXO XII medidas de flexibilización durante la emergencia 

como “suspensión temporal de la actividad presencial”, “activación del 

teletrabajo” y “modificación temporal de horarios y turnos”, subrayando que se 

priorice “la salud y seguridad”.  

A su vez, exige participación de la RLPT: el comité de seguridad y salud 

(o delegados de prevención) “deberán participar en la elaboración, revisión y 

seguimiento” de los planes, y las medidas derivadas deben comunicarse con 

antelación suficiente salvo urgencia. 

Finalmente, merece mención específica la experiencia del Convenio 

colectivo estatal de comercio de flores y plantas. En concreto en su ANEXO IV 

delimita y define diversos fenómenos meteorológicos adversos: 

La Agencia Estatal de Meteorología (AEMET) define un fenómeno 

meteorológico adverso (FMA) como cualquier evento atmosférico capaz 
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de causar, directa o indirectamente, daños a personas o bienes 

materiales. Además, se considera FMA a cualquier fenómeno que pueda 

alterar significativamente la actividad humana en un área determinada. 

AEMET identifica y emite avisos para diversos fenómenos 

meteorológicos adversos, entre los que se incluyen: 

– Lluvias intensas: Precipitaciones que alcanzan o superan ciertos 

umbrales establecidos, pudiendo provocar inundaciones o daños 

significativos. 

– Nevadas: Acumulaciones de nieve que superan niveles 

específicos, afectando la movilidad y causando posibles daños 

estructurales. 

– Vientos fuertes: Rachas de viento que alcanzan velocidades 

peligrosas, representando riesgos para estructuras, vegetación y 

seguridad personal. 

– Tormentas: Fenómenos convectivos que pueden incluir actividad 

eléctrica, lluvias intensas y vientos fuertes, con potencial para causar 

daños considerables. 

– Temperaturas extremas: Tanto máximas como mínimas que 

superan los umbrales normales, representando riesgos para la salud y el 

entorno. 

– Fenómenos costeros: Condiciones marítimas adversas, como 

oleaje elevado o vientos fuertes en zonas litorales, que pueden afectar la 

navegación y las actividades en la costa. 

– Polvo en suspensión: Concentraciones elevadas de partículas de 

polvo en el aire, afectando la calidad del aire y la visibilidad. 

– Aludes: Desprendimientos de nieve en áreas montañosas que 

pueden representar riesgos para personas e infraestructuras. 

– Galernas en el área Cantábrica y norte de Galicia: Cambios 

bruscos y repentinos en las condiciones meteorológicas en zonas 

costeras, caracterizados por vientos fuertes y descenso de temperaturas. 

– Rissagas en liles Balears: Oscilaciones significativas del nivel del 

mar en puertos y zonas costeras, provocadas por cambios atmosféricos. 
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– Nieblas: Reducción significativa de la visibilidad debido a la 

condensación de vapor de agua en el aire. 

– Deshielos: Fusión rápida de nieve o hielo, que puede incrementar 

el caudal de ríos y provocar inundaciones. 

– Olas de calor y frío: Periodos prolongados de temperaturas 

anormalmente altas o bajas que pueden afectar la salud y diversas 

actividades humanas. 

– Tormentas tropicales: Sistemas ciclónicos con origen en regiones 

tropicales que pueden afectar áreas determinadas con lluvias y vientos 

intensos. 

Para cada uno de estos fenómenos, AEMET establece umbrales 

específicos que determinan la emisión de avisos de diferentes niveles: 

amarillo, naranja y rojo, según la intensidad y el riesgo asociado. 

Es importante destacar que la definición y clasificación de estos 

fenómenos pueden variar según la región y las condiciones climáticas 

específicas. Por ello, AEMET adapta sus criterios y umbrales a las 

características particulares de cada zona para garantizar una información 

precisa y útil para la población. 

 5. Medidas preventivas. 

En el presente apartado se abordan las medidas preventivas que, 

con carácter ejemplificativo y no limitativo, han de adoptarse, con carácter 

general y atendiendo a la naturaleza del FMA que pueda producirse. Son 

las siguientes: 

Teniendo en cuenta que las situaciones de emergencia derivadas 

de FMA son muy cambiantes y existe incertidumbre de su gravedad hasta 

el último momento, en una situación de alerta roja, la dirección de la 

empresa o, en el supuesto de que la persona que dirige el establecimiento 

se encuentre ausente, la dirección regional, y el Departamento de 

Prevención de Riesgos Laborales deberán contar con información 

constante y lo más actualizada posible de las probables consecuencias 

derivadas de FMA (cortes de carreteras, zonas inundadas o inundables, 

desprendimientos…) y demás daños que puedan dificultar o impedir la 

llegada o salida hacia o desde el lugar de trabajo al objeto de que aquellos 

puedan liderar, coordinar y ejecutar las correspondientes medidas 

preventivas que hayan de aplicarse en cada momento en atención a la 
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naturaleza del FMA. Como consecuencia del probable escenario derivado 

de un FMA, y en atención a las indicaciones de las autoridades 

competentes (estatales, autonómicas o locales), se valorará y determinará 

cuáles son las medidas más adecuadas que se deben adoptar cuando, 

por causa de fuerza mayor, pueda haber un impedimento para acceder al 

lugar de trabajo o salir de este y ello pueda suponer un riesgo la seguridad 

y salud de las personas trabajadoras. 

– Puesta a disposición de una píldora formativa no obligatoria 

enfocada a rutas de evacuación. La píldora formativa deberá encontrarse 

a disposición en un máximo de doce meses a contar desde la firma del 

presente acuerdo. 

– Planes de evacuación detallados para cada ubicación específica 

(rutas de evacuación en caso de ser necesario y puntos seguros de 

reunión) en un plazo de seis meses desde la entrada en vigor del presente 

plan. 

– Se procurará establecer canales de comunicación interna para 

que todas las personas trabajadoras reciban información durante la 

emergencia. 

– Se proveerá a cada centro de trabajo de kits de emergencia que 

incluya linternas, baterías, botiquines, mantas térmicas, etc.) en un plazo 

de doce meses desde la entrada en vigor del presente plan. 

– Las decisiones que adopte la Empresa se comunicarán lo antes 

posible por la Dirección del centro de trabajo o por el Departamento de 

Prevención de Riesgos Laborales a la Representación Legal de las 

Personas Trabajadoras, a los/as Delegados/as de Prevención y a todas 

las personas trabajadoras que puedan verse afectadas. 

– No asumir riesgos innecesarios para salvar bienes materiales. 

– Mantener las instalaciones del centro de trabajo realizando 

revisiones periódicas, según la normativa 

– En el caso de que se produzca un corte del suministro eléctrico: 

• Comprobar que las máquinas cuentan con dispositivos que eviten 

que se pongan en funcionamiento sin una acción voluntaria al 

restablecerse el suministro eléctrico. En caso contrario, se deberán 

extremar las precauciones. 
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• No utilizar los ascensores. 

• En los centros de trabajo que tengan establecido grupo 

electrógeno, se compruebe periódicamente que funcione correctamente. 

– No se deberá hacer uso del teléfono para no colapsar la red 

telefónica, salvo en caso de extrema necesidad. 

– Una vez finalizado el FMA, se deberán revisar las instalaciones 

que hayan podido quedar afectadas para evitar riesgos adicionales 

(desprendimientos, presencia de agua junto a equipos eléctricos o 

acumulada en falsos techos, etc.) en el plazo de 24 horas desde la 

finalización de aquel. 

– Cuando, por las consecuencias derivadas de los FMA y ante un 

posible riesgo para la seguridad, a la persona trabajadora le sea imposible 

desplazarse, al puesto de trabajo, deberá comunicarlo lo antes posible a 

la dirección de la empresa, facilitando de manera detallada las causas que 

impiden su desplazamiento. Lo anterior resultará de aplicación salvo que 

la Empresa haya adoptado similares medidas de seguridad que en 

anteriores FMA de la misma naturaleza acaecidos en la zona geográfica 

de que se trate, y aquellas posibiliten o faciliten el desplazamiento seguro 

de las personas trabajadoras desde su domicilio a su puesto de trabajo y 

viceversa. 

– En el supuesto de restricciones, limitaciones o prohibiciones al 

desplazamiento o situaciones de riesgo grave e inminente establecidas 

oficialmente por una autoridad gubernativa, las personas trabajadoras 

podrán acogerse al permiso retribuido de cuatro días, con posibilidad de 

ser ampliado atendiendo a las circunstancias concurrentes en cada caso, 

de conformidad con lo establecido en el artículo 37.3.g) del Real Decreto 

Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto 

refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. 

– La Empresa evaluará el/los centros de trabajo que puedan 

encontrarse en zonas potencialmente inundables y llevará a cabo las 

medidas necesarias para evitar los riesgos derivados de dicha 

circunstancia. 

– Cuando se desarrollen trabajos al aire libre y en lugares de trabajo 

que, por la actividad desarrollada, no puedan quedar cerrados, se 

adoptarán medidas adecuadas para la protección de las personas 

trabajadoras frente a cualquier riesgo relacionado con FMA, incluyendo 
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temperaturas extremas. Dichas medidas se derivarán de la evaluación de 

riesgos laborales [de cada centro de trabajo], atendiendo, además de a 

los fenómenos mencionados, a las características de las tareas que se 

desarrollen y las características personales o el estado biológico conocido 

de la persona trabajadora. Entre estas medidas se incluye la prohibición 

de desarrollar determinadas tareas durante las horas del día en que exista 

riesgo de temperaturas extremas, salvo que pueda garantizarse de otro 

modo la protección de la persona trabajadora. 

– En el supuesto de FMA de los que se deriven inundaciones: 

• En primer lugar, deberá cortarse el suministro eléctrico y, si ello 

no fuera posible, se desconectarán todos los aparatos eléctricos que se 

encuentren a alcance de las personas encargadas de dicho cometido. 

• Si el nivel del agua acumulado obliga a evacuar el edificio, las 

personas trabajadoras se dirigirán, con carácter preferente, a un lugar 

elevado. 

• La dirección de la empresa/centro de trabajo y el delegado/a de 

prevención comprobarán que las terrazas, patios y similares están limpios 

y sin restos que pudieran taponar los desagües y por tanto facilitar la 

entrada de agua en el centro de trabajo. 

• La dirección de la empresa, tras informar al delegado/a o 

delegados/as de prevención, se encargará de prohibir el acceso a las 

partes inundables del edificio, sótanos y zonas bajas. 

• La dirección de la empresa deberá evitar que las sustancias 

tóxicas y/o inflamables entren en contacto con el agua. 

• Las personas trabajadoras se alejarán de las tomas de enchufe o 

de la línea principal de suministro eléctrico. 

• Se deben mantener cerradas las puertas y ventanas y alejarse de ellas. 

• No se deberá caminar por calles o avenidas con corrientes fuertes 

de agua, al existir peligro de arrastre, aunque el agua tenga poca 

profundidad. 

• No se atravesarán zonas inundadas, alejándose de puentes, 

torrentes o zonas adyacentes que se puedan inundar. 
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• No detenerse debajo de postes, árboles y cableados eléctricos 

que puedan ser afectados por las lluvias. 

– En los supuestos de FMA con vientos fuertes: 

• Se mantendrán permanentemente las instalaciones en buen 

estado y se comprobará que no hay elementos o máquinas que puedan 

desprenderse o desplazarse fácilmente. 

• Se mantendrán en buen estado los sistemas de cierre de puertas 

y ventanas exteriores. 

• Se cerrarán y asegurarán puertas, ventanas o toldos y se retirarán 

todos aquellos objetos que puedan caer a la calle y provocar un accidente. 

En caso de vientos mantenidos, se abrirá una de las ventanas o puertas 

del lado opuesto al que sopla el viento, para equilibrar presiones. 

• Con carácter general, se evitará la realización de trabajos que 

puedan verse afectados notablemente por el viento (por ej. trabajos en 

altura, etc.). 

• No se accederá a andamios, escaleras y otros elementos que 

podrían desplazarse por efecto del viento. 

• Se comprobará dentro de las 24 horas siguientes al aviso de alerta 

que los elementos situados en terrazas y fachadas del centro de trabajo 

están bien sujetos y que por efecto de la corrosión no hayan perdido 

notablemente su solidez y estabilidad (letreros, planchas metálicas, 

barandillas, elementos de equipos de climatización, marquesinas, etc.). 

• Se talarán los árboles grandes enfermos o débiles con el tronco 

afectado. 

• Las personas trabajadoras se alejarán de cornisas, marquesinas, 

muros, árboles, vallas, ventanas o cristaleras que puedan llegar a 

desprenderse o caer, debiendo poner en conocimiento de la Dirección de 

la empresa tan pronto como se tenga conocimiento de las mismas, y se 

adoptarán las correspondientes precauciones delante de edificaciones en 

construcción o en mal estado. 

– En los supuestos de FMA en los que se produzcan nevadas: 

• Se mantendrán limpios de nieve los tejados y las cubiertas. 



   
 

92 

 

• Se permanecerá el menor tiempo posible en el exterior. 

• Se caminará con precaución por las zonas exteriores del centro 

de trabajo si están nevadas o heladas, ya que se pueden producir 

resbalones y caídas. 

• Se garantizarán las reservas de sal en los centros de trabajo con 

posibilidad de nevada, salvo que lo anterior no sea posible por existir 

desabastecimiento de dicho elemento en los proveedores que con 

carácter habitual surten de la misma a los distintos establecimientos. 

Medidas a adoptar después de la catástrofe y otros fenómenos 

meteorológicos adversos. 

La dirección de la empresa junto con el/la delegado/a de 

prevención, así como el técnico especialista si fuera necesario, deberán: 

– Señalizar aquellas zonas mojadas con riesgo de resbalones. 

– Ventilar las áreas afectadas. 

– No conectar los equipos eléctricos y alumbrado hasta no haberse 

asegurado de que los mismos están secos. 

– Las aguas de la inundación pueden estar contaminadas con 

aguas fecales, por lo que se extremarán las medidas higiénicas y se 

desinfectarán dichas zonas antes de volver a ser utilizadas. 

– Se revisarán las condiciones generales del centro de trabajo para 

asegurarse de que no existan otros objetos que hayan quedado débiles y 

se puedan caer, tales como ramas de árboles, postes, transformadores, 

etc. 

– Para evitar los riesgos durante el periodo de limpieza deberá 

usarse el sentido común y vestir adecuadamente, incluyendo pantalones 

y camisas de manga larga, así como calzado o botas de seguridad. 

– Si se diese el caso de que cualquier fenómeno meteorológico 

afectase en alguna de las tareas del Plan de prevención del centro de 

trabajo, se deberá volver a evaluar por el servicio de prevención dicho 

lugar para proteger la seguridad y salud de las personas trabajadoras y 

de clientes. 
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– Vigilancia y seguimiento de la salud, tanto física como mental, de 

las personas trabajadoras afectadas, las cuales deberán de dar su 

consentimiento para esta situación. 

6. Anexo I. Recomendaciones. 

En el presente apartado se abordan las recomendaciones que, con 

carácter ejemplificativo y no limitativo, han de tenerse en cuenta cuando 

acaezca un FMA, dándose prioridad a aquellas relacionadas con los 

desplazamientos en vehículo. Son las siguientes: 

– Es importante informarse periódicamente de las condiciones 

meteorológicas previstas y estar atento a las indicaciones que vaya dando 

la autoridad competente. Para ello, cuando se pueda proceder a una alerta 

meteorológica, la dirección del centro o la dirección de la empresa estarán 

infamándose de ello. 

– Durante la presencia de fenómenos meteorológicos adversos se 

evitará la realización de trabajos en el exterior que pueden verse 

afectados notablemente. 

– En caso de desplazamientos en vehículo, se recomienda: 

• Comprobar el estado del vehículo, venga este equipado con motor 

de combustión o eléctrico (luces, ruedas, niveles de líquido refrigerante, 

escobillas del limpiaparabrisas, dispositivos de señalización de accidentes 

o averías en carretera, nivel de batería, comprobación de la existencia de 

puntos de carga para la batería (electrolineras) durante el trayecto a 

realizar, etc.). 

• Consultar el estado de las carreteras en la Dirección General de 

Tráfico (DGT) www.dgt.es, radio o televisión. 

• Circular con las luces encendidas y a velocidad reducida en 

supuestos de vehículo a motor. En los supuestos de desplazamientos en 

vehículos sin motor (bicicleta, patinete eléctrico), estos se realizarán 

portando los elementos reflectantes y luminosos obligatorios, de acuerdo 

con la normativa de tráfico que resulte de aplicación. 

• Circular, preferentemente, por carreteras principales y autopistas. 

• No viajar solo y utilizar, de ser posible, transporte público. 
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• Evitar pisar la pintura blanca que delimita los carriles o los pasos 

de cebra, ya que disminuyen la adherencia y aumentan las posibilidades 

de deslizamiento, especialmente con vehículos de dos ruedas. 

• Utilizar el aire acondicionado para desempañar los cristales si el 

cambio de temperatura respecto del exterior empaña los mismos. 

• Vigilar posibles desprendimientos de tierra. 

• Llevar al menos dos mantas térmicas en los vehículos para 

supuestos de accidentes o averías en situaciones climáticas adversas, 

especialmente por el riesgo de hipotermia. 

• Llevar en el vehículo un paraguas para protegerse de la lluvia en caso 

necesario. 

• Salir por la ventana a la mayor brevedad posible, si el vehículo 

está sumergiéndose en el agua y encuentra dificultades para abrir la 

puerta. 

• Extremar las precauciones por la posible presencia de obstáculos 

en la vía, ante la predicción de vendavales, y en caso de desplazamientos 

por carretera. 

• Extremar las precauciones en los supuestos de ventoleras, ya que 

durante los mismos se da una combinación de aire frío, nevadas y fuertes 

vientos que reducen la visibilidad al mínimo. 

• Informarse de las inclemencias meteorológicas en las zonas a las 

que se quiere desplazar. 

• Evitar la conducción nocturna, ya que los peligros son más difíciles de 

detectar. 

• Tener todas las partes sensibles del coche revisadas: frenos, 

neumáticos, alumbrado, anticongelante, etc. 

• Quedarse en el interior del vehículo si el temporal le sorprende 

dentro del coche y lejos de un pueblo. El coche resguarda en caso de 

tormenta, los neumáticos actúan como aislante si hay relámpagos. 

Igualmente, si mantiene el coche en funcionamiento con la calefacción 

encendida, deje una ventanilla entreabierta para renovar el aire y evitar 
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posibles intoxicaciones o envenenamientos. No dormirse con el motor en 

marcha. 

• Procurar que el humo del tubo de escape no llegue al interior del coche. 

• Poner las cadenas al vehículo si hay hielo o nieve dura. 

• No realizar cambios bruscos de dirección y conducir sin 

brusquedades, con movimientos suaves de volante y utilice una marcha 

reducida. 

• No pasar por las roderas dejadas por otros vehículos, pues es 

más recomendable avanzar por nieve virgen. 

• No pisar los frenos si se entra en una zona de hielo, y dejar que 

el vehículo cruce la zona por su propia inercia. 

– Mantenerse a la escucha en una emisora de radio, 

preferentemente local, para estar informado/a de las noticias actualizadas 

sobre el fenómeno meteorológico. Seguir las recomendaciones de las 

autoridades locales. 

– Tener siempre en mente la posibilidad de tener que abandonar el 

edificio en el que se encuentre, debiendo mantenerse preparado/a para 

ello. 

– Es importante informarse de las condiciones meteorológicas 

previstas y estar atento/a a las indicaciones que se vaya dando la 

autoridad competente. 

Por su parte, encontramos en el Convenio Colectivo Estatal del Sector de 

la Construcción toda una serie de medidas para adaptar las condiciones de 

trabajo a la concurrencia de temperaturas elevadas extremas. Concretamente, 

su artículo 74. Bis establece que: 

“Cuando se desarrollen trabajos al aire libre y en los lugares de 

trabajo que, por la actividad desarrollada, no puedan quedar cerrados, las 

evaluaciones de riesgos laborales de las empresas deberán contener 

medidas adecuadas para la protección de las personas trabajadoras 

frente a los riesgos relacionados con fenómenos meteorológicos adversos 

derivados de temperaturas elevadas extremas. 
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 Las evaluaciones de riesgos laborales deberán tomar en 

consideración, además de los fenómenos mencionados, las 

características de la tarea que se desarrolle y las características 

personales o el estado biológico conocido de la persona trabajadora.  

Dentro de los términos contemplados en la disposición adicional 

única del Real Decreto 486/1997, de 14 de abril, por el que se establecen 

las disposiciones mínimas de seguridad y salud en los lugares de trabajo, 

la empresa podrá adaptar las condiciones y horarios de trabajo de los días 

en los que se emitan avisos de nivel naranja o rojo por la Agencia Estatal 

de Meteorología (AEMET) por la concurrencia de fenómenos 

meteorológicos adversos derivados de temperaturas elevadas extremas, 

y las medidas contempladas en las evaluaciones de riesgos laborales no 

garanticen la protección de las personas trabajadoras, de conformidad a 

las reglas que se establecen a continuación:  

1. Emitido el aviso de fenómeno meteorológico adverso, de nivel 

naranja o rojo, por la AEMET, la empresa procederá a adaptar, en 

cumplimiento de la obligación que impone el Real Decreto, las 

condiciones de trabajo de las horas y días afectados por dicho aviso, 

siguiendo las reglas fijadas al respecto en el presente artículo. En todo 

caso, se priorizará la sustitución de la realización de las tareas 

inicialmente previstas por la realización de otras tareas que no impliquen 

riesgos relacionados con fenómenos meteorológicos adversos derivados 

de temperaturas elevadas extremas. 

 2. Si no fuera posible la realización de esas otras tareas, la 

adaptación de las condiciones de trabajo podrá consistir, tanto en la 

reducción o modificación de la jornada diaria prevista, como en la 

alteración de la hora de inicio y/o finalización de la misma, y se podrá llevar 

a cabo por vía de:  

a) Intentar, en la medida de lo posible, realizar la jornada de forma 

continuada  

b) Adelantar la hora de inicio de la jornada diaria  

c) Postponer la hora de inicio de la jornada diaria  

d) Interrumpir la jornada diaria  

e) Interrumpir y reanudar la jornada diaria, con un máximo de 2 

horas de intervalo 
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 f) Adelantar la hora de finalización de la jornada diaria  

g) Postponer la hora de finalización de la jornada diaria  

3. Si se interrumpiesen tareas durante la jornada diaria, éstas se 

podrán reanudar en el mismo día en las horas en las que no concurran 

dichos fenómenos meteorológicos adversos o, de concurrir, se garantice 

la debida protección de la persona trabajadora. Si la empresa plantease 

que la reanudación conllevara terminar la jornada laboral más tarde del 

horario inicialmente previsto, y siempre que ello sea posible, tanto desde 

el punto de vista organizativo y productivo, como que la legislación 

municipal o autonómica que fuese de aplicación permita la ampliación de 

horarios para la las obras y trabajos de construcción, modificación, 

reparación o derribo de edificios e infraestructuras, deberá comunicarlo a 

la representación legal de las personas trabajadoras del centro de trabajo, 

y la realización de jornada fuera del horario ordinario habrá de contar con 

el consentimiento expreso de la persona trabajadora.  

4. Siempre que ello sea posible, tanto desde el punto de vista 

organizativo y productivo, como que la legislación municipal o autonómica 

que fuese de aplicación permita la ampliación de horarios para la obras y 

trabajos de construcción, modificación, reparación o derribo de edificios e 

infraestructuras, se podrán adelantar y/o posponer las horas de inicio y de 

terminación de la jornada diaria inicialmente previstas. La postposición de 

la hora de terminación de la jornada diaria inicialmente prevista no podrá 

llevarse a cabo durante el período de jornada continuada establecida en 

los convenios colectivos provinciales o, en su caso, autonómicos, salvo 

que medie el consentimiento expreso de la persona trabajadora.  

5. La empresa, para la adaptación de las condiciones de trabajo 

enumerada en el apartado 2 de los días afectados por aviso de nivel 

naranja o rojo emitido por la AEMET por la concurrencia de fenómenos 

meteorológicos adversos derivados de temperaturas elevadas extremas, 

deberá preavisar a la persona trabajadora, y comunicar a la 

representación legal de las personas trabajadoras del centro de trabajo, 

con un mínimo de setenta y dos horas (antelación con la que la AEMET 

emite la información). Si la persona trabajadora no pudiese atender a esta 

adaptación de las condiciones de trabajo por razones de conciliación de 

su vida familiar, personal y laboral, no podrá ser objeto de ningún tipo de 

procedimiento disciplinario, sin perjuicio de que dicha persona trabajadora 

deba, en su caso, recuperar el tiempo no trabajado en los términos fijados 

en el presente artículo. 
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 6. Si la AEMET desactivase el aviso de fenómeno meteorológico 

adverso de nivel naranja o rojo para el o los días que la empresa hubiese 

preavisado de la adaptación de las condiciones de trabajo, si aquella 

quisiera dejar sin efecto ésta, deberá recabar el consentimiento expreso 

de la persona trabajadora lo antes posible y, en cualquier caso, antes del 

inicio de la jornada laboral del día en cuestión, y comunicarlo a la 

representación legal de las personas trabajadoras del centro de trabajo.  

7. Cuando la AEMET emitiese un «aviso especial» o 

«excepcional», en los términos definidos por la misma (coincidencia de 

determinados fenómenos meteorológicos adversos, la intensidad de los 

mismos, su duración temporal o su coincidencia con épocas o eventos de 

marcada importancia social que puedan incrementar el impacto de los 

fenómenos meteorológicos adversos), no será exigible el preaviso 

establecido en el apartado 5 para la adaptación de las condiciones de 

trabajo. En estos supuestos la empresa no podrá en ningún caso aplicar 

el régimen disciplinario respecto de aquella persona trabajadora que no 

pudiese atender, por razones de conciliación de su vida familiar, personal 

y laboral, a la adaptación de las condiciones de trabajo, sin perjuicio de 

que dicha persona trabajadora deba, en su caso, recuperar el tiempo no 

trabajado en los términos fijados en el presente artículo. Tampoco será 

exigible dicho preaviso si el día, y/o el posterior a éste, en el que se 

emitiese el aviso de nivel naranja o rojo por parte de la AEMET no fuese 

laborable, debiendo la empresa preavisar a la persona trabajadora de la 

adaptación de las condiciones de trabajo con la mayor antelación posible 

y, en todo caso, al inicio de la jornada del primer día laborable. 8. Las 

horas de desarrollo de la jornada diaria prevista que hayan sido 

modificadas se abonarán en el mes en el que inicialmente se iban a 

prestar, sin perjuicio de que la prestación efectiva del trabajo se efectúe 

en otra fecha.  

9. La persona trabajadora deberá recuperar el 70 por 100 de las 

horas de trabajo de los días afectados por los avisos de nivel naranja o 

rojo emitidos por la AEMET por la concurrencia de fenómenos 

meteorológicos adversos derivados de temperaturas elevadas extremas 

que dieron lugar a que no trabajase la totalidad de la jornada diaria 

prevista, debiendo conocer con un preaviso mínimo de cinco días el día y 

la hora de dicha recuperación; la recuperación deberá llevarse a cabo 

dentro de los 6 meses siguientes al día en que se produjo la adaptación 

de las condiciones de trabajo. En todo caso, serán de aplicación prioritaria 

las reglas específicas en materia de recuperación de horas de trabajo no 

trabajadas como consecuencia de la emisión de avisos de nivel naranja o 
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rojo por la AEMET por la concurrencia de fenómenos meteorológicos 

adversos derivados de temperaturas elevadas extremas que 

expresamente estuviesen regulados en pactos de empresa o en 

convenios colectivos de ámbito inferior, siempre que estos últimos lo 

hubiesen regulado con posterioridad a la entrada en vigor de la disposición 

adicional única del Real Decreto 486/1997, de 14 de abril, por el que se 

establecen las disposiciones mínimas de seguridad y salud en los lugares 

de trabajo, introducida por el Real Decreto-ley 4/2023, de 11 de mayo, y 

en ambos se estableciese una recuperación inferior.  

10. Durante la prestación del trabajo a que se refiere al apartado 

anterior, deberán respetarse, en todo caso, los periodos mínimos de 

descanso diario y semanal previstos legal y convencionalmente, así como 

la duración máxima de la jornada diaria regulada en el presente Convenio 

general y, en su caso, en los convenios provinciales.  

11. En el caso de que se produjeran cambios normativos que 

afectasen, total o parcialmente, al contenido del presente artículo, las 

partes firmantes del presente Convenio general se comprometen a 

realizar las adaptaciones a los mismos que resulten oportunas, 

debiéndose mantener, en todo caso, la finalidad, espíritu y objeto del 

mismo. 

Del mismo modo, viene a recoger en su artículo 94 la posibilidad de 

suspender el contrato de trabajo cuando se produzcan “fenómenos 

meteorológicos que impidan la normal realización de los trabajos”. Asimismo, en 

su artículo 172 viene a establecer un conjunto de disposiciones mínimas de 

seguridad y salud aplicables en las obras de construcción para proteger a las 

personas trabajadoras de los factores atmosféricos: 

“Deberá protegerse a las personas trabajadoras contra las 

inclemencias atmosféricas que puedan comprometer su seguridad y su 

salud.  

Cuando las temperaturas sean extremas, especialmente en las 

conocidas «olas de calor» causantes de graves consecuencias para la 

salud, por parte de la representación sindical se podrán proponer horarios 

distintos que permitan evitar las horas de mayor insolación.  

Asimismo, se pondrá a disposición en las obras de cremas 

protectoras de factor suficiente contra las inclemencias atmosféricas tales 

como la irradiación solar. Se habilitará una zona de sombra con agua 
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potable para poder hidratarse. Se habilitarán áreas de descanso 

protegidas del sol” 

De lo expuesto se desprende una conclusión clara: la negociación 

colectiva está empezando a incluir cláusulas en los convenios que establecen 

protocolos y medidas para gestionar efectivamente los fenómenos 

meteorológicos adversos convirtiendo la alerta meteorológica y el riesgo grave e 

inminente en elementos que activan las medidas establecidas  (comunicación 

inmediata, interrupción de la actividad, trabajo a distancia cuando sea posible, y 

escalado por niveles).  

Asimismo, se consolida una buena práctica especialmente relevante: 

ampliar el perímetro preventivo más allá del centro de trabajo, incorporando 

referencias a los desplazamientos seguros y trasladando al texto convencional 

el permiso retribuido del art. 37.3.g) ET para garantizar su mayor conocimiento 

por las personas trabajadoras afectadas por los convenios colectivos en cuestión 

dado su papel pedagógico. En paralelo, en materia de temperaturas elevadas 

extremas, destaca la incorporación de cláusulas que fijan un auténtico “punto de 

no retorno” preventivo, imponiendo la adaptación obligatoria de las condiciones 

de trabajo cuando la evaluación y las medidas ordinarias no garantizan la 

protección. 

 

3. ESTUDIO CUALITATIVO. 

 

El diseño metodológico de la presente investigación no se limita al análisis 

del marco normativo aplicable, sino que incorpora también un estudio cualitativo. 

Este enfoque resulta especialmente adecuado para contrastar cómo se están 

aplicando en la práctica las normas de prevención de riesgos laborales ante los 

riesgos derivados de factores climáticos, así como para conocer la percepción 

de los distintos operadores implicados —empresas, servicios de prevención, 

juristas, agentes sociales y especialistas en emergencias—. 

En efecto, la progresiva intensificación de los fenómenos meteorológicos 

adversos ha introducido nuevas tensiones en el sistema preventivo. Las normas 

de prevención de riesgos laborales, fundamentalmente la Ley 31/1995, de 

Prevención de Riesgos Laborales, y su normativa de desarrollo, fueron 

concebidas para riesgos laborales de naturaleza esencialmente interna a la 

organización productiva. Sin embargo, el cambio climático está trasladando al 
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ámbito laboral riesgos de origen ambiental y externo, lo que plantea nuevas 

dificultades interpretativas y aplicativas. 

A ello se añaden las recientes reformas legislativas introducidas para 

hacer frente, entre otros y fundamentalmente, a los fenómenos meteorológicos 

adversos, entre las que destacan el Real Decreto-ley 4/2023, que incorpora 

medidas relacionadas con el estrés térmico y la adaptación de las condiciones 

de trabajo ante alertas meteorológicas, y el Real Decreto-ley 8/2024, que 

introduce el denominado permiso climático en el artículo 37.3.g) del Estatuto de 

los Trabajadores. La aplicación práctica de estas normas ha generado diversos 

interrogantes interpretativos que afectan tanto al ámbito de la prevención como 

a la organización del trabajo. 

Con el fin de analizar estas cuestiones, el trabajo de campo se ha 

estructurado en torno a cuatro bloques de investigación, orientados a recoger la 

experiencia y valoración de los expertos consultados. 

El primer bloque se centra en recabar la opinión de los participantes sobre 

el impacto del cambio climático en la actividad empresarial y en la gestión de la 

prevención de riesgos laborales. El objetivo es analizar cómo los fenómenos 

meteorológicos adversos —como olas de calor, lluvias torrenciales o incendios— 

afectan al desarrollo normal de la actividad laboral y en qué medida las empresas 

están incorporando estos factores a sus evaluaciones de riesgos. Asimismo, se 

pretende identificar las principales dificultades que encuentran los servicios de 

prevención a la hora de diseñar e implementar medidas organizativas y técnicas 

que permitan proteger adecuadamente a las personas trabajadoras frente a 

estos nuevos riesgos. 

El segundo bloque aborda la valoración que los expertos realizan sobre la 

capacidad del marco normativo actual y de las políticas públicas para afrontar 

los riesgos laborales asociados al cambio climático. En particular, se analizan las 

dudas interpretativas que están generando algunas de las recientes reformas 

normativas. Entre ellas destacan la disposición adicional única del Real Decreto 

486/1997, introducida por el Real Decreto-ley 4/2023, relativa a la adaptación de 

las condiciones de trabajo ante alertas de la Agencia Estatal de Meteorología 

(AEMET), así como el alcance del permiso climático retribuido previsto en el 

artículo 37.3.g) del Estatuto de los Trabajadores. Asimismo, se examinan los 

problemas que plantea la delimitación entre el concepto de riesgo grave e 

inminente previsto en el artículo 21 de la LPRL y las situaciones reguladas por la 

normativa de Protección Civil, así como las dudas existentes sobre qué autoridad 

debe considerarse competente para emitir recomendaciones o prohibiciones de 

desplazamiento que puedan afectar a la actividad laboral. 
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El tercer bloque se centra en analizar el papel de la negociación colectiva 

en la regulación de estos riesgos. En este sentido, se examina hasta qué punto 

los convenios colectivos están incorporando medidas específicas relacionadas 

con la prevención de riesgos derivados de fenómenos climáticos extremos. La 

investigación presta especial atención al mandato del artículo 85.1 del Estatuto 

de los Trabajadores, que atribuye a la negociación colectiva un papel relevante 

en la regulación de las condiciones de trabajo. A través de las entrevistas 

realizadas, se pretende evaluar si los convenios colectivos están desarrollando 

protocolos de actuación claros frente a estos fenómenos o si, por el contrario, la 

regulación convencional sigue siendo todavía limitada y poco concreta. 

Por último, el cuarto bloque tiene un carácter propositivo y se orienta a 

recoger recomendaciones y propuestas destinadas a mejorar el marco normativo 

y las políticas públicas en esta materia. A partir de las aportaciones de los 

expertos consultados —entre los que se encuentran juristas especializados, 

inspectores de trabajo, profesores universitarios y profesionales vinculados a la 

gestión de emergencias— se identifican posibles líneas de mejora tanto en el 

plano legislativo como en el ámbito empresarial y convencional. Entre otras 

cuestiones, se analizan posibles mecanismos para reforzar la seguridad jurídica 

en la toma de decisiones empresariales ante episodios climáticos extremos, 

incluyendo medidas organizativas como la reorganización de la jornada o, en su 

caso, la utilización de instrumentos como la suspensión temporal de contratos 

por fuerza mayor prevista en el artículo 47 del Estatuto de los Trabajadores. 

 

3.1. Empresas. 

 

Con el objetivo de conocer cómo están afrontando las empresas la 

incorporación de los riesgos derivados de factores climáticos en sus sistemas de 

prevención de riesgos laborales, se diseñó y remitió una encuesta estructurada 

dirigida al tejido empresarial con actividad en la Comunitat Valenciana y en otros 

territorios del ámbito nacional, lo que permite disponer de una base empírica 

suficiente para identificar tendencias y prácticas relevantes en la gestión 

empresarial de los riesgos asociados a fenómenos meteorológicos adversos. 

La encuesta estaba compuesta por treinta y ocho preguntas organizadas 

en distintos bloques temáticos, con el propósito de analizar el grado de 

integración del riesgo climático en la gestión preventiva empresarial. En 

particular, el cuestionario abordaba cinco dimensiones principales: las 
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características del tejido empresarial participante, la identificación e integración 

del riesgo climático en la prevención de riesgos laborales, la existencia de 

protocolos operativos frente a condiciones ambientales extremas, la formación y 

preparación ante fenómenos meteorológicos adversos y el uso de herramientas 

tecnológicas y mecanismos de coordinación institucional. 

Con carácter general, los resultados obtenidos muestran que el tejido 

empresarial participante presenta una creciente conciencia sobre la incidencia 

de los fenómenos climáticos extremos en la actividad laboral. No obstante, dicha 

percepción todavía no se traduce de forma homogénea en una integración 

plenamente estructurada del riesgo climático dentro de los sistemas de 

prevención de riesgos laborales. 
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Características del tejido empresarial participante 

La muestra analizada está compuesta mayoritariamente por empresas de 

tamaño medio, ya que el 46,7 % cuenta con plantillas de entre 50 y 249 personas 

trabajadoras, seguidas por microempresas (30 %) y por empresas de entre 11 y 

49 personas trabajadoras (23,3 %). 

Este dato resulta relevante, ya que permite afirmar que el análisis no se 

limita exclusivamente a pequeñas organizaciones con recursos preventivos 

limitados, sino que incluye empresas con una estructura organizativa suficiente 

para desarrollar herramientas preventivas más sistemáticas. 

En cuanto al modelo de organización preventiva, destaca el peso del 

servicio de prevención ajeno, utilizado por el 51,6 % de las empresas 

encuestadas, seguido por el modelo mixto (25,8 %) y por el servicio de 

prevención propio (22,6 %). Este resultado refleja una estructura preventiva 

empresarial en la que la externalización de las funciones preventivas continúa 

teniendo un peso significativo. 

Por otro lado, en relación con la exposición de la plantilla a condiciones 

ambientales potencialmente adversas, el 77,4 % de las empresas declara que 

menos del 25 % de su plantilla desarrolla tareas en exteriores o en ambientes no 

climatizados, aunque existe un porcentaje menor de empresas con niveles de 

exposición más elevados. Este resultado pone de manifiesto que la exposición 

al riesgo climático no depende únicamente del sector de actividad, sino también 

de cómo se organiza la prestación del trabajo dentro de cada empresa. 

Identificación e integración del riesgo climático en la prevención 

Uno de los aspectos centrales analizados en la encuesta es el grado en 

que las empresas están incorporando los riesgos climáticos dentro de sus 

sistemas de prevención de riesgos laborales. 

En este sentido, el 51,6 % de las empresas encuestadas declara haber 

identificado riesgos climáticos con impacto potencial sobre la seguridad, la salud 

o la continuidad de la actividad, mientras que el 41,9 % afirma no haber realizado 

todavía dicha identificación. 

El hecho de que aproximadamente la mitad de las empresas haya 

identificado ya este tipo de riesgos indica que el fenómeno ha comenzado a 

incorporarse al discurso preventivo empresarial, aunque todavía no de forma 

plenamente generalizada. 
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No obstante, cuando se analiza la integración de estos factores dentro de 

la evaluación de riesgos laborales, el porcentaje aumenta. En concreto, el 61,3 

% de las empresas señala que su evaluación contempla factores 

medioambientales como riesgos para la salud, frente al 29 % que no lo hace y 

un pequeño porcentaje que manifiesta desconocerlo. 

Este dato sugiere que, en muchos casos, los factores ambientales ya se 

encuentran incorporados dentro de la evaluación preventiva, aunque no siempre 

se conceptualicen expresamente como riesgos climáticos dentro de la 

planificación preventiva empresarial. 

Protocolos y medidas preventivas frente a condiciones ambientales 

extremas 

La encuesta también analiza la existencia de planes o protocolos 

específicos de actuación frente a condiciones ambientales extremas. 

En este ámbito, el 58,1 % de las empresas indica disponer de algún tipo 

de plan o protocolo frente a estas situaciones, mientras que el 29 % reconoce no 

contar con ellos y el 12,9 % señala que se encuentran en fase de elaboración. 

Sin embargo, cuando se analizan instrumentos preventivos más 

concretos, como los protocolos frente a golpes de calor, el nivel de implantación 

resulta sensiblemente menor. Únicamente el 35,5 % de las empresas declara 

disponer de este tipo de protocolo, frente a un 48,4 % que indica no contar con 

él y un 16,1 % que lo tiene en desarrollo. 

Este resultado refleja que, aunque muchas empresas comienzan a 

abordar la gestión de condiciones ambientales extremas desde una perspectiva 

general, la implantación de protocolos específicos para determinados riesgos 

climáticos todavía presenta un margen significativo de desarrollo. 

Formación y preparación ante riesgos climático 

Otro indicador relevante del grado de preparación empresarial es la 

realización de formación práctica o simulacros relacionados con riesgos 

climáticos. 

En este ámbito, los resultados muestran que el 71 % de las empresas 

encuestadas no realiza simulacros o formación específica sobre gestión de 

riesgos climáticos, frente a un 9,7 % que sí los desarrolla y un 19,4 % que se 

encuentra en fase de implantación. 
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Este resultado refleja una cierta disociación entre la creciente percepción 

del riesgo climático y la implantación efectiva de instrumentos de preparación 

operativa dentro de las organizaciones, lo que pone de manifiesto la necesidad 

de reforzar la dimensión práctica de la gestión preventiva en este ámbito. 

Uso de tecnología y medición de condiciones ambientales 

La encuesta también analiza el uso de herramientas tecnológicas 

destinadas a la monitorización de condiciones ambientales en el entorno laboral. 

Los resultados indican que el 56,7 % de las empresas no utiliza tecnología 

específica para la prevención de riesgos ambientales, mientras que el 26,7 % sí 

dispone de este tipo de herramientas y el 16,7 % se encuentra en fase de 

desarrollo. 

De forma coherente con este resultado, el 67,7 % de las empresas declara 

no disponer de sistemas de medición ambiental, como sensores de temperatura, 

humedad o índices de estrés térmico. 

Estos datos ponen de manifiesto que el uso de tecnologías de 

monitorización ambiental todavía no está generalizado en la gestión preventiva 

empresarial, aunque algunas organizaciones comienzan a incorporar 

herramientas de medición y seguimiento de las condiciones ambientales. 

Coordinación con servicios de emergencia 

Finalmente, la encuesta analiza la existencia de mecanismos de 

coordinación entre las empresas y los servicios de emergencia. 

El 74,2 % de las empresas considera necesario disponer de coordinación 

entre el servicio de prevención y los servicios de emergencia, lo que refleja una 

percepción clara sobre la importancia de estos mecanismos en la gestión de 

situaciones climáticas adversas. 

Sin embargo, cuando se analiza el conocimiento de protocolos diseñados 

por las administraciones públicas para esta coordinación, el porcentaje se reduce 

significativamente, ya que solo el 22,6 % afirma conocer este tipo de 

instrumentos, mientras que el 77,4 % declara desconocerlos. 

Este resultado sugiere que, aunque la necesidad de coordinación es 

ampliamente reconocida por las empresas, todavía existe un margen 

considerable de mejora en la difusión y conocimiento de los instrumentos 

institucionales existentes. 
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Síntesis del bloque 

En conjunto, los resultados obtenidos muestran que el tejido empresarial 

encuestado comienza a reconocer el impacto del cambio climático sobre la 

actividad laboral y la seguridad de las personas trabajadoras. Sin embargo, la 

información recopilada evidencia que esta percepción aún no se traduce de 

forma generalizada en una integración plenamente estructurada del riesgo 

climático dentro de los sistemas de prevención de riesgos laborales. 

En particular, se observan diferencias relevantes entre empresas en 

ámbitos como la implantación de protocolos específicos frente a temperaturas 

extremas, el desarrollo de formación práctica o simulacros y el uso de 

herramientas tecnológicas de medición ambiental. Estos resultados ponen de 

manifiesto la necesidad de seguir avanzando en la integración del riesgo 

climático dentro de la planificación preventiva y en el desarrollo de instrumentos 

organizativos que permitan anticipar y gestionar de forma eficaz los efectos de 

los fenómenos meteorológicos extremos sobre la actividad laboral. 

 

3.2.  Otros agentes intervinientes en el estudio cualitativo. 

 

Con el fin de complementar la información obtenida a través de la 

encuesta dirigida al tejido empresarial, el estudio cualitativo se ha completado 

mediante la realización de focus group y entrevistas personales con distintos 

actores clave del sistema preventivo y de gestión de emergencias. 

El objetivo de esta fase del trabajo ha sido recoger la experiencia y 

valoración de profesionales que intervienen directamente en la aplicación, 

supervisión o desarrollo del marco normativo en materia de prevención de 

riesgos laborales y gestión de emergencias, así como identificar las principales 

dificultades operativas que plantea la incorporación del riesgo climático en el 

ámbito laboral. 

En primer lugar, se organizaron dos sesiones de focus group, concebidas 

como espacios de discusión estructurada entre profesionales con experiencia 

directa en la gestión preventiva: 

 Un focus group con expertos en prevención de riesgos laborales, en el 

que participaron técnicos de prevención y profesionales 
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pertenecientes tanto a servicios de prevención propios como a 

servicios de prevención ajenos. 

 Un focus group con representantes empresariales de diversos 

sectores económicos de la Comunitat Valenciana, orientado a conocer 

la percepción y las experiencias del tejido empresarial respecto a la 

gestión de fenómenos climáticos adversos en el entorno laboral. 

Estas sesiones permitieron identificar tendencias comunes, contrastar 

experiencias prácticas y profundizar en las dificultades que encuentran las 

organizaciones a la hora de integrar el riesgo climático dentro de sus sistemas 

de prevención. 

Asimismo, el estudio se ha completado con la realización de entrevistas 

personales a agentes clave, seleccionados por su conocimiento especializado o 

por su posición institucional dentro del sistema preventivo y de gestión de 

emergencias. 

En concreto, se han mantenido entrevistas con profesionales 

pertenecientes a los siguientes ámbitos: 

 Personas del ámbito docente universitario, con experiencia 

investigadora en derecho del trabajo, prevención de riesgos laborales y 

gestión de riesgos ambientales. 

 Representantes de Administraciones Públicas vinculadas a 

la gestión de políticas preventivas y de emergencias. 

 Profesionales de Protección Civil, con experiencia en la 

gestión operativa de fenómenos meteorológicos adversos. 

 Personal de la Inspección de Trabajo y de la Seguridad 

Social, con conocimiento directo de la aplicación práctica de la normativa 

preventiva. 

 Profesionales del ámbito empresarial, con 

responsabilidades en materia de organización del trabajo y gestión 

preventiva. 

 Personas expertas en el diseño de planes de emergencia y 

autoprotección. 

 Profesionales especializados en prevención de riesgos 

laborales. 

La combinación de estas técnicas cualitativas ha permitido incorporar al 

estudio una visión plural sobre los retos que plantea el cambio climático en el 

ámbito laboral, integrando perspectivas procedentes del ámbito empresarial, 

técnico, institucional y académico. 
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Las aportaciones recogidas en estas sesiones y entrevistas permiten 

identificar tanto las dificultades prácticas en la aplicación del marco normativo 

vigente, como las posibles líneas de mejora normativa y organizativa que podrían 

contribuir a reforzar la capacidad del sistema preventivo frente a los efectos de 

los fenómenos climáticos extremos. 

 

A partir del análisis conjunto de estas aportaciones cualitativas es posible 

identificar una serie de tendencias y conclusiones comunes sobre la forma en 

que el sistema de prevención de riesgos laborales está afrontando la 

incorporación de los riesgos derivados del clima. Estas conclusiones, que se 

sintetizan en el apartado siguiente, permiten ofrecer una lectura transversal de 

las principales fortalezas, limitaciones y retos del modelo preventivo ante este 

nuevo escenario. 

 

3.3. Principales conclusiones del análisis cualitativo 

 

El análisis conjunto de las sesiones de focus group y de las entrevistas 

personales realizadas a agentes clave permite identificar una serie de 

conclusiones comunes sobre la manera en que el sistema de prevención de 

riesgos laborales está afrontando la el tratamiento de los riesgos derivados de 

factores climáticos. 

Las aportaciones de los distintos participantes —procedentes del ámbito 

académico, institucional, técnico y empresarial— coinciden en varios aspectos 

fundamentales, lo que permite extraer algunas líneas interpretativas relevantes 

acerca de la suficiencia del marco normativo vigente, las dificultades de su 

aplicación y los retos que plantea la adaptación del sistema preventivo a un 

entorno climático caracterizado por una creciente frecuencia e intensidad de 

fenómenos meteorológicos adversos. 

En primer lugar, el análisis conjunto del marco normativo y de las 

entrevistas realizadas permite afirmar que el ordenamiento jurídico español en 

materia de prevención de riesgos laborales es suficientemente flexible para 

integrar los riesgos derivados de factores climáticos. No se aprecia, en términos 

generales, un vacío normativo estructural debido, entre otros motivos, a la gran 

amplitud de la deuda de seguridad que recae sobre la empresa tanto en la Ley 
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de Prevención de Riesgos Laborales como en sus reglamentos de desarrollo. 

Correlativamente, los agentes que han participado en el estudio cualitativo 

identifican que esa misma amplitud de las obligaciones preventivas generan una 

importante inseguridad jurídica en su aplicación. 

Una idea central reiterada por las personas entrevistadas es que el 

fenómeno meteorológico adverso no constituye en sí mismo un riesgo laboral, 

sino que se transforma en tal cuando incide sobre la prestación de trabajo y 

genera una exposición relevante para la seguridad o la salud de las personas 

trabajadoras. En consecuencia, la empresa no responde por la existencia del 

fenómeno natural en cuanto tal, sino por la gestión preventiva de la exposición 

derivada del mismo. Esta distinción resulta esencial para delimitar 

responsabilidades y para comprender que el deber de protección empresarial se 

activa cuando el entorno climático afecta o puede afectar de forma 

razonablemente previsible a las condiciones de trabajo. Concretamente, permite 

llegar a la conclusión unánime de que la previsión evaluación, evolución y 

seguimiento de los fenómenos meteorológicos adversos, en cuanto que afectan 

a la sociedad en su conjunto, corresponden a las Administraciones Públicas, 

quienes, además, gozan de los medios económicos, técnicos y humanos 

necesarios para desarrollar dichas funciones con solvencia. En base a la 

información que ofrezcan las correspondientes Administraciones Públicas, las 

empresas deberán adoptar las medidas preventivas que se consideren 

necesarias para salvaguardad la seguridad y salud de las personas trabajadoras 

que presten servicios en el ámbito territorial donde ocurra el fenómeno 

meteorológico adverso. 

En este contexto, la variable territorial adquiere un protagonismo decisivo. 

Las entrevistas ponen de manifiesto que la evaluación de riesgos no puede 

limitarse al interior físico del centro de trabajo, sino que debe incorporar el 

entorno geográfico y funcional en el que se desarrolla la actividad: ubicación en 

zonas potencialmente inundables, exposición a incendios forestales, proximidad 

a infraestructuras críticas, características de acceso y movilidad o dependencia 

de suministros esenciales. La integración de mapas de riesgo, planes 

municipales de emergencia y avisos oficiales —especialmente los emitidos por 

la Agencia Estatal de Meteorología (AEMET) a través del sistema Meteoalerta— 

aparece como una consecuencia lógica del propio deber de evaluación continua 

del riesgo. 

Asimismo, las aportaciones recogidas subrayan la necesidad de 

diferenciar con claridad entre las distintas fases de alerta meteorológica, 

preemergencia y situaciones formalmente declaradas de emergencia. Desde la 

perspectiva preventiva, la gestión del riesgo no debe iniciarse únicamente 
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cuando la autoridad competente decreta una situación excepcional, sino que 

puede y debe activarse ante previsiones técnicas objetivas, especialmente 

cuando concurran avisos de nivel naranja o rojo. En este sentido, la anticipación 

se configura como un eje fundamental: reorganización de jornadas, modificación 

de tareas, suspensión temporal de trabajos al aire libre, refuerzo de pausas o 

adaptación de ritmos productivos constituyen decisiones organizativas que 

deben adoptarse antes de que el riesgo llegue a materializarse. 

Las entrevistas también ponen de relieve que la adaptación preventiva 

frente al cambio climático no puede desvincularse de la cultura organizativa de 

la empresa. No basta con la existencia formal de protocolos o documentos 

preventivos. Resulta imprescindible que los mandos intermedios dispongan de 

criterios claros para adoptar decisiones para la aplicación de los protocolos de 

emergencia o frente a fenómenos meteorológicos adversos previamente 

diseñados y articulados por los servicios de prevención de las empresas con la 

participación de la representación legal de las personas trabajadoras. La gestión 

del riesgo climático exige, por tanto, procedimientos documentados, canales de 

comunicación interna eficaces y una definición clara de tareas y 

responsabilidades dentro de la organización. 

Otro elemento reiterado en las aportaciones expertas es la desigual 

madurez preventiva entre sectores y empresas. Determinadas actividades —

como la agricultura, la construcción, la logística, el mantenimiento urbano o los 

servicios de emergencia— presentan una exposición más elevada a las 

condiciones ambientales y han desarrollado en mayor medida protocolos 

específicos y adaptados a la realidad sectorial. Sin embargo, otras 

organizaciones, especialmente aquellas que desarrollan su actividad en 

entornos cerrados o con menor percepción directa de los riesgos derivados del 

clima, tienden a subestimar el impacto de fenómenos como las olas de calor 

prolongadas, la contaminación atmosférica, las interrupciones de suministro 

eléctrico o las dificultades de desplazamiento del personal. 

Las entrevistas incorporan además una dimensión relevante relativa a la 

vulnerabilidad individual. La adaptación preventiva frente a los riesgos derivados 

del clima no puede diseñarse de manera uniforme o abstracta, sino que debe 

tener en cuenta características personales y estados biológicos conocidos, tales 

como patologías cardiovasculares, renales o respiratorias, edad avanzada, 

embarazo o situaciones en las que pueda concurrir una especial sensibilidad 

térmica. En este sentido, la vigilancia de la salud adquiere una dimensión 

reforzada cuando concurren episodios de temperaturas extremas u otros 

fenómenos meteorológicos adversos. 
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En el plano institucional, se destaca de forma reiterada la necesidad de 

reforzar la coordinación entre administraciones públicas. La claridad en las 

recomendaciones públicas, la coherencia entre los distintos niveles 

administrativos —estatal, autonómico y local— y la delimitación precisa de 

competencias resultan esenciales para aportar seguridad jurídica a las 

decisiones empresariales. Desde esta perspectiva, la gestión del riesgo climático 

no puede depender exclusivamente de la iniciativa individual de cada empresa, 

sino que requiere un entorno normativo y técnico que proporcione criterios 

homogéneos y previsibles de actuación. 

Asimismo, varias de las entrevistas apuntan a la creciente relevancia de 

la negociación colectiva como espacio de concreción operativa de estas medidas 

preventivas. En algunos sectores comienzan a incorporarse cláusulas o 

protocolos vinculados a avisos meteorológicos oficiales, reglas de adaptación 

horaria o mecanismos automáticos de activación preventiva. Este desarrollo 

pone de manifiesto que la adaptación climática no constituye únicamente una 

cuestión técnica, sino también organizativa y colectiva, que requiere 

instrumentos de regulación adaptados a la realidad sectorial y empresarial. 

Se ha puesto igualmente de manifiesto que la gestión preventiva frente al 

cambio climático se enfrenta a una tensión entre continuidad productiva y 

protección de la salud. La adopción de medidas como la suspensión temporal de 

actividad, la reducción de jornada o la modificación de horarios puede generar 

impactos económicos inmediatos para las organizaciones, lo que exige 

decisiones proporcionadas, fundamentadas y debidamente documentadas.  

Finalmente, las entrevistas coinciden en que el cambio climático no debe 

concebirse como un fenómeno extraordinario o episódico, sino como una 

variable estructural que modifica de forma permanente las condiciones del 

trabajo. En consecuencia, la actualización periódica de las evaluaciones de 

riesgos, la integración sistemática de información meteorológica oficial, la 

formación específica y la planificación preventiva anticipatoria deben 

consolidarse como prácticas ordinarias dentro del sistema de gestión preventiva 

empresarial. 

En definitiva, el conjunto de las aportaciones expertas permite concluir 

que el desafío actual no reside tanto en la creación de nuevas categorías 

normativas como en la consolidación de una cultura preventiva adaptativa, 

territorialmente informada, técnicamente fundamentada y coordinada 

institucionalmente. La transformación del entorno climático exige que la alerta 

meteorológica se traduzca en decisiones organizativas estructuradas, 
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documentadas y jurídicamente consistentes, incorporando de manera estable la 

variable climática en la gobernanza preventiva de las organizaciones. 
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4. ASPECTOS CRÍTICOS IDENTIFICADOS 

EN EL ESTUDIO. 

 

El análisis conjunto de la información obtenida a través de las encuestas 

dirigidas al tejido empresarial, las sesiones de focus group y las entrevistas 

realizadas a agentes clave del sistema preventivo ha permitido identificar una 

serie de cuestiones críticas que condicionan la capacidad del actual marco 

jurídico-laboral para afrontar los riesgos derivados del cambio climático en el 

ámbito del trabajo. 

Estas cuestiones no se refieren únicamente a la suficiencia del marco 

normativo existente, sino sobre todo a las dificultades interpretativas y operativas 

que surgen en su aplicación práctica, especialmente cuando fenómenos 

meteorológicos adversos afectan de forma directa al desarrollo de la actividad 

laboral. En este contexto, el estudio pone de manifiesto que el ordenamiento 

jurídico dispone de instrumentos preventivos relevantes, pero también revela 

zonas grises, que dificultan su aplicación homogénea por parte de las empresas, 

los servicios de prevención y las Administraciones Públicas. 

A partir del trabajo realizado y del análisis de la normativa vigente, pueden 

identificarse diversass cuestiones que resultan especialmente relevantes para 

comprender los retos que plantea la integración del riesgo climático en el sistema 

de prevención de riesgos laborales.  

 

4.1. Diferencia entre riesgo laboral y riesgo climático para delimitar 

el deber de protección empresarial. 

 

Uno de los debates conceptuales más relevantes identificados en el 

estudio se refiere a la necesidad de delimitar con precisión la relación existente 

entre el fenómeno climático adverso y el riesgo laboral, con el fin de evitar 

interpretaciones que puedan desdibujar el alcance del deber de protección 

empresarial previsto en el artículo 14 de la Ley 31/1995, de Prevención de 

Riesgos Laborales. 
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El cambio climático y los fenómenos meteorológicos extremos 

constituyen, en origen, fenómenos naturales de carácter exógeno, cuya 

existencia no puede imputarse a la organización empresarial. Sin embargo, 

dichos fenómenos pueden generar situaciones de riesgo para la seguridad y la 

salud de las personas trabajadoras cuando inciden sobre las condiciones en las 

que se desarrolla la prestación de trabajo. Desde esta perspectiva, la doctrina 

especializada coincide en señalar que el fenómeno climático no se convierte en 

riesgo laboral hasta el momento en que genera una exposición relevante para 

las personas trabajadoras en el contexto de su actividad profesional. 

Esta distinción resulta esencial desde el punto de vista jurídico. La 

empresa no responde por la existencia del fenómeno natural en sí mismo, sino 

por la gestión preventiva de la exposición laboral derivada de dicho fenómeno. 

En consecuencia, el deber de protección empresarial no exige eliminar o 

controlar el fenómeno climático —algo que escapa evidentemente al ámbito de 

actuación de la empresa—, sino adoptar las medidas organizativas y preventivas 

necesarias para evitar o minimizar los riesgos que dicho fenómeno pueda 

generar en el desarrollo de la actividad laboral. 

El estudio cualitativo realizado pone de manifiesto que esta distinción 

conceptual no siempre resulta clara en la práctica. En determinados contextos 

se tiende a trasladar a la empresa una responsabilidad difusa respecto de 

fenómenos que tienen un origen completamente externo a la organización 

productiva. Sin embargo, desde la perspectiva de la normativa preventiva, la 

obligación empresarial debe centrarse en identificar las situaciones en las que 

un fenómeno meteorológico adverso puede generar una exposición laboral 

significativa y adoptar las medidas necesarias para evitar que dicha exposición 

se traduzca en un daño para la salud o la seguridad de las personas 

trabajadoras. 

En este sentido, la evaluación de riesgos laborales se configura como el 

instrumento clave para determinar en qué circunstancias concretas un fenómeno 

climático puede transformarse en un riesgo laboral. La identificación de trabajos 

al aire libre, la realización de actividades en espacios no climatizados, la 

exposición a temperaturas extremas o la necesidad de desplazamientos durante 

episodios meteorológicos adversos son algunos de los supuestos en los que la 

empresa debe integrar de forma expresa la variable climática dentro de su 

sistema preventivo. 

De este modo, la correcta delimitación entre riesgo climático y riesgo 

laboral permite preservar el equilibrio entre la responsabilidad empresarial y el 

carácter externo del fenómeno natural, evitando interpretaciones expansivas que 
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puedan desnaturalizar el sistema preventivo o generar inseguridad jurídica en la 

aplicación de las obligaciones empresariales. 

 

4.2. Complejidad en la gestión preventiva: gestión ordinaria del 

riesgo y gestión de emergencias. 

 

Otro de los aspectos críticos identificados en el estudio se refiere a la 

complejidad que presenta el ordenamiento preventivo a la hora de articular de 

forma coherente la gestión ordinaria de los riesgos laborales con los mecanismos 

específicos de actuación ante situaciones de emergencia. 

La normativa preventiva distingue claramente entre ambas dimensiones. 

Por un lado, el sistema preventivo se basa en una lógica de gestión ordinaria del 

riesgo, estructurada en torno a la evaluación de riesgos, la planificación 

preventiva y la adopción de medidas técnicas y organizativas destinadas a 

eliminar o reducir los riesgos derivados de la actividad laboral. Este enfoque se 

encuentra recogido, entre otras disposiciones, en el artículo 8 del Reglamento 

de los Servicios de Prevención, que exige la adopción de medidas preventivas 

continuadas en relación con los riesgos presentes en el desarrollo habitual del 

trabajo. 

Por otro lado, la Ley de Prevención de Riesgos Laborales contempla un 

segundo plano de actuación referido a las situaciones de emergencia, regulado 

fundamentalmente en el artículo 20 de la LPRL. Este precepto obliga a las 

empresas a analizar las posibles situaciones de emergencia que puedan 

producirse en el centro de trabajo y a adoptar las medidas necesarias en materia 

de primeros auxilios, lucha contra incendios y evacuación de las personas 

trabajadoras, estableciendo procedimientos específicos para responder de forma 

inmediata ante contingencias graves. 

El problema identificado en el estudio es que los fenómenos 

meteorológicos adversos derivados del cambio climático no encajan siempre con 

claridad en una de estas dos categorías. En muchas ocasiones se sitúan en un 

espacio intermedio entre el riesgo ordinario y la emergencia propiamente dicha. 

Por ejemplo, fenómenos como las olas de calor, los episodios de frío 

extremo o las lluvias intensas pueden presentar inicialmente un carácter 

previsible y progresivo, lo que permitiría abordarlos desde la lógica de la gestión 
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preventiva ordinaria mediante la adaptación de la organización del trabajo, la 

modificación de horarios, la reducción de la exposición o la adopción de medidas 

técnicas. Sin embargo, esos mismos fenómenos pueden evolucionar 

rápidamente hacia situaciones de mayor gravedad que requieran respuestas 

propias de una gestión de emergencia, como la paralización temporal de 

determinadas actividades o la activación de protocolos de evacuación o 

confinamiento. 

Esta dualidad genera dificultades prácticas en la gestión empresarial del 

riesgo climático, ya que obliga a las organizaciones a integrar mecanismos de 

anticipación preventiva con sistemas de respuesta inmediata ante situaciones 

críticas. 

A esta complejidad se suma la evolución reciente del marco normativo en 

materia de condiciones ambientales de trabajo. La introducción de la Disposición 

Adicional Única en el Real Decreto 486/1997, mediante el Real Decreto-ley 

4/2023, ha reforzado las obligaciones empresariales en relación con la 

protección de las personas trabajadoras frente a fenómenos meteorológicos 

adversos en trabajos al aire libre o en lugares de trabajo que no puedan quedar 

cerrados. 

Esta reforma introduce la activación de medidas organizativas en función 

de los avisos meteorológicos emitidos por la Agencia Estatal de Meteorología, 

obligando a adaptar o incluso interrumpir la actividad laboral cuando se 

produzcan alertas meteorológicas de especial intensidad. En la práctica, esta 

previsión normativa aproxima la gestión del riesgo climático a una lógica de 

anticipación basada en información meteorológica oficial. 

Sin embargo, esta regulación convive con el régimen general de 

condiciones ambientales en los centros de trabajo cerrados previsto en el Anexo 

III del propio Real  

 

Decreto 486/1997, que establece límites termo-higrométricos vinculados 

fundamentalmente a parámetros de confort ambiental y carga térmica. 

La coexistencia de ambos enfoques —uno basado en condiciones 

ambientales internas del lugar de trabajo y otro en alertas meteorológicas 

externas— genera una cierta complejidad interpretativa para las empresas y los 

servicios de prevención, especialmente cuando se trata de determinar qué 

medidas deben adoptarse en cada situación concreta. 
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Las aportaciones recogidas en el estudio cualitativo reflejan que muchas 

organizaciones encuentran dificultades para integrar estos distintos instrumentos 

dentro de un sistema coherente de gestión del riesgo climático, que combine la 

evaluación preventiva ordinaria, la planificación organizativa y la respuesta ante 

situaciones de emergencia. 

En este contexto, uno de los retos identificados consiste en avanzar hacia 

modelos de gestión preventiva que permitan articular de forma más clara la 

relación entre prevención ordinaria y gestión de emergencias, incorporando 

mecanismos de seguimiento de las condiciones meteorológicas, criterios 

objetivos para la activación de medidas organizativas y protocolos de actuación 

adaptados a la evolución de los fenómenos meteorológicos adversos. 

 

4.3. Mecanismos de predicción y seguimiento: AEMET y sistemas de 

alerta de Protección Civil. 

 

Otro de los aspectos críticos identificados en el estudio se refiere a la 

incertidumbre existente en las empresas respecto a las fuentes oficiales de 

información meteorológica y a la interpretación de los distintos sistemas de alerta 

existentes. 

El trabajo de campo realizado evidencia que una parte significativa del 

tejido empresarial manifiesta dudas sobre qué tipo de avisos o comunicaciones 

meteorológicas deben considerarse relevantes desde el punto de vista de la 

adopción de medidas preventivas en el ámbito laboral. Esta incertidumbre se 

explica, en buena medida, por la coexistencia de distintos sistemas 

institucionales de información climática que cumplen funciones diferenciadas. 

 

En primer lugar, deben distinguirse los avisos meteorológicos emitidos por 

la Agencia Estatal de Meteorología (AEMET) a través del sistema Meteoalerta. 

Estos avisos tienen una naturaleza fundamentalmente técnica y se basan en 

modelos predictivos que establecen umbrales de probabilidad e intensidad para 

determinados fenómenos meteorológicos adversos —precipitaciones intensas, 

temperaturas extremas, viento, tormentas o fenómenos costeros—. Los avisos 

se clasifican en distintos niveles de riesgo, habitualmente identificados mediante 

códigos de color (amarillo, naranja y rojo), que permiten anticipar la posible 

gravedad del fenómeno 
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Sin embargo, estos avisos meteorológicos no constituyen en sí mismos 

una declaración de emergencia, sino que representan una herramienta de 

predicción y seguimiento que permite a las administraciones públicas, a los 

servicios de emergencia y al conjunto de la sociedad anticipar posibles 

situaciones de riesgo. AEMET, en cuanto que organismo de carácter técnico, no 

tiene capacidad para adoptar decisiones que generen derechos y obligaciones 

en los administrados. Esas decisiones corresponden a la autoridad competente 

en función del alcance de la decisión. 

En un plano distinto se sitúan las alertas y activaciones operativas del 

sistema de Protección Civil, cuya gestión corresponde a las autoridades 

competentes en materia de emergencias —habitualmente a través de los centros 

de coordinación de emergencias municipales o autonómicos a través del sistema 

112—. En estos casos, las autoridades no se limitan a emitir una previsión 

meteorológica, sino que valoran el conjunto de circunstancias concurrentes —

situación del territorio, vulnerabilidad de infraestructuras, densidad de población 

o posibles efectos en la movilidad— para adoptar decisiones operativas dirigidas 

a la protección de las personas y de los bienes. 

Esta distinción entre predicción meteorológica y gestión de la emergencia 

resulta jurídicamente relevante, pero no siempre es percibida con claridad por 

parte de las empresas. El estudio cualitativo realizado muestra que muchas 

organizaciones tienden a interpretar los avisos meteorológicos de AEMET como 

si se tratara de instrucciones correspondientes a la autoridad competente 

directamente vinculantes, mientras que en otros casos se produce la situación 

inversa, es decir, una cierta infravaloración de la importancia de estos avisos 

como instrumentos de anticipación preventiva. 

Esta situación genera dificultades a la hora de determinar cuándo deben 

adoptarse determinadas medidas organizativas dentro de la empresa, 

especialmente en lo que respecta a la adaptación de la jornada, la suspensión 

temporal de actividades al aire libre o la reorganización del trabajo ante episodios 

meteorológicos adversos. 

La cuestión adquiere una especial relevancia a raíz de las modificaciones 

introducidas en la normativa reciente, particularmente tras la reforma del Real 

Decreto 486/1997 mediante el Real Decreto-ley 4/2023. Esta regulación vincula 

expresamente determinadas obligaciones empresariales en materia de 

protección frente a temperaturas extremas a la existencia de avisos 

meteorológicos emitidos por la AEMET, lo que refuerza la importancia de estos 

sistemas de predicción dentro de la gestión preventiva del riesgo climático. 



   
 

120 

 

No obstante, esta referencia normativa también plantea interrogantes 

prácticos sobre el grado de automatismo con el que deben activarse 

determinadas medidas empresariales en función de dichos avisos y sobre la 

forma en que deben integrarse estas previsiones dentro del sistema general de 

evaluación de riesgos. 

Las aportaciones recogidas en las entrevistas y focus group coinciden en 

señalar que la gestión preventiva del riesgo climático requiere avanzar hacia 

modelos más claros de interpretación y utilización de la información 

meteorológica oficial, de manera que las empresas dispongan de criterios 

homogéneos para decidir cuándo y cómo deben adoptarse determinadas 

medidas organizativas. 

En este sentido, diversos expertos consultados subrayan la conveniencia 

de reforzar los mecanismos de comunicación institucional entre los sistemas de 

predicción meteorológica, las autoridades de protección civil y el tejido 

empresarial, de modo que la información disponible pueda traducirse con mayor 

claridad en decisiones preventivas dentro del ámbito laboral. 

 

4.4. Comunicación y coordinación: Planes de Autoprotección y 

medidas de emergencia en la empresa. 

 

Otro de los aspectos críticos identificados en el estudio se refiere a la 

insuficiente integración entre los mecanismos internos de gestión de 

emergencias previstos en la normativa de prevención de riesgos laborales y los 

sistemas públicos de protección civil, lo que genera dificultades de coordinación 

cuando se producen fenómenos meteorológicos adversos de cierta intensidad. 

La Ley de Prevención de Riesgos Laborales establece, en su artículo 20, 

la obligación de que las empresas analicen las posibles situaciones de 

emergencia que puedan producirse en el centro de trabajo y adopten las medidas 

necesarias en materia de primeros auxilios, lucha contra incendios y evacuación 

de las personas trabajadoras. Este precepto constituye el fundamento jurídico de 

los planes de emergencia internos de las empresas, que habitualmente se 

orientan a gestionar incidentes que se originan en el propio centro de trabajo o 

que afectan de forma directa e inmediata a su funcionamiento. 

Sin embargo, el estudio cualitativo realizado pone de manifiesto que este 

tipo de planificación de emergencias presenta limitaciones relevantes cuando se 
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trata de gestionar fenómenos meteorológicos adversos o catástrofes de origen 

externo. En muchos casos, los planes de emergencia empresariales se centran 

fundamentalmente en riesgos endógenos —incendios, fugas, accidentes 

industriales o fallos técnicos— y prestan menor atención a riesgos provenientes 

del entorno territorial en el que se ubica la actividad. 

Esta visión esencialmente interna de la emergencia puede resultar 

insuficiente cuando se producen fenómenos como inundaciones, incendios 

forestales, temporales de viento, episodios de temperaturas extremas o 

interrupciones de infraestructuras críticas, cuya gestión excede claramente el 

ámbito de actuación exclusivo de la empresa. 

Frente a esta lógica de la emergencia empresarial, el ordenamiento 

jurídico prevé instrumentos de planificación más amplios a través de los Planes 

de Autoprotección, regulados por el Real Decreto 393/2007, por el que se 

aprueba la Norma Básica de Autoprotección. Estos planes están diseñados para 

actividades que, por su naturaleza o dimensión, pueden generar o verse 

afectadas por riesgos graves, y exigen una planificación mucho más completa 

de la respuesta ante situaciones de emergencia. 

A diferencia de las medidas de emergencia previstas en el artículo 20 de 

la LPRL, los Planes de Autoprotección incorporan un análisis más detallado del 

entorno territorial en el que se desarrolla la actividad, incluyendo la identificación 

de riesgos externos como inundaciones, incendios forestales, riesgos químicos 

o fenómenos meteorológicos adversos. Asimismo, estos planes deben garantizar 

la coordinación con los sistemas públicos de protección civil y con los planes de 

emergencia de ámbito municipal o autonómico. 

El estudio realizado pone de manifiesto que, en la práctica y debido a que 

la obligación de disponer de Planes de Autoprotección se limita a organizaciones 

que cumplen determinadas características muchas empresas disponen 

únicamente de planes de emergencia internos diseñados desde la perspectiva 

de la prevención de riesgos laborales, sin que exista una verdadera integración 

con los sistemas de planificación de emergencias de carácter territorial. 

Mientras que los sistemas de protección civil se basan en una lógica de 

gestión territorial e integrada de las emergencias, la planificación preventiva 

empresarial continúa operando, en muchos casos, dentro de un marco 

organizativo centrado exclusivamente en el interior del centro de trabajo. 

Las entrevistas realizadas a profesionales del ámbito preventivo y de la 

gestión de emergencias ponen de relieve que esta falta de integración puede 

dificultar la respuesta coordinada ante fenómenos climáticos extremos, 
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especialmente cuando dichos fenómenos afectan simultáneamente a múltiples 

infraestructuras, empresas o zonas industriales. 

En este contexto, diversos expertos consultados señalan la conveniencia 

de avanzar hacia modelos de planificación preventiva que permitan articular de 

forma más efectiva la relación entre los planes de emergencia empresariales y 

los instrumentos de planificación de protección civil, incorporando en la 

evaluación de riesgos y en la planificación preventiva la información disponible 

sobre los riesgos territoriales del entorno. 

Esta integración resulta particularmente relevante en entornos industriales 

o logísticos donde varias empresas comparten infraestructuras, accesos o 

servicios comunes, y donde los efectos de determinados fenómenos 

meteorológicos adversos pueden propagarse de forma rápida entre distintas 

actividades. 

En definitiva, el estudio pone de manifiesto que la gestión eficaz de los 

riesgos derivados del cambio climático requiere superar la tradicional concepción 

intramuros de la emergencia empresarial y avanzar hacia modelos de prevención 

más abiertos al entorno territorial, en los que la planificación preventiva 

empresarial se articule de forma coherente con los sistemas públicos de gestión 

de emergencias y protección civil. 

 

4.5. Ámbito geográfico idóneo para la evaluación y gestión 

preventiva. 

 

Otro de los aspectos críticos identificados en el estudio se refiere a la 

escala territorial que debe considerarse óptima para la gestión preventiva de los 

fenómenos meteorológicos adversos y los riesgos laborales derivados del clima. 

La modificación del art. 85.1 ET introducida por el Real Decreto-ley 8/2024 

estableció la obligación para los negociadores de los convenios colectivos 

estatutarios de tratar de acordar protocolos contra catástrofes y fenómenos 

meteorológicos adversos. Atendiendo a la realidad de la negociación colectiva 

de la Comunitat Valenciana, donde la mayoría de los convenios colectivos 

sectoriales estatutarios son de naturaleza provincial y autonómica, podría 

parecer que esos son los ámbitos territoriales adecuados para la mejor y más 

eficaz gestión de los fenómenos meteorológicos adversos. No obstante, la 

mayoría de los intervinientes en el presente estudio opinan que el ámbito idóneo 

para la gestión de las emergencias en general y los fenómenos meteorológicos 
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adversos en particular es el centro de trabajo o, en su caso, grupo de centros de 

trabajo afectados por el fenómeno meteorológico adversos siempre que 

disponga de una figura coordinadora de las actuaciones a adoptar en todos ellos. 

Ello no implica que los responsables de cada centro de trabajo -mandos 

intermedios en empresas de mayor tamaño o los propios empresarios en pymes 

y micropymes- deban desarrollar las actividades de evaluación de riesgos, 

planificación preventiva y establecimiento de protocolos de emergencia y 

actuación frente a este tipo de fenómenos. Dichas funciones, como ya se ha 

dicho, corresponden al servicio de prevención de riesgos laborales propio o ajeno 

de la empresa. Pero sí parece lo más adecuado que la activación, ejecución y 

coordinación de dichos planes recaigan en quienes conocen la realidad del 

centro o lugar de trabajo que se ve afectado por el fenómeno meteorológico 

adverso, pudiendo concluir, en fin, que ese es el ámbito territorial idóneo para la 

gestión de la emergencia, siguiendo en todo caso las directrices marcadas en 

los documentos preventivos elaborados por los Servicios de Prevención. 

 

4.6. Intervinientes en la gestión de los fenómenos meteorológicos 

adversos. 

 

El análisis realizado pone también de manifiesto la existencia de cierta 

indeterminación en la delimitación de los distintos actores que intervienen en la 

gestión de los fenómenos meteorológicos adversos cuando estos inciden sobre 

el ámbito laboral. Esta cuestión resulta especialmente relevante ya que la gestión 

eficaz de estos episodios exige la actuación coordinada de diversos sujetos con 

competencias y responsabilidades diferenciadas. 

 

En primer lugar, corresponde a las administraciones públicas, a través de 

los sistemas institucionales de predicción y gestión de emergencias, realizar las 

funciones de predicción, seguimiento y declaración de situaciones de 

emergencia. En este ámbito desempeñan un papel central tanto la Agencia 

Estatal de Meteorología (AEMET), encargada de la emisión de avisos 

meteorológicos basados en modelos predictivos, como los sistemas de 

protección civil autonómicos y estatales, responsables de la coordinación 

operativa de las emergencias y de la adopción de decisiones dirigidas a la 

protección de la población. 
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Sin embargo, una vez que la información sobre un fenómeno 

meteorológico adverso se traslada al ámbito de la actividad empresarial, la 

gestión del riesgo adquiere una dimensión específica vinculada a la organización 

del trabajo y a la protección de la seguridad y salud de las personas trabajadoras. 

En este contexto, los servicios de prevención de riesgos laborales se configuran 

como uno de los actores fundamentales en la interpretación de la información 

disponible y en la definición de las medidas preventivas que deben adoptarse 

dentro de la empresa. 

 

El estudio cualitativo realizado pone de manifiesto que los servicios de 

prevención se enfrentan a un reto creciente en este ámbito. Tradicionalmente, la 

actividad preventiva se ha centrado en la identificación y control de riesgos 

derivados de los procesos productivos o de las condiciones materiales del 

trabajo. Sin embargo, la gestión de los fenómenos meteorológicos adversos 

exige incorporar nuevos tipos de información —procedentes de sistemas 

meteorológicos, cartografías de riesgo o sistemas de alerta territorial— que 

requieren capacidades de interpretación técnica que no siempre forman parte de 

la formación tradicional en prevención de riesgos laborales. 

 

Diversos expertos consultados subrayan, en este sentido, la conveniencia 

de reforzar la capacitación de los profesionales de la prevención para que 

puedan integrar de forma adecuada la información climática dentro de los 

procesos de evaluación de riesgos y planificación preventiva. 

 

Junto a los servicios de prevención, otro actor clave en la gestión operativa 

de estos fenómenos son los mandos intermedios y responsables de organización 

del trabajo dentro de las empresas. Son estos perfiles quienes, en muchas 

ocasiones, deben adoptar decisiones inmediatas relativas a la reorganización de 

tareas, la suspensión temporal de determinadas actividades o la adaptación de 

horarios cuando se producen episodios meteorológicos adversos. 

 

La eficacia de estas decisiones depende en gran medida de la existencia 

de protocolos claros de actuación y de canales de comunicación interna bien 
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definidos, que permitan trasladar de manera rápida la información disponible y 

garantizar que las medidas adoptadas se aplican de forma coherente en el 

conjunto de la organización. 

 

Asimismo, el estudio pone de relieve la importancia de la representación 

legal de las personas trabajadoras en los procesos de planificación preventiva 

relacionados con los riesgos climáticos. La participación de los delegados de 

prevención y de los comités de seguridad y salud permite incorporar la 

experiencia directa de la plantilla en la identificación de situaciones de riesgo y 

facilita la aceptación y eficacia de las medidas preventivas adoptadas. 

 

Por otra parte, cuando los fenómenos meteorológicos adversos alcanzan 

una dimensión que trasciende el ámbito estrictamente empresarial, la gestión del 

riesgo vuelve a situarse en el plano de la intervención pública y de los sistemas 

de protección civil, que asumen la dirección de las actuaciones destinadas a 

proteger a la población y a restablecer la normalidad en el territorio afectado. 

 

En estos casos, las empresas pasan a desempeñar un papel 

complementario dentro de un sistema de gestión de emergencias de carácter 

más amplio, debiendo adaptar su actividad a las decisiones adoptadas por las 

autoridades competentes. 

 

Las entrevistas realizadas a distintos profesionales del ámbito preventivo 

e institucional coinciden en señalar que la gestión eficaz de los fenómenos 

meteorológicos adversos exige mejorar los mecanismos de coordinación entre 

estos distintos niveles de intervención. La claridad en la distribución de 

responsabilidades, la existencia de canales de comunicación fluidos entre 

administraciones y empresas, y la disponibilidad de criterios técnicos 

homogéneos resultan elementos esenciales para evitar situaciones de 

incertidumbre o respuestas descoordinadas. 

 

En definitiva, la adaptación del sistema preventivo a los riesgos derivados 

del cambio climático requiere reconocer la naturaleza necesariamente multinivel 
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de la gestión de estos fenómenos, en la que intervienen simultáneamente 

organismos de predicción meteorológica, sistemas públicos de protección civil, 

empresas, servicios de prevención y representantes de las personas 

trabajadoras. La correcta articulación de las funciones de cada uno de estos 

actores constituye un elemento clave para garantizar una respuesta preventiva 

eficaz ante los fenómenos meteorológicos adversos. 

 

4.7. Criterios de actuación de la Inspección de Trabajo y de la 

Seguridad Social. 

 

Otro de los elementos que ha emergido con claridad en el estudio se 

refiere a las dificultades prácticas que plantea la actuación de la Inspección de 

Trabajo y de la Seguridad Social (ITSS) en relación con los riesgos derivados de 

fenómenos meteorológicos adversos y, en particular, en la interpretación de las 

obligaciones empresariales de protección frente a estos riesgos. 

 

La función de la Inspección de Trabajo en materia de prevención de 

riesgos laborales consiste en verificar el cumplimiento por parte de las empresas 

de las obligaciones derivadas de la normativa preventiva, garantizando que las 

condiciones de trabajo no generen riesgos para la seguridad y la salud de las 

personas trabajadoras. Sin embargo, cuando se trata de fenómenos climáticos 

extremos, esta tarea se enfrenta a situaciones especialmente complejas desde 

el punto de vista jurídico y técnico. 

 

En primer lugar, la actuación inspectora debe conciliar el deber 

empresarial de garantizar la protección de la seguridad y salud de las personas 

trabajadoras con otras exigencias que también pueden resultar relevantes en 

contextos de emergencia, como el mantenimiento de servicios esenciales para 

la comunidad o la continuidad de determinadas actividades críticas. 

Determinados sectores —como los servicios de emergencia, la sanidad, el 

suministro energético, el transporte o el abastecimiento alimentario— deben 

continuar prestando servicios incluso en situaciones de especial adversidad 

climática, lo que obliga a articular soluciones preventivas que permitan 

compatibilizar la continuidad de la actividad con la protección de las personas 

trabajadoras. 
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En segundo lugar, las entrevistas realizadas evidencian que en 

determinadas situaciones se plantean medidas correctoras cuya viabilidad 

técnica o económica puede resultar discutible, especialmente cuando se aplican 

de forma uniforme a realidades empresariales muy diversas. Algunos de los 

profesionales consultados señalan, por ejemplo, las dificultades que puede 

implicar exigir determinadas soluciones técnicas —como la climatización integral 

de grandes naves industriales antiguas o la instalación de determinados 

sistemas de control ambiental— en centros de trabajo cuya configuración 

estructural o actividad productiva limita significativamente este tipo de 

intervenciones. 

 

Estas situaciones ponen de relieve la necesidad de que la actuación 

inspectora se base en criterios de proporcionalidad, razonabilidad técnica y 

adecuación al contexto productivo concreto, teniendo en cuenta tanto la 

naturaleza de la actividad desarrollada como las características del centro de 

trabajo y las medidas preventivas ya existentes. 

 

Por otra parte, el estudio pone de manifiesto que la creciente relevancia 

de los fenómenos meteorológicos adversos plantea nuevos retos para la propia 

actividad inspectora. La valoración de determinadas situaciones de riesgo exige, 

en muchos casos, integrar información procedente de sistemas de predicción 

meteorológica, alertas territoriales o evaluaciones técnicas específicas sobre 

estrés térmico u otras condiciones ambientales. 

 

En este sentido, diversos expertos consultados apuntan a la conveniencia 

de reforzar la coordinación entre la Inspección de Trabajo, los organismos 

especializados en meteorología y los sistemas de protección civil, de modo que 

la actuación inspectora pueda apoyarse en información técnica fiable y 

actualizada sobre las condiciones ambientales que afectan a la actividad laboral. 

 

Asimismo, la existencia de criterios interpretativos claros sobre la 

aplicación de las normas preventivas en contextos de fenómenos meteorológicos 
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extremos contribuiría a dotar de mayor seguridad jurídica tanto a las empresas 

como a los propios órganos de control. 

 

En definitiva, el estudio pone de manifiesto que la actuación de la 

Inspección de Trabajo y de la Seguridad Social se sitúa en una posición 

especialmente delicada en la gestión de los riesgos climáticos en el ámbito 

laboral, ya que debe garantizar la protección efectiva de las personas 

trabajadoras sin desconocer las limitaciones técnicas, organizativas y 

económicas que pueden concurrir en determinados contextos productivos. 

 

La consolidación de criterios técnicos homogéneos, el refuerzo de la 

cooperación institucional y la adaptación progresiva de las herramientas de 

control a los nuevos escenarios derivados del cambio climático aparecen, en este 

sentido, como elementos clave para facilitar una aplicación equilibrada y eficaz 

del marco preventivo vigente. 

 

4.8. Problemas de aplicación del permiso retribuido por fenómenos 

climáticos adversos y su relación con la suspensión contractual por fuerza 

mayor. 

 

Uno de los ámbitos en los que el estudio ha detectado mayores 

dificultades interpretativas se refiere a la aplicación del permiso retribuido por 

imposibilidad de acceso al centro de trabajo derivada de fenómenos 

meteorológicos adversos, introducido en el artículo 37.3.g) del Estatuto de los 

Trabajadores mediante el Real Decreto-ley 8/2024. 

Esta figura, conocida de forma coloquial como “permiso climático”, 

reconoce el derecho de las personas trabajadoras a ausentarse del trabajo con 

derecho a retribución cuando resulte imposible acceder al centro de trabajo como 

consecuencia de restricciones de movilidad derivadas de fenómenos climáticos 

adversos, durante un periodo máximo de cuatro días. 

La introducción de esta medida responde a la necesidad de ofrecer una 

respuesta inmediata ante situaciones en las que la seguridad de los 

desplazamientos se ve comprometida por episodios meteorológicos extremos. 
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Sin embargo, el análisis realizado pone de manifiesto que su configuración 

normativa plantea diversos problemas de interpretación y aplicación práctica. 

a) Asunción empresarial del coste salarial 

Uno de los aspectos más debatidos en las entrevistas realizadas se refiere 

a la asunción exclusiva del coste salarial por parte de la empresa durante el 

periodo de disfrute del permiso. 

Diversos expertos consultados consideran que esta solución normativa 

introduce una cierta tensión con el principio tradicional de socialización de los 

riesgos derivados de catástrofes naturales o fenómenos de fuerza mayor, ya que 

traslada a las empresas el coste económico de una ausencia laboral derivada de 

un fenómeno externo, imprevisible y ajeno a la organización productiva. 

Desde esta perspectiva, algunos operadores jurídicos señalan que 

hubiera sido posible articular mecanismos de cobertura pública o sistemas de 

compensación que permitieran distribuir de manera más equilibrada los costes 

asociados a este tipo de situaciones. 

b) Relación con la suspensión contractual por fuerza mayor (artículo 

47.6 ET) 

Otro de los elementos que genera mayor incertidumbre es la relación entre 

este permiso retribuido y la figura de la suspensión de contratos por fuerza mayor 

prevista en el artículo 47.6 del Estatuto de los Trabajadores. 

Ambos instrumentos responden a situaciones que pueden tener un origen 

común —la incidencia de un fenómeno natural extraordinario sobre la actividad 

laboral—, pero operan en planos distintos. 

El permiso retribuido del artículo 37.3.g) ET está diseñado para dar 

respuesta inmediata a situaciones en las que la persona trabajadora no puede 

desplazarse hasta el centro de trabajo como consecuencia de restricciones o 

riesgos derivados del fenómeno meteorológico. En cambio, el ERTE por fuerza 

mayor se configura como un mecanismo destinado a afrontar las consecuencias 

estructurales que el fenómeno ha provocado sobre la actividad empresarial, 

como daños en instalaciones, interrupción de suministros o imposibilidad 

material de continuar la actividad. 

Esta diferencia de lógica provoca una cierta asincronía en la aplicación de 

ambos instrumentos. Mientras el permiso climático opera de forma inmediata 

desde el primer momento en que se produce la imposibilidad de desplazamiento, 
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el ERTE por fuerza mayor requiere la tramitación de un procedimiento 

administrativo y suele aplicarse cuando los efectos del fenómeno meteorológico 

se prolongan en el tiempo o afectan directamente a la capacidad productiva de 

la empresa. 

El estudio evidencia que esta transición entre ambos instrumentos no 

siempre resulta clara en la práctica, lo que genera dudas en las empresas sobre 

cuál debe ser el mecanismo jurídico adecuado en cada fase del episodio 

climático. 

c) Relación con el riesgo grave e inminente (artículo 21 LPRL) 

La introducción del permiso climático también plantea cuestiones 

interpretativas en relación con la figura del riesgo grave e inminente prevista en 

el artículo 21 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales. 

Esta disposición reconoce el derecho de las personas trabajadoras a 

interrumpir su actividad y abandonar el lugar de trabajo cuando consideren que 

existe un riesgo grave e inminente para su vida o su salud. En estos supuestos, 

el foco de protección se sitúa en la situación de riesgo existente en el propio 

centro de trabajo o en el desarrollo de la actividad laboral. 

Sin embargo, el permiso del artículo 37.3.g) ET se refiere a una situación 

distinta, ya que protege la imposibilidad de desplazamiento hasta el centro de 

trabajo cuando las condiciones climáticas o las restricciones de movilidad hacen 

inseguro o imposible el acceso. 

Esta diferencia de objeto no siempre resulta evidente en la práctica. El 

estudio detecta que en determinadas situaciones se produce una superposición 

conceptual entre ambos mecanismos, especialmente cuando el fenómeno 

meteorológico adverso evoluciona durante la jornada laboral y genera una 

situación de riesgo en el propio centro de trabajo. 

En estos casos, la figura jurídica aplicable ya no sería el permiso climático, 

sino las medidas previstas en el artículo 21 de la LPRL, que permiten paralizar 

la actividad o evacuar el centro de trabajo cuando se actualiza un riesgo grave e 

inminente. 

d) Determinación de la autoridad competente y valor jurídico de las 

recomendaciones 
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Finalmente, otro de los aspectos que genera mayor inseguridad jurídica 

se refiere a la identificación de la autoridad competente cuyas decisiones o 

recomendaciones activan el derecho al permiso. 

La norma hace referencia a la existencia de restricciones de movilidad o 

situaciones que impidan el acceso al centro de trabajo, pero en la práctica no 

siempre resulta claro qué tipo de comunicaciones oficiales poseen la fuerza 

jurídica suficiente para justificar la ausencia laboral retribuida. 

En particular, se plantea la cuestión de si las recomendaciones emitidas 

por las autoridades públicas —por ejemplo, aconsejando evitar 

desplazamientos— pueden considerarse suficientes para activar el permiso, o si 

resulta necesaria la existencia de restricciones formales de movilidad o de 

decisiones administrativas expresas. 

Esta incertidumbre interpretativa genera dudas tanto en las empresas 

como en las personas trabajadoras y pone de manifiesto la necesidad de 

desarrollar criterios interpretativos más claros que permitan aplicar esta figura 

con mayor seguridad jurídica. 

En conjunto, el estudio evidencia que la introducción del permiso climático 

revela la existencia de importantes zonas de fricción normativa en su relación 

con otros instrumentos jurídicos del sistema laboral y preventivo. 

La clarificación de estas relaciones y la definición de criterios de aplicación 

más precisos aparecen, por tanto, como elementos necesarios para garantizar 

la eficacia de esta nueva herramienta en la protección de las personas 

trabajadoras frente a los riesgos derivados de fenómenos meteorológicos 

adversos. 

 

4.9. Negociación colectiva y protocolos de actuación frente a 

catástrofes y fenómenos meteorológicos adversos. 

 

El estudio realizado pone también de manifiesto el papel potencialmente 

decisivo que puede desempeñar la negociación colectiva en la adaptación del 

sistema preventivo y de organización del trabajo frente a los riesgos derivados 

del cambio climático 



   
 

132 

 

La reciente reforma del artículo 85.1 del Estatuto de los Trabajadores ha 

introducido expresamente la obligación de que la negociación colectiva aborde 

la elaboración de protocolos de actuación frente a catástrofes y fenómenos 

meteorológicos adversos, incorporando esta materia dentro del contenido 

posible de los convenios colectivos. Con ello, el legislador ha querido reforzar el 

papel de la autonomía colectiva como instrumento de adaptación del marco 

normativo general a las realidades sectoriales y territoriales de la actividad 

productiva. 

Sin embargo, el análisis de las entrevistas realizadas y de la 

documentación convencional examinada en el marco del estudio revela que la 

respuesta de la negociación colectiva en este ámbito se encuentra todavía en 

una fase claramente incipiente. 

En muchos convenios colectivos las referencias a los fenómenos 

meteorológicos adversos se limitan a menciones genéricas o a remisiones al 

cumplimiento de la normativa preventiva vigente, sin que se desarrollen 

protocolos específicos que regulen de manera concreta la actuación empresarial 

y las medidas organizativas que deben adoptarse ante este tipo de situaciones. 

En otros casos, las cláusulas convencionales incorporan 

recomendaciones de carácter general o referencias a buenas prácticas, pero 

carecen de la suficiente concreción normativa para ofrecer respuestas operativas 

ante situaciones de emergencia climática. 

El estudio cualitativo realizado pone de manifiesto que esta falta de 

desarrollo convencional se explica, en parte, por la novedad relativa de la 

cuestión climática dentro del ámbito de la regulación laboral, así como por la 

dificultad de anticipar con precisión los efectos que determinados fenómenos 

meteorológicos pueden tener sobre actividades productivas muy diversas. 

No obstante, diversos expertos consultados coinciden en señalar que la 

negociación colectiva constituye un instrumento especialmente adecuado para 

abordar este tipo de situaciones, ya que permite adaptar las reglas generales del 

ordenamiento laboral a las características específicas de cada sector, territorio o 

empresa. 

A través de la negociación colectiva es posible establecer criterios claros 

sobre cuestiones como la adaptación temporal de la jornada durante episodios 

de temperaturas extremas, la reorganización de tareas en trabajos al aire libre, 

la suspensión temporal de determinadas actividades en función de los avisos 

meteorológicos oficiales o la definición de procedimientos de comunicación 

interna cuando se produzcan situaciones de riesgo climático. 
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Asimismo, el ámbito de la empresa aparece como un espacio 

especialmente idóneo para desarrollar este tipo de instrumentos, ya que permite 

incorporar variables específicas como la ubicación geográfica del centro de 

trabajo, la naturaleza de la actividad desarrollada o la existencia de determinados 

riesgos territoriales. 

En este sentido, algunos de los expertos participantes en el estudio 

subrayan la conveniencia de que los convenios colectivos establezcan marcos 

generales de actuación, que posteriormente puedan concretarse mediante 

acuerdos de empresa o mediante protocolos específicos adaptados a cada 

centro de trabajo. 

De este modo, la negociación colectiva podría desempeñar un papel 

relevante en la articulación de mecanismos flexibles de adaptación organizativa, 

permitiendo compatibilizar la protección de la seguridad y salud de las personas 

trabajadoras con las necesidades de continuidad de la actividad productiva. 

En definitiva, el estudio pone de manifiesto que la negociación colectiva 

constituye un instrumento clave para avanzar en la integración del riesgo 

climático dentro del sistema laboral, pero también evidencia que su desarrollo en 

este ámbito se encuentra todavía en una fase inicial. 

El fortalecimiento del diálogo social y la incorporación progresiva de 

protocolos convencionales específicos frente a fenómenos meteorológicos 

adversos aparecen, en este sentido, como elementos fundamentales para 

mejorar la capacidad de adaptación del sistema laboral ante los efectos del 

cambio climático. 

 

4.10. Asunción de los costes derivados de los fenómenos 

meteorológicos adversos y el papel del ERTE por fuerza mayor. 

 

Otro de los aspectos críticos identificados en el estudio se refiere a la 

distribución de los costes económicos derivados de la interrupción de la actividad 

laboral como consecuencia de fenómenos meteorológicos adversos. 

El cambio climático está provocando una creciente frecuencia de 

episodios —inundaciones, olas de calor extremas, temporales o incendios— que 

pueden afectar de forma directa a la actividad productiva, ya sea mediante daños 
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en instalaciones, interrupciones de suministros, dificultades de movilidad o 

restricciones impuestas por las autoridades públicas. 

En estos contextos surge inevitablemente la cuestión relativa a quién debe 

asumir los costes económicos derivados de la paralización temporal de la 

actividad o de la imposibilidad de prestar servicios. 

Desde la perspectiva del ordenamiento laboral español, uno de los 

instrumentos jurídicos destinados a afrontar este tipo de situaciones es el 

expediente de regulación temporal de empleo por causa de fuerza mayor, 

regulado actualmente en el artículo 47.6 del Estatuto de los Trabajadores. 

Este mecanismo permite suspender temporalmente los contratos de 

trabajo o reducir la jornada cuando la actividad empresarial se ve afectada por 

acontecimientos imprevisibles o inevitables que escapan al control de la 

empresa, entre los que tradicionalmente se han incluido los fenómenos naturales 

de carácter extraordinario. 

En estos supuestos, el ordenamiento laboral articula un sistema de 

distribución pública de los costes, en el que la empresa puede suspender 

temporalmente la actividad mientras las personas trabajadoras acceden a las 

prestaciones por desempleo correspondientes. 

Sin embargo, el estudio pone de manifiesto que la aplicación de este 

mecanismo no siempre resulta inmediata ni plenamente adaptada a 

determinadas situaciones derivadas de fenómenos meteorológicos adversos. 

En primer lugar, el ERTE por fuerza mayor requiere la acreditación formal 

de la causa y la intervención de la autoridad laboral, lo que implica la tramitación 

de un procedimiento administrativo que puede resultar complejo cuando la 

interrupción de la actividad se produce de forma repentina o durante periodos de 

corta duración. 

En segundo lugar, las entrevistas realizadas evidencian que muchas 

situaciones derivadas de fenómenos climáticos extremos se sitúan en una zona 

intermedia entre la mera dificultad operativa y la imposibilidad total de la 

actividad, lo que genera dudas sobre la procedencia o no de activar este 

mecanismo. 

A esta problemática se añade la reciente introducción del permiso 

retribuido por imposibilidad de acceso al centro de trabajo derivada de 

fenómenos climáticos adversos previsto en el artículo 37.3.g) del Estatuto de los 

Trabajadores. Este instrumento traslada a las empresas la obligación de asumir 
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el coste salarial durante un periodo máximo de cuatro días, lo que introduce una 

cierta tensión con la lógica de socialización del riesgo propia del mecanismo de 

fuerza mayor. 

Diversos expertos consultados señalan que esta coexistencia de 

instrumentos puede generar situaciones de inseguridad jurídica, especialmente 

cuando un fenómeno meteorológico produce efectos progresivos sobre la 

actividad empresarial. Mientras el permiso climático responde a la imposibilidad 

inmediata de desplazamiento de las personas trabajadoras, el ERTE por fuerza 

mayor opera cuando los efectos del fenómeno afectan de forma estructural al 

funcionamiento de la empresa. 

Esta transición entre ambos instrumentos no siempre resulta clara en la 

práctica, lo que plantea interrogantes sobre la distribución equilibrada de los 

costes económicos asociados a los fenómenos climáticos extremos. 

En definitiva, el estudio pone de manifiesto que la creciente incidencia de 

estos fenómenos obliga a replantear el equilibrio existente entre responsabilidad 

empresarial y mecanismos de cobertura pública frente a situaciones de fuerza 

mayor climática, con el fin de garantizar que la protección de las personas 

trabajadoras no genere al mismo tiempo desequilibrios económicos 

desproporcionados para las organizaciones productivas. 

A la vista de los aspectos críticos identificados en el apartado anterior, uno 

de los elementos que ha suscitado mayor debate entre los operadores jurídicos, 

los servicios de prevención y los agentes sociales es la reciente incorporación al 

ordenamiento laboral del permiso retribuido por imposibilidad de acceso al centro 

de trabajo derivada de fenómenos climáticos adversos, introducido en el artículo 

37.3.g) del Estatuto de los Trabajadores. 

Como se ha señalado, la creciente incidencia de fenómenos 

meteorológicos extremos ha obligado al legislador a incorporar instrumentos 

específicos destinados a proteger a las personas trabajadoras cuando las 

condiciones climáticas hacen imposible o inseguro el desplazamiento hasta el 

lugar de trabajo. No obstante, la configuración normativa de esta figura plantea 

numerosas dudas interpretativas y problemas de articulación con otros 

instrumentos del ordenamiento laboral y preventivo. 

El trabajo de campo realizado en el marco de este estudio —a través de 

entrevistas, focus group y encuestas empresariales— pone de manifiesto que el 

denominado “permiso climático” constituye uno de los puntos de mayor fricción 

práctica en la aplicación de la normativa reciente. Las organizaciones 

empresariales, los profesionales de la prevención y los operadores jurídicos 
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coinciden en señalar que la técnica legislativa empleada presenta importantes 

deficiencias sistemáticas, generando incertidumbre respecto a su alcance, a las 

condiciones de su aplicación y a su relación con otras figuras jurídicas existentes 

en el ordenamiento. 

Por este motivo, resulta oportuno dedicar un apartado específico al 

análisis de las principales críticas y problemáticas que esta nueva figura proyecta 

sobre el sistema jurídico-laboral. 
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5. PERMISO RETRIBUIDO EX ART. 

37.3.G) ET: SELECCIÓN DE CRÍTICAS Y 

PROBLEMÁTICAS IDENTIFICADAS. 

 

La introducción de la nueva letra g) en el artículo 37.3 del Estatuto de los 

Trabajadores mediante el Real Decreto-ley 8/2024 constituye una de las 

innovaciones más relevantes del reciente proceso de adaptación del 

ordenamiento laboral a los efectos de los fenómenos climáticos adversos. Esta 

reforma pretende ofrecer una respuesta inmediata a las situaciones en las que 

las personas trabajadoras no pueden acceder al centro de trabajo como 

consecuencia de restricciones o riesgos derivados de episodios meteorológicos 

extremos. 

No obstante, el análisis realizado en el presente estudio pone de 

manifiesto que la configuración normativa de esta figura plantea importantes 

dificultades interpretativas y de articulación sistemática con otros instrumentos 

del ordenamiento jurídico-laboral. Tanto la técnica legislativa empleada como la 

relación de este permiso con otras instituciones —especialmente con la 

suspensión contractual por fuerza mayor o con los mecanismos preventivos 

previstos en la normativa de prevención de riesgos laborales— han suscitado 

numerosas dudas entre los operadores jurídicos, los servicios de prevención y 

las organizaciones empresariales. 

Desde una perspectiva dogmática y sistemática, diversos expertos 

consultados coinciden en señalar que la redacción del precepto presenta zonas 

de indeterminación que pueden generar inseguridad jurídica en su aplicación 

práctica, particularmente en lo que respecta a la determinación de la autoridad 

competente cuyas decisiones activan el permiso, a la delimitación de los 

supuestos de imposibilidad de desplazamiento o a la distribución de los costes 

económicos derivados de su aplicación. 

A partir del análisis realizado, a continuación, se sistematizan las 

principales críticas y problemáticas que esta nueva figura proyecta sobre el 

ordenamiento jurídico-laboral. 
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5.1. Asunción empresarial del coste derivado de un fenómeno cuyas 

consecuencias también sufren las empresas. 

 

Una de las cuestiones que ha generado mayor debate entre los expertos 

consultados en el marco del presente estudio se refiere a la atribución exclusiva 

a la empresa del coste salarial derivado de la imposibilidad de prestación de 

servicios motivada por fenómenos meteorológicos adversos. El artículo 37.3.g) 

del Estatuto de los Trabajadores establece que, en los supuestos en que las 

personas trabajadoras no puedan acceder al centro de trabajo como 

consecuencia de recomendaciones, limitaciones o prohibiciones derivadas de 

fenómenos meteorológicos adversos, tendrán derecho a un permiso retribuido 

de hasta cuatro días. 

Desde una perspectiva dogmática, esta configuración normativa plantea 

ciertas tensiones con el tratamiento tradicional que el ordenamiento jurídico ha 

dispensado a los supuestos de fuerza mayor o acontecimientos catastróficos. En 

estos casos, el sistema laboral ha tendido históricamente a articular mecanismos 

de socialización de los riesgos, mediante instrumentos como los expedientes de 

regulación temporal de empleo por fuerza mayor o determinados mecanismos 

de cobertura pública. Sin embargo, el permiso climático desplaza íntegramente 

sobre la empresa el coste salarial derivado de un fenómeno que tiene un origen 

completamente exógeno a la organización empresarial y cuyas consecuencias 

económicas afectan igualmente a la propia empresa. 

En el trabajo de campo realizado, tanto representantes empresariales 

como técnicos de prevención han señalado que esta solución normativa puede 

generar tensiones especialmente en sectores productivos que desarrollan su 

actividad en territorios con mayor exposición a fenómenos meteorológicos 

extremos. En estos casos, la reiteración de episodios climáticos adversos podría 

traducirse en una acumulación de costes salariales derivados de situaciones que 

escapan completamente al control empresarial. 
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5.2. Amplitud del concepto de “recomendaciones” y su relevancia en el 

ámbito de la prevención de riesgos laborales. 

 

El artículo 37.3.g) del Estatuto de los Trabajadores condiciona la 

activación del permiso retribuido a la existencia de “recomendaciones, 

limitaciones o prohibiciones” emitidas por las autoridades competentes como 

consecuencia de fenómenos meteorológicos adversos. La inclusión del término 

“recomendaciones” ha suscitado diversas dudas interpretativas entre los 

operadores jurídicos y los profesionales del ámbito preventivo, debido a su 

carácter inherentemente abierto y a la ausencia de una definición normativa 

precisa. 

Desde el punto de vista jurídico, las recomendaciones emitidas por 

organismos públicos suelen tener una naturaleza orientativa o preventiva, 

careciendo en principio de la fuerza vinculante propia de las órdenes 

administrativas o de las prohibiciones expresas. Esta circunstancia plantea 

interrogantes acerca de si una recomendación —por ejemplo, evitar 

desplazamientos innecesarios— puede constituir un presupuesto suficiente para 

generar un derecho a la ausencia retribuida y, paralelamente, para imponer 

obligaciones organizativas a las empresas en el ámbito de la prevención de 

riesgos laborales. 

La amplitud del concepto puede generar situaciones en las que diferentes 

empresas o sectores interpreten de manera desigual el alcance de estas 

recomendaciones. En la práctica, algunos operadores consideran que cualquier 

recomendación oficial relativa a la movilidad debería activar automáticamente el 

permiso, mientras que otros entienden que únicamente deberían tener efectos 

jurídicos aquellas comunicaciones que impliquen restricciones formales o 

limitaciones operativas claramente identificables. Esta falta de concreción puede 

dar lugar a criterios de actuación heterogéneos y a posibles conflictos 

interpretativos en la aplicación del precepto. 
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5.3. Interpretación del concepto de “autoridad competente” y referencia a 

los avisos de la AEMET. 

 

La aplicación práctica del permiso retribuido previsto en el artículo 37.3.g) 

del Estatuto de los Trabajadores plantea también dudas relevantes en relación 

con la identificación de la autoridad competente cuyas recomendaciones, 

limitaciones o prohibiciones pueden activar este derecho. El precepto no 

especifica de forma expresa qué organismo o institución debe emitir dichas 

indicaciones, lo que genera una cierta incertidumbre interpretativa para las 

empresas y las personas trabajadoras. 

Esta cuestión adquiere especial relevancia tras la introducción de la 

Disposición Adicional Única del Real Decreto 486/1997, incorporada mediante el 

Real Decreto-ley 4/2023, que reconoce la relevancia de los avisos 

meteorológicos emitidos por la Agencia Estatal de Meteorología (AEMET) en 

relación con la adopción de medidas preventivas frente a fenómenos 

meteorológicos adversos. No obstante, los avisos de la AEMET se basan en 

modelos de predicción meteorológica y en umbrales probabilísticos de riesgo, 

formando parte del sistema de avisos conocido como Meteoalerta, cuyo objetivo 

principal es informar anticipadamente sobre la posible ocurrencia de 

determinados fenómenos. 

Desde el punto de vista jurídico-administrativo, estos avisos tienen 

naturaleza técnica y predictiva, pero no constituyen en sí mismos decisiones 

operativas vinculantes en materia de movilidad o seguridad pública. En el 

sistema español de gestión de emergencias, corresponde generalmente a las 

autoridades de Protección Civil —a nivel estatal, autonómico o local— y a los 

servicios de emergencia (como el 112) valorar el conjunto de circunstancias 

concurrentes y adoptar, en su caso, medidas operativas como restricciones de 

movilidad, recomendaciones específicas a la población o activación de planes 

de emergencia. 

Esta coexistencia de diferentes fuentes de información y decisión puede 

generar dificultades para determinar qué comunicaciones oficiales deben 

considerarse jurídicamente relevantes a efectos de activar el permiso previsto en 

el artículo 37.3.g) ET. En ausencia de una delimitación normativa más precisa, 

empresas y personas trabajadoras pueden enfrentarse a situaciones de 

incertidumbre sobre qué avisos poseen la entidad suficiente para justificar la 

imposibilidad de desplazamiento al centro de trabajo, lo que refuerza la 
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necesidad de criterios interpretativos claros que permitan dotar de mayor 

seguridad jurídica a la aplicación de esta figura. 

 

5.4. Cierre preventivo del centro de trabajo por parte del empresario ante 

un riesgo grave e inminente. 

 

Otra de las cuestiones que plantea dificultades interpretativas en relación 

con el permiso retribuido del artículo 37.3.g) del Estatuto de los Trabajadores se 

refiere a los supuestos en los que es el propio empresario quien decide cerrar 

preventivamente el centro de trabajo ante la previsión de un fenómeno 

meteorológico adverso que pueda generar un riesgo grave e inminente para la 

seguridad de las personas trabajadoras. 

En estos casos, la decisión empresarial suele adoptarse en cumplimiento 

del deber general de protección recogido en el artículo 14 de la Ley de 

Prevención de Riesgos Laborales, que obliga al empresario a garantizar la 

seguridad y la salud de las personas trabajadoras en todos los aspectos 

relacionados con el trabajo. Cuando la previsión meteorológica o la evolución del 

fenómeno permite anticipar una situación de riesgo relevante —por ejemplo, 

inundaciones, temporales de viento extremo o nevadas intensas—, algunas 

empresas optan por paralizar la actividad o cerrar el centro de trabajo con 

carácter preventivo para evitar situaciones de peligro. 

Sin embargo, la normativa actual no resulta del todo clara respecto al 

régimen jurídico aplicable en estos supuestos. La redacción del artículo 37.3.g) 

ET parece diseñada para los casos en los que la persona trabajadora no puede 

desplazarse al centro de trabajo debido a recomendaciones o restricciones 

externas. En cambio, cuando la empresa decide suspender la actividad de 

manera preventiva, no siempre resulta evidente si la ausencia de las personas 

trabajadoras debe encuadrarse dentro del permiso retribuido previsto en dicho 

precepto o si debería aplicarse otro mecanismo jurídico, como la paralización de 

la actividad por riesgo grave e inminente o incluso instrumentos suspensivos de 

carácter colectivo. 

Esta incertidumbre normativa puede generar consecuencias relevantes 

desde el punto de vista organizativo y económico. En particular, algunos expertos 

señalan que la posibilidad de que el cierre preventivo del centro de trabajo 

implique la obligación de asumir íntegramente el coste salarial de la inactividad 

podría desincentivar decisiones empresariales anticipatorias orientadas a la 
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prevención del riesgo, lo que resulta especialmente problemático en contextos 

de fenómenos meteorológicos extremos en los que la anticipación constituye un 

elemento clave de la gestión preventiva. 

 

5.5. Naturaleza del cómputo temporal del permiso y falta de sincronía con 

el ERTE posterior. 

 

Otro de los aspectos que genera incertidumbre en la aplicación práctica 

del permiso retribuido previsto en el artículo 37.3.g) del Estatuto de los 

Trabajadores se refiere a la naturaleza del cómputo temporal de los cuatro días 

de duración máxima del permiso, así como a su relación con los mecanismos 

suspensivos previstos para situaciones de fuerza mayor. 

La norma establece que las personas trabajadoras podrán disfrutar de un 

permiso retribuido “de hasta cuatro días” cuando concurran las circunstancias 

previstas en el precepto. Sin embargo, el legislador no ha precisado si dicho 

cómputo debe entenderse referido a días naturales o a días hábiles, lo que 

introduce un elemento adicional de incertidumbre interpretativa. Esta cuestión no 

es menor, ya que la determinación del tipo de cómputo puede influir de manera 

significativa en la duración efectiva del permiso y en el coste económico que 

debe asumir la empresa. 

A esta indeterminación se suma la relación que el propio precepto 

establece entre el permiso retribuido y la posible activación posterior de un 

expediente de regulación temporal de empleo por fuerza mayor, previsto en el 

artículo 47.6 del Estatuto de los Trabajadores. La norma parece diseñar una 

suerte de transición entre ambos mecanismos: durante los primeros días de 

imposibilidad de desplazamiento operaría el permiso retribuido, mientras que, si 

la situación se prolonga en el tiempo o afecta de forma estructural a la actividad 

empresarial, podría activarse el mecanismo suspensivo del ERTE por fuerza 

mayor. 

No obstante, desde un punto de vista sistemático, ambos instrumentos 

responden a lógicas jurídicas distintas. El permiso climático se vincula 

fundamentalmente a la imposibilidad de desplazamiento de la persona 

trabajadora al centro de trabajo, mientras que el ERTE por fuerza mayor está 

pensado para situaciones en las que la empresa no puede desarrollar su 

actividad con normalidad debido a daños materiales, restricciones 

administrativas o alteraciones graves en la organización productiva derivadas del 
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fenómeno meteorológico. Esta diferencia conceptual puede generar una cierta 

falta de sincronía entre ambas figuras, dificultando la transición entre el permiso 

individual y los mecanismos colectivos de suspensión de la actividad. 

Las personas expertas consultadas en el estudio han señalado que esta 

falta de precisión normativa puede provocar dificultades en la gestión 

empresarial de estos episodios, especialmente cuando los fenómenos 

meteorológicos adversos se prolongan durante varios días o generan efectos 

indirectos sobre la actividad productiva que van más allá de la mera imposibilidad 

de desplazamiento de las personas trabajadoras. 

 

5.6. Delimitación del concepto de riesgo grave e inminente: relación entre 

el artículo 37.3.g) ET y el artículo 21.2 de la LPRL. 

 

La introducción del permiso retribuido del artículo 37.3.g) del Estatuto de 

los Trabajadores plantea también cuestiones interpretativas relevantes en 

relación con la figura del riesgo grave e inminente regulada en el artículo 21 de 

la Ley de Prevención de Riesgos Laborales. 

El nuevo permiso climático parece configurado fundamentalmente para 

situaciones en las que la persona trabajadora no puede desplazarse hasta el 

centro de trabajo como consecuencia de restricciones, limitaciones o 

recomendaciones derivadas de un fenómeno meteorológico adverso. En este 

sentido, el supuesto de hecho que activa el permiso se sitúa, esencialmente, en 

la fase previa al inicio de la prestación laboral, es decir, en el ámbito del 

desplazamiento al trabajo. 

Sin embargo, cuando la persona trabajadora ya se encuentra en el centro 

de trabajo o ha iniciado su jornada laboral en el momento en que se produce o 

se agrava el fenómeno meteorológico adverso, la figura jurídica que debe operar 

no sería el permiso del artículo 37.3.g) ET, sino el derecho de paralización de la 

actividad por riesgo grave e inminente previsto en el artículo 21 de la LPRL. Este 

precepto reconoce a las personas trabajadoras el derecho a interrumpir su 

actividad y abandonar el lugar de trabajo cuando consideren que existe un riesgo 

grave e inminente para su vida o su salud. 

La coexistencia de ambas figuras obliga, por tanto, a establecer una 

delimitación clara entre sus respectivos ámbitos de aplicación. Mientras que el 

permiso climático actúa como un mecanismo de protección frente a situaciones 
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que impiden o desaconsejan el desplazamiento al trabajo, el artículo 21 de la 

LPRL se proyecta sobre situaciones de peligro que se manifiestan o se 

intensifican durante la prestación efectiva de servicios. 

Esta distinción no resulta meramente teórica, sino que posee importantes 

consecuencias prácticas. En particular, permite clarificar qué mecanismos de 

protección deben activarse en cada momento y cuáles son las responsabilidades 

que pueden derivarse para la empresa en caso de exposición de las personas 

trabajadoras a situaciones de riesgo derivadas de fenómenos meteorológicos 

extremos. La correcta articulación entre ambas figuras resulta, por tanto, 

esencial para garantizar una aplicación coherente del sistema de protección 

previsto en el ordenamiento laboral y preventivo. 

 

5.7. Responsabilidad por accidentes sufridos durante el desplazamiento al 

centro de trabajo o desde este. 

 

La regulación del permiso retribuido previsto en el artículo 37.3.g) del 

Estatuto de los Trabajadores plantea también interrogantes relevantes en 

relación con la responsabilidad derivada de accidentes sufridos durante el 

desplazamiento al centro de trabajo o desde este, especialmente en contextos 

de fenómenos meteorológicos adversos. 

En el ordenamiento laboral español, los accidentes que se producen 

durante el desplazamiento habitual entre el domicilio de la persona trabajadora 

y el centro de trabajo pueden calificarse como accidentes de trabajo in itinere, 

siempre que concurran los requisitos establecidos por la jurisprudencia 

consolidada del Tribunal Supremo. Entre estos requisitos se encuentran la 

existencia de una conexión directa entre el desplazamiento y la actividad laboral, 

la utilización de un itinerario habitual y la ausencia de interrupciones relevantes 

que rompan el nexo causal con el trabajo. 

La aparición de fenómenos meteorológicos adversos introduce, sin 

embargo, una variable adicional en la valoración de estas situaciones. Cuando 

existen avisos meteorológicos, recomendaciones oficiales de evitar 

desplazamientos o incluso restricciones de movilidad, la exigencia empresarial 

de presencia física en el centro de trabajo puede generar situaciones en las que 

el desplazamiento se realiza en condiciones objetivamente más peligrosas. En 

estos supuestos, surge la cuestión de si la empresa podría llegar a asumir algún 
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tipo de responsabilidad adicional cuando la persona trabajadora sufre un 

accidente durante el trayecto. 

Desde una perspectiva preventiva, algunos expertos consultados en el 

estudio señalan que la existencia de alertas meteorológicas o recomendaciones 

oficiales que desaconsejan la movilidad debería ser tenida en cuenta por las 

empresas a la hora de valorar la conveniencia de mantener la actividad 

presencial o de adoptar medidas organizativas alternativas, como la 

flexibilización de horarios, el teletrabajo o la suspensión temporal de la actividad. 

La correcta gestión de estas situaciones no solo tiene implicaciones en términos 

de organización del trabajo, sino también en relación con el deber general de 

protección que incumbe al empresario en materia de seguridad y salud laboral. 

En consecuencia, la interacción entre el permiso climático, el régimen 

jurídico del accidente in itinere y las obligaciones empresariales en materia de 

prevención de riesgos laborales constituye uno de los ámbitos donde pueden 

surgir mayores controversias interpretativas en la aplicación práctica de la nueva 

regulación. 

 

5.8. Falta de inclusión del personal funcionario y ausencia de previsión 

equivalente en el Estatuto Básico del Empleado Público 

 

Otro de los aspectos problemáticos identificados en el análisis del permiso 

retribuido previsto en el artículo 37.3.g) del Estatuto de los Trabajadores se 

refiere a su limitación subjetiva al ámbito de las relaciones laborales reguladas 

por el propio Estatuto de los Trabajadores, sin que exista hasta la fecha una 

previsión equivalente en el ámbito del empleo público. 

La redacción del precepto circunscribe su aplicación a las personas 

trabajadoras por cuenta ajena incluidas en el ámbito del derecho laboral común, 

lo que deja fuera de su cobertura al personal funcionario y estatutario al servicio 

de las Administraciones Públicas. Esta circunstancia resulta especialmente 

relevante si se tiene en cuenta que los fenómenos meteorológicos adversos que 

pueden impedir o dificultar el acceso al lugar de trabajo afectan por igual a las 

personas que prestan servicios en el sector público y en el sector privado. 

En el marco del empleo público, la norma de referencia es el Estatuto 

Básico del Empleado Público (EBEP), que regula los derechos, deberes y 

condiciones de trabajo del personal funcionario y del personal laboral de las 
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administraciones públicas. Sin embargo, hasta el momento no se ha incorporado 

en este texto una previsión específica equivalente al permiso climático previsto 

en el Estatuto de los Trabajadores, lo que genera una cierta asimetría normativa 

entre ambos regímenes jurídicos 

Esta ausencia de regulación puede dar lugar a situaciones en las que las 

administraciones públicas deban gestionar este tipo de episodios recurriendo a 

instrumentos organizativos generales —como la flexibilización de horarios, la 

autorización de trabajo a distancia o la concesión de permisos ordinarios— sin 

contar con una figura jurídica específica que aborde de forma directa las 

situaciones derivadas de fenómenos meteorológicos adversos. 

Desde la perspectiva de la coherencia del ordenamiento jurídico, diversos 

expertos han señalado la conveniencia de que el legislador valore la posible 

incorporación de una regulación análoga en el ámbito del empleo público, con el 

fin de garantizar un tratamiento más homogéneo de estas situaciones y evitar 

divergencias entre el régimen aplicable a las personas trabajadoras del sector 

privado y el correspondiente al personal al servicio de las administraciones 

públicas. 

 

5.9. Personal laboral de la Administración Pública y gestión de los servicios 

esenciales. 

 

La problemática relativa al ámbito subjetivo de aplicación del permiso 

climático adquiere una dimensión adicional cuando se analiza su posible 

aplicación en relación con el personal laboral al servicio de las administraciones 

públicas, especialmente en aquellos sectores vinculados a la prestación de 

servicios esenciales para la comunidad 

A diferencia del personal funcionario —que se rige por el Estatuto Básico 

del Empleado Público— el personal laboral de las administraciones públicas se 

encuentra formalmente incluido dentro del ámbito de aplicación del Estatuto de 

los Trabajadores, lo que en principio permitiría la aplicación del permiso previsto 

en el artículo 37.3.g) ET. No obstante, esta aplicación plantea ciertas dificultades 

cuando se trata de puestos de trabajo cuya actividad resulta imprescindible para 

garantizar la continuidad de servicios públicos básicos. 

En situaciones de emergencia climática, determinados colectivos 

profesionales desempeñan funciones que resultan esenciales para la seguridad 
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y el bienestar de la población. Entre ellos pueden mencionarse, entre otros, el 

personal sanitario, los servicios de emergencia y protección civil, los cuerpos de 

seguridad, los servicios de mantenimiento de infraestructuras críticas o aquellos 

vinculados al suministro de energía, agua o alimentos. En estos casos, la 

prestación del servicio puede resultar especialmente necesaria precisamente en 

los momentos en los que se producen fenómenos meteorológicos adversos. 

La regulación actual del permiso climático no establece un régimen 

específico para estos supuestos, ni contempla expresamente excepciones o 

mecanismos de adaptación que permitan compatibilizar el ejercicio del derecho 

al permiso con la necesidad de garantizar la continuidad de determinados 

servicios esenciales. Esta ausencia de previsión normativa puede generar 

situaciones complejas desde el punto de vista organizativo, en las que las 

administraciones públicas deban equilibrar la protección de las personas 

trabajadoras con la obligación de asegurar la prestación de servicios 

indispensables para la comunidad. 

En este sentido, diversas personas expertas consultadas en el marco del 

estudio han señalado la conveniencia de que el desarrollo normativo o la 

negociación colectiva aborden con mayor detalle la gestión de estos supuestos 

específicos, estableciendo criterios claros que permitan conciliar 

adecuadamente la protección de la seguridad de las personas trabajadoras con 

la continuidad de los servicios esenciales en contextos de emergencia climática. 

 

5.10. Personas trabajadoras por cuenta ajena con puestos de trabajo 

imprescindibles para el mantenimiento de la comunidad. 

 

La problemática relativa a la continuidad de los servicios esenciales no se 

limita únicamente al ámbito del empleo público, sino que también afecta a 

numerosas personas trabajadoras por cuenta ajena que desarrollan su actividad 

en empresas privadas cuya función resulta esencial para el funcionamiento de la 

sociedad 

En determinados sectores productivos existen puestos de trabajo cuya 

actividad resulta imprescindible para garantizar el mantenimiento de 

infraestructuras críticas o el suministro de bienes y servicios básicos. Entre ellos 

pueden citarse, por ejemplo, el personal vinculado al suministro energético, al 

transporte de mercancías esenciales, a las telecomunicaciones, a la gestión de 



   
 

148 

 

infraestructuras estratégicas, al abastecimiento alimentario o al mantenimiento 

de redes de agua y saneamiento. En muchas ocasiones, precisamente durante 

episodios de fenómenos meteorológicos adversos estos servicios adquieren una 

relevancia aún mayor para la protección de la población y el funcionamiento de 

la economía. 

Sin embargo, la regulación del permiso retribuido del artículo 37.3.g) del 

Estatuto de los Trabajadores no contempla expresamente criterios específicos 

para estos supuestos, ni introduce mecanismos que permitan modular su 

aplicación cuando el puesto de trabajo desempeñado resulte imprescindible para 

el mantenimiento de servicios básicos para la comunidad. Esta ausencia de 

previsión normativa puede generar tensiones entre el ejercicio del derecho 

individual al permiso y la necesidad de garantizar la continuidad de determinadas 

actividades estratégicas. 

Desde el punto de vista organizativo, algunas empresas ya cuentan con 

protocolos internos de actuación frente a situaciones de emergencia que 

identifican los puestos críticos cuya presencia puede resultar necesaria incluso 

en contextos de fenómenos meteorológicos adversos. No obstante, la regulación 

legal actual no establece un marco claro que permita articular de forma 

homogénea este tipo de situaciones, lo que puede generar dificultades en la 

gestión práctica de las plantillas y en la adopción de decisiones organizativas 

durante episodios de emergencia climática. 

Diversos expertos consultados en el marco del estudio han señalado, por 

ello, la conveniencia de que la normativa o la negociación colectiva incorporen 

criterios que permitan identificar y regular de manera más precisa estos 

supuestos, conciliando adecuadamente el derecho de las personas trabajadoras 

a la protección frente a riesgos derivados de fenómenos meteorológicos 

adversos con la necesidad de garantizar la continuidad de determinados 

servicios esenciales para la sociedad. 

 

5.11. Escaso margen de regulación por parte de la negociación colectiva. 

 

Otro de los aspectos señalados durante el análisis realizado se refiere al 

limitado margen de adaptación que la regulación del permiso climático deja a la 

negociación colectiva. La redacción del artículo 37.3.g) del Estatuto de los 

Trabajadores establece un régimen jurídico relativamente cerrado, que define 
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tanto el supuesto de hecho como la duración máxima del permiso y sus 

condiciones básicas de aplicación. 

Esta configuración normativa reduce, en cierta medida, la capacidad de 

los convenios colectivos para modular o adaptar la gestión de estas situaciones 

a las particularidades de cada sector productivo o territorio. Sin embargo, la 

experiencia práctica demuestra que los efectos de los fenómenos 

meteorológicos adversos pueden variar significativamente en función de factores 

como la actividad económica, la localización geográfica de los centros de trabajo 

o la propia organización del proceso productivo. 

En determinados sectores —especialmente aquellos con una fuerte 

dependencia de factores climáticos o con una elevada dispersión territorial de 

los centros de trabajo— podrían resultar útiles soluciones organizativas más 

flexibles. Entre ellas cabe mencionar la posibilidad de establecer protocolos 

sectoriales de actuación, mecanismos de recuperación posterior de horas de 

trabajo, sistemas de redistribución de la jornada o criterios específicos para la 

activación del teletrabajo en situaciones de emergencia climática. 

No obstante, la configuración actual del permiso limita la capacidad de los 

agentes sociales para introducir este tipo de ajustes a través de la negociación 

colectiva. En este sentido, algunas personas expertas consultadas en el estudio 

han señalado la conveniencia de que el desarrollo futuro de esta materia permita 

un mayor margen de intervención de la autonomía colectiva, de modo que los 

convenios colectivos puedan desempeñar un papel más activo en la adaptación 

de las medidas de protección frente a fenómenos meteorológicos adversos a las 

realidades específicas de cada sector o actividad. 

 

5.12. Complejidad en la justificación del permiso retribuido. 

 

La aplicación práctica del permiso previsto en el artículo 37.3.g) del 

Estatuto de los Trabajadores plantea también dificultades relevantes en relación 

con la justificación de la imposibilidad de acceso al centro de trabajo por parte 

de la persona trabajadora. 

La norma establece que el permiso podrá ejercerse cuando la persona 

trabajadora no pueda acceder al centro de trabajo como consecuencia de 

recomendaciones, limitaciones o prohibiciones derivadas de fenómenos 
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meteorológicos adversos. Sin embargo, el precepto no concreta qué tipo de 

acreditación o justificación debe aportar la persona trabajadora para demostrar 

dicha imposibilidad, ni define con precisión los criterios que permiten determinar 

cuándo un desplazamiento resulta objetivamente inviable o excesivamente 

peligroso. 

En la práctica, pueden darse situaciones muy diversas. Por ejemplo, 

puede existir una recomendación general de evitar desplazamientos, pero sin 

una prohibición formal de movilidad; pueden producirse cortes puntuales de 

carreteras o de infraestructuras de transporte que afectan solo a determinadas 

zonas; o pueden darse circunstancias en las que el desplazamiento resulta 

extremadamente difícil o peligroso sin que exista una restricción administrativa 

expresa. En estos escenarios, la valoración de si concurren o no las condiciones 

que justifican el permiso puede resultar compleja. 

Esta falta de concreción normativa puede generar conflictos 

interpretativos entre empresas y personas trabajadoras, especialmente cuando 

las organizaciones empresariales consideran que el acceso al centro de trabajo 

sigue siendo posible, mientras que la persona trabajadora entiende que las 

condiciones de desplazamiento implican un riesgo relevante. Como han 

señalado diversas personas expertas consultadas en el marco del estudio, esta 

situación puede dar lugar a un incremento de la litigiosidad en el orden 

jurisdiccional social, especialmente en relación con la valoración de las 

circunstancias concretas que rodean cada caso. 

En este contexto, algunos especialistas consideran que la elaboración de 

protocolos internos de actuación o la regulación de criterios orientativos a través 

de la negociación colectiva podría contribuir a dotar de mayor seguridad jurídica 

a la aplicación de este permiso, facilitando tanto a las empresas como a las 

personas trabajadoras la gestión de estas situaciones. 

 

5.13. Trabajo a distancia durante el periodo de emergencia y su relación 

con la Ley 10/2021, de trabajo a distancia. 

 

El artículo 37.3.g) del Estatuto de los Trabajadores establece que el 

permiso retribuido no resultará aplicable cuando la prestación laboral pueda 

desarrollarse mediante trabajo a distancia, siempre que la naturaleza de la 

actividad lo permita y se garantice la continuidad de la prestación de servicios. 
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Esta previsión introduce un elemento de flexibilidad organizativa que pretende 

evitar la paralización innecesaria de la actividad empresarial cuando existan 

medios técnicos que permitan la realización del trabajo desde el domicilio u otro 

lugar distinto del centro de trabajo. 

No obstante, la aplicación práctica de esta solución plantea determinadas 

dificultades cuando se analiza su relación con el régimen jurídico del trabajo a 

distancia establecido en la Ley 10/2021, de 9 de julio, de trabajo a distancia. Esta 

norma configura el teletrabajo como una modalidad de organización del trabajo 

que requiere, con carácter general, la formalización de un acuerdo específico 

entre empresa y persona trabajadora, así como el cumplimiento de determinadas 

obligaciones formales y materiales, entre ellas la dotación de medios, equipos y 

herramientas necesarias para el desarrollo de la actividad, así como la 

compensación de los gastos derivados de esta modalidad de trabajo. 

La exigencia estricta de estos requisitos puede resultar poco compatible 

con situaciones excepcionales y sobrevenidas, como las derivadas de 

fenómenos meteorológicos adversos que impiden el acceso temporal al centro 

de trabajo durante un periodo limitado. En estos supuestos, el trabajo a distancia 

se plantea más bien como una solución organizativa puntual y de carácter 

transitorio, destinada a garantizar la continuidad de la actividad durante 

episodios concretos de emergencia climática. 

Diversos expertos consultados en el marco del estudio han señalado que 

la aplicación literal de todas las exigencias previstas en la Ley 10/2021 podría 

generar dificultades operativas para las empresas cuando se trate de activar el 

trabajo a distancia de manera inmediata y por un periodo muy breve. En este 

sentido, algunos especialistas consideran que sería conveniente avanzar hacia 

criterios interpretativos más flexibles o mecanismos específicos para situaciones 

de emergencia, que permitan utilizar el trabajo a distancia como herramienta de 

gestión temporal sin necesidad de cumplir íntegramente todos los requisitos 

previstos para los supuestos ordinarios de teletrabajo estructural. 

En definitiva, la relación entre el permiso climático y la posibilidad de 

recurrir al trabajo a distancia pone de manifiesto la necesidad de articular 

soluciones organizativas que permitan compatibilizar la protección de la 

seguridad de las personas trabajadoras con la continuidad de la actividad 

productiva en contextos de fenómenos meteorológicos adversos. 

A la vista del análisis normativo desarrollado en los capítulos anteriores, 

así como de los resultados obtenidos a través del trabajo de campo realizado —

encuestas dirigidas al tejido empresarial, sesiones de focus group con 
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profesionales del ámbito preventivo y entrevistas con agentes institucionales y 

expertos— es posible identificar una serie de patrones comunes, deficiencias 

estructurales y retos emergentes en la gestión de los riesgos derivados del 

cambio climático en el ámbito laboral. 

El estudio ha permitido, por un lado, examinar el marco jurídico vigente, 

poniendo de manifiesto las principales tensiones interpretativas que plantea la 

incorporación del riesgo climático al sistema de prevención de riesgos laborales. 

Por otro lado, la investigación cualitativa ha aportado una visión práctica de las 

dificultades que afrontan las empresas, los servicios de prevención y las 

administraciones públicas en la gestión de fenómenos meteorológicos adversos 

cada vez más frecuentes e intensos. 

De este modo, el conjunto de evidencias obtenidas —tanto desde la 

perspectiva científica y climática como desde el análisis jurídico y la experiencia 

práctica de los distintos actores implicados— permite formular una serie de 

conclusiones generales sobre el estado actual del sistema preventivo frente al 

cambio climático, así como identificar las principales carencias regulatorias, 

organizativas e institucionales que condicionan su eficacia. 

A continuación, se exponen las principales conclusiones derivadas de la 

presente investigación. 

 

6.CONCLUSIONES. 

 

La presente investigación ha puesto de manifiesto que el cambio climático 

constituye uno de los desafíos más complejos y urgentes que afronta el sistema 

de prevención de riesgos laborales en la Comunitat Valenciana. Lejos de tratarse 

de una amenaza futura o hipotética, los datos científicos analizados demuestran 

que el territorio valenciano está experimentando ya transformaciones profundas 

y sostenidas en su clima, con consecuencias directas y verificables sobre las 

condiciones de trabajo, la salud de las personas trabajadoras y la viabilidad de 

sectores económicos estratégicos. 
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6.1. Evidencia científica consolidada del impacto climático en la 

Comunitat Valenciana. 

 

Como ya se ha indicado y analizado a lo largo del presente informe, la 

Comunitat Valenciana se encuentra entre los territorios europeos más 

vulnerables a los efectos del cambio climático. Esta especial vulnerabilidad 

responde no solo a su localización geográfica en el Mediterráneo occidental —

región identificada por la literatura científica como uno de los principales hotspots 

climáticos del continente— sino también a factores estructurales como la 

fragilidad de determinados ecosistemas, la elevada presión urbanística sobre el 

litoral y la creciente escasez de recursos hídricos en amplias zonas del territorio. 

En este sentido, los datos meteorológicos disponibles confirman 

tendencias inequívocas de calentamiento. Así, el año 2025 registró una 

temperatura media 1,1°C superior al promedio del periodo de referencia 1991-

2020, situándose como el tercer año más cálido desde el inicio de la serie 

histórica en 1961, empatado con el año 2024. No resulta casual, además, que 

los once años más cálidos de toda la serie histórica se concentren en el siglo 

XXI, lo que evidencia una aceleración del fenómeno climático sin precedentes 

en los registros disponibles. 

A mayor abundamiento, esta transformación térmica se acompaña de 

alteraciones profundas en el ciclo hidrológico del territorio valenciano. Se 

observa una dualidad climática cada vez más marcada: por un lado, una 

tendencia hacia la sequía estructural en las zonas del interior, caracterizada por 

una reducción sostenida de las precipitaciones anuales y una creciente presión 

sobre los recursos hídricos; por otro, una mayor frecuencia e intensidad de 

episodios de lluvias torrenciales concentrados en la franja costera, 

especialmente durante temporales de levante. 

Esta combinación incrementa simultáneamente el riesgo de escasez 

hídrica crónica y de inundaciones repentinas, fenómeno que quedó 

dramáticamente evidenciado durante la DANA de octubre de 2024, cuando en 

determinadas localidades se registraron precipitaciones superiores a los 400 

litros por metro cuadrado en apenas ocho horas, superando ampliamente los 

umbrales tradicionales de diseño de infraestructuras hidráulicas y urbanas. 

Asimismo, los ecosistemas terrestres y marinos valencianos muestran 

signos igualmente inequívocos de estrés climático. Entre ellos destacan la 
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regresión de especies vegetales exigentes en humedad, progresivamente 

sustituidas por especies termófilas más resistentes a condiciones de aridez; la 

desaparición local de especies vinculadas a microhábitats húmedos; episodios 

de blanqueamiento de corales y gorgonias en reservas marinas como 

consecuencia del aumento de la temperatura del agua; la proliferación de 

especies invasoras de origen subtropical favorecida por el incremento térmico; y 

los procesos de acidificación marina derivados de la absorción de CO₂ 

atmosférico. 

En paralelo, los incendios forestales han evolucionado hacia patrones de 

mayor intensidad y complejidad, descritos por la literatura especializada como 

incendios de quinta generación, caracterizados por su elevada capacidad de 

propagación y por la dificultad para ser controlados mediante los dispositivos 

convencionales de extinción. Ejemplos recientes de esta evolución pueden 

encontrarse en los grandes incendios registrados en Vall d’Ebo (2022), Bejís 

(2022), Villanueva de Viver (2023) y Cofrentes (2025). 

En síntesis, la evidencia científica disponible confirma de manera 

consistente que la Comunitat Valenciana se enfrenta a un proceso de 

transformación climática estructural, caracterizado por el incremento sostenido 

de las temperaturas medias, la intensificación de episodios meteorológicos 

extremos y la alteración profunda de los equilibrios hidrológicos y ecológicos del 

territorio. Este contexto no solo afecta a los ecosistemas y a las infraestructuras, 

sino que incide directamente en la seguridad, la salud y las condiciones de vida 

y trabajo de la población, reforzando la necesidad de integrar el riesgo climático 

como variable estructural en la planificación normativa, territorial y preventiva de 

la Comunitat Valenciana. 

 

6.2. El aumento de las temperaturas, las lluvias torrenciales y los 

temporales de viento y marítimos como principales fenómenos 

meteorológicos adversos en la Comunitat Valenciana. 

 

El análisis conjunto de la información científica disponible, de los datos 

meteorológicos históricos y de las aportaciones recogidas durante el trabajo de 

campo realizado en el marco de esta investigación permite identificar con 

claridad cuáles son los fenómenos meteorológicos adversos que presentan un 

mayor impacto potencial sobre el territorio y sobre el entorno laboral de la 

Comunitat Valenciana. Entre ellos destacan, de forma particularmente 
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significativa, el incremento sostenido de las temperaturas y de las olas de calor, 

la creciente intensidad de los episodios de lluvias torrenciales y el aumento de 

los temporales de viento y marítimos. 

En primer lugar, el aumento de las temperaturas constituye el fenómeno 

climático más generalizado y persistente que afecta al territorio valenciano. La 

tendencia al alza de las temperaturas medias anuales se acompaña, además, 

de una mayor frecuencia, duración e intensidad de las olas de calor, lo que 

incrementa significativamente el riesgo de estrés térmico en el ámbito laboral. 

Este fenómeno resulta especialmente relevante en aquellos sectores cuya 

actividad se desarrolla al aire libre o en entornos expuestos a condiciones 

ambientales adversas, como la agricultura, la construcción, el transporte, los 

trabajos forestales o determinadas actividades logísticas. 

El estrés térmico derivado de temperaturas extremas no solo afecta al 

bienestar de las personas trabajadoras, sino que puede provocar consecuencias 

graves sobre la salud, tales como deshidratación, golpes de calor, agotamiento 

térmico o agravamiento de patologías cardiovasculares y respiratorias. 

Asimismo, el calor extremo incide directamente sobre la capacidad física y 

cognitiva de las personas, reduciendo la concentración, aumentando la fatiga y 

elevando la probabilidad de errores humanos y accidentes laborales. En este 

sentido, diversos estudios científicos han constatado una correlación significativa 

entre episodios de temperaturas extremas y el incremento de la siniestralidad 

laboral en determinados sectores productivos. 

Junto al incremento térmico, otro de los fenómenos meteorológicos 

adversos con mayor impacto en la Comunitat Valenciana lo constituyen las 

lluvias torrenciales asociadas a episodios de inestabilidad atmosférica 

mediterránea. Estos episodios, frecuentemente vinculados a depresiones 

aisladas en niveles altos (DANA) o a temporales de Levante, pueden generar 

precipitaciones extremadamente intensas en periodos de tiempo muy reducidos, 

provocando inundaciones súbitas, desbordamientos de barrancos y graves 

afectaciones a infraestructuras urbanas, industriales y de transporte. 

Las consecuencias de estos fenómenos no se limitan al ámbito territorial 

o urbanístico, sino que tienen también una incidencia directa sobre el desarrollo 

de la actividad laboral. Las inundaciones repentinas pueden impedir el acceso a 

los centros de trabajo, afectar gravemente a instalaciones productivas, 

interrumpir cadenas logísticas o generar situaciones de riesgo grave e inminente 

para las personas trabajadoras. Asimismo, las lluvias torrenciales pueden 

provocar desprendimientos, deslizamientos de terreno o deterioro de 
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infraestructuras viarias, dificultando los desplazamientos laborales y 

aumentando el riesgo de accidentes in itinere. 

A ello se suman los temporales de viento y marítimos, cuya intensidad y 

frecuencia han mostrado también una tendencia creciente en las últimas 

décadas. Estos fenómenos pueden afectar de forma significativa a actividades 

portuarias, operaciones logísticas, trabajos en altura, infraestructuras 

energéticas o instalaciones industriales situadas en zonas expuestas. Las rachas 

de viento intenso pueden comprometer la estabilidad de estructuras temporales, 

grúas, andamios o cubiertas industriales, incrementando el riesgo de accidentes 

laborales y de daños materiales. 

En el caso de los temporales marítimos, su impacto resulta 

particularmente relevante en un territorio con una extensa franja litoral y una 

elevada concentración de actividades económicas vinculadas al mar, como el 

transporte marítimo, la pesca, el turismo o determinadas infraestructuras 

portuarias y logísticas. El aumento de la intensidad del oleaje y de los temporales 

costeros puede afectar a puertos, paseos marítimos, instalaciones industriales 

costeras y zonas urbanas próximas al litoral, generando situaciones de riesgo 

para trabajadores y usuarios. 

En conjunto, estos tres fenómenos —olas de calor, lluvias torrenciales y 

temporales de viento y marítimos— configuran el núcleo principal de los riesgos 

climáticos emergentes que afectan al territorio valenciano y que, de forma 

creciente, condicionan el desarrollo de la actividad económica y laboral. Su 

carácter recurrente y su creciente intensidad obligan a replantear los modelos 

tradicionales de gestión preventiva, incorporando de forma sistemática la 

variable climática en la planificación de la seguridad y salud en el trabajo. 

 

Por todo ello, resulta imprescindible que las políticas públicas, los 

instrumentos normativos y los sistemas de prevención de riesgos laborales 

evolucionen para integrar de manera efectiva estos fenómenos dentro de las 

evaluaciones de riesgos, los planes de emergencia y las estrategias de 

adaptación al cambio climático. Solo mediante una adecuada anticipación y 

planificación preventiva será posible reducir los impactos que estos fenómenos 

meteorológicos adversos pueden generar sobre las personas trabajadoras y 

sobre el tejido productivo de la Comunitat Valenciana. 
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6.3. Deficiencias en las infraestructuras públicas y privadas para 

adaptarlas a la presión creciente de los fenómenos meteorológicos 

adversos. 

 

Otra de las conclusiones relevantes que se desprenden del análisis 

realizado en el presente estudio se refiere a la existencia de importantes 

deficiencias estructurales en las infraestructuras públicas y privadas para 

adaptarse a la creciente intensidad y frecuencia de los fenómenos 

meteorológicos adversos que afectan al territorio de la Comunitat Valenciana. 

Estas carencias no solo se manifiestan en el ámbito de las infraestructuras 

urbanas y territoriales, sino que inciden directamente en la seguridad de los 

centros de trabajo, en la continuidad de las actividades productivas y en la 

protección efectiva de las personas trabajadoras frente a situaciones de 

emergencia climática. 

En primer lugar, numerosas infraestructuras hidráulicas, redes de drenaje 

urbano y sistemas de evacuación de aguas pluviales fueron diseñados con 

parámetros hidrológicos que ya no se corresponden con la realidad climática 

actual. La intensificación de los episodios de lluvias torrenciales, con 

precipitaciones extremadamente concentradas en periodos muy breves, ha 

puesto de manifiesto las limitaciones de estos sistemas para absorber 

volúmenes de agua muy superiores a los previstos en su diseño original. Como 

consecuencia, episodios de lluvia intensa generan con mayor frecuencia 

inundaciones repentinas que afectan tanto a zonas urbanas como a áreas 

industriales y logísticas. 

Esta situación resulta particularmente preocupante en numerosos 

polígonos industriales y áreas empresariales de la Comunitat Valenciana, que en 

muchos casos fueron desarrollados sin incorporar criterios avanzados de 

planificación hidrológica o adaptación climática. La ubicación de determinadas 

áreas productivas en zonas potencialmente inundables, la insuficiente capacidad 

de las redes de drenaje o la falta de infraestructuras de laminación de avenidas 

incrementan significativamente la vulnerabilidad de estos espacios frente a 

episodios de precipitaciones extremas. 

Asimismo, las infraestructuras de transporte —carreteras, accesos a 

áreas industriales, redes ferroviarias o instalaciones logísticas— presentan en 

determinados casos limitaciones que dificultan la movilidad segura durante 
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fenómenos meteorológicos adversos. Cortes de carreteras, deterioro del firme, 

acumulación de agua en tramos críticos o deslizamientos de terreno pueden 

impedir el acceso a los centros de trabajo o generar situaciones de riesgo para 

las personas trabajadoras durante sus desplazamientos laborales. 

Las infraestructuras energéticas y de suministro también pueden verse 

comprometidas durante episodios climáticos extremos. Temporales de viento, 

inundaciones o incendios forestales pueden afectar a redes eléctricas, sistemas 

de telecomunicaciones o instalaciones de abastecimiento, generando 

interrupciones en el suministro que repercuten directamente en el 

funcionamiento de los centros de trabajo y en la seguridad de las instalaciones 

productivas. 

A estas deficiencias en las infraestructuras públicas se suman igualmente 

determinadas carencias en las infraestructuras privadas y en la configuración 

física de numerosos centros de trabajo. Muchos edificios industriales, naves 

logísticas o instalaciones productivas fueron diseñados en contextos climáticos 

distintos, sin considerar adecuadamente los riesgos asociados a temperaturas 

extremas, inundaciones o eventos meteorológicos severos. La insuficiente 

adaptación de cubiertas, sistemas de ventilación, protecciones frente al calor o 

medidas de drenaje puede agravar los efectos de los fenómenos climáticos sobre 

las condiciones de trabajo. 

En este sentido, el trabajo de campo desarrollado en el marco del estudio 

ha permitido constatar que muchas empresas perciben la creciente 

vulnerabilidad de sus instalaciones frente a fenómenos meteorológicos 

extremos, pero se enfrentan a importantes dificultades técnicas y económicas 

para acometer las adaptaciones necesarias. La modernización de 

infraestructuras, la mejora de sistemas de climatización, la adecuación de 

espacios de trabajo o la implantación de medidas de protección frente a 

inundaciones requieren inversiones significativas que no siempre resultan 

fácilmente asumibles, especialmente en instalaciones antiguas o en sectores con 

márgenes económicos limitados. 

En consecuencia, la adaptación de las infraestructuras al nuevo contexto 

climático se configura como uno de los retos fundamentales para garantizar la 

resiliencia del tejido productivo valenciano. Esta adaptación no puede recaer 

exclusivamente en la iniciativa individual de las empresas, sino que requiere una 

planificación coordinada entre administraciones públicas, agentes económicos y 

operadores del sistema preventivo, con el fin de impulsar políticas de adaptación 

territorial que integren criterios de seguridad climática en el diseño y 

modernización de infraestructuras públicas y privadas. 
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En definitiva, las deficiencias detectadas en las infraestructuras 

constituyen un factor que amplifica los efectos de los fenómenos meteorológicos 

adversos sobre el entorno laboral. La mejora de la resiliencia de estas 

infraestructuras se presenta, por tanto, como una condición imprescindible para 

reforzar la capacidad de respuesta del sistema productivo frente a los desafíos 

que plantea el cambio climático en la Comunitat Valenciana. 

 

6.4. Insuficiente avance legislativo y elevado grado de inseguridad 

jurídica. 

 

El análisis desarrollado a lo largo del presente estudio pone de manifiesto 

que, pese a las novedades normativas recientes, el marco jurídico vigente 

presenta todavía importantes limitaciones para abordar de forma adecuada los 

riesgos laborales derivados del cambio climático y de los fenómenos 

meteorológicos adversos. En efecto, el ordenamiento jurídico español ha 

comenzado a incorporar progresivamente la variable climática dentro del sistema 

de prevención de riesgos laborales, especialmente tras la aprobación del Real 

Decreto-ley 4/2023, que introdujo obligaciones específicas de adaptación de las 

condiciones de trabajo ante episodios de temperaturas extremas, así como del 

Real Decreto-ley 8/2024, aprobado tras los graves episodios meteorológicos 

asociados a la DANA que afectó a la Comunitat Valenciana. 

Este último instrumento normativo incorporó diversas medidas orientadas 

a reforzar la protección de las personas trabajadoras frente a situaciones de 

emergencia climática, entre las que destaca la previsión de elaborar un 

reglamento específico destinado a regular la protección laboral frente a 

fenómenos meteorológicos adversos. No obstante, pese a que dicho desarrollo 

reglamentario debía aprobarse en el plazo de un año desde la entrada en vigor 

del citado Real Decreto-ley, en la actualidad no consta siquiera el inicio formal 

de su tramitación. Esta circunstancia evidencia una preocupante brecha entre el 

impulso normativo de urgencia y su efectiva concreción reglamentaria, lo que 

prolonga la incertidumbre sobre el alcance real de las obligaciones 

empresariales y sobre los mecanismos de protección aplicables en escenarios 

de emergencia climática. 

En paralelo a estas reformas de carácter fundamentalmente reactivo, 

resulta necesario situar la evolución normativa en el marco más amplio de la 

planificación estratégica en materia preventiva. Así, la Estrategia Española de 
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Seguridad y Salud en el Trabajo 2023-2027 incorpora expresamente los riesgos 

derivados del cambio climático y de los fenómenos meteorológicos extremos 

como uno de los desafíos emergentes del sistema preventivo. En particular, 

dicha Estrategia destaca la necesidad de anticipar los efectos de fenómenos 

como las temperaturas extremas, la radiación solar, los eventos climáticos 

severos o determinadas alteraciones ambientales que pueden afectar a la salud 

laboral, promoviendo la actualización de las evaluaciones de riesgos, el 

fortalecimiento de la cultura preventiva y la mejora de la coordinación institucional 

Sin embargo, pese a este reconocimiento estratégico, lo cierto es que su 

concreción normativa y operativa sigue siendo todavía limitada. En particular, 

estas orientaciones estratégicas no se han traducido hasta el momento en 

estándares técnicos homogéneos ni en obligaciones reglamentarias 

suficientemente precisas que permitan dotar de mayor seguridad jurídica a 

empresas y personas trabajadoras a la hora de gestionar los riesgos derivados 

de los fenómenos meteorológicos adversos. 

A nivel autonómico, la Ley 6/2022 de Cambio Climático y Transición 

Ecológica de la Comunitat Valenciana establece el marco general de actuación 

en materia de adaptación climática, incorporando principios de resiliencia 

territorial y planificación sectorial frente al cambio climático. No obstante, su 

proyección específica sobre el ámbito laboral resulta todavía indirecta y 

dependiente de desarrollos posteriores en materia preventiva. En este contexto 

adquiere especial relevancia la Estrategia Valenciana de Seguridad, Salud y 

Bienestar Laboral 2025-2029, que constituye el primer instrumento autonómico 

que incorpora referencias explícitas al impacto del cambio climático en el ámbito 

del trabajo, reconociéndolo como un riesgo emergente que debe ser abordado 

desde la óptica de la prevención. 

La Estrategia valenciana apuesta por reforzar la investigación, la 

formación y la sensibilización en relación con fenómenos como el estrés térmico 

o los eventos meteorológicos extremos, alineándose con las directrices estatales 

y europeas en esta materia. No obstante, al igual que ocurre en el ámbito estatal, 

la materialización normativa de estos objetivos continúa siendo todavía 

incipiente. 

A lo largo del presente estudio se han identificado diversas insuficiencias 

normativas relevantes que afectan a la eficacia del sistema preventivo frente a 

los efectos del cambio climático. En primer lugar, se observa una escasez de 

protocolos específicos de vigilancia de la salud dirigidos a combatir o minimizar 

el estrés térmico, a diferencia de lo que ocurre con otros riesgos laborales que 

cuentan con un desarrollo reglamentario mucho más detallado. 
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En segundo lugar, se detecta una inexactitud en los umbrales objetivos de 

actuación frente al estrés térmico. El sistema de avisos meteorológicos de la 

AEMET se basa fundamentalmente en la temperatura del aire, sin incorporar 

otros factores determinantes en la exposición al riesgo, como la humedad 

relativa, la radiación solar, la velocidad del viento, la carga metabólica del trabajo 

o las características de la vestimenta laboral. Esta simplificación puede generar 

desajustes entre la alerta meteorológica oficial y el riesgo real existente en 

determinados entornos de trabajo. 

Asimismo, la Disposición Adicional introducida en el Real Decreto 

486/1997 tras la reforma de 2023 vincula la adopción de determinadas medidas 

preventivas a la existencia de alertas meteorológicas naranjas o rojas emitidas 

por la AEMET. Sin embargo, este criterio no permite determinar con precisión 

cuándo se inicia realmente la exposición al riesgo de estrés térmico, ya que 

ignora variables ambientales y organizativas que pueden resultar determinantes 

en determinados entornos laborales. 

Otra insuficiencia relevante se refiere al desarrollo legislativo todavía 

limitado en relación con colectivos especialmente vulnerables frente a los riesgos 

derivados del cambio climático. Si bien instrumentos como la Estrategia 

Española de Seguridad y Salud en el Trabajo o el Plan Nacional de Actuaciones 

Preventivas de los Efectos del Exceso de Temperaturas sobre la Salud 

contemplan la existencia de colectivos particularmente sensibles a estos riesgos, 

la normativa vigente no establece criterios objetivos claros que permitan 

determinar las medidas específicas que deben adoptarse en relación con 

determinados colectivos, como las mujeres embarazadas, las personas 

trabajadoras de mayor edad o aquellas que padecen enfermedades crónicas. 

Finalmente, el estudio ha identificado numerosas dudas interpretativas en 

relación con el permiso retribuido previsto en el artículo 37.3 g) del Estatuto de 

los Trabajadores, introducido por el Real Decreto-ley 8/2024. Este permiso 

reconoce hasta cuatro días de ausencia retribuida cuando la persona trabajadora 

no puede acceder al centro de trabajo o transitar por las vías necesarias para 

acudir al mismo como consecuencia de recomendaciones, limitaciones o 

prohibiciones de desplazamiento dictadas por la autoridad competente, así como 

en situaciones de riesgo grave e inminente derivadas, entre otras, de fenómenos 

meteorológicos extremos. 

No obstante, su aplicación práctica plantea múltiples interrogantes. Entre 

ellos destacan la dificultad para determinar qué debe entenderse por 

“imposibilidad de acceso” al centro de trabajo, la falta de claridad sobre el 

alcance jurídico de las “recomendaciones” emitidas por las autoridades públicas 
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o la complejidad para determinar el momento inicial de cómputo del permiso. A 

ello se suma la incertidumbre sobre la forma de acreditar dicha imposibilidad 

cuando el riesgo afecta únicamente a determinados tramos del desplazamiento 

o cuando existen medios de transporte alternativos. 

Asimismo, la previsión de que, transcurridos los cuatro días iniciales, el 

permiso pueda prolongarse hasta que desaparezcan las circunstancias que lo 

justificaron introduce un margen de indeterminación que puede generar 

conflictos interpretativos, especialmente cuando la empresa opta por acudir a 

mecanismos de suspensión o reducción de jornada por fuerza mayor conforme 

al artículo 47.6 del Estatuto de los Trabajadores. 

En un territorio como la Comunitat Valenciana, donde los fenómenos 

meteorológicos adversos —especialmente lluvias torrenciales, vientos intensos 

o incendios forestales— presentan una frecuencia e intensidad crecientes, estas 

dudas interpretativas adquieren una especial relevancia. La ausencia de criterios 

normativos claros dificulta la toma de decisiones en situaciones de emergencia 

climática y genera un elevado grado de inseguridad jurídica tanto para las 

empresas como para las personas trabajadoras. 

Por todo ello, resulta necesario avanzar hacia un desarrollo legislativo 

más completo y coherente que permita integrar de forma efectiva la variable 

climática dentro del sistema de prevención de riesgos laborales, estableciendo 

criterios técnicos más precisos y dotando de mayor seguridad jurídica a los 

distintos operadores del sistema preventivo. 

 

6.5. Necesidad de mejorar los mecanismos de coordinación e 

implicación de las Administraciones Públicas en la gestión de las 

emergencias climáticas en las empresas. 

 

El análisis realizado a lo largo del presente estudio pone igualmente de 

manifiesto la necesidad de reforzar de manera significativa los mecanismos de 

coordinación e implicación de las Administraciones Públicas en la gestión de las 

emergencias climáticas que afectan al ámbito laboral. Si bien la respuesta 

institucional frente a fenómenos meteorológicos adversos se articula a través de 

distintos instrumentos normativos y operativos —planes de emergencia, 

sistemas de alerta meteorológica o protocolos de protección civil—, la 

investigación evidencia que la interacción entre estos mecanismos y la 
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organización de la actividad empresarial continúa presentando importantes 

limitaciones. 

En efecto, el sistema actual de gestión de emergencias climáticas se 

caracteriza por una notable fragmentación institucional. Diversos organismos y 

niveles administrativos participan en la predicción, seguimiento y gestión de los 

fenómenos meteorológicos adversos, entre los que destacan la Agencia Estatal 

de Meteorología (AEMET), los servicios autonómicos y locales de Protección 

Civil, los centros de coordinación de emergencias —como el 112— y las distintas 

administraciones territoriales competentes en materia de seguridad, protección 

civil y gestión de infraestructuras. Si bien cada uno de estos actores desempeña 

un papel relevante dentro de su ámbito competencial, la coordinación efectiva 

entre estos niveles institucionales y el tejido empresarial no siempre se produce 

de forma clara ni homogénea. 

Esta situación genera en muchos casos incertidumbre entre las empresas 

a la hora de interpretar las señales de alerta y adoptar decisiones organizativas 

relacionadas con la seguridad de las personas trabajadoras. Durante el trabajo 

de campo desarrollado en el marco del presente estudio —a través de focus 

group y entrevistas con profesionales del ámbito preventivo, empresarial y 

administrativo— se ha constatado que numerosas organizaciones manifiestan 

dificultades para determinar qué fuentes de información deben considerarse 

prioritarias, qué avisos poseen carácter meramente informativo y cuáles implican 

realmente la necesidad de adoptar medidas preventivas o de reorganizar la 

actividad laboral. 

La coexistencia de distintos tipos de avisos —predicciones 

meteorológicas, avisos técnicos, alertas de protección civil o recomendaciones 

institucionales— puede dificultar la toma de decisiones en contextos en los que 

la rapidez de reacción resulta esencial para garantizar la seguridad de las 

personas trabajadoras. En determinados casos, la ausencia de mensajes claros 

y coordinados puede generar retrasos en la adopción de medidas preventivas o 

interpretaciones divergentes entre empresas, administraciones y operadores del 

sistema preventivo. 

Asimismo, la investigación pone de relieve que las empresas —

especialmente las pequeñas y medianas— no siempre disponen de mecanismos 

adecuados para integrar de forma eficaz la información procedente de los 

sistemas públicos de alerta dentro de sus procesos internos de gestión 

preventiva. La interpretación técnica de determinados avisos meteorológicos, la 

evaluación del riesgo asociado a fenómenos climáticos complejos o la adopción 

de decisiones organizativas en contextos de incertidumbre requieren 
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conocimientos especializados y procedimientos que no siempre se encuentran 

plenamente desarrollados en el ámbito empresarial. 

En este contexto, adquiere especial relevancia el papel de las 

Administraciones Públicas como agentes facilitadores de la adaptación del 

sistema productivo a los riesgos derivados del cambio climático. Más allá de la 

emisión de avisos o alertas meteorológicas, resulta necesario avanzar hacia 

modelos de gobernanza climática que incorporen de forma más efectiva al tejido 

empresarial dentro de los sistemas de gestión de emergencias. Ello implica 

reforzar los canales de comunicación entre administraciones y empresas, 

mejorar la claridad y la accesibilidad de la información climática y promover 

herramientas que permitan trasladar de forma operativa las alertas 

meteorológicas al ámbito de la organización del trabajo. 

Del mismo modo, la coordinación institucional debe extenderse también 

al ámbito de la prevención de riesgos laborales, integrando de forma más 

estrecha las políticas de seguridad laboral con los sistemas públicos de gestión 

de emergencias. La adaptación al cambio climático exige una visión transversal 

que combine la planificación territorial, la gestión de emergencias, la regulación 

laboral y la prevención de riesgos en el trabajo. 

En definitiva, la investigación pone de relieve que la eficacia de las 

medidas destinadas a proteger a las personas trabajadoras frente a los 

fenómenos meteorológicos adversos depende en gran medida de la capacidad 

del sistema institucional para articular mecanismos de coordinación claros, 

coherentes y operativos. El fortalecimiento de esta coordinación se presenta, por 

tanto, como un elemento clave para mejorar la capacidad de respuesta del tejido 

productivo valenciano ante los desafíos derivados del cambio climático 

El análisis desarrollado a lo largo del presente estudio permite concluir 

que uno de los principales desafíos que plantea la gestión de los fenómenos 

meteorológicos adversos en el ámbito laboral radica en la insuficiente 

coordinación entre las distintas Administraciones Públicas implicadas en la 

gestión de las emergencias climáticas y el sistema de prevención de riesgos 

laborales. 

En efecto, la respuesta institucional ante episodios meteorológicos 

extremos se articula actualmente a través de una pluralidad de instrumentos 

normativos y operativos que dependen de distintos niveles administrativos. Así, 

la emisión de avisos meteorológicos corresponde fundamentalmente a la 

Agencia Estatal de Meteorología (AEMET), mientras que la activación de 

determinados planes de emergencia puede recaer en órganos autonómicos o 
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municipales en función de la naturaleza y magnitud del fenómeno. A ello se suma 

la intervención de los servicios de protección civil, las autoridades laborales y las 

Administraciones responsables de infraestructuras y transporte. 

Este entramado institucional complejo, aunque necesario desde el punto 

de vista competencial, genera en la práctica importantes dificultades de 

coordinación cuando los fenómenos meteorológicos adversos afectan 

directamente al funcionamiento de las empresas y a la seguridad de las personas 

trabajadoras. En muchos casos, la información disponible para las 

organizaciones resulta fragmentaria, dispersa o insuficientemente adaptada a la 

toma de decisiones en el ámbito laboral. 

En particular, los focus group y entrevistas realizados en el marco de este 

estudio han puesto de manifiesto que muchas empresas perciben una notable 

incertidumbre respecto a qué autoridad resulta competente para adoptar 

determinadas decisiones operativas, especialmente en situaciones en las que no 

se ha producido todavía la activación formal de un plan de emergencia, pero 

existen riesgos potenciales derivados de fenómenos meteorológicos adversos. 

Esta situación resulta especialmente relevante en territorios como la 

Comunitat Valenciana, donde determinados fenómenos —como lluvias 

torrenciales, temporales marítimos o incendios forestales— pueden evolucionar 

con gran rapidez y generar situaciones de riesgo en lapsos de tiempo muy 

reducidos. En estos contextos, la capacidad de reacción preventiva de las 

empresas depende en gran medida de la claridad, rapidez y coherencia de las 

comunicaciones emitidas por las autoridades públicas. 

Sin embargo, la experiencia reciente demuestra que la coordinación entre 

los sistemas de protección civil, los servicios meteorológicos y las autoridades 

laborales no siempre se traduce en directrices operativas claras para el tejido 

empresarial. En muchos casos, las empresas se ven obligadas a interpretar por 

sí mismas los avisos meteorológicos o las recomendaciones institucionales, 

asumiendo decisiones que pueden tener importantes consecuencias tanto desde 

el punto de vista organizativo como jurídico. 

A ello se añade que los planes de emergencia existentes suelen centrarse 

prioritariamente en la protección de la población en general, sin incorporar de 

forma sistemática la dimensión específica del riesgo laboral. En consecuencia, 

las empresas no siempre disponen de protocolos claros que permitan integrar 

las alertas meteorológicas dentro de sus sistemas de prevención de riesgos 

laborales o dentro de sus planes de autoprotección. 
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Asimismo, la investigación realizada ha puesto de relieve que la 

implicación de las Administraciones Públicas en la difusión de criterios 

preventivos específicos para el ámbito laboral sigue siendo todavía limitada. Si 

bien existen diversos instrumentos de planificación en materia de emergencias y 

protección civil, su conexión con el sistema preventivo laboral continúa siendo 

insuficiente, lo que dificulta la adopción de medidas preventivas homogéneas en 

los distintos sectores productivos. 

En este sentido, diversos profesionales participantes en las entrevistas 

han señalado la necesidad de reforzar los mecanismos de coordinación entre las 

autoridades meteorológicas, los servicios de protección civil, la Inspección de 

Trabajo y los organismos competentes en materia de seguridad y salud laboral, 

con el objetivo de generar canales de información más claros y operativos para 

las empresas. 

En particular, se considera necesario avanzar hacia sistemas de 

comunicación institucional que integren de forma explícita la dimensión laboral 

de las emergencias climáticas, facilitando orientaciones claras sobre la adopción 

de medidas preventivas, la reorganización del trabajo o la eventual paralización 

de determinadas actividades cuando las condiciones meteorológicas puedan 

comprometer la seguridad de las personas trabajadoras. 

En definitiva, el creciente impacto de los fenómenos meteorológicos 

adversos sobre el funcionamiento de las empresas pone de manifiesto la 

necesidad de reforzar los mecanismos de coordinación institucional y de mejorar 

la implicación de las Administraciones Públicas en la gestión preventiva de estos 

riesgos. Solo mediante una mayor integración entre los sistemas de emergencia 

y el sistema de prevención de riesgos laborales será posible garantizar una 

respuesta eficaz y jurídicamente segura ante los desafíos que plantea el cambio 

climático en el ámbito del trabajo. 

 

6.6. Falta de contundencia y concreción por parte de las 

Administraciones Públicas en el establecimiento de recomendaciones, 

limitaciones y prohibiciones en función del estado y evolución del 

fenómeno meteorológico adverso. 

 

El estudio realizado pone de manifiesto que uno de los principales 

problemas que afrontan las empresas a la hora de gestionar los riesgos 
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derivados de los fenómenos meteorológicos adversos reside en la falta de 

claridad y contundencia en las comunicaciones emitidas por las Administraciones 

Públicas en relación con la evolución de estos episodios. 

En efecto, la actuación de las autoridades públicas frente a fenómenos 

meteorológicos extremos suele articularse fundamentalmente a través de la 

emisión de avisos, recomendaciones o alertas meteorológicas, cuya finalidad 

principal es informar a la población sobre la posible aparición de riesgos 

asociados a determinados fenómenos naturales. Sin embargo, estos 

instrumentos presentan con frecuencia un carácter meramente informativo o 

preventivo, sin establecer directrices claras sobre las medidas concretas que 

deben adoptarse en determinados ámbitos de actividad, incluido el laboral. 

Esta situación genera una notable incertidumbre en el tejido empresarial, 

especialmente en aquellos sectores cuya actividad se desarrolla al aire libre o 

depende de infraestructuras particularmente vulnerables a las condiciones 

meteorológicas, como ocurre en la construcción, la agricultura, el transporte o 

determinadas actividades industriales y logísticas. 

En particular, los resultados obtenidos en los focus group y entrevistas 

realizados en el marco de esta investigación ponen de relieve que, en muchas 

ocasiones, las empresas se enfrentan a la necesidad de adoptar decisiones 

relevantes —como la reorganización de la jornada laboral, la suspensión 

temporal de determinadas actividades o incluso el cierre preventivo del centro de 

trabajo— sin contar con criterios institucionales claros que orienten dichas 

decisiones. 

Esta dificultad se ve agravada por el hecho de que los avisos 

meteorológicos emitidos por la AEMET se estructuran fundamentalmente en 

función de umbrales técnicos vinculados a variables meteorológicas, como la 

intensidad de las precipitaciones, la velocidad del viento o las temperaturas 

extremas, pero no incorporan necesariamente una traducción operativa directa 

en términos de actuación preventiva en el ámbito laboral. 

Asimismo, resulta frecuente que las autoridades públicas opten por 

formular recomendaciones genéricas dirigidas a la población en general, tales 

como evitar desplazamientos innecesarios, extremar la precaución o limitar 

determinadas actividades, sin especificar con suficiente precisión el alcance 

jurídico o práctico de dichas recomendaciones en relación con el funcionamiento 

de las empresas. 
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Desde la perspectiva del derecho del trabajo y de la prevención de riesgos 

laborales, esta ambigüedad puede generar situaciones particularmente 

complejas. En efecto, la empresa se encuentra obligada a garantizar la seguridad 

y salud de las personas trabajadoras conforme a lo dispuesto en la Ley de 

Prevención de Riesgos Laborales, pero al mismo tiempo debe tomar decisiones 

organizativas que pueden tener implicaciones económicas relevantes o incluso 

derivar en conflictos jurídicos si no existe un respaldo institucional claro. 

En este contexto, la ausencia de criterios más definidos sobre cuándo 

deben transformarse las recomendaciones en limitaciones o prohibiciones 

efectivas puede trasladar a las empresas una carga decisoria excesiva en 

situaciones de elevada incertidumbre. Ello resulta especialmente problemático 

en escenarios de evolución rápida de los fenómenos meteorológicos, donde las 

condiciones de riesgo pueden variar de forma significativa en cuestión de horas. 

Asimismo, diversos participantes en el estudio han señalado que la 

gradación actual de los sistemas de alerta meteorológica no siempre resulta 

suficientemente comprensible desde una perspectiva operativa, lo que dificulta 

su integración en los protocolos internos de las empresas o en los sistemas de 

gestión preventiva. 

En este sentido, se pone de relieve la conveniencia de avanzar hacia 

modelos de comunicación institucional más claros, estructurados y orientados a 

la toma de decisiones, que permitan a las empresas interpretar con mayor 

seguridad el alcance de los avisos emitidos por las autoridades públicas. 

Entre las posibles líneas de mejora identificadas en el marco de este 

estudio destaca la necesidad de establecer sistemas de alerta que incorporen 

orientaciones específicas para el ámbito laboral, incluyendo indicaciones sobre 

posibles limitaciones de actividad, recomendaciones organizativas o criterios 

orientativos para la adopción de medidas preventivas en función de la intensidad 

y evolución del fenómeno meteorológico. 

En definitiva, la creciente frecuencia e intensidad de los fenómenos 

meteorológicos adversos exige reforzar la claridad y la capacidad operativa de 

las comunicaciones institucionales en materia de emergencias climáticas. Solo 

mediante recomendaciones más precisas, coherentes y adaptadas a la realidad 

del tejido productivo será posible facilitar la toma de decisiones preventivas por 

parte de las empresas y reducir la inseguridad jurídica que actualmente 

caracteriza la gestión de estos episodios en el ámbito laboral. 
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6.7. Abundancia de cláusulas meramente declarativas relacionadas 

con el cambio climático. 

 

El análisis del marco normativo realizado en el presente estudio permite 

constatar que, pese al creciente reconocimiento institucional del impacto del 

cambio climático sobre las condiciones de trabajo, una parte significativa de las 

disposiciones jurídicas existentes se caracteriza por la presencia de cláusulas de 

carácter fundamentalmente declarativo, cuya eficacia práctica en términos de 

protección laboral resulta limitada. 

En efecto, tanto en el ámbito europeo como en el estatal y autonómico se 

observa una tendencia creciente a incorporar referencias al cambio climático 

dentro de estrategias, planes de acción o normas marco vinculadas a la 

sostenibilidad, la transición ecológica o la resiliencia territorial. Estas 

disposiciones cumplen una función relevante en términos de orientación política 

y estratégica, al reconocer la necesidad de integrar la variable climática en las 

políticas públicas. Sin embargo, con frecuencia se limitan a establecer principios 

generales o objetivos programáticos, sin traducirse en obligaciones jurídicas 

concretas ni en mecanismos operativos que permitan su aplicación efectiva en 

el ámbito laboral. 

Esta circunstancia resulta particularmente visible en el ámbito de la 

prevención de riesgos laborales. Aunque el cambio climático comienza a ser 

identificado como un riesgo emergente dentro de diversos instrumentos 

estratégicos —como la Estrategia Española de Seguridad y Salud en el Trabajo 

2023-2027 o la Estrategia Valenciana de Seguridad, Salud y Bienestar Laboral 

2025-2029—, lo cierto es que estas referencias no siempre van acompañadas 

de un desarrollo normativo que establezca criterios técnicos específicos, 

obligaciones empresariales concretas o procedimientos claros de actuación 

preventiva. 

En consecuencia, muchas de las menciones normativas al cambio 

climático terminan adoptando un carácter meramente declarativo, en la medida 

en que se limitan a reconocer la existencia del problema o a promover su 

consideración dentro de las políticas públicas, sin establecer parámetros 

jurídicos suficientemente definidos para su aplicación en el ámbito empresarial. 

Este fenómeno genera una disociación entre el reconocimiento formal del 

riesgo climático y su verdadera integración dentro del sistema de prevención de 

riesgos laborales. Mientras que la dimensión ambiental del cambio climático ha 
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sido objeto de un desarrollo normativo considerable en los últimos años, su 

traslación al ámbito de la seguridad y salud en el trabajo continúa siendo todavía 

incipiente. 

A ello se añade que muchas de las normas que abordan la adaptación al 

cambio climático se estructuran desde una perspectiva territorial, ambiental o 

urbanística, centrada fundamentalmente en la gestión del territorio, la 

planificación energética o la protección de los ecosistemas. En consecuencia, la 

dimensión laboral del fenómeno aparece con frecuencia relegada a menciones 

genéricas que no se traducen en medidas concretas destinadas a proteger a las 

personas trabajadoras frente a los nuevos riesgos derivados de la intensificación 

de los fenómenos meteorológicos adversos. 

Las entrevistas realizadas a profesionales del sistema preventivo 

confirman esta percepción. Diversos participantes han señalado que, pese al 

creciente protagonismo del cambio climático en el discurso institucional, las 

empresas continúan encontrando escasas referencias operativas dentro de la 

normativa laboral que permitan orientar de forma clara la adopción de medidas 

preventivas específicas frente a fenómenos como el estrés térmico, los 

temporales de viento o las lluvias torrenciales. 

En este sentido, el riesgo climático aparece frecuentemente como una 

categoría transversal o emergente, cuya integración efectiva dentro de las 

evaluaciones de riesgos laborales queda en gran medida supeditada a la 

interpretación que realicen las propias empresas o los servicios de prevención. 

Esta situación puede generar una notable heterogeneidad en la forma en que los 

distintos sectores productivos abordan la gestión preventiva de estos riesgos. 

Desde una perspectiva jurídica, la proliferación de cláusulas 

programáticas o declarativas puede resultar comprensible en las fases iniciales 

de desarrollo de nuevas políticas públicas. No obstante, la creciente frecuencia 

e intensidad de los fenómenos meteorológicos adversos exige avanzar 

progresivamente hacia marcos normativos más concretos y operativos, capaces 

de proporcionar criterios claros para la adopción de medidas preventivas en el 

ámbito laboral. 

En este sentido, la experiencia reciente demuestra que la mera inclusión 

de referencias al cambio climático en estrategias o documentos programáticos 

no resulta suficiente para garantizar una protección eficaz de la seguridad y salud 

de las personas trabajadoras. Por el contrario, se hace necesario avanzar hacia 

instrumentos normativos que establezcan estándares técnicos, protocolos de 

actuación y obligaciones preventivas claramente definidas, que permitan integrar 
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de manera efectiva el riesgo climático dentro del sistema de prevención de 

riesgos laborales. 

En definitiva, el estudio pone de relieve que el actual marco normativo se 

encuentra todavía en una fase de transición, caracterizada por un 

reconocimiento creciente del problema, pero por un desarrollo jurídico todavía 

insuficiente. Superar esta situación requerirá transformar progresivamente las 

actuales cláusulas declarativas en instrumentos jurídicos operativos, capaces de 

ofrecer respuestas concretas a los desafíos que el cambio climático plantea para 

la organización del trabajo y la protección de la salud laboral. 

 

6.8. El ámbito sectorial no parece el más adecuado para el 

establecimiento de protocolos de actuación frente a fenómenos 

meteorológicos adverso. 

 

El análisis realizado en el presente estudio permite concluir que, pese a 

la relevancia que la negociación colectiva tiene tradicionalmente en la regulación 

de las condiciones de trabajo, el ámbito sectorial no parece constituir el marco 

más adecuado para el establecimiento de protocolos de actuación frente a 

fenómenos meteorológicos adversos. 

En efecto, la regulación sectorial presenta importantes limitaciones 

cuando se trata de abordar riesgos cuya manifestación depende en gran medida 

de factores territoriales, climáticos y organizativos específicos de cada centro de 

trabajo. A diferencia de otros riesgos laborales más homogéneos dentro de un 

mismo sector productivo, los riesgos derivados del cambio climático se 

caracterizan por una elevada variabilidad geográfica y por una fuerte 

dependencia de las condiciones ambientales locales. 

Esta circunstancia resulta especialmente evidente en territorios como la 

Comunitat Valenciana, donde la exposición a determinados fenómenos 

meteorológicos adversos —como lluvias torrenciales, temporales marítimos, 

incendios forestales o episodios de calor extremo— puede variar 

significativamente entre distintas zonas geográficas, incluso dentro de un mismo 

ámbito provincial o comarcal. Así, mientras que determinadas áreas costeras 

pueden verse particularmente afectadas por inundaciones asociadas a episodios 

de DANA o temporales de Levante, otras zonas del interior pueden experimentar 
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con mayor intensidad fenómenos como olas de calor prolongadas o incendios 

forestales de gran magnitud. 

En este contexto, la fijación de protocolos de actuación uniformes a nivel 

sectorial puede resultar insuficiente o incluso inadecuada, en la medida en que 

difícilmente pueden contemplar la diversidad de situaciones climáticas y 

organizativas existentes en los distintos centros de trabajo. 

Asimismo, los resultados obtenidos a través de los focus group y 

entrevistas realizadas en el marco de esta investigación ponen de relieve que 

muchas empresas consideran que la negociación colectiva sectorial carece del 

grado de flexibilidad necesario para adaptarse a la evolución concreta de los 

fenómenos meteorológicos adversos, cuya intensidad, duración y efectos 

pueden variar significativamente entre distintas localidades o incluso entre 

distintos momentos de un mismo episodio meteorológico. 

En la práctica, las medidas preventivas más eficaces frente a estos 

riesgos suelen requerir decisiones organizativas adoptadas a nivel de empresa 

o de centro de trabajo, tales como la reorganización de horarios, la modificación 

temporal de determinadas tareas, la adopción de medidas específicas de 

protección colectiva o incluso la paralización temporal de determinadas 

actividades cuando las condiciones meteorológicas comprometen la seguridad 

de las personas trabajadoras. 

Por este motivo, diversos profesionales del ámbito preventivo han 

señalado que los protocolos de actuación frente a fenómenos meteorológicos 

adversos deberían integrarse preferentemente dentro de instrumentos de 

gestión preventiva propios de cada empresa, como las evaluaciones de riesgos 

laborales, los planes de emergencia, los planes de autoprotección o los 

procedimientos internos de gestión de situaciones de riesgo grave e inminente. 

Ello no significa que la negociación colectiva carezca de relevancia en 

esta materia. Por el contrario, los convenios colectivos pueden desempeñar un 

papel importante en la definición de principios generales de actuación, en la 

promoción de medidas de adaptación organizativa o en el establecimiento de 

garantías mínimas para las personas trabajadoras frente a situaciones de 

emergencia climática. Sin embargo, su capacidad para regular de manera 

detallada los protocolos de actuación frente a fenómenos meteorológicos 

adversos resulta necesariamente limitada por la diversidad de situaciones que 

pueden presentarse en la práctica. 
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Desde esta perspectiva, parece más adecuado que la negociación 

colectiva sectorial se centre en establecer marcos generales de referencia, 

dejando a la negociación colectiva de empresa o a los propios sistemas de 

gestión preventiva la concreción de las medidas operativas necesarias en 

función de las características específicas de cada actividad y de cada entorno 

territorial. 

En definitiva, la investigación realizada sugiere que la gestión eficaz de 

los riesgos derivados del cambio climático requiere modelos de regulación más 

flexibles y adaptables, capaces de integrar las particularidades territoriales y 

organizativas de cada centro de trabajo. En este sentido, el ámbito sectorial 

puede desempeñar un papel orientador, pero difícilmente puede sustituir a los 

mecanismos de adaptación preventiva que deben desarrollarse en el nivel más 

próximo a la realidad concreta de la actividad laboral. 

 

6.9. Las áreas industriales y la coordinación interior y exterior 

prevista en el artículo 20 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales. 

 

El estudio realizado pone de manifiesto que uno de los aspectos menos 

desarrollados dentro del actual marco preventivo frente a fenómenos 

meteorológicos adversos se refiere a la gestión coordinada de las emergencias 

climáticas en áreas industriales o polígonos empresariales, donde la 

concentración de múltiples centros de trabajo puede amplificar los efectos de 

determinados episodios meteorológicos extremos. 

En la actualidad, el sistema de prevención de riesgos laborales se articula 

fundamentalmente en torno a la responsabilidad individual de cada empresa 

respecto a la seguridad y salud de sus personas trabajadoras, lo que se traduce 

en la elaboración de evaluaciones de riesgos, planes de emergencia y protocolos 

de actuación propios de cada organización. Este enfoque responde a la lógica 

tradicional del sistema preventivo, centrado en el análisis de los riesgos 

específicos asociados a cada actividad productiva 

Sin embargo, los fenómenos meteorológicos adversos presentan 

características que trascienden el ámbito estrictamente empresarial. Episodios 

como lluvias torrenciales, temporales de viento, inundaciones o incendios 

forestales pueden afectar simultáneamente a conjuntos completos de 

instalaciones industriales ubicadas en una misma área geográfica, generando 
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situaciones de riesgo que requieren una respuesta coordinada entre múltiples 

empresas y servicios de emergencia. 

En territorios como la Comunitat Valenciana, donde existe una elevada 

concentración de polígonos industriales, parques empresariales y áreas 

logísticas, esta cuestión adquiere una especial relevancia. Muchos de estos 

espacios comparten infraestructuras de acceso, redes de suministro, sistemas 

de drenaje o servicios comunes, de modo que los efectos de un fenómeno 

meteorológico extremo pueden propagarse rápidamente entre diferentes centros 

de trabajo. 

No obstante, el actual marco normativo preventivo ofrece escasas 

referencias específicas a la gestión coordinada de emergencias en entornos 

empresariales compartidos, más allá de los principios generales recogidos en el 

artículo 20 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales. Este precepto 

establece la obligación empresarial de analizar las posibles situaciones de 

emergencia y de adoptar las medidas necesarias en materia de primeros 

auxilios, lucha contra incendios y evacuación de las personas trabajadoras, así 

como de designar al personal encargado de poner en práctica dichas medidas. 

Asimismo, el citado artículo subraya la necesidad de establecer las 

relaciones necesarias con servicios externos, especialmente en materia de 

primeros auxilios, asistencia médica de urgencia, salvamento y lucha contra 

incendios. Sin embargo, esta previsión normativa se ha interpretado 

tradicionalmente desde una perspectiva centrada en cada empresa individual, 

sin desarrollar suficientemente la dimensión de coordinación que pueden 

requerir determinadas situaciones de emergencia de carácter territorial o 

colectivo. 

Los fenómenos meteorológicos adversos ponen de relieve las limitaciones 

de este enfoque. Cuando una inundación afecta simultáneamente a varias 

empresas situadas en un mismo polígono industrial, o cuando un temporal de 

viento compromete infraestructuras comunes de acceso y evacuación, la eficacia 

de la respuesta preventiva depende en gran medida de la coordinación entre los 

distintos centros de trabajo afectados. 

Las entrevistas realizadas en el marco de este estudio han puesto de 

manifiesto que muchas áreas industriales carecen de protocolos comunes de 

actuación frente a fenómenos meteorológicos extremos, lo que puede dificultar 

la adopción de medidas preventivas coordinadas en situaciones de emergencia. 

En algunos casos, cada empresa adopta decisiones de forma independiente —

como la paralización de la actividad, la evacuación de las instalaciones o la 
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reorganización del trabajo— sin que exista necesariamente un marco de 

coordinación con el resto de empresas ubicadas en el mismo entorno. 

Esta falta de coordinación puede resultar especialmente problemática 

cuando las decisiones adoptadas por una empresa tienen efectos indirectos 

sobre la seguridad de otras organizaciones o sobre el funcionamiento global del 

área industrial, por ejemplo en relación con el uso de vías de acceso, la gestión 

de evacuaciones o la utilización de infraestructuras comunes. 

En este contexto, diversos expertos consultados en el marco del estudio 

han señalado la conveniencia de reforzar los mecanismos de coordinación 

preventiva en áreas empresariales compartidas, integrando la gestión de los 

riesgos climáticos dentro de los planes de emergencia y autoprotección de los 

polígonos industriales. 

Ello podría implicar, entre otras medidas, la elaboración de protocolos 

conjuntos de actuación frente a fenómenos meteorológicos adversos, la creación 

de canales de comunicación específicos entre las empresas del área industrial y 

las autoridades competentes, o la integración de los riesgos climáticos dentro de 

los sistemas de planificación de emergencias territoriales. 

En definitiva, el creciente impacto del cambio climático sobre el entorno 

productivo pone de relieve la necesidad de superar una visión estrictamente 

individual del sistema preventivo, incorporando mecanismos de coordinación que 

permitan gestionar de forma más eficaz las emergencias climáticas en entornos 

empresariales compartidos. La integración de esta dimensión territorial dentro 

del sistema de prevención de riesgos laborales constituye, por tanto, uno de los 

retos más relevantes para la adaptación del marco preventivo a los desafíos que 

plantea el cambio climático. 

 

7. Recomendaciones 

 

7.1 Recomendaciones para las administraciones públicas. 

 

En primer lugar, resultaría prioritario impulsar el desarrollo reglamentario 

previsto en la disposición adicional quinta del Real Decreto-ley 8/2024, como 
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pieza clave para dotar de coherencia y operatividad al sistema preventivo frente 

a los riesgos climáticos. En este sentido, sería altamente recomendable avanzar 

hacia la configuración de un marco normativo específico en materia de 

prevención de riesgos laborales ante el cambio climático y los fenómenos 

meteorológicos adversos, que permita superar la actual dispersión interpretativa. 

Dicho desarrollo podría incorporar una definición jurídica precisa de fenómeno 

meteorológico adverso a efectos laborales, diferenciando niveles de gravedad y 

tipologías, y estableciendo obligaciones moduladas según el tipo de riesgo. 

Además, debería contemplar no solo el estrés térmico, sino también lluvias 

torrenciales, inundaciones, vientos intensos, tormentas eléctricas, fenómenos 

costeros o incendios forestales en zonas de interfaz urbano-forestal. A su vez, 

resultaría técnicamente aconsejable fijar umbrales objetivos de actuación 

basados en criterios científicos multifactoriales —como el índice WBGT— que 

permitan adaptar los valores límite a la carga física y características de la 

actividad. Asimismo, la elaboración de protocolos sectoriales de referencia 

facilitaría la aplicación homogénea de las medidas preventivas, especialmente 

en pequeñas y medianas empresas. Finalmente, podría valorarse la 

conveniencia de clarificar el encaje sancionador de los incumplimientos en este 

ámbito, reforzando la eficacia disuasoria del sistema. 

En segundo término, sería conveniente promover la creación de un 

sistema de alerta meteorológica laboral integrado y específicamente orientado a 

los centros de trabajo. Si bien el sistema general de avisos meteorológicos 

cumple una función informativa esencial, la creciente complejidad del riesgo 

climático aconseja el diseño de una herramienta adaptada al entorno productivo. 

En esta línea, podría desarrollarse una plataforma que permita a las empresas 

registrar sus instalaciones y recibir notificaciones diferenciadas según actividad, 

nivel de exposición y localización. Esta herramienta debería integrar variables 

laborales en la evaluación del riesgo —tipo de tarea, carga física, horarios o 

características constructivas— y ofrecer recomendaciones sectoriales claras 

ante cada nivel de aviso. De igual modo, resultaría necesario reforzar la 

coordinación con los sistemas de Protección Civil, de forma que la gestión de 

emergencias laborales se articule de manera coherente con la planificación 

territorial. En este contexto, podría valorarse la incorporación de avisos laborales 

específicos que incluyan el índice WBGT, previsiones de radiación ultravioleta, 

alertas de calidad del aire o riesgo de incendios en zonas sensibles. 

Por otra parte, cabría considerar como una medida de especial relevancia 

la aprobación de un protocolo nacional específico de vigilancia de la salud frente 

al estrés térmico. La consolidación de este instrumento permitiría homogeneizar 

criterios médicos y reforzar la detección precoz de situaciones de vulnerabilidad. 

En este sentido, podría establecerse una periodicidad anual de los 
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reconocimientos antes del inicio de la temporada de mayor exposición, así como 

la definición de pruebas médicas orientadas a la evaluación cardiovascular, renal 

y dermatológica cuando proceda. Del mismo modo, resultaría aconsejable fijar 

criterios objetivos de aptitud y adaptar el protocolo a colectivos vulnerables, 

incorporando parámetros más exigentes cuando existan patologías previas o 

circunstancias personales de especial riesgo. Complementariamente, la creación 

de un sistema centralizado de vigilancia epidemiológica permitiría evaluar 

tendencias, medir la eficacia de las medidas adoptadas y detectar incrementos 

de incidencia que requieran actuaciones coordinadas. 

En paralelo, habría que revisar el sistema de registro y estadística de 

accidentes laborales con el fin de mejorar la trazabilidad de los eventos 

vinculados a fenómenos climáticos adversos. A tal efecto, podría incorporarse un 

campo específico que identifique la eventual relación del accidente con calor 

extremo, lluvias intensas, viento fuerte u otros fenómenos, así como variables 

ambientales relevantes y datos sobre la actividad desarrollada y las medidas 

preventivas existentes. Esta información, sistematizada adecuadamente, 

permitiría al Instituto Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo elaborar 

análisis periódicos y detectar patrones sectoriales o territoriales de riesgo, 

facilitando la adopción de decisiones basadas en evidencia. 

Asimismo, resultaría oportuno reforzar la orientación estratégica de la 

Inspección de Trabajo y Seguridad Social hacia la verificación efectiva del 

cumplimiento de obligaciones relacionadas con el cambio climático. En este 

sentido, podría valorarse la implementación de campañas específicas previas a 

los períodos de mayor riesgo, con especial atención a la evaluación del estrés 

térmico, la planificación de medidas ante fenómenos adversos y la disponibilidad 

real de medios de protección. Para garantizar una supervisión técnicamente 

solvente, sería recomendable dotar a los inspectores de instrumentos de 

medición adecuados que permitan evaluar in situ las condiciones ambientales. 

Igualmente, cabría priorizar sectores de elevada exposición, tales como 

agricultura, construcción, transporte exterior o mantenimiento de 

infraestructuras, a través de asistencia técnica y requerimientos, 

fundamentalmente. 

Por otro lado, desde una perspectiva estructural, también resultaría 

aconsejable actualizar los contenidos formativos en prevención de riesgos 

laborales para integrar de manera sistemática los riesgos climáticos emergentes. 

La inclusión de módulos específicos en la formación de nivel básico, el desarrollo 

de especializaciones en riesgos climáticos en programas de posgrado y la 

implantación de formación continua en interpretación meteorológica aplicada 

contribuirían a fortalecer la capacidad técnica del sistema preventivo. En 
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definitiva, la anticipación y la capacitación constituyen elementos estratégicos 

imprescindibles para afrontar con eficacia un entorno laboral progresivamente 

condicionado por el cambio climático. 

Asimismo, el incremento de episodios meteorológicos extremos en la 

Comunitat Valenciana, especialmente lluvias torrenciales, inundaciones y olas 

de calor, pone de manifiesto la creciente vulnerabilidad tanto de las 

infraestructuras públicas como de las instalaciones productivas. Tal y como se 

expone a lo largo del informe, estos fenómenos no solo generan daños 

materiales, sino que también pueden provocar interrupciones de la actividad 

económica y situaciones de riesgo directo para las personas trabajadoras. En 

este contexto, resulta necesario reforzar las políticas públicas orientadas a 

mejorar la resiliencia de las infraestructuras públicas —redes viarias, sistemas 

de drenaje, transporte o suministro energético— con el fin de garantizar la 

continuidad de la actividad y reducir la exposición al riesgo. Paralelamente, 

debería promoverse el establecimiento de instrumentos de apoyo económico 

destinados a facilitar la adaptación de infraestructuras privadas, especialmente 

en aquellos sectores más expuestos a condiciones ambientales adversas. La 

puesta en marcha de líneas de financiación, subvenciones o incentivos fiscales 

orientados a la adaptación de instalaciones, la mejora de sistemas de protección 

frente a inundaciones o el acondicionamiento térmico de centros de trabajo 

contribuiría a reforzar la capacidad preventiva del tejido empresarial y evitaría 

que estas inversiones recaigan exclusivamente sobre las empresas, 

particularmente en el caso de las de menor tamaño. 

Además, el análisis realizado evidencia que muchas de las medidas 

preventivas necesarias para afrontar los riesgos asociados al cambio climático 

implican inversiones económicas que pueden resultar difíciles de asumir para las 

pequeñas y medianas empresas. Esta circunstancia resulta especialmente 

relevante en sectores con elevada exposición ambiental o con márgenes 

económicos reducidos, donde la capacidad de incorporar mejoras técnicas o 

reorganizar procesos productivos es más limitada. En este contexto, se 

considera conveniente impulsar planes de ayudas públicas para las PYMES, 

específicamente orientados a facilitar la inversión en prevención de riesgos 

laborales vinculados al cambio climático. Estos instrumentos podrían financiar, 

entre otras actuaciones, la implantación de sistemas de protección frente al calor, 

la adaptación de horarios de trabajo, la mejora de espacios de descanso 

climáticamente adecuados o la adquisición de equipos de protección adaptados 

a condiciones ambientales extremas. Este tipo de políticas permitiría reducir las 

desigualdades existentes en materia preventiva entre empresas de distinto 

tamaño y favorecería una implantación más homogénea de medidas de 

protección frente a los riesgos climáticos 
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Asimismo, la creciente complejidad de los riesgos derivados del cambio 

climático exige reforzar la capacidad de anticipación y respuesta de las 

organizaciones ante situaciones de emergencia. En este sentido, aunque la 

normativa vigente establece la obligatoriedad de planes de autoprotección en 

determinados supuestos, muchos centros de trabajo potencialmente expuestos 

a fenómenos meteorológicos adversos no disponen de herramientas de 

planificación específicas para gestionar estas situaciones. Por ello, resultaría 

conveniente promover el desarrollo de planes de autoprotección voluntarios en 

el ámbito empresarial, incluso en aquellos casos en los que no exista una 

obligación normativa expresa. La elaboración de estos planes permitiría 

identificar riesgos concretos asociados al entorno territorial, establecer 

protocolos de actuación ante situaciones de emergencia y coordinar la actuación 

de la empresa con los servicios de emergencia y protección civil. Asimismo, 

contribuiría a reforzar la cultura preventiva en las organizaciones y a mejorar la 

preparación de las personas trabajadoras ante episodios climáticos extremos. 

Por su parte, la creciente frecuencia de episodios meteorológicos 

extremos puede provocar interrupciones temporales de la actividad productiva o 

generar situaciones en las que la continuidad del trabajo suponga un riesgo para 

la seguridad y salud de las personas trabajadoras. No obstante, la normativa 

laboral vigente no siempre ofrece herramientas suficientemente flexibles para 

gestionar estas situaciones desde una perspectiva preventiva. Por ello, resultaría 

conveniente analizar posibles adaptaciones legislativas que permitan introducir 

medidas organizativas orientadas a la reordenación del tiempo de trabajo cuando 

se produzcan interrupciones de la actividad derivadas de fenómenos 

meteorológicos adversos. Este tipo de instrumentos facilitaría la adopción de 

soluciones flexibles —como cambios temporales de horario, reorganización de 

turnos o interrupciones preventivas de la actividad— que permitan compatibilizar 

la protección de la salud de las personas trabajadoras con la continuidad de la 

actividad económica. 

Finalmente, el incremento de situaciones en las que fenómenos 

meteorológicos extremos impiden el normal desarrollo de la actividad laboral 

plantea nuevos retos desde el punto de vista de la distribución de los costes 

económicos asociados a estas interrupciones. En este contexto, debería 

valorarse la conveniencia de revisar el artículo 37.3.g) del Estatuto de los 

Trabajadores con el fin de analizar mecanismos que permitan repartir de forma 

más equilibrada las cargas económicas derivadas de estas situaciones entre 

empresas y personas trabajadoras. Una posible adaptación normativa permitiría 

ofrecer mayor seguridad jurídica y evitar que el impacto económico de estos 

episodios recaiga de forma desproporcionada sobre una sola de las partes, 

favoreciendo soluciones más equitativas y adaptadas a la creciente incidencia 

de los fenómenos meteorológicos adversos. 
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A nivel autonómico en la Comunitat Valenciana 

En el ámbito autonómico, resultaría altamente conveniente que la 

Generalitat Valenciana valorara la aprobación de un decreto específico destinado 

a desarrollar reglamentariamente las obligaciones de coordinación entre los 

planes empresariales de autoprotección y emergencia y los planes de Protección 

Civil municipales y supramunicipales. A tal efecto, dicho instrumento normativo 

podría establecer procedimientos claros y sistematizados de intercambio de 

información entre empresas y administraciones públicas, de modo que se facilite 

una integración real y no meramente formal. En particular, cabría prever la 

obligación de que las empresas comuniquen al ayuntamiento correspondiente y 

a la agencia autonómica competente en emergencias la ubicación exacta de sus 

instalaciones, el número habitual de personas trabajadoras, los horarios de 

actividad y los riesgos específicos que puedan proyectarse sobre el entorno. 

Asimismo, podría contemplarse la creación de un registro autonómico de planes 

de autoprotección que no se limite a la mera recepción documental, sino que 

incorpore mecanismos de verificación material del contenido, comprobando, 

entre otros aspectos, la inclusión de evaluaciones específicas de fenómenos 

meteorológicos adversos, la efectiva coordinación con los planes territoriales y 

especiales de Protección Civil, la previsión de actualizaciones periódicas y la 

realización de simulacros. En este marco, también podría valorarse la atribución 

a INVASSAT de competencias específicas de inspección y auditoría en relación 

con la integración de la variable climática en los planes empresariales. 

Finalmente, resultaría aconsejable articular líneas de subvención dirigidas a 

pequeñas y medianas empresas para facilitar la adaptación de instalaciones 

frente a riesgos climáticos, la elaboración técnica de planes de autoprotección, 

la adquisición de equipos de protección colectiva e individual y la formación 

especializada de las plantillas. 

Por otra parte, sería igualmente recomendable abordar la actualización 

del Plan de Acción Territorial sobre Prevención del Riesgo de Inundación en la 

Comunitat Valenciana (PATRICOVA), incorporando los datos derivados de 

episodios recientes que han superado ampliamente los umbrales considerados 

en su redacción original. En particular, la revisión debería tener en cuenta el 

impacto de la DANA de octubre de 2024, como episodio de intensidad 

excepcional en el territorio autonómico. A partir de ello, cabría revisar los mapas 

de peligrosidad hidrológica mediante el recálculo de los períodos de retorno con 

series temporales actualizadas, ampliando, cuando proceda, las zonas 

clasificadas como inundables y ajustando los niveles de peligrosidad conforme a 

la nueva evidencia empírica. Del mismo modo, resultaría oportuno incorporar 

proyecciones climáticas para los horizontes 2030-2050 y 2050-2070, anticipando 

la posible evolución del riesgo en un contexto de cambio climático. En coherencia 
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con esta actualización, podría establecerse la recomendación de que los 

municipios con zonas calificadas de peligrosidad alta o media procedan a 

elaborar o revisar sus planes municipales de emergencia en un plazo 

determinado desde la aprobación del nuevo instrumento territorial. 

Paralelamente, sería conveniente promover la elaboración de mapas de riesgo 

multifactor que integren, además del riesgo de inundación, el riesgo de incendio 

forestal, temperaturas extremas y vientos intensos, permitiendo identificar áreas 

de riesgo acumulado donde la concurrencia de amenazas exija medidas 

reforzadas. Estos mapas, accesibles a través de visores cartográficos en línea, 

facilitarían la consulta por parte de empresas, técnicos de prevención, 

ayuntamientos y ciudadanía, mejorando la transparencia y la toma de decisiones 

informada. 

Asimismo, podría considerarse la creación de un sistema autonómico de 

acreditación de planes empresariales mediante el establecimiento de un 

distintivo o sello de calidad, por ejemplo bajo la denominación “Empresa 

Adaptada al Cambio Climático”. Este reconocimiento podría otorgarse a aquellos 

centros de trabajo que acrediten la integración efectiva de la variable climática 

en su gestión preventiva. Entre los requisitos, cabría incluir la evaluación de 

riesgos climáticos conforme a metodologías científicamente reconocidas y 

adaptadas a la ubicación y actividad concreta, la existencia de protocolos 

actualizados de actuación ante cada fenómeno meteorológico relevante, 

coordinados con los planes municipales y especiales de Protección Civil, la 

realización de simulacros anuales con participación de servicios externos de 

emergencia y la impartición de formación periódica a la plantilla sobre riesgos 

climáticos y actuación ante situaciones críticas. Como incentivo, podría 

contemplarse la priorización en la concesión de determinadas ayudas 

autonómicas en materia de prevención, seguridad industrial o modernización de 

instalaciones, así como la promoción de acuerdos con entidades aseguradoras 

para valorar reducciones de primas. Igualmente, el reconocimiento público a 

través de los canales institucionales de la Generalitat contribuiría a visibilizar 

buenas prácticas y generar un efecto ejemplificador. 

En relación con INVASSAT, resultaría oportuno reforzar su papel como 

centro de referencia en materia de cambio climático y salud laboral mediante la 

creación de una unidad especializada dotada de personal técnico y recursos 

suficientes. Entre sus funciones podría incluirse la elaboración de guías 

sectoriales que ofrezcan orientación práctica sobre evaluación de riesgos 

climáticos y medidas preventivas adaptadas a sectores relevantes en la 

Comunitat Valenciana —como agricultura, construcción, industria cerámica, 

calzado y textil, turismo, transporte y logística— atendiendo a sus 

particularidades productivas. Asimismo, sería recomendable ofrecer asistencia 
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técnica gratuita a pequeñas y medianas empresas, compensando así su menor 

capacidad interna de gestión preventiva. De igual forma, la realización de 

estudios epidemiológicos sobre patologías asociadas a exposición térmica y 

fenómenos meteorológicos adversos permitiría generar conocimiento específico 

sobre la realidad autonómica. Finalmente, la coordinación de la vigilancia de la 

salud en sectores especialmente expuestos, con protocolos unificados y 

sistemas de información centralizados, facilitaría la identificación temprana de 

tendencias y la adopción de medidas sectoriales cuando resulten necesarias. 

En el plano de la sensibilización, cabría promover el desarrollo de una 

campaña autonómica amplia sobre riesgos laborales asociados al cambio 

climático, dirigida de forma simultánea a empresas, personas trabajadoras, 

técnicos de prevención y ciudadanía. Para maximizar su eficacia, la difusión 

podría articularse a través de medios tradicionales, redes sociales 

institucionales, centros educativos y organizaciones empresariales y sindicales, 

adaptando el mensaje a cada público destinatario. Los contenidos deberían 

combinar claridad y rigor técnico, evitando simplificaciones excesivas pero 

facilitando orientaciones prácticas que fomenten conductas preventivas. 

Finalmente, en el ámbito de las políticas activas de empleo, resultaría 

aconsejable integrar la dimensión climática en los certificados de profesionalidad 

correspondientes a sectores expuestos. En particular, los programas formativos 

de agricultura, jardinería, trabajos forestales, construcción, transporte u otras 

actividades con trabajo habitual en exteriores podrían incorporar módulos 

específicos sobre identificación de riesgos climáticos, medidas de 

autoprotección, reconocimiento de síntomas de patologías por calor, actuación 

ante emergencias y marco jurídico aplicable. Complementariamente, podrían 

estudiarse incentivos a la contratación vinculados a la implantación previa de 

medidas acreditadas de adaptación —como reorganización de horarios, mejora 

de sistemas de climatización o dotación de equipos específicos— reforzando así 

la coherencia entre política de empleo y prevención de riesgos laborales. 

A nivel local, responsabilidades municipales 

En el ámbito municipal, resultaría especialmente conveniente que los 

ayuntamientos valencianos, en particular aquellos situados en zonas de riesgo 

identificadas en el PATRICOVA o en planes especiales de Protección Civil, 

procedieran a actualizar con periodicidad bienal sus planes municipales de 

emergencia. Ahora bien, dicha actualización no debería limitarse a ajustes 

formales o meramente documentales, sino que convendría que implicara una 

revisión sustantiva de las vulnerabilidades del término municipal a la luz del 

cambio climático. En este contexto, podría incorporarse un inventario detallado 
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de los centros de trabajo ubicados en zonas de riesgo, identificando su actividad, 

número aproximado de personas trabajadoras, horarios habituales y 

responsables de contacto, de modo que, ante una eventual activación del plan, 

los servicios municipales dispongan de información precisa para una 

comunicación inmediata y eficaz. Asimismo, resultaría aconsejable establecer 

protocolos específicos de comunicación directa con las empresas, superando la 

simple difusión pública de avisos y articulando canales personalizados de 

notificación cuando se prevea la incidencia de un fenómeno meteorológico 

adverso o se active formalmente una situación de emergencia. 

De igual forma, cabría promover la programación de simulacros conjuntos 

con periodicidad al menos anual, en los que participen de manera coordinada los 

servicios municipales de emergencia, la policía local, los equipos internos de 

emergencia de las principales empresas del municipio y el voluntariado de 

Protección Civil. La realización de estos ejercicios permitiría identificar con 

antelación deficiencias de coordinación, carencias de medios o disfunciones en 

los sistemas de comunicación, evitando que tales insuficiencias se manifiesten 

únicamente en situaciones reales de crisis. Paralelamente, resultaría 

recomendable mantener un inventario permanentemente actualizado de los 

recursos municipales de primera intervención, asegurando la disponibilidad y 

operatividad de vehículos, sistemas de comunicación, grupos electrógenos, 

bombas de achique, material de señalización y equipos de rescate, así como de 

cualquier otro medio susceptible de ser necesario ante emergencias climáticas. 

Por otra parte, también podría valorarse la aprobación de ordenanzas 

municipales específicas en materia de adaptación al cambio climático, en el 

marco de las competencias locales en protección de la salud pública, medio 

ambiente urbano y ordenación de actividades. A través de estas ordenanzas, los 

ayuntamientos podrían regular determinadas condiciones de prestación de 

trabajos en el espacio público, especialmente en contextos de temperaturas 

extremas. En particular, cabría contemplar la limitación o reorganización de 

actividades de elevada carga física en exteriores durante las franjas horarias de 

mayor exposición térmica en periodo estival, promoviendo alternativas 

organizativas que reduzcan el riesgo para las personas trabajadoras. 

Asimismo, resultaría oportuno prever la habilitación de refugios climáticos 

de acceso público destinados, entre otros colectivos, a trabajadores que 

desarrollan su actividad en movilidad continua y sin acceso a instalaciones fijas 

—como repartidores, personal de limpieza viaria, jardinería, vigilancia o 

mantenimiento—. Estos espacios, ubicados preferentemente en dependencias 

municipales tales como bibliotecas, centros cívicos o instalaciones deportivas, 

podrían estar climatizados, disponer de agua potable suficiente y permanecer 
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accesibles durante la jornada laboral, señalizándose adecuadamente tanto en el 

espacio urbano como en plataformas digitales municipales. Con ello, se facilitaría 

una red básica de protección frente a episodios de calor extremo, integrando la 

dimensión laboral en la planificación urbana. 

Finalmente, las ordenanzas municipales podrían incorporar condiciones 

adicionales vinculadas a la concesión de licencias de obra o actividad en suelo 

urbano, incentivando o requiriendo la adopción de medidas de adaptación 

climática cuando la naturaleza de la actividad lo justifique. De este modo, sin 

invadir competencias estatales en materia laboral, los municipios podrían 

contribuir a elevar los estándares de protección mediante exigencias 

complementarias relacionadas con la organización del espacio, la protección 

ambiental y la seguridad en el entorno urbano. 

 

7.2 Recomendaciones para negociadores de convenios colectivos. 

 

Las organizaciones sindicales y las asociaciones empresariales que 

negocian convenios colectivos sectoriales, provinciales o autonómicos 

desempeñan un papel decisivo en la concreción operativa de las obligaciones 

legales generales. En efecto, el convenio colectivo constituye el instrumento 

normativo más próximo a la realidad productiva y, precisamente por ello, ofrece 

un marco idóneo para traducir principios generales en reglas detalladas, 

umbrales técnicos específicos, procedimientos claros y mecanismos de 

seguimiento adaptados a cada sector y territorio. Desde esta perspectiva, la 

negociación colectiva puede convertirse en un espacio privilegiado para integrar 

de forma sistemática la variable climática en la regulación de las condiciones de 

trabajo. 

El análisis realizado pone de manifiesto que la prevención de riesgos 

laborales vinculados al cambio climático plantea nuevos desafíos que 

trascienden, en muchos casos, la regulación legal vigente y requieren respuestas 

adaptadas a las particularidades de cada sector productivo. En este contexto, la 

negociación colectiva puede desempeñar un papel relevante como instrumento 

de adaptación normativa que permita incorporar medidas específicas frente a 

riesgos emergentes derivados de fenómenos meteorológicos adversos o del 

incremento de temperaturas. No obstante, para que este potencial pueda 

desarrollarse plenamente resulta necesario promover procesos de reflexión 

interna en el seno de las organizaciones empresariales y sindicales sobre el 
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alcance y las posibilidades de la negociación colectiva en materia preventiva. 

Este debate permitiría definir estrategias comunes, identificar ámbitos prioritarios 

de intervención y valorar la conveniencia de incorporar cláusulas específicas en 

los convenios colectivos que refuercen la protección de la salud de las personas 

trabajadoras frente a los riesgos asociados al cambio climático.  

Tal y como se ha señalado, determinados sectores de actividad —como 

la construcción, el transporte, el sector agrario, la industria o los servicios de 

limpieza viaria— cuentan con una larga experiencia en la gestión de riesgos 

laborales vinculados a condiciones ambientales adversas. En muchos casos, 

esta experiencia se ha traducido en el desarrollo de cláusulas convencionales 

que regulan aspectos como la adaptación de la jornada en situaciones de calor 

extremo, la paralización de trabajos al aire libre o la adopción de medidas 

específicas de protección frente a condiciones meteorológicas adversas. En este 

contexto, la negociación colectiva en otros sectores podría beneficiarse de estas 

experiencias previas, utilizando dichas regulaciones como referencia para la 

elaboración de nuevas cláusulas convencionales adaptadas a la realidad 

productiva de cada ámbito de actividad. Este enfoque permitiría aprovechar el 

conocimiento acumulado en sectores especialmente expuestos al clima y facilitar 

la difusión de buenas prácticas preventivas en el conjunto del tejido productivo. 

En consecuencia, resultaría altamente recomendable que todos los 

convenios colectivos incorporasen un bloque específico de cláusulas relativas al 

cambio climático y a los fenómenos meteorológicos adversos. Dicho bloque 

podría comenzar con una cláusula sobre evaluación de riesgos que establezca 

expresamente la obligación de integrar en las evaluaciones preventivas los 

riesgos derivados del cambio climático relevantes para el sector 

correspondiente. A tal efecto, el convenio podría identificar de manera orientativa 

los principales riesgos sectoriales —estrés térmico por calor en trabajos 

exteriores; estrés térmico por frío en cámaras frigoríficas o actividades 

invernales; lluvias torrenciales e inundaciones en agricultura y construcción; 

vientos fuertes en trabajos en altura o actividades marítimas; tormentas 

eléctricas en actividades forestales o deportivas; incendios en interfaz urbano-

forestal— evitando formulaciones genéricas desvinculadas de la realidad 

productiva. Asimismo, cabría establecer la exigencia de utilizar metodologías 

científicamente reconocidas, precisando, por ejemplo, que para la evaluación del 

estrés térmico debería emplearse el índice WBGT y no limitarse a la mera 

consulta de la temperatura ambiente. Del mismo modo, podría recomendarse 

que la evaluación tenga en cuenta la localización geográfica concreta del centro 

de trabajo, recurriendo a cartografía oficial de riesgos —como el PATRICOVA 

para inundaciones— así como las tareas efectivamente desarrolladas, su carga 

física, duración y posibilidades reales de protección. Igualmente, debería 
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contemplarse la identificación de colectivos vulnerables y la adopción de 

medidas reforzadas cuando concurran factores de especial sensibilidad. 

En coherencia con lo anterior, resultaría conveniente incorporar cláusulas 

relativas a la elaboración de protocolos de actuación ante fenómenos 

meteorológicos adversos, con participación efectiva de la representación legal 

de las personas trabajadoras. El convenio podría definir el contenido mínimo de 

tales protocolos, incluyendo criterios objetivos para reorganizar o suspender 

tareas, procedimientos detallados de modificación de horarios, sistemas de 

comunicación inmediata a la plantilla, mecanismos de coordinación con servicios 

municipales de emergencia y medidas específicas para personal móvil. 

Asimismo, cabría prever que dichos protocolos se integren formalmente en el 

plan de emergencias de la empresa, se actualicen anualmente antes de cada 

temporada de riesgo y se sometan a simulacros periódicos que permitan verificar 

su eficacia práctica. 

Especial relevancia tendría la incorporación de cláusulas de adaptación 

de jornada por temperaturas extremas y fenómenos meteorológicos adversos. 

En este ámbito, el convenio podría establecer que, cuando se emitan avisos de 

nivel naranja o rojo por calor extremo y las medidas ordinarias no resulten 

suficientes para garantizar la protección, se activen automáticamente 

mecanismos de adaptación organizativa. Entre las modalidades posibles podrían 

contemplarse el adelanto de la jornada para concentrar el trabajo en horas más 

frescas, la interrupción en las horas centrales con reanudación posterior, la 

sustitución de tareas exteriores por interiores, la rotación intensificada del 

personal o, en último término, la suspensión temporal de la actividad. Resultaría 

igualmente aconsejable regular el régimen retributivo de estas adaptaciones, 

garantizando que las horas inicialmente previstas se abonen en el mes 

correspondiente y que la eventual recuperación posterior se limite a un 

porcentaje razonable —por ejemplo, en torno al setenta por ciento— dentro de 

un plazo máximo determinado, respetando siempre los descansos legales y 

evitando jornadas excesivas. Asimismo, podrían establecerse garantías 

procedimentales relativas a preavisos, protección de situaciones de conciliación 

y excepciones en casos de urgencia extrema. De igual forma, la negociación 

colectiva puede desempeñar un papel relevante mediante la incorporación de 

cláusulas que regulen la adaptación temporal de la jornada de trabajo cuando se 

produzcan paralizaciones de la actividad derivadas de fenómenos 

meteorológicos adversos. Este tipo de cláusulas permitiría establecer 

mecanismos de reorganización del tiempo de trabajo —como modificaciones de 

horarios, interrupciones temporales o reprogramación de tareas— que faciliten 

la gestión preventiva de estas situaciones, al tiempo que aporten mayor 

seguridad jurídica tanto a empresas como a personas trabajadoras. 
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En relación con el permiso retribuido vinculado a situaciones de riesgo 

grave e inminente, la negociación colectiva podría desarrollar el derecho 

reconocido en el artículo 37.3.g del Estatuto de los Trabajadores, concretando 

supuestos de aplicación y procedimientos internos. Así, cabría especificar que el 

derecho operará cuando existan prohibiciones o recomendaciones oficiales de 

no desplazamiento, cuando se declare una situación de riesgo grave derivada 

de fenómeno meteorológico adverso o cuando el acceso al centro resulte 

materialmente inseguro. De igual forma, podría establecerse la obligación 

empresarial de comunicar activamente a la plantilla la concurrencia de tales 

circunstancias, evitando que recaiga sobre cada trabajador la decisión individual 

de ejercer el derecho. Para el caso de prolongación de la situación más allá del 

período inicial, el convenio podría remitir expresamente al artículo 47.6 del 

Estatuto de los Trabajadores, clarificando derechos y procedimientos. 

Otra dimensión relevante sería la inclusión de clausulas sobre inversión 

en adaptación climática, mediante la cual las empresas se comprometan a 

destinar anualmente un porcentaje determinado de su presupuesto preventivo o 

de la masa salarial a medidas específicas de protección frente a riesgos 

climáticos. A título orientativo, podrían considerarse comprendidas inversiones 

en climatización, ventilación, zonas de descanso refrigeradas, suministro de 

agua, equipos de protección individual específicos, formación especializada, 

mejoras estructurales frente a inundaciones o vientos y elaboración técnica de 

protocolos y planes de emergencia. Asimismo, podría garantizarse que la 

representación legal de las personas trabajadoras reciba información anual 

sobre las inversiones previstas y ejecutadas, pudiendo formular propuestas de 

mejora. 

En materia formativa, se evidencia como la gestión de los riesgos 

derivados del cambio climático exige conocimientos técnicos y jurídicos 

específicos que no siempre están plenamente integrados en los procesos de 

negociación colectiva. En este sentido, resulta conveniente reforzar la formación 

y capacitación de las personas que participan en las mesas negociadoras de las 

organizaciones empresariales y sindicales en materia de prevención de riesgos 

laborales, prestando especial atención a los riesgos emergentes asociados a 

fenómenos climáticos extremos. Una mayor capacitación en este ámbito 

permitiría mejorar la calidad técnica de las cláusulas convencionales, facilitar la 

incorporación de medidas preventivas basadas en evidencia y promover 

soluciones negociadas que contribuyan a reducir la exposición de las personas 

trabajadoras a riesgos derivados de condiciones ambientales adversas. 

De igual modo, podrían incorporarse cláusulas de vigilancia de la salud 

reforzada, estableciendo que los reconocimientos médicos incluyan la 
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evaluación específica de exposición a riesgos climáticos en colectivos 

especialmente expuestos —trabajo habitual en exteriores, tareas de alta carga 

física, espacios no climatizados adecuadamente o personas con factores de 

vulnerabilidad—. Sin perjuicio de la confidencialidad individual, cabría prever la 

comunicación anual de datos agregados a la representación legal de las 

personas trabajadoras, con el fin de detectar tendencias y valorar la necesidad 

de medidas colectivas adicionales. 

Para garantizar la efectividad del conjunto de medidas, resultaría 

conveniente la creación de una comisión paritaria específica de seguimiento de 

las cláusulas climáticas del convenio. Esta comisión, integrada de forma 

equilibrada por las partes firmantes, podría reunirse ordinariamente antes de los 

períodos de mayor riesgo y, con carácter extraordinario, tras episodios de 

especial intensidad, evaluando la aplicación práctica de los protocolos, 

proponiendo mejoras y elaborando una memoria anual pública que favorezca la 

transparencia. 

Por otro lado, la adopción de decisiones preventivas ante fenómenos 

meteorológicos adversos requiere disponer de información fiable y actualizada 

sobre la evolución de las condiciones meteorológicas y las alertas de 

emergencia. En este sentido, la negociación colectiva podría incorporar en los 

convenios colectivos referencias explícitas a fuentes oficiales de información que 

sirvan como base para la adopción de medidas preventivas en los centros de 

trabajo. En el ámbito de la Comunitat Valenciana, entre estas fuentes se 

encuentra la plataforma de emergencias gestionada por la Generalitat a través 

del servicio Centre de Coordinació d’Emergències de la Generalitat Valenciana, 

accesible a través de la página web https://www.112cv.gva.es/va/ y de la 

aplicación móvil “GVA 112 Avisos”. La utilización de estos canales permitiría 

mejorar la capacidad de anticipación de empresas y personas trabajadoras ante 

situaciones de riesgo, facilitando la adopción temprana de medidas preventivas 

cuando se emitan avisos meteorológicos o alertas de emergencia. 

Asimismo, la negociación colectiva debería reconocer las particularidades 

sectoriales mediante cláusulas específicas adaptadas a cada actividad —

agricultura, construcción, transporte, turismo, reparto u otras— definiendo 

umbrales técnicos, limitaciones operativas y medidas concretas ajustadas a los 

riesgos predominantes en cada ámbito productivo. 

Finalmente, cuando las medidas previstas impliquen inversiones 

significativas, podría establecerse un calendario de implementación escalonada 

que distinga entre actuaciones organizativas inmediatas y adaptaciones 

estructurales de mayor complejidad, contemplando incluso plazos ampliados 

https://www.112cv.gva.es/va/
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para pequeñas empresas. Igualmente, los convenios podrían prever 

mecanismos de flexibilidad extraordinaria ante episodios de intensidad 

excepcional, permitiendo acuerdos temporales de adaptación organizativa con 

control de la comisión paritaria y respeto pleno de las garantías legales. 

 

7.3. Recomendaciones para las empresas. 

 

En el contexto actual, resultaría altamente recomendable que las 

empresas valencianas integrasen la variable climática en su gestión no como un 

mero requisito formal en materia de prevención de riesgos laborales, sino como 

un elemento estructural de la estrategia coorporativa. En efecto, el cambio 

climático no constituye únicamente un riesgo laboral, sino un riesgo empresarial 

integral que puede afectar simultáneamente a infraestructuras, cadenas de 

suministro, disponibilidad de agua y energía, costes aseguradores, continuidad 

operativa e incluso reputación corporativa. Por ello, parece aconsejable que esta 

cuestión sea abordada en los órganos de dirección al más alto nivel, evitando su 

tratamiento exclusivo en ámbitos técnicos intermedios. En el caso de empresas 

medianas y grandes, podría valorarse la designación de una persona 

responsable de adaptación climática con funciones transversales, coordinada 

con prevención, producción, mantenimiento, recursos humanos y compras, 

encargada de evaluar riesgos empresariales derivados del clima, proponer 

medidas de adaptación, supervisar su implementación y revisar periódicamente 

su eficacia conforme evolucione el conocimiento científico. 

Todo ello atendiendo siempre a las directrices técnicas elaboradas por su 

Servicio de Prevención, cunado lo haya. 

 

Desde la perspectiva estrictamente preventiva, sería conveniente que la 

evaluación de riesgos laborales incorporase los riesgos derivados del cambio 

climático con un grado de profundidad superior al habitual. En lugar de 

referencias genéricas a “temperaturas elevadas” o “lluvias intensas”, la 

evaluación debería analizar la localización geográfica concreta de cada centro, 

consultando cartografía oficial —como el PATRICOVA en materia de 

inundaciones—, mapas de riesgo de incendios forestales o cualquier otra fuente 

territorial relevante. En materia de estrés térmico, resultaría recomendable 

emplear metodologías científicamente reconocidas, como el índice WBGT, 

realizando mediciones directas en los puestos de trabajo y considerando 

radiación solar, humedad, velocidad del viento, carga metabólica y 

características de la vestimenta. Asimismo, debería analizarse el riesgo asociado 

a desplazamientos laborales, tanto in itinere como in mission, identificando rutas 
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vulnerables y estableciendo medidas de protección específicas. Igualmente, 

convendría identificar a personas especialmente sensibles —por edad, 

embarazo, patologías crónicas o falta de aclimatación— con el fin de adoptar 

medidas preventivas reforzadas. 

 

En coherencia con lo anterior, se recomienda que las empresas elaboren 

protocolos diferenciados para cada fenómeno meteorológico relevante según su 

actividad y emplazamiento. En lugar de un documento genérico para 

“emergencias climáticas”, resultaría más eficaz disponer de protocolos 

específicos para olas de calor, inundaciones, vientos fuertes, tormentas 

eléctricas o incendios forestales, definiendo con claridad quién adopta 

decisiones, qué información debe monitorizarse, cómo se comunica la activación 

del protocolo, qué tareas se suspenden automáticamente y cuáles pueden 

continuar con medidas adicionales. A fin de ganar rapidez y seguridad jurídica, 

podría vincularse la activación de determinadas medidas a los niveles de aviso 

de METEOALERTA o de la Agencia Valenciana de Seguridad y Respuesta a las 

Emergencias, de modo que un aviso naranja o rojo active automáticamente 

actuaciones previamente definidas, reduciendo márgenes de improvisación. 

 

Asimismo, para que los protocolos de actuación resulten eficaces, es 

imprescindible que todas las personas trabajadoras conozcan su contenido y 

tengan acceso a la información necesaria para actuar correctamente ante 

situaciones de emergencia. En este sentido, las empresas deberían garantizar 

que los protocolos de actuación frente a fenómenos meteorológicos adversos se 

encuentren disponibles en lugares visibles y accesibles dentro de los centros de 

trabajo, así como a través de los canales de comunicación interna de la 

organización. Esta difusión debería incluir información clara sobre las medidas a 

adoptar ante cada tipo de fenómeno meteorológico, así como sobre las vías de 

comunicación con los servicios de emergencia y Protección Civil, incluido el 

teléfono 112, con el fin de facilitar una respuesta rápida y coordinada en 

situaciones de riesgo. 

 

En el plano material, la adaptación de infraestructuras debería abordarse 

de manera planificada y progresiva. No bastaría con la instalación nominal de 

sistemas de climatización, sino que sería recomendable verificar su potencia 

real, mantenimiento periódico y cobertura efectiva de todas las zonas de trabajo. 

En espacios con elevada carga térmica interna, como cocinas industriales o 

salas de maquinaria, podrían adoptarse medidas complementarias de ventilación 

forzada o aislamiento térmico. Asimismo, resultaría aconsejable habilitar zonas 

de descanso climatizadas durante episodios de calor extremo, garantizar 

suministro abundante de agua fresca accesible y adaptar los equipos de 

protección individual a condiciones de calor o frío extremos. En paralelo, la 
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protección frente a lluvias torrenciales o vientos intensos podría reforzarse 

mediante sistemas de drenaje adecuados, anclajes estructurales reforzados o 

generadores eléctricos de emergencia que aseguren la continuidad de la 

actividad en situaciones críticas. 

 

Por otro lado, la organización del tiempo de trabajo constituye igualmente 

un ámbito donde la adaptación puede desplegar efectos preventivos 

significativos. Durante episodios de calor extremo, podría valorarse la 

reorganización de horarios para concentrar tareas en las horas de menor 

temperatura, así como la implantación de rotaciones y pausas reforzadas que 

permitan la recuperación térmica. En determinados sectores, la jornada intensiva 

estival podría configurarse como una medida eficaz tanto desde la perspectiva 

de la salud como de la productividad. En todo caso, cualquier reorganización 

debería planificarse con antelación suficiente y en diálogo con la representación 

legal de las personas trabajadoras. 

 

Por su parte, si bien la normativa vigente establece la obligatoriedad de 

planes de autoprotección en determinados supuestos, muchas empresas 

potencialmente expuestas a fenómenos meteorológicos adversos no se 

encuentran incluidas en dichos supuestos, lo que puede generar carencias en la 

planificación de la respuesta ante situaciones de emergencia. En este contexto, 

resulta recomendable que las empresas promuevan la elaboración e 

implantación de planes de autoprotección voluntarios que permitan anticipar la 

gestión de posibles situaciones de emergencia derivadas de fenómenos 

naturales o meteorológicos extremos. Estos planes deberían incluir la 

identificación de riesgos, la definición de procedimientos de actuación, la 

asignación de responsabilidades internas y los mecanismos de coordinación con 

los servicios de emergencia y protección civil. De este modo, se reforzaría la 

capacidad de respuesta de las organizaciones ante situaciones de crisis y se 

mejoraría la protección de las personas trabajadoras. 

 

En materia formativa, sería conveniente establecer programas anuales 

específicos sobre riesgos climáticos, impartidos antes del inicio de la temporada 

de mayor exposición y dentro de la jornada laboral. La formación debería abordar 

no solo el contexto general del cambio climático en la Comunitat Valenciana, sino 

también los riesgos concretos del puesto de trabajo, la identificación temprana 

de síntomas de patologías por calor y las pautas básicas de actuación ante 

emergencias. Complementariamente, la información diaria podría reforzarse 

mediante paneles visibles que indiquen el nivel de aviso meteorológico vigente, 

el índice WBGT actualizado y las medidas preventivas activadas en cada 

jornada. 
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La coordinación con servicios externos de emergencia también debería 

formalizarse de manera periódica. Más allá de la inclusión de teléfonos de 

contacto en el plan de emergencia, resultaría recomendable mantener reuniones 

anuales de coordinación con bomberos, policía local, Protección Civil y servicios 

sanitarios, facilitando el conocimiento de las instalaciones y armonizando 

protocolos de actuación. La realización de simulacros conjuntos permitiría 

detectar deficiencias antes de que una emergencia real las evidencie. 

 

Una atención particular merece los trabajadores móviles, cuya exposición 

a fenómenos meteorológicos adversos puede ser más difícil de supervisar. En 

este ámbito, podría implantarse geolocalización durante avisos de riesgo 

elevado, reforzar los canales de comunicación bidireccional y reconocer 

expresamente la facultad del trabajador para interrumpir un desplazamiento 

cuando concurran circunstancias de riesgo grave, sin consecuencias 

disciplinarias. La formación específica en conducción en condiciones adversas y 

la prohibición automática de desplazamientos en zonas afectadas por avisos 

rojos constituirían medidas adicionales de protección razonables. 

 

Además, la participación de la representación legal de las personas 

trabajadoras debería configurarse como un elemento sustancial del proceso de 

adaptación climática. Resultaría recomendable que delegados de prevención y 

comités de seguridad y salud participen desde la fase inicial en la evaluación de 

riesgos, en el diseño de protocolos y en la priorización de inversiones, así como 

en el análisis posterior a cada episodio relevante o simulacro. Solo mediante una 

implicación real y continuada de todas las partes podrá consolidarse una cultura 

preventiva coherente con la magnitud del desafío climático. 

En este mismo sentido, la eficacia de las medidas preventivas frente a 

fenómenos meteorológicos adversos depende en gran medida del grado de 

implicación de las personas trabajadoras en su aplicación. En este sentido, las 

empresas deberían fomentar la participación activa de las personas trabajadoras 

en la identificación de riesgos, en la elaboración de protocolos de actuación y en 

la gestión de situaciones de alerta o emergencia. Esta participación permitiría 

aprovechar el conocimiento práctico que las personas trabajadoras tienen sobre 

las condiciones reales en las que se desarrolla la actividad laboral, facilitando la 

adopción de medidas preventivas más ajustadas a la realidad de cada centro de 

trabajo. Asimismo, contribuiría a reforzar la cultura preventiva dentro de la 

organización. 

Asimismo, la gestión eficaz de situaciones de emergencia requiere una 

adecuada organización interna que permita adoptar decisiones rápidas y 

coordinadas cuando se produzcan episodios meteorológicos adversos. Por ello, 
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resulta recomendable que las empresas identifiquen de forma clara a las 

personas responsables de la gestión de estas situaciones en cada centro de 

trabajo, de acuerdo con los protoclos diseñados por su Servicio de Prevención, 

especificando sus funciones y responsabilidades dentro de los protocolos de 

actuación. La existencia de una estructura organizativa clara en materia de 

emergencias contribuiría a evitar situaciones de incertidumbre, facilitaría la 

coordinación con los servicios de emergencia y permitiría gestionar de manera 

más eficaz las situaciones de crisis. 

Finalmente, el incremento de fenómenos meteorológicos adversos puede 

generar situaciones en las que resulte necesario suspender temporalmente la 

actividad laboral por motivos de seguridad o por la imposibilidad material de 

prestar servicios. En estos supuestos, resulta conveniente que las empresas 

establezcan criterios claros para acreditar la concurrencia del hecho causante 

que justifica la aplicación del permiso retribuido previsto en el artículo 37.3.g) del 

Estatuto de los Trabajadores. En este sentido, el ejercicio del poder de dirección 

empresarial puede desempeñar un papel relevante para determinar, con base en 

información objetiva procedente de autoridades públicas o servicios 

meteorológicos, cuándo concurren circunstancias que hacen aconsejable la 

interrupción de la actividad. La existencia de procedimientos claros para 

acreditar estas situaciones contribuiría a dotar de mayor seguridad jurídica a 

empresas y personas trabajadoras y facilitaría una gestión ordenada de estas 

situaciones excepcionales. 

En definitiva, el conjunto de recomendaciones formuladas a nivel estatal, 

autonómico, local, convencional y empresarial permite perfilar una arquitectura 

coherente de gobernanza multinivel orientada a integrar de manera efectiva la 

adaptación climática en el ámbito laboral. En efecto, el Estado se configura como 

el espacio idóneo para establecer los estándares básicos, definir umbrales 

técnicos y dotar de seguridad jurídica al sistema; la Generalitat Valenciana, por 

su parte, puede desempeñar una función de desarrollo normativo, coordinación 

territorial y apoyo técnico especializado; los ayuntamientos, en cuanto 

administración más próxima al territorio y a los centros de trabajo, se revelan 

esenciales para la planificación preventiva concreta, la activación temprana de 

alertas y la articulación operativa con el tejido productivo; la negociación 

colectiva, a su vez, constituye el instrumento privilegiado para adaptar las 

exigencias generales a las particularidades sectoriales y territoriales; y, 

finalmente, las empresas, como sujetos obligados inmediatos en materia 

preventiva, asumen la responsabilidad de traducir ese marco normativo y 

convencional en decisiones organizativas, inversiones y protocolos efectivos. 
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Así pues, lejos de plantear una lógica jerárquica o fragmentada, el modelo 

propuesto descansa en la corresponsabilidad y en la cooperación institucional y 

social, de modo que cada nivel actúe dentro de su esfera competencial, pero en 

diálogo permanente con los demás. Solo mediante esta integración progresiva 

—normativa, organizativa y cultural— podrá avanzarse hacia un sistema de 

protección de la seguridad y salud laboral que no se limite a reaccionar ante 

episodios extremos, sino que incorpore estructuralmente la variable climática 

como elemento estable de planificación preventiva, reforzando al mismo tiempo 

la resiliencia del tejido productivo valenciano y la garantía efectiva de los 

derechos de las personas trabajadoras. 

 


